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Presentación

La liberalización de los servicios de red como la electricidad, el gas, el
agua, las telecomunicaciones o el servicio postal significó para la ma-
yoría de los países de América Latina una forma de superar las inefi-
ciencias del sistema público estatal y conseguir ofrecer el acceso a estos
servicios de una forma universal. Después de más de una década de esta
liberalización, que en algunos casos ha sido de privatización, hay evi-
dencias suficientes para hacer balance de las reformas realizadas. Una
característica común de la liberalización en América Latina es que,
mientras que las zonas urbanas se han beneficiado del aumento de la
competencia, diversos grupos de la población tienen graves problemas
para acceder a los servicios de agua, telefonía, electricidad y transpor-
te público. Desde el inicio del proceso de liberalización cada país ha tra-
tado de buscar mecanismos para facilitar el acceso de toda la población
a estos servicios básicos. Esta situación nos ofrece la posibilidad de
comparar los resultados de una gran variedad de políticas e instrumen-
tos regulatorios. En este sentido, este libro es especialmente oportuno
porque aparece en un momento en que la perspectiva temporal nos per-
mite ya obtener conclusiones de las políticas y de los diseños institucio-
nales utilizados.

El tema del acceso a los servicios en red ha sido una cuestión de
creciente debate público en América Latina durante la década actual.
Recogiendo este interés, en marzo de 2008 el CIDOB organizó el Semi-
nario «Obligaciones de servicio universal y regímenes de regulación: la
experiencia latinoamericana» en el que participaron los principales in-
vestigadores y expertos mundiales que están estudiando la prestación del
servicio universal en las industrias de red. También intervinieron los res-
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ponsables de varias agencias reguladoras de las telecomunicaciones, la
energía y el agua de España y de varios países de America Latina. Un
debate tan interesante, y a la vez tan necesario, no podía quedarse en
sólo palabras. Por este motivo, desde el CIDOB se animó a sus respon-
sables a que, con el objetivo de dar mayor difusión a las conclusiones al-
canzadas, editaran las ponencias en forma de monografía.

Desde el convencimiento de que este libro se convertirá en una re-
ferencia obligada para todos los interesados en las políticas de servicio
universal, me permito destacar como una de sus aportaciones más sig-
nificativas el hecho de compaginar análisis teóricos con una evaluación
de experiencias prácticas. De este modo, tanto los estudiosos de las po-
líticas de servicio universal que quieran ponerse al día como los regu-
ladores y las autoridades públicas en América Latina que necesiten un
soporte académico para evaluar la conveniencia de sus regulaciones,
encontrarán en este libro los análisis más pormenorizados de la situa-
ción actual de las políticas de servicio universal en América Latina. Por
un lado, la primera parte del libro ofrece una revisión actualizada de las
principales teorías sobre el servicio universal y muestra la tensión exis-
tente entre las políticas de aumento de la competencia y las políticas de
universalización de los servicios básicos. Por otro lado, la segunda par-
te muestra experiencias concretas de implementación de políticas del
servicio universal, que se han desarrollado en varios sectores y en varios
países. Estas experiencias permiten extraer lecciones de buenas prácti-
cas regulatorias e identificar los principales problemas que tendrán que
afrontar las autoridades públicas en los últimos años.

En definitiva, el acceso de todos los ciudadanos a un paquete de
servicios básicos es imprescindible para avanzar hacia una sociedad
más cohesionada social y económicamente. El título Más allá del merca-
do es toda una declaración de intenciones de sus autores al considerar
que la regulación de la prestación de los servicios de red no puede solo
regirse por motivaciones económicas y financieras, sino que también
debe garantizar la universalización de estos servicios.

NARCÍS SERRA

Presidente del CIDOB

8 Más allá del mercado
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Introducción: liberalización, regulación y servicio
universal

En las actuales economías de mercado, los proveedores privados de ser-
vicios de red —como la electricidad, el gas, las telecomunicaciones, los
transportes, el agua o el servicio postal, entre otros—, además de buscar
la máxima rentabilidad a sus actividades, a menudo tienen que cumplir
una serie de obligaciones de prestación de los servicios, como la de ase-
gurar el acceso de toda la población a los servicios básicos, indepen-
dientemente de su capacidad adquisitiva y de su localización. Las obli-
gaciones de servicio universal son sin duda un elemento esencial de las
políticas regulatorias de estos sectores, aunque pueden llegar a ser muy
distintas según las características del sector y el país donde se apliquen.
En este sentido, puede señalarse que la sostenibilidad a largo plazo de
las políticas de liberalización aplicadas en la última década en las in-
dustrias de red probablemente depende de un desarrollo adecuado de las
políticas de servicio universal, tanto o más que del éxito de las propias
reformas.

Desde que en los años noventa se liberalizaron las industrias de red
en numerosos países latinoamericanos, los mayores esfuerzos de los re-
guladores y responsables públicos sectoriales se han orientado al desa-
rrollo de políticas de fomento de la competencia, mediante la introduc-
ción de regulaciones innovadoras, que tienen como objetivo asegurar el
funcionamiento efectivo de los mercados liberalizados. La mayor expre-
sión de ello ha sido la creación de agencias especializadas, que tienen un
fuerte grado de autonomía en su gestión (Jordana y Levi-Faur, 2005). Sin
embargo, las señales de descontento que van surgiendo en muchos países
respecto a los resultados de la liberalización muestran los límites de la
regulación pro mercado, y aconsejan prestar mayor atención a la evolu-
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ción de la prestación del servicio universal, su orientación política y sus
mecanismos de regulación.

Haciéndose eco de este interés, este libro analiza el desarrollo y la
situación actual de las políticas de servicio universal en América Latina
en los sectores de red. Los trabajos incluidos abordan el análisis del ser-
vicio universal desde una aproximación teórica y empírica, aportando ar-
gumentos económicos, análisis políticos y experiencias prácticas que son
útiles para los responsables públicos de estos sectores y para investiga-
dores especializados en las industrias de red. Estos ensayos fueron ini-
cialmente presentados y debatidos en la conferencia «Obligaciones de
servicio universal y regímenes de regulación: la experiencia latinoameri-
cana», que se organizó en Barcelona los días 6 y 7 de marzo de 2008 con
el patrocinio del Centro de Estudios Internacionales de Barcelona (CI-
DOB). Al final de esta introducción resumimos las principales contribu-
ciones.

En este capítulo introductorio reflexionamos brevemente sobre la
importancia de analizar y plantear estrategias de mejora de las políticas
de servicio y acceso universal, no solo para lograr la legitimidad social
de las políticas de liberalización de estos servicios, y en su caso, de las
políticas de privatización, sino también para garantizar unos niveles de
bienestar mínimos al conjunto de la población. En nuestra opinión, el
fortalecimiento de las políticas de servicio universal puede moderar o
compensar el mal funcionamiento de los mercados liberalizados, pero su
desarrollo y expansión debe realizarse de forma coordinada con las polí-
ticas regulatorias de fomento de la competencia. Por otro lado, conside-
ramos que la universalización de los servicios básicos puede ayudar a
cumplir una de las condiciones necesarias para una buena reforma: que
al final del proceso no existan perdedores.

1. Servicio universal y ciudadanía

Desde una perspectiva jurídica, las obligaciones de acceso universal y de
servicio universal pueden ser consideradas como lo que queda del servi-
cio público cuando se liberaliza la prestación del servicio que antes ofre-
cían algunas empresas —públicas o privadas— a través de concesiones
en exclusiva. En este sentido, la introducción de competencia en las acti-

10 Joan Calzada, Antón Costas y Jacint Jordana
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vidades de distribución de servicios con características de monopolio na-
tural, que habitualmente habían sido desarrolladas por empresas estata-
les o municipales, exigió elaborar un artificio intelectual consistente en
sustituir el viejo concepto de «servicios públicos» por el de «servicios de
interés general» (SIG) o más en particular por el de «servicios económi-
cos de interés general» (SEIG). Este cambio doctrinal permitió más tar-
de separar las políticas de regulación que fomentan la eficiencia de los
mercados, de la necesidad de asegurar la cobertura de servicios básicos a
todos los ciudadanos.

Esa innovación conceptual facilitó desde un punto de vista norma-
tivo la entrada de operadores privados en la gestión de infraestructuras,
ya que los monopolios públicos dejaron de constituir un requisito para
garantizar el acceso básico a los servicios en red. Gracias a la definición
de estas actividades como servicios económicos de interés general
(SEIG), se obligaba a que la gestión de los nuevos operadores incorpora-
se un «interés general», que iba más allá de su propio interés privado. Al
tiempo que se alentaba a las empresas privadas para que buscasen su be-
neficio empresarial, se quiso evitar que determinados colectivos sociales
o territorios quedasen sin acceso a los servicios, o que solo pudiesen ac-
ceder a servicios de una calidad reducida. Para ello, la nueva política re-
gulatoria surgida después de la liberalización introdujo el concepto de
obligaciones de servicio universal (OSU). Estas obligaciones recogen los
contenidos de servicio público que permanecen en los denominados ser-
vicios económicos de interés general (SEIG), y establecen distintas fór-
mulas para forzar a su cumplimiento por parte de los operadores de los
servicios.

Las OSU tienen como objetivo central que todos los ciudadanos
puedan acceder a un paquete de servicios básicos, con una calidad míni-
ma y un precio asequible. Estas obligaciones se imponen sobre los ope-
radores por el temor a que algunos ciudadanos, por su escasa capacidad
adquisitiva o su ubicación territorial, queden excluidos de la provisión de
los servicios básicos. Los operadores pueden estar obligados a ofrecer di-
rectamente los servicios universales garantizados por el Estado, o bien
pueden tener que realizar contribuciones a un fondo que financie la pres-
tación de los servicios universales. Las modalidades de prestación de los
servicios universales son muy diversas, y su definición concreta depen-
de sin duda de una decisión política. Normalmente, se benefician de las
obligaciones de servicio universal las personas que tienen una baja capa-
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cidad adquisitiva para poder adquirir un nivel suficiente de los servicios,
y también aquellas personas que viven en zonas rurales o remotas donde
los costes de suministro del servicio son mayores que los precios que
ellos pueden afrontar.

La importancia de las OSU reside en que aseguran el suministro de
servicios básicos y que forman una de las bases esenciales sobre la que
se define la condición moderna de ciudadanía. De la misma forma que la
condición política de ciudadanía está vinculada al voto y a la participa-
ción en la vida política, la condición económica de ciudadanía se vincu-
la al acceso a estos servicios públicos básicos sin diferencias por razón
de localización territorial o de nivel económico.

En la sociedad actual, se considera que una persona se encuentra
con graves limitaciones para ejercer su condición de ciudadanía si no tie-
ne acceso a la educación y a la salud (Costas, 2007). De forma muy si-
milar, hoy en día tampoco podemos considerar como un ciudadano de
pleno derecho a alguien que no tenga acceso básico al agua potable y a la
electricidad. Bajo estas consideraciones, entendemos que la participa-
ción efectiva en la vida política y las oportunidades de realización perso-
nal en nuestras sociedades están íntimamente ligadas al acceso a un con-
junto de servicios básicos, ya sean de naturaleza social (educación,
sanidad, etc.) o económica (telecomunicaciones, energía, agua, o servi-
cios postales, entre otros). Este argumento de naturaleza política justifi-
ca la introducción de OSU en la regulación de los servicios públicos por
razones de equidad e igualitarismo específico (specific egalitarism) en
expresión de Tobin. Sin embargo, esta no es la única justificación para
crear y expandir las OSU. Como muestra Helmuth Cremer en este libro,
también existen otros argumentos basados en consideraciones de efi-
ciencia económica para incluir las OSU en las políticas regulatorias sec-
toriales.

2. El contenido de las obligaciones de servicio universal

Las OSU no tienen un contenido estático. Los servicios que hoy se con-
sideran básicos pueden dejar de serlo dentro de unos años gracias al cam-
bio tecnológico, o a la evolución del nivel de renta de una determinada
sociedad; pero también pueden ser percibidos como insuficientes para

12 Joan Calzada, Antón Costas y Jacint Jordana
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los nuevos objetivos que se marque la sociedad, en términos de sus pre-
ferencias políticas y sociales. Esto ocurre, por ejemplo, con los servicios
básicos de comunicaciones. Durante siglos el servicio postal ha sido con-
siderado un servicio esencial para el mantenimiento de las relaciones
personales, comerciales y políticas entre los miembros de un país. No
obstante, este carácter de servicio básico ha ido desapareciendo gracias a
la consolidación de otros sistemas de comunicación como la televisión y
la radio, y, más recientemente, por la expansión de Internet. De este
modo, mientras que en los años ochenta se consideraba que el acceso a
Internet era un bien normal, sometido al juego de la oferta y la demanda,
hoy en día ha pasado cada vez más a ser considerado como una «necesi-
dad básica» para la ciudadanía. Tal es esta percepción que actualmente se
considera que los servicios de telecomunicaciones son un elemento esen-
cial para el desarrollo humano, y desde hace unos años se ha empezado a
debatir incluso la posibilidad de incluir la banda ancha dentro de las obli-
gaciones de servicio universal en el ámbito de las telecomunicaciones.
En ocasiones, se argumenta que de no ser así se puede llegar a crear una
brecha digital, es decir, una división de la sociedad en dos grupos, los
que tienen y los que no tienen acceso suficiente a los servicios de la so-
ciedad de la información. El capítulo de José Távara en este libro mues-
tra que las consecuencias de esta brecha son todavía más importantes si
consideramos que las telecomunicaciones tienen un efecto cada vez más
imprescindible en el acceso a los servicios de sanidad y educación, espe-
cialmente en zonas territoriales de población dispersa.

El carácter cambiante de los contenidos del servicio universal no es
nada nuevo. Así ha sucedido con la sanidad y la educación básica, que en
muchos países se han transformado en un servicio universal y gratuito, o
fuertemente subvencionado, cuando no hace muchos años su oferta se
encontraba mucho más limitada. Algo parecido ocurre con la telefonía,
la electricidad, el agua o el transporte urbano, donde el concepto de OSU
no lleva necesariamente aparejado la gratuidad completa, pero sí la con-
dición de acceso asequible al servicio, o la disponibilidad de unos servi-
cios mínimos esenciales. Sin duda hay muchos modelos posibles para re-
gular las obligaciones de servicio universal que prestan los operadores, y
muchas fórmulas para proveer estos servicios; buena parte de los capítu-
los presentados en este libro debaten y en ocasiones comparan distintos
diseños del servicio universal, y sugieren interesantes conclusiones des-
de el punto de vista de la política pública.
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La concreción de lo que en cada época (y cada país) se consideran
necesidades básicas que deben ser cubiertas por el servicio universal res-
ponde en buena medida a debates sociales y políticas internas en cada
país, pero también con la intensidad del cambio técnico que se produce
en cada sector. De hecho, la innovación tecnológica ya fue uno de los
principales factores que jugaron a favor de la ruptura de los antiguos mo-
nopolios estatales, algo especialmente evidente en el caso de las teleco-
municaciones o el servicio postal, y que contribuyó a conseguir el apoyo
social para la privatización y la liberalización de estos sectores (Calzada
y Costas, 2009). Por las mismas razones, los nuevos servicios surgidos
por el cambio tecnológico serán un poderoso motor para la expansión de
las OSU.

3. Percepciones de equidad, legitimidad social y
sostenibilidad política de la liberalización

Una de las condiciones para la sostenibilidad de las políticas de liberali-
zación, no siempre identificada por las autoridades políticas, es que debe
garantizar la prestación de unos servicios esenciales a toda la población
para evitar que existan sectores sociales que acaben perdiendo con el
cambio de política. De hecho, puede señalarse que la percepción de los
ciudadanos sobre sus posibilidades de acceso a los servicios básicos en el
nuevo mercado liberalizado determinará a largo plazo la legitimidad so-
cial de la liberalización y la continuidad del apoyo político a las nuevas
políticas sectoriales de promoción de la competencia.

La percepción de los ciudadanos sobre la inclusión de criterios de
equidad en las reformas liberalizadoras es esencial para su mantenimien-
to a largo plazo. En primer lugar, los ciudadanos probablemente no apo-
yarán la liberalización si perciben que las empresas y los consumidores no
son tratados de forma equitativa y transparente, y observan que la libera-
lización crea granadores y perdedores. El objetivo esencial del servicio
universal es contribuir a lograr esa equidad en el acceso a los servicios en
red: que después de liberalizar el mercado, y que una mayoría de los ciu-
dadanos puedan acceder a los servicios en mejores condiciones gracias a
la competencia, no exista una minoría que no pueda acceder a los servi-
cios básicos a un precio asequible.

14 Joan Calzada, Antón Costas y Jacint Jordana
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En segundo lugar, en muchas ocasiones las percepciones sobre la
equidad influyen en las políticas que realizan los responsables públicos,
ya que muchas decisiones que se toman no se basan solo en considera-
ciones técnicas, sino que también atienden a conflictos políticos. Por lo
tanto, los poderes públicos y las empresas que han apoyado la reforma
deben esforzarse por conseguir el apoyo de los ciudadanos con menos re-
cursos: ayudarles a que ellos también se beneficien de las nuevas políti-
cas regulatorias.

Si aceptamos la importancia de las percepciones, la preocupación
surge al observar cómo en los últimos años han aparecido numerosas se-
ñales que apuntan a una creciente desilusión de la ciudadanía en relación
con la equidad y transparencia de la provisión de los servicios de red me-
diante mecanismos de mercado. Esta desilusión ha surgido a pesar del de-
sarrollo de instrumentos de regulación sofisticados que pretenden afrontar
muchos de los fallos de mercado habituales en estos sectores (Jordana y
Levi-Faur, 2004). No se trata tanto de que estos instrumentos no produzcan
buenos resultados, ni que, en general, la liberalización no haya mejorado la
eficiencia en la provisión de los servicios, sino de que no se hayan creado
suficientes mecanismos de compensación para los sectores sociales que no
pueden beneficiarse directamente de las mejoras de eficiencia.

En muchos países de América Latina, la privatización de las infraes-
tructuras de telecomunicaciones, electricidad, gas, agua, servicios postales
o transportes, y la introducción de competencia, fueron dos piezas esencia-
les de la reforma económica del Estado llevada a cabo en los años ochenta
y noventa. Esa reforma puso en marcha un nuevo sistema de provisión de
los servicios públicos que reemplazó al viejo modelo estatista y municipa-
lista vigente desde la segunda posguerra mundial. La motivación financie-
ra —reducción del déficit público— fue sin duda determinante para impul-
sar a la política de liberalización (Bel y Costas, 2001). Pero es importante
recordar que el impulso político a la liberalización estaba fundamentalmen-
te apoyado en la quiebra del anterior modelo de prestación de los servicios
de red basado en monopolios públicos. La ineficiencia productiva (precios
elevados, baja productividad, listas de espera para nuevas instalaciones,
baja calidad del servicio y mala atención a los clientes) y la falta de equidad
(incapacidad para ofrecer el acceso a los servicios a precios asequibles para
numerosos grupos de población, corrupción, falta de transparencia) desle-
gitimaron el modelo estatista, facilitando el cambio de la política.

¿Cuáles han sido los resultados de la liberalización? Existe amplio
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consenso entre estudiosos y analistas al considerar que el paso del mo-
nopolio a la liberalización de los mercados, y en muchos casos a la pri-
vatización, ha tenido un impacto positivo sobre la eficiencia económica
(medida a través de la producción, productividad, precios o nivel del dé-
ficit público). También existe alguna evidencia, especialmente para
América Latina, de que la reforma ha contribuido a mejorar el bienestar
de los sectores sociales más pobres a través del acceso a los servicios bá-
sicos. Por lo general, los consumidores se han beneficiado de precios
más bajos y de mejores servicios. A pesar de esto, desde finales de los
años noventa se comenzó a observar un malestar con el funcionamiento
del nuevo modelo, una desilusión que ha llevado al cuestionamiento de
la liberalización, y sobre todo a la privatización de empresas públicas en
algunos sectores. El trabajo de Luigi Manzetti presentado en este libro y
varios estudios del BID (2007) dan noticia precisa de ese malestar para
América Latina. En la Unión Europea también han surgido voces críticas
con algunos resultados del modelo (Clifton, Comín y Díaz-Fuentes,
2005). En este sentido, destaca el cuestionamiento que el defensor de los
consumidores de los mercados de energía en el Reino Unido ha hecho del
funcionamiento del mercado y de la excesiva complacencia con la que a
su juicio el regulador de la energía, OFGEM, ha tratado los malos resul-
tados en términos de bienestar y equidad (Energywatch, 2007).

Sin embargo, los organismos reguladores que se crearon a raíz de la
liberalización de los mercados han prestado atención casi exclusiva al
problema de la competencia. Posiblemente, la falta de una mayor preo-
cupación por la equidad de los efectos de la reforma se basa en las ex-
pectativas existentes entre muchos reguladores de que una vez alcanzada
la competencia en los mercados, se lograría aumentar la calidad del ser-
vicio y la atención al usuario, así como el tratamiento equitativo entre
operadores y consumidores. Por otro lado, también hay que mencionar
que a menudo las autoridades reguladoras han tenido que afrontar graves
problemas en su desarrollo institucional, que les ha impedido articular
intervenciones más complejas (Jordana y Ramió, 2008).

¿Por qué se produce esta desilusión? ¿Qué esperaban los consumi-
dores-ciudadanos de la liberalización de los servicios públicos y de la
privatización? Tanto los estudios que viene publicando la UE acerca de
las percepciones de los consumidores europeos sobre la evolución de los
mercados de servicios públicos como las percepciones ofrecidas por el
Latimbarómetro para los países latinoamericanos, los consumidores es-
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peran principalmente tres atributos del nuevo modelo de prestación de
los servicios: 1) precios justos; 2) mayor calidad del servicio y de aten-
ción; y 3) transparencia y tratamiento equitativo entre los intereses de las
empresas y de los consumidores. En este sentido, la desilusión con el
nuevo modelo está basada en percepciones negativas relacionadas con
cada uno de estos tres atributos. Nuestra opinión es que la persistencia de
esta desilusión puede afectar a la sostenibilidad a largo plazo del nuevo
modelo si no se introducen políticas públicas más amplias y complejas,
que incluyan formulas de universalización de los servicios básicos.

4. El sostenimiento de las OSU en períodos de crisis
económica

Después de una primera etapa muy activa, en la que la liberalización, la
privatización y el modelo de mercado se extendieron a la mayor parte de
los sectores de red, desde finales de la década pasada las políticas de pri-
vatización pasaron a un segundo plano. A la vez, en América Latina mu-
chos contratos de concesión se vieron afectados por procesos de renego-
ciación. Además, como señala Germà Bel en este libro, se han producido
algunos episodios relevantes de renacionalizaciones en Argentina, Vene-
zuela o Bolivia.

Estos fenómenos son expresivos de la creciente pérdida de con-
fianza de la opinión pública en la integridad de la privatización y de la li-
beralización. Sin embargo, no se puede hablar de una vuelta atrás en el
modelo de mercado. Al menos a corto plazo. El recuerdo de la ineficien-
cia del viejo modelo estatista aún sirve de contención. Como señala en
este libro Manzetti, el descontento con la privatización no parece indicar
un deseo generalizado de menos mercado y una vuelta a los monopolios
públicos, sino de un mejor funcionamiento de los mercados, más compe-
tencia y más equidad. Pero a largo plazo, no podemos descartar que se
produzcan reversiones de cierto calado en la provisión de los servicios en
red. De hecho, la historia de los servicios públicos está llena de zigzags
entre modos de provisión que en unas épocas descansan preferente en
operadores públicos y en otras en operadores privados (Bel y Costas,
2006). No deberíamos pensar que el actual modelo de mercado, tal como
esta formulado, sea el fin de la historia, un camino sin retorno.
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También cabe preguntarse si el contenido de las obligaciones de
servicio universal está sometido a este zigzag. En este sentido, la apari-
ción de una crisis económica aguda como la actual puede ser un factor
potencialmente peligroso para la sostenibilidad a largo plazo de las OSU,
aunque tal situación constituye también una oportunidad para consolidar
este modelo de intervención. José A. Gómez-Ibañez, estudioso de la re-
gulación de las infraestructuras de servicios públicos, ha señalado que
aun cuando las infraestructuras privadas rara vez han estado en el origen
de una crisis económica, una vez que esta aparece las infraestructuras
privadas se convierten en uno de los principales temas de controversia
dentro del debate público. En esas circunstancias, los ingresos de la po-
blación descienden a la vez que las empresas presionan para que las tari-
fas de los servicios se eleven para mantener los márgenes. El resultado es
que se agrava la percepción de inequidad con la que la regulación trata a
empresas y consumidores (Gómez-Ibañez, 2003).

Frente a la posible aparición de estas percepciones, durante los pe-
ríodos de crisis económica los contenidos del servicio universal se con-
vierten en una variable clave para regular a los mercados. Sin obligacio-
nes de servicio universal claras, amplias y efectivas, la actividad de los
operadores privados puede concitar un mayor rechazo por parte de los
consumidores pobres y de la opinión pública en general, y agudizarse la
percepción de inequidad en el tratamiento de consumidores y empresas.
Una situación de este tipo puede acabar, tarde o temprano, disminuyen-
do el apoyo político al modelo de prestación de los servicios y provo-
cando reversiones en las políticas. A fin de cuentas, el responsable últi-
mo frente a los ciudadanos para la prestación del servicio universal son
los poderes públicos.

5. Contribuciones del libro

Este libro recoge una serie de trabajos de gran utilidad para académicos
y responsables públicos interesados en conocer el estado actual del de-
bate sobre la prestación del servicio universal en las industrias de red. La
primera parte del libro esta dedicada a un conjunto de trabajos teóricos y
comparativos, que analizan el origen y el diseño del servicio universal,
así como el contexto de su introducción en América Latina. En primer lu-
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gar, Helmuth Cremer presenta una definición general de las obligaciones
de servicio universal para las industrias de red y evalúa las justificacio-
nes para estas políticas que generalmente se proponen en la literatura es-
pecializada, como son el aprovechamiento de las externalidades de red,
la redistribución de rentas o el desarrollo de la política regional. Asimis-
mo, también da un repaso a las distintas posibilidades de organizar y fi-
nanciar las obligaciones de servicio universal.

Desde una perspectiva general, el capítulo de Germà Bel analiza la
expansión de la participación de la empresa privada en la producción de
servicios públicos locales desde finales del siglo XX. Presenta diversas
teorías para explicar la municipalización de estos servicios. Finalmente,
muestra que aunque en los últimos años se ha extendido la idea de que
los factores claves para la municipalización han desaparecido, todavía
quedan sin resolver problemas importantes como el déficit de acceso a
los servicios básicos, los costes de transacción y completitud de los con-
tratos. A continuación, Luigi Manzetti explica qué factores políticos y
económicos han llevado a los países de América Latina a reconsiderar
sus decisiones de privatización tomadas en la década de 1990. En con-
creto, considera la renacionalización de empresas en Argentina, Bolivia
y Venezuela, y la renegociación de contratos de concesión en otros países.

Los dos últimos capítulos de esta primera parte analizan instru-
mentos institucionales para la provisión del servicio universal. Por una
parte, Joan Calzada y Antonio Miralles examinan la utilización de su-
bastas para seleccionar a los prestadores del servicio universal y deter-
minar el subsidio que deben recibir. Para ello, consideran los aspectos
más relevantes del diseño de las subastas y de la regulación de las con-
cesiones, y describen varias subastas realizadas en los sectores de tele-
comunicaciones y electricidad. Por otra parte, Jacint Jordana y Carles
Ramió estudian el papel de las agencias reguladoras en el proceso de im-
plementación de políticas de servicio universal complejas. Para ello, en
primer lugar los autores describen el desarrollo de las agencias regula-
doras en América Latina en las últimas décadas y evalúan su impacto. En
segundo lugar, utilizan el análisis empírico para ver cómo se han articu-
lado las políticas de servicio universal. Las variables utilizadas se cen-
tran en tres ámbitos: procesos de innovación y difusión de las agencias
reguladoras, características institucionales de las agencias y autonomía
alcanzada, y voluntades y capacidades para introducir innovaciones ins-
titucionales.
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En la segunda parte del libro, dentro de los estudios sectoriales so-
bre el servicio universal en América Latina, presentamos en primer lugar
tres trabajos sobre telecomunicaciones. Primero, Peter A. Stern presenta
los principales resultados de un estudio que dirigió en 2004 sobre la po-
lítica de servicio universal en el sector de las telecomunicaciones en die-
cinueve países de América Latina. Este estudio estuvo financiado por el
Banco Mundial, Regulatel y el Foro de los Reguladores de América La-
tina. Su objetivo fue evaluar los programas de acceso universal, medir la
presencia de la brecha digital en el continente e identificar nuevos mo-
delos para programas de acceso universal. A continuación, Andrés Gó-
mez-Lobo analiza el acceso a Internet en varios países de América Lati-
na. Su objetivo es identificar los factores económicos y regulatorios que
explican las diferencias en los niveles de penetración de Internet. Su tra-
bajo también compara los modelos de promoción de Internet en América
Latina y en los países desarrollados, y sugiere que la competencia entre
plataformas sería la mejor opción para América Latina. En el tercer estu-
dio, centrado en el caso del Perú, José Távara y Giannina Vaccaro sos-
tienen que la viabilidad de las telecomunicaciones rurales no solo de-
pende de la calidad de las políticas sectoriales, sino también de la
confluencia de otros servicios que inciden directamente en el desarrollo
local y en la calidad de vida de las personas. Los autores muestran cómo
ha mejorado en los últimos años las condiciones de prestación de los ser-
vicios de telecomunicaciones rurales en Perú, a pesar de que persisten
fuertes desigualdades regionales y sociales en el acceso a los servicios.

Los dos capítulos siguientes tratan sobre el caso del agua. Por un
lado, Sanford Berg describe cuatro fuentes de conflicto en el diseño e im-
plementación de las políticas de agua: conflictos de autoridad, cognitivos,
de valores y de interés. Utiliza datos de Costa Rica, El Salvador, Guate-
mala, Nicaragua y Panamá para describir las fuerzas que determinan el ac-
ceso al agua y al sistema de saneamiento en América Central. Además su-
giere estrategias para mejorar la calidad del servicio, la contención de
gastos y el servicio universal. Por otra parte, Cristian Stapper y Giovanna
Londoño evalúan el marco institucional y regulatorio de la política de ac-
ceso universal de Colombia en el sector del agua. El capítulo evalúa el im-
pacto de la regulación de los precios y de la política de subsidios en la uni-
versalización del servicio y en las condiciones de prestación del servicio.

Finalmente, los dos últimos capítulos están centrados en otros dos
sectores debatidos. Por una parte, el sector eléctrico, con un capítulo de
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Edwin Quintanilla en el que expone los resultados de la reforma del sec-
tor eléctrico en Perú entre 1992 y 2007. En concreto, muestra las refor-
mas adoptadas para expandir la cobertura del servicio, establecer precios
eficientes y asequibles y garantizar la calidad del servicio. El trabajo des-
taca la implantación en 2001 del Fondo de Compensación Social que ins-
tauró un sistema de subvenciones cruzadas. Por otra parte, Helmut Dietl
y Urs Trinkner revisan la política de servicio universal en los mercados
postales de América Latina. Su trabajo analiza la importancia económi-
ca de los servicios postales, llegando a la conclusión de que dichos ser-
vicios siguen siendo un ingrediente importante para el buen funciona-
miento de cualquier economía. La segunda parte de este capítulo plantea
aspectos esenciales en la política de servicio universal del sector postal,
como la omnipresencia del servicio, la frecuencia en la recolección y el
reparto de la correspondencia, la fijación de los precios y la posibilidad
de introducir competencia en el mercado.
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1. Costes sociales y beneficios de las obligaciones de
servicio universal en las industrias de red1

Helmuth Cremer

1. Introducción

Las Obligaciones de Servicio Universal (OSU) constituyen un punto de
inflexión en las políticas industriales y de regulación de todas las gran-
des industrias de red. En particular, ocupan un lugar destacado en el de-
bate sobre políticas dentro de la Unión Europea. Probablemente sea el
principal cimiento del concepto de «servicio público» que es central para
las políticas de regulación en la Unión Europea. En muchos casos, el ser-
vicio universal fue provisto históricamente por un monopolio público o
regulado y su mecanismo de financiación fue debidamente diseñado. El
proceso de liberalización actual ha provocado, en gran medida, que estos
arreglos tradicionales se hayan vuelto obsoletos. Surgen nuevas pregun-
tas y las autoridades de regulación se enfrentan con el problema de orga-
nizar la provisión y la financiación del servicio universal en un ambien-
te competitivo.

La idea del servicio universal se mantuvo prácticamente sin oposi-
ción durante las primeras etapas del proceso de liberalización. El debate
no estaba relacionado con la extensión apropiada de las OSU, sino con la
forma más eficiente (o menos costosa) de hacer que estas obligaciones
fuesen competitivamente neutrales, o al menos tan compatibles como fue-
ra posible con la competencia. Este objetivo supone un reto importante.
Sin embargo, en las últimas décadas, las OSU han sido cuestionadas cada
vez más. El tema es si los beneficios sociales vinculados con las OSU son
suficientemente importantes como para justificar su coste y, sobre todo, la
restricción a la competencia que a menudo implican. A fin de asegurar un
diseño correcto del futuro contexto regulatorio, es importante no restrin-
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gir este debate a consideraciones políticas o ideológicas. Los aspectos
económicos subyacentes son de crucial importancia y tienen que ser teni-
dos en cuenta. Si bien existen algunos artículos en la literatura que se ocu-
pan de este tema, parece justo decir que la mayoría de las contribuciones
sobre las OSU se han concentrado en el cómo (la implementación) más
que en el porqué (la imposición y los alcances de la misma).

Este capítulo ofrece un análisis detallado de los beneficios sociales
de las OSU en las industrias de red. Presento y evalúo diversas justifica-
ciones económicas de las OSU. Estas incluyen la idea de que las OSU
pueden ser utilizadas como un remedio para las externalidades de red,
que las OSU son un mecanismo de fijación de precios redistributivo, y
que pueden ser un canal para ofrecer un bien público o un instrumento de
política regional.

En esta etapa, resulta importante recordar que las industrias de red
presentan diferencias significativas. En la mayoría de mis argumentos in-
tento abstraerme de estas diferencias, tomando en cuenta alguna forma ge-
nérica de una industria de red. Este enfoque permite que me centre en los
temas principales y pueda ofrecer un estudio conjunto de varios sectores.
Sin embargo, es posible que mis argumentos no logren abordar algunas es-
pecificidades centrales de sectores particulares. En consecuencia, puede
resultar necesario realizar algunos matices para aplicar los argumentos pre-
sentados en este capítulo a un sector en particular. En este sentido, a lo lar-
go del capítulo iré introduciendo algunos ejemplos específicos.

2. Definición

La definición precisa de OSU es, en gran medida, específica de cada sec-
tor y país. Sin embargo, algunas características cruciales están omnipre-
sentes y conducen a una definición genérica. Desde esta perspectiva, las
OSU pueden ser vistas como la obligación que se impone sobre un ope-
rador para que ofrezca una gama o un paquete básico de servicios, de
«buena calidad», a todos los usuarios y a precios «asequibles».

En muchos casos, se impone la fijación de precios uniformes como
un requisito adicional. De esta manera, no se permite al operador dife-
renciar sus precios (o las políticas de fijación de precios) de forma geo-
gráfica y/o entre tipos de consumidor (como hogares y empresas).
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Cualquiera que sea su definición precisa, las OSU son, en esencia,
un conjunto de restricciones sobre las políticas de fijación de precios del
operador/es. El requisito de ofrecer servicio a todos los individuos impo-
ne una limitación para el operador debido a las restricciones que simul-
táneamente se establecen sobre la fijación de los precios. Si el operador
tuviera libertad para establecer sus precios, las OSU serían una condición
vacía. El operador podría entonces facturar a cualquier grupo consumi-
dor un precio suficientemente alto ya sea para cubrir los costes o asegu-
rar que su demanda caiga hasta cero. Esto no ocurre cuando se restringen
los precios para que sean «asequibles» y/o uniformes (entre los tipos de
consumidor). En este caso, es probable que los precios se encuentren por
debajo de los costes para algunos consumidores, y las OSU sean una li-
mitación obligatoria. Dicho de otra manera, las OSU pueden ser vistas
como una forma específica de regulación de precios; es decir, un meca-
nismo a través del cual una autoridad pública impone precios o restric-
ciones a la fijación de precios. Desde esta perspectiva la «universalidad»
del servicio simplemente significa que las restricciones a la fijación de
precios se aplican a todos los consumidores.

La calidad introduce una dimensión adicional: las restricciones a
la fijación de precios son en general complementadas por determinados
requisitos sobre la calidad del servicio del operador (en un rango que
va desde «estándares de calidad mínimos» hasta una definición precisa
de una gama de servicios «básicos»). Por un lado, dichas restricciones
pueden expresar la preocupación del regulador por la calidad del servi-
cio. Dicho de otra manera, una calidad alta puede ser, en sí misma, uno
de los objetivos del regulador. Por otro lado, las restricciones pueden
ser impuestas simplemente para evitar la posibilidad de que el operador
«haga trampa» en las limitaciones del precio a través de una reducción
de la calidad. Por ejemplo, sin dichas restricciones, un operador podría
eludir eficazmente una limitación a la fijación de precios uniformes
ofreciendo un servicio de baja calidad a algunos grupos de consumido-
res. En lo que resta de este capítulo, me centraré en las políticas de fi-
jación de precios teniendo en cuenta, no obstante, cuestiones relativas
a la calidad.
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3. Fundamentos

A continuación analizo las posibles justificaciones para las OSU, revi-
sando y debatiendo los principales argumentos. Muestro que en efecto es
factible, bajo condiciones plausibles, argumentar a favor de las OSU a
partir de consideraciones vinculadas al desarrollo social. Al hacer esto,
señalo algunos aspectos importantes que frecuentemente la literatura no
tiene en cuenta. También sostengo que la literatura reciente sobre exter-
nalidades cruzadas (two-sided markets) y la noción de externalidades de
red asimétricas en las que se basa muestran nuevas características de las
OSU que pueden ofrecer justificaciones adicionales para este tipo de po-
líticas.

Redistribución

Idea básica

Las OSU pueden ser vistas como un caso especial de fijación redistribu-
tiva de precios, es decir, una política destinada a lograr una redistribu-
ción de rentas a través de los precios en lugar de (o además de) los im-
puestos a la renta y/o las transferencias «directas». Esta afirmación
puede sorprender, y el lector puede preguntarse por qué me refiero a las
OSU como una política de fijación de precios y por qué clasifico esta po-
lítica como redistributiva. En consecuencia, son necesarias dos aclara-
ciones. En primer lugar, debe recordarse que las OSU son principalmen-
te una limitación sobre la fijación de precios. La restricción sobre la
fijación de precios es un componente crucial en esta definición. Sin ella,
la obligación de ofrecer el servicio resultaría ser una limitación vacía.
Cuando el operador puede facturar un precio que es suficientemente alto
para cubrir el coste, no tiene argumentos para denegar la provisión del
servicio. En segundo lugar, el término redistributivo es utilizado aquí
para designar los aspectos no cubiertos por la eficiencia. En otras pala-
bras, los precios redistributivos son precios que difieren de aquellos que
están basados únicamente en la eficiencia (por ejemplo, fijados al coste
marginal).

Obsérvese que las OSU pueden implicar dos tipos de redistribu-
ción. Primero, hacia consumidores de coste alto (por ejemplo, hogares
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rurales). Esto se logra a través de la fijación de precios uniformes o siem-
pre que los diferenciales de precio (entre grupos de consumidores) no lle-
guen a reflejar los diferenciales de costes. Segundo, puede existir una re-
distribución hacia individuos de ingresos bajos (o personas necesitadas).
Un ejemplo de ello son las tarifas sociales (en telecomunicaciones o elec-
tricidad). Cuando las OSU se interpretan como una fijación de precios
redistributiva, tienen algunas similitudes con las políticas que suponen la
«provisión pública de servicios privados», transferencias en especie, etc.
La característica básica de estas políticas es que algunos bienes esencial-
mente privados como la educación, el cuidado de los niños o el cuidado
de la salud son provistos ya sea de forma gratuita o a precios (a veces al-
tamente) subsidiados.

Antecedentes económicos

Estas políticas se pueden justificar de dos formas. La primera se basa en
la noción del igualitarismo específico que fue introducida por Tobin
(1970). De acuerdo con esta visión, algunos bienes son considerados
esenciales en tanto que satisfacen necesidades básicas. En consecuencia,
deberían estar disponibles para todos los ciudadanos independientemen-
te de sus ingresos, el lugar en el que se encuentren u otras considera-
ciones. A menudo se utiliza este argumento para justificar la provisión
universal del cuidado de la salud o la educación pero también puede apli-
carse a los servicios de correo básicos. Muchos autores consideran que
esta justificación es debatible porque depende de la noción de paterna-
lismo (preferencias no paretianas). Sin embargo es una visión muy po-
pular que típicamente genera una buena dosis de apoyo político.

Se puede encontrar una justificación más sutil (y menos ad hoc) en
la literatura sobre economía pública, donde se ha demostrado que dichas
políticas pueden ser óptimas de segundo orden; es decir, son adecuadas
cuando las autoridades no tienen la información necesaria para imple-
mentar (potencialmente) políticas más eficientes como las transferencias
directas.2 Un estudio detallado de esta literatura se encuentra fuera del al-
cance de este trabajo y nos impediría visualizar los argumentos que son
más relevantes para el problema que analizamos.

El núcleo del argumento es que el uso de precios subsidiados hace
más fácil lograr la redistribución. Considérese el caso del cuidado de la
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salud. La provisión con precios subsidiados puede crear un consumo ex-
cesivo y por lo tanto implica un resultado ineficiente. En consecuencia,
si el objetivo de las autoridades públicas es ayudar a los individuos me-
nos saludables sería más eficiente hacerlo de forma directa, a través de
una transferencia personalizada. Ahora bien, esto sería cierto en un mun-
do (hipotético) donde las autoridades públicas pudiesen observar perfec-
tamente las características de los individuos y pudieran diferenciar a los
necesitados de los individuos con una mejor situación económica. En
realidad, este apenas es el caso y las transferencias directas a los indivi-
duos con una peor situación económica pueden resultar difíciles de im-
plementar. Específicamente, si los enfermos tienen derecho a alguna
transferencia, todo el mundo tiene incentivos para hacerse pasar por ne-
cesitado y la verificación de estas afirmaciones sería imposible o muy
costosa. En cambio, si se subsidian los gastos en cuidado de la salud, la
redistribución parece más fácil de lograr, aunque sea a expensas de algu-
na ineficiencia (consumo excesivo).

A modo de síntesis, los precios subsidiados (o la provisión pública
gratuita o a tasas altamente subsidiadas), aunque potencialmente generen
ineficiencias, pueden resultar un instrumento efectivo de políticas redis-
tributivas si los instrumentos alternativos (como las transferencias per-
sonalizadas) no se pueden utilizar por falta de información (o por pro-
blemas de otro tipo). Obsérvese que las transferencias directas pueden no
ser factibles por razones políticas.

Algunas consideraciones específicas del sector

Este argumento redistributivo parece ser más apremiante para las redes de
energía. Es allí donde la dimensión de ingresos altos-bajos aparece de for-
ma más obvia. Por otro lado, en sectores como el de las telecomunicacio-
nes o el transporte, la dimensión de coste bajo-alto parece ser más signi-
ficativa. Sin embargo, en el caso del sector postal, esta visión de las OSU
como una política redistributiva puede dar lugar a dos objeciones. Prime-
ro, en este sector, los diferenciales de costes se deben principalmente a la
ubicación (y tipos) de los destinatarios del correo; los clientes que pagan
por el servicio, por otro lado, son los remitentes. Segundo, el presupuesto
en correspondencia de un hogar promedio es pequeño y, por lo tanto, uno
puede sostener que la redistribución alcanzada es bastante insignificante.
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Para establecer que las OSU puedan generar una redistribución sig-
nificativa entre, por ejemplo, los individuos que viven en zonas urbanas
y los que viven en zonas rurales, se tiene que demostrar que los benefi-
ciarios eventuales de las OSU no son tanto los remitentes, sino más bien
los destinatarios, y específicamente los hogares de alto coste dentro de
este grupo. Tres argumentos sostienen esta afirmación.

Primero, la existencia misma de diferenciales de coste de acuerdo a
la ubicación del destinatario corresponde en gran medida a las OSU. Esto
se debe a que los operadores están obligados a repartir el correo a los
destinatarios con una determinada frecuencia, lo que hace que el reparto
en zonas rurales sea más costoso. Ante la ausencia de las OSU, el opera-
dor podría reducir la frecuencia del reparto, instalar casillas postales co-
lectivas o establecer otras medidas similares para eliminar los costes ex-
cesivos del servicio rural. Un ajuste como este tendría verdaderamente
un impacto mucho más significativo en los hogares rurales que en los re-
mitentes de los distintos servicios de correo.

Segundo, ante la ausencia de las OSU, los operadores postales po-
drían cobrarle a los hogares rurales los diferenciales de coste de servicio
estableciendo una tarifa fija (periódica) sobre aquellos que optan por la
entrega a domicilio (en lugar de en un punto de entrega colectivo). En
realidad, dichos «costes de acceso», por supuesto, no existen en el sector
postal (al menos en Europa), pero esto no significa que los operadores no
fueran a considerar óptimo dicho esquema de fijación de precios si se eli-
minaran las OSU. Ahora, los argumentos que se oponen a dichas tarifas
diferenciales (y que pueden ser difíciles de aceptar en términos políticos)
son esencialmente de naturaleza redistributiva. Desde esa perspectiva, el
rol redistributivo de las OSU es el de excluir algunos esquemas de fija-
ción de precios (no lineares) que impondrían una carga más pesada sobre
los clientes de alto coste.

Tercero, la mayoría de los productos de correo son inputs más que
bienes finales. Una gran proporción de cartas (y servicios de correo en
general) son enviadas por las empresas, y el análisis económico muestra
que las empresas generalmente intentan trasladar los costes (al menos
parte de ellos) a sus clientes. Es decir, los incrementos de costes condu-
cirán, en general, a incrementos de precios. Con una fijación de precios
uniforme en el sector postal, los bancos, por ejemplo, no tienen argu-
mentos para cobrar más a los clientes rurales que a los urbanos por el en-
vío de su resumen de cuentas. Sin embargo, si los costes de envío fueran
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diferentes, podría resultar rentable para el banco diferenciar las tarifas de
acuerdo a la ubicación de un cliente. Un argumento similar es válido para
otros negocios y, en particular, para las corporaciones de empresas de
compra por correo. Es muy probable que la mayor penalización de una
eliminación de los precios uniformes recaiga sobre los clientes de alto-
coste. En consecuencia, las OSU redistribuyen rentas eficazmente entre
los clientes de alto coste y de bajo coste, y la importancia de esta redis-
tribución se extiende más allá del presupuesto que los clientes rurales
gastan directamente en correo. El punto crucial es que esta redistribución
se logra de forma indirecta ya que corresponde a un input cuyo coste se
reflejará en el precio de los bienes de consumo final.

Hasta el momento me he concentrado en temas de equidad. Ahora
examinaré si, y cómo, se pueden justificar las OSU de acuerdo a la efi-
ciencia.

Externalidades de red e intermediación económica

Visión tradicional

Las externalidades de red son una justificación clásica de las OSU en las
telecomunicaciones (véase, por ejemplo, Riordan, 2001). Las mismas
surgen cuando la utilidad de usar una red depende del número de indivi-
duos que se encuentran conectados a la misma. El sector de las teleco-
municaciones ofrece un ejemplo destacado: el número de suscriptores
determina el número de individuos con los que se puede comunicar
cualquier usuario particular. En consecuencia, cualquier decisión de un
individuo de suscribirse o no afecta directamente la utilidad de otros in-
dividuos. Sin embargo, cuando se decide sobre la participación, cual-
quier consumidor particular solo tendrá en cuenta sus propios beneficios
(privados). Estas externalidades pueden conducir a un resultado inefi-
ciente en un mercado desregulado y causar un efecto adverso en el de-
sarrollo de la red. Específicamente, uno puede esperar que las tasas de
participación sean muy bajas. Estas ineficiencias se pueden reducir a
través de medidas regulatorias como las OSU que promuevan el acceso
a la red. Desde esa perspectiva, las OSU se pueden ver como un dispo-
sitivo para corregir las ineficiencias del mercado ante la presencia de
externalidades de red.
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Este enfoque tradicional se sustenta en una visión simétrica de las
externalidades donde todos los suscriptores pueden potencialmente lla-
mar y recibir llamadas. Esta visión probablemente tiene una importancia
limitada en algunos sectores como los de energía y el sector postal.

Externalidades, intermediación y el enfoque de las externalidades
cruzadas

El enfoque de las externalidades cruzadas provee un marco más moder-
no para analizar a las externalidades de red.3 En este contexto, un merca-
do es visto como una plataforma (intermediaria) donde se realizan inter-
cambios entre agentes en sus dos lados. La pertenencia y/o la utilización
del servicio en una parte del mercado afecta la utilidad o las oportunida-
des de ganancia en la otra parte. Esto da origen a externalidades de per-
tenencia y/o de utilización que ya no son simétricas. Tómese como ejem-
plo el de las tarjetas de crédito. La utilidad de una persona con tarjeta de
crédito depende del número de tiendas que acepten la tarjeta. Por el con-
trario, los beneficios que, por ejemplo, tiene un restaurante por aceptar
operar con un determinado tipo de tarjeta dependen del número de per-
sonas que tengan esa tarjeta de crédito. Estas externalidades afectan las
políticas de fijación de precios y en muchas circunstancias es deseable
«subsidiar» la pertenencia o la utilización en una parte del mercado.

La mayoría de las industrias de red difieren en muchos aspectos de
los sectores que ha estudiado la literatura sobre externalidades cruzadas.
Sin embargo, este tipo de externalidades tiene implicaciones interesantes
para la interpretación de las OSU.4 Ilustremos esto en el caso del sector
postal. El sector postal actúa como un intermediario entre las empresas y
los hogares. Los beneficios que obtienen las empresas por utilizar los
productos postales (en oposición a los medios de comunicación alterna-
tivos) dependen del número de hogares a los que puedan llegar (con una
determinada calidad del servicio). Por el contrario, los hogares pueden
beneficiarse de la presencia de un gran número de empresas. Las OSU
pueden entonces considerarse como un mecanismo para internalizar es-
tas externalidades. Por ejemplo, se puede pensar en aplicar los modelos
de externalidades cruzadas en la fijación de precios de utilización y «per-
tenencia». Esto permite mostrar que hacer pagar a los destinatarios por el
servicio de entrega a domicilio probablemente no sea lo mejor. La entre-
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ga gratuita en el hogar se podría justificar entonces según la eficiencia
por sus méritos redistributivos.

Se pueden utilizar argumentos similares para otros sectores. En par-
ticular se pueden utilizar para justificar las OSU en el acceso a Internet.

Otros argumentos

Bien preferente/público

Se puede argumentar que una red de comunicación uniforme y universal
presenta el carácter de un «bien público» porque «une a la nación» o por-
que resulta esencial para el funcionamiento de una democracia. El argu-
mento descansa en la idea de que la existencia de la red es valiosa en sí
misma, independientemente de los servicios específicos que esta ofrece
a los consumidores. En consecuencia, se puede aplicar incluso cuando el
servicio provisto es esencialmente un bien privado. Desde esa perspecti-
va, las OSU pueden ser vistas como un mecanismo para la provisión de
este bien público.

Política regional

Las OSU pueden ser también un instrumento de política regional. Por
ejemplo, la fijación de precios uniformes puede ser un modo de subsidiar
a los clientes rurales, a fin de alentar el asentamiento de hogares y em-
presas en áreas rurales (o evitar que se vayan). De manera similar, el man-
tenimiento de servicios públicos básicos (como las oficinas de correo
postal) en pequeños pueblos puede contribuir a prevenir el declive de las
áreas rurales.

4. Implementación y financiación

En esta sección, analizo brevemente las distintas posibilidades de orga-
nizar y financiar las OSU. En una situación de monopolio, las OSU y su
mecanismo de financiación crean diversas «distorsiones» que afectan de
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manera adversa la eficiencia conjunta. El diseño de la política y del me-
canismo de financiación debería ser tal que las pérdidas de eficiencia
fueran lo más pequeñas posible. Si bien no es trivial en ningún sentido,
este problema es bastante común y se parece en muchos aspectos a un
problema de fijación de precios de Ramsey.

Por otro lado, cuando existe competencia en el mercado, pueden
surgir distorsiones adicionales. El diseño de las OSU y su mecanismo de
financiación pueden ahora determinar la naturaleza misma de la compe-
tencia que se puede sostener en el sector. Esto puede afectar la viabilidad
de los operadores existentes, así como el proceso de entrada en la indus-
tria. Para beneficiarse de la competencia potencial o presente, resulta im-
portante diseñar las OSU y su mecanismo de financiación de un modo
«competitivamente neutral». Este problema es complejo, en la medida
que implica que la política de regulación debe encontrar el justo equili-
brio entre dos objetivos potencialmente en conflicto. Por un lado, la neu-
tralidad competitiva requiere que no se otorgue una protección «excesiva»
al prestador de las OSU dado que esto podría interferir con el proceso de
entrada (y poner en peligro la viabilidad de entrantes potencialmente más
eficientes). Por otro lado, si el prestador de las OSU no es compensado
de manera apropiada, su viabilidad puede verse amenazada por entrantes
posiblemente menos eficientes, que podrían encontrar un nicho en el
mercado debido a fenómenos como el riesgo moral (cream skimming).
Esto impone una amenaza tanto al mismo prestador de las OSU como a
la eficiencia del proceso competitivo en la industria.

El mecanismo de financiación es el ingrediente crucial para la re-
conciliación de estos objetivos antagónicos. La elección del mecanismo
de financiación apropiado implica un debate, que en gran medida es es-
pecífico del sector (y del país). En consecuencia, no es posible determi-
nar un solo mecanismo que sea apropiado en todos los sectores (y en to-
dos los países).

Existen esencialmente dos formas de financiar la compensación
que se paga al prestador de las OSU. La primera es un subsidio finan-
ciado con el presupuesto general. Esta es probablemente la solución más
eficiente ya que la base impositiva considerada es lo más grande posi-
ble. La pérdida de eficiencia generada por esta transferencia es entonces
esencialmente igual al coste de recaudar fondos públicos en la econo-
mía. Esta transferencia directa tiene también la virtud de ser transparen-
te: los votantes y los contribuyentes ven exactamente cuánto cuesta la
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provisión de las OSU y de dónde proviene el dinero. Los subsidios cru-
zados y poco transparentes son reemplazados por una transferencia ex-
plícita. Quizás esta sea también la razón por la que esta solución casi
nunca se utiliza. Digamos que esto es por razones políticas, cualquiera
que sea su significado.

La alternativa a esta transferencia es crear un fondo de servicio uni-
versal, financiado a través de «impuestos» implícitos o explícitos sobre
los operadores que no están sujetos a las OSU. La recaudación de este
fondo se utiliza para financiar una transferencia que compense (parcial-
mente) al operador del servicio universal por sus obligaciones. Compa-
rado con una transferencia del gobierno, esto implica que la base imposi-
tiva se reduce al sector específico. Existen muchas opciones para gravar
las contribuciones al fondo de servicio universal: 1) impuestos (o tarifas)
de servicio universal; por ejemplo, impuestos específicos gravados sobre
las ventas de los competidores; 2) recargos sobre el precio de intercone-
xión; esta opción se encuentra por supuesto solo disponible si los opera-
dores en competencia tienen que utilizar (parte de) la red de la empresa
que presta las OSU; y 3) cargo fijo que se puede establecer en la venta o
licitación de licencias para entrar en el sector.

El diseño del mecanismo apropiado depende en gran medida de las
especificidades del sector. Sin embargo, resulta claro que la segunda op-
ción está dominada por la primera cuando es posible la elusión del im-
puesto. El recargo sobre el precio de interconexión puede, a diferencia
del impuesto sobre el competidor, evitar esta elusión.

En consecuencia, si ambas opciones se encuentran disponibles, los
impuestos parecen ser el mejor instrumento. La tercera opción equivale
a un impuesto fijo sobre los operadores. No debería resultar en precios
distorsionados (un coste de entrada ya invertido no afecta las decisiones
de fijación de precios de un operador que maximiza las ganancias), pero
puede afectar la entrada de forma negativa. Es decir, desde una perspec-
tiva puramente estática (para un número determinado de operadores ac-
tivos) parece tentador recurrir a este instrumento. Desde una perspectiva
dinámica, sin embargo, los cargos fijos pueden tener un efecto negativo
sobre el bienestar en la medida en que reducen el número de operadores
activos y evitan la entrada de empresas que pueden ser eficientes.
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5. Conclusión

He presentado dos perspectivas complementarias sobre los beneficios
de las OSU. Primero, he argumentado que las OSU son un mecanismo
redistributivo de fijación de precios que logra la distribución de consu-
midores de coste bajo a consumidores de coste alto o de consumidores
de ingreso alto a consumidores de ingreso bajo. Segundo, he presenta-
do un argumento que se sostiene en las externalidades y la intermedia-
ción para mostrar que las OSU también pueden justificarse según la efi-
ciencia.

Los beneficios asociados con las OSU tienen cierto coste. Por un
lado, están las distorsiones a los precios y a la competencia y, por el otro,
el peligro de que la calidad se reduzca demasiado. La primera categoría
de estos costes depende del diseño de la política y, en particular, del me-
canismo de financiación que se utilice. Para evitar o mitigar el segundo
tipo de costes, son necesarios estudios que aseguren el establecimiento
de estándares apropiados.

Notas

1. Este documento sintetiza las principales ideas de mi presentación en la
conferencia «Obligaciones de servicio universal y regímenes regulatorios: la ex-
periencia latinoamericana», organizada por la Fundación CIDOB en Barcelona,
los días 6 y 7 de marzo de 2008. Las ideas expuestas están inspiradas en Cremer
et al. (2001) y Cremer et al. (2008). Sin embargo, yo soy el único responsable de
las visiones aquí expresadas. Por último, aunque no por eso menos importante,
me gustaría agradecer a todos los participantes en la conferencia y particular-
mente a mi panelista, Diego Rodríguez, por sus útiles comentarios.

2. Véase Cremer y Gahvari (1996).
3. Véanse Armstrong (2006); Panzar (2006); Rochet y Tirole (2006).
4. Con la excepción de Panzar (2006), que estudia las casillas de correo

postal, hasta donde sabemos la literatura sobre externalidades cruzadas no se ha
ocupado del sector postal.
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2. Oscilación entre soluciones públicas y soluciones
privadas para la producción de servicios públicos1

Germà Bel

1. Introducción

La participación de la empresa privada en la producción de servicios pú-
blicos locales se ha expandido en las últimas décadas, sobre todo duran-
te el último cuarto del pasado siglo XX. Muchos países optaron por refor-
mar la gestión de los servicios públicos, y muchos municipios vieron la
privatización como un instrumento idóneo para llevar a cabo la reforma.
No obstante, la explicación de la expansión de la privatización es com-
pleja, y es útil analizarla desde una perspectiva histórica para compren-
der mejor su dinámica. Comenzamos este trabajo formulando una cues-
tión pocas veces considerada: ¿por qué han aparecido empresas públicas
en economías de mercado? Más en particular, ¿por qué ha sido tan gene-
ralizado el fenómeno de la producción pública de servicios locales? Se
presentan y debaten diversas teorías alternativas sobre la municipaliza-
ción de servicios públicos. Nuestro análisis sugiere que los fallos de mer-
cado, junto con problemas relacionados con costes de transacción y con
asuntos contractuales, son los factores cruciales para explicar la munici-
palización.

Después se analizan las perspectivas para la privatización local. En
las últimas décadas la privatización se ha debido principalmente a la de-
saparición de aquellos factores que en su momento fueron claves para la
municipalización. No obstante, todavía subsisten importantes problemas
relacionados con el suministro asequible de servicios básicos, así como
con costes de transacción y con la completitud de los contratos. Por este
motivo, no puede considerarse que la privatización local sea un camino de
sentido único. Bolivia y Argentina ofrecen ejemplos recientes muy inte-
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resantes de remunicipalización del suministro de servicios básicos. Si
bien no se puede afirmar que la remunicipalización sea una tendencia ge-
neralizada, resulta innegable que el entusiasmo inicial por la privatización
ha desaparecido, especialmente en lo que respecta a los sectores de red.

2. Producción pública de servicios locales en economías de
mercado

Los gobiernos toman parte activa en la provisión y financiación de mu-
chos servicios públicos. A menudo, los gobiernos producen directamen-
te los servicios. A veces, los gobiernos consideran estos servicios como
públicos o preferenciales, y tratan de garantizar un acceso igualitario
(hasta cierto punto) a los mismos. Este es el caso de servicios como la sa-
lud, defensa, justicia y seguridad. En otros casos los gobiernos producen
directamente bienes que no se consideran público o preferenciales. El
grupo de empresas de propiedad pública que produce esos bienes o ser-
vicios configura el sector público empresarial.

Los factores que han favorecido el desarrollo de grandes sectores
públicos empresariales se pueden sistematizar como sigue: 1) tratar de
corregir fallos de mercado, en especial los generados por los monopolios
naturales; 2) la protección de determinados sectores considerados de ca-
rácter estratégico; 3) asegurar la continuidad de algunas empresas ini-
cialmente privadas, que no han conseguido adaptarse a las condiciones
del mercado; 4) procurar la cohesión social en ciertas áreas geográficas,
manteniendo puestos de trabajo y niveles de renta, además de facilitar a
todos los ciudadanos el acceso igualitario a determinados servicios, con
independencia de su poder adquisitivo; y 5) utilizar empresas para cobrar
las tasas o rentas de carácter monopolístico.

La influencia de estos factores en la toma de decisiones sobre ser-
vicios públicos ha sido muy variada. Por ejemplo, la producción pública
de servicios locales se ha expandido en países donde el sector público
empresarial supralocal —central, federal o regional— ha sido tradicio-
nalmente pequeño. Estados Unidos es el ejemplo más claro. Por tanto, la
revisión de casos concretos sobre las causas que han favorecido la pro-
ducción pública de servicios municipales permite obtener resultados in-
teresantes.
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Municipalización de servicios locales: evidencia histórica

Gómez-Ibáñez (2003) analiza la historia de la municipalización de servi-
cios públicos en Estados Unidos. Su estudio indica que en una primera
fase —hacia finales del siglo XVIII e inicios del XIX—, el sector privado
lideró la construcción de redes de agua, de gas y, más tarde, de electrici-
dad. Una segunda fase —iniciada a mitad del siglo XIX— se caracterizó
por un aumento progresivo de la participación de los gobiernos locales
en la producción de dichos servicios.

El aumento de la participación del sector público no siguió una úni-
ca tendencia. En sectores ya tradicionales caracterizados por redes físicas
sustantivas para el suministro, como el agua, los gobiernos municipaliza-
ron empresas privadas que ya suministraban el servicio. A comienzos del
siglo XX la expansión de la producción pública se había convertido en una
característica común en todos los servicios locales de Estados Unidos,
pero el protagonismo público divergía según el tipo de servicio.

La tendencia a aumentar la titularidad pública en el suministro de
energía era notable al final del siglo XIX y comienzo del siglo XX (Wer-
ner, 1997). Sin embargo, la cuota de propiedad pública nunca alcanzó
una posición hegemónica: en 1920 no superaba el 30% en el sector de la
electricidad; en el sector del gas, la cuota de la propiedad pública, que
antes de 1890 era inferior al 1%, alcanzó en 1910 (Troesken y Geddes,
2003: 376) un máximo del 9,5%, y en la siguiente década descendió has-
ta llegar al 4,5%.

Por lo que se refiere al servicio de recogida de residuos sólidos,
Melosi (1981: 154) proporciona series de datos que han servido para
construir el cuadro 1. En 1880, justo antes de que se intensificara la mu-
nicipalización, una tercera parte de las ciudades contaba con servicio pú-
blico de recogida de residuos sólido; al finalizar el primer cuarto de si-
glo XX, dos tercios de las ciudades disponían de producción pública. La
participación de la empresa privada se redujo correlativamente. Más in-
teresante es observar que la municipalización fue más intensa en aquellas
ciudades en las que el servicio había estado sujeto a provisión privada
(tanto la provisión como la producción);2 en el caso de las ciudades en las
que la provisión era pública (municipal) y la producción estaba encarga-
da a empresas externas (generalmente privadas), el efecto de la munici-
palización fue menor.
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CUADRO 1
Forma de producción del servicio de residuos sólidos en ciudades

estadounidenses (1880-1924) (en porcentajes)

Año Público Privado Mixto y otros

1880 32 66 2
1902 37 63 —
1915 52 42 6
1924 64 36 —

FUENTE: elaborado a partir de datos presentados en Melosi (1981: 154).

La información histórica sobre el servicio de suministro de agua es espe-
cialmente rica.3 En el cuadro 2 se aprecian los cambios acaecidos en Es-
tados Unidos en el período que abarca desde los inicios del siglo XIX has-
ta los primeros años del siglo XX.

CUADRO 2
Propiedad privada de redes municipales de agua en Estados Unidos

(1800-1915)

Redes de Cuota (%) Redes de Cuota (%)
Redes de propiedad de empresas propiedad de empresas

Año agua (total) privada privadas pública públicas

1800 16 15 93,75 1 6,25
1825 32 27 84,4 5 15,6
1850 83 50 60,2 33 39,8
1875 422 195 46,2 227 53,8
1890 1.878 1.072 57,1 806 42,9
1896 3.179 1.489 46,8 1.690 53,2
1915 4.440 1.395 31,4 3.045 68,8

FUENTE: adaptado a partir de Gómez-Ibáñez (2003: 160).

A finales del siglo XVIII y durante el primer cuarto del siglo XIX, la hege-
monía de la empresa privada era indiscutible: tan solo era de titularidad pú-
blica una red de suministro entre las diecisiete existentes. En cambio, a me-
dida que se acercaba la mitad del siglo XIX se incrementó la intervención
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del sector público para la construcción de nuevas redes. El sector público
llegó a ser hegemónico antes de 1875, en detrimento del sector privado.

Entre los años 1875 y 1890 asistimos a un nuevo auge del sector
privado, pero esto fue solo un fenómeno transitorio. Jacobson y Tarr
(1995) lo explican como el efecto temporal de las importantes restriccio-
nes financieras impuestas a los municipios por los gobiernos federales
tras el pánico desencadenado a raíz de la sucesión de quiebras de bonos
municipales de deuda pública en 1873 (Cutler y Miller, 2005). Una vez
superada esta circunstancia, a punto de finalizar el siglo XIX, la tendencia
al aumento de la titularidad pública se recuperó, y en la segunda década
del siglo XX casi un 70% de las redes de suministro de agua eran de titu-
laridad pública.4 Hacia la mitad del siglo XX el auge de la titularidad pú-
blica era tan importante que la construcción de nuevas redes de distribu-
ción solía ser pública desde sus inicios.

La municipalización de empresas privadas que ya operaban en este
sector fue clave para que el sector público lograra la hegemonía a partir
de la última década del siglo XIX. Según Gómez Ibáñez (2003: 384), en
1897 solo nueve de las 50 ciudades más grandes de Estados Unidos man-
tenía la titularidad privada en el sistema de abastecimiento del agua,
mientras que en 19 de ellas la titularidad se había transferido al sector pú-
blico, y en otras 12 fue el sector público el que las puso en marcha. Si nos
fijamos exclusivamente en las ciudades más grandes, 10 de las 11 ciuda-
des con población superior a 300.000 habitantes en el año 1900 tenía los
servicios en manos del sector público, y tan solo una los mantenía en ma-
nos del sector privado (Jacobson y Tarr, 1995: 11).

De acuerdo con la información que aportan Troesken y Geddes
(2003: 375-376) sobre ciudades con más de 30.000 habitantes, en el año
1905 el suministro de agua estaba en manos del sector público en 113
ciudades norteamericanas; de estas, 32 empresas (28%) habían sido em-
presas privadas. Diez años más tarde, en 1915, ya eran 201 las empresas
de agua en manos del sector público, y de ellas 62 (31%) provenían del
sector privado. Por tanto, de las 88 nuevas empresas del sector, ahora de
titularidad pública, más de un tercio (30) eran resultado de la municipa-
lización de empresas privadas.

En Europa, durante el siglo XIX, la intervención de la empresa pri-
vada en la gestión de servicios públicos locales, especialmente en agua,
fue menor que en Estados Unidos. Ciertamente, en muchos países se ha-
bían creado empresas privadas para iniciar la producción del servicio.
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Tynan (2001) informa de la participación de empresas privadas en el su-
ministro de agua en Londres en el siglo XIX. A finales del siglo XVIII, ha-
cia 1782, una empresa privada obtuvo la concesión del servicio en París,
y en 1856 ocurrió lo mismo en Berlín (Roth, 1987). En Bélgica, la inver-
sión inicial en la red de suministros acaeció hacia 1850 y provenía de la
empresa privada (Aubin, 2003). De acuerdo con Knothe, Kramer y Mo-
hajeri (2003), Finlandia y España son los países que cuentan con una ma-
yor experiencia de participación privada en la gestión del servicio de su-
ministro de agua, mientras que en Francia prevalece la tradición de
cooperación entre el sector privado y el público (gestión delegada). En el
caso de Finlandia, el grupo de empresas privadas encargado de estos ser-
vicios pasó a manos del sector público a partir de mediados del siglo XX.
No obstante, en la mayoría de los países europeos el sector público se
impuso rápidamente, y la empresa privada quedó relegada.

El de España es un caso muy interesante sobre el funcionamiento
de suministro de agua en la Europa continental. A pesar de disponer de
menos información de la que tenemos para Estados Unidos, no cabe duda
del importante papel que en España desempeñó la inversión privada en el
desarrollo de sistemas de suministro del servicio. Tanto Núñez Romero-
Balmas (1996) como Matés (1998) explican la importancia inicial de la
inversión privada como consecuencia de la escasa capacidad financiera
de los municipios. En efecto, la inversión privada resultó esencial, a pe-
sar de las reticencias de la mayor parte de municipios a ceder protago-
nismo al sector privado. Sin embargo, dado que se requería una gran y
constante inversión, la puesta en marcha de los sistemas fue lenta, y el
servicio no se extendió significativamente hasta finales del siglo XIX y
comienzos del siglo XX. Curiosamente, durante este mismo período la ti-
tularidad pública del sector en Estados Unidos aumentó mucho.

Núñez Romero-Balmas (1996) aporta información sobre concesio-
narias de suministros de agua antes de 1914 en las ciudades españolas
más importantes, información que podemos ver en las columnas 2, 3 y 4
del cuadro 3. Al comenzar el siglo XX el suministro estaba en manos de
empresas privadas en la mayoría de las ciudades importantes. Solo en al-
gunos casos coexistía la titularidad pública y privada: una empresa de ti-
tularidad pública, el Canal de Isabel II, gestionaba algunos servicios en
Madrid, mientras que en Barcelona la empresa Aguas de Montcada, tam-
bién de titularidad pública, gestionaba una pequeña parte del total de ser-
vicios de la ciudad (Matés Barco, 1998).
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En España la municipalización del servicio de suministro de agua fue
intensa. En la segunda década del siglo XX, concretamente en 1920, hubo
un intento infructuoso de municipalizar este servicio en Barcelona, pero el
gobierno municipal no pudo satisfacer las exigencias económicas de la em-
presa privada Aguas de Barcelona a causa de su incapacidad financiera. En
otras ciudades españolas la municipalización se llevó a cabo en el período
anterior a la guerra civil o en el transcurso de la misma: en Cádiz en 1929
y en Córdoba en 1938. Hacia mitad de siglo el ritmo de la municipaliza-
ción se aceleró. Algunos ejemplos notables son la absorción de la empresa
Hidráulica de Santillana por parte de la empresa pública Canal de Isabel II,
que se completó en 1945, y una municipalización parcial en la ciudad de
Alicante en 1953.5

Al comenzar el siglo XXI la mayoría de las ciudades del cuadro 3
tienen el servicio de agua bajo control público (columnas 5 y 6). Solo en
cuatro casos (24%) está en manos de empresas privadas.6 En ocho ciuda-
des (46%) el servicio es público, usualmente gestionado por empresas
municipales que operan bajo un marco legal privado. Por último, en las
cinco ciudades restantes (29%), el suministro lo realiza una empresa de
propiedad mixta —pública-privada—, normalmente con mayoría públi-
ca.7 En tal caso, la gestión no es estrictamente privada, sino propia de un
sistema de colaboración entre sector público y privado.

El proceso de municipalización de servicios públicos en España
fue intenso y notable, a pesar de que se llevó a cabo casi medio siglo
más tarde que en Estados Unidos. En el siguiente apartado analizamos
los factores que explican el fenómeno de la municipalización y su in-
tensidad.

Municipalización de servicios locales: análisis económico y político

La explicación del interés público: fallos de mercado

El enfoque tradicional del interés público ha explicado el auge de la mu-
nicipalización como una forma de salvaguardar el interés público ante
los fallos de mercado. El carácter de monopolio en servicios como el su-
ministro de agua, el saneamiento o el sector energético, ha sido usado
para justificar la propiedad pública. Generalmente, el enfoque del interés
público pone énfasis en las dificultades de extender el servicio en todo el
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ámbito de una ciudad, o en sus áreas menos pobladas. Puesto que las em-
presas privadas encuentran poco rentable la extensión del servicio a par-
tir de cierto punto, se producirá una infraprovisión del mismo.

Jacobson (2000) llevó a cabo un estudio sobre la evolución históri-
ca del servicio de agua en Boston, San Francisco y Seattle, y constató
que fue precisamente la empresa privada la que inicialmente puso en
marcha este servicio en todas estas ciudades. Sin embargo, al finalizar el
siglo XIX el sector público ocupaba su lugar. Lo que resulta más intere-
sante, como señala el autor, es que en todos los casos sucedió un hecho
idéntico: tras la intervención pública se produjo un aumento significati-
vo de la inversión. Otras ciudades como Nueva York, Baltimore, Hous-
ton y Los Ángeles mostraron un aumento de la inversión después de la
intervención pública y la municipalización del servicio. Para Jacobson
estas experiencias sirven de modelo para comprender la actitud expansi-
va del sector público local. En su esfuerzo por conseguir que las empre-
sas privadas suministraran los servicios de forma adecuada y realizaran
las inversiones que el crecimiento urbano requería, los gobiernos muni-
cipales afrontaron muchos problemas relacionados con condiciones fi-
nancieras y contractuales. Por ello, muchas ciudades optaron por muni-
cipalizar el servicio.

Fue en las grandes ciudades donde primero se incrementó la de-
manda de servicios y, por tanto, de inversiones para la ampliación y/o
construcción de la red de suministros. Que fuese precisamente en las
grandes ciudades donde la municipalización tomó su impulso inicial se
explica por la hipótesis de que una inversión deficiente por parte del sec-
tor privado no podría satisfacer la demanda, razón fundamental para op-
tar por el sistema público (Cutler y Miller, 2005). En este marco, además,
el importante desarrollo de las finanzas públicas a finales del siglo XIX y
la puesta en circulación de bonos públicos contribuyen a explicar el
avance subsiguiente de la municipalización.

Existen aún otros motivos para explicar la municipalización: la
existencia de importantes efectos externos (externalidades) relacionados
con servicios como el agua y el saneamiento, o la limpieza de calles y re-
cogida de residuos. Estos efectos externos positivos afectan a la salud y
la contaminación medioambiental. Las empresas privadas no disponen
de mecanismos para poder beneficiarse de estos efectos externos, moti-
vo por el cual tenían pocos incentivos para extender estos servicios. La
suma de estos factores, junto a la existencia de economías de escala y
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economías de densidad en la producción de servicios, generó un amplio
espacio para el aumento de la intervención pública.

Conviene tener en cuenta, no obstante, que la existencia de motiva-
ciones para la intervención pública no significa que dichos servicios tu-
viesen que estar necesariamente producidos por la propia administración
local. Si de lo que se trata es de cumplir con los objetivos marcados, cabe
la posibilidad de usar sistemas alternativos como la regulación.

Una posible explicación del uso de la propiedad pública como ins-
trumento de control de los servicios locales —preferido sobre la regula-
ción— la encontramos en la tradición europea de intervención pública,
mucho más partidaria del control de empresas públicas y de la produc-
ción directa de servicios. De ahí la tendencia a utilizar la propiedad mu-
nicipal, en lugar de otras intervenciones como pueden ser la asignación
de subvenciones públicas a empresas privadas no sujetas a control públi-
co. Pero la extensión de la producción pública de servicios locales en Es-
tados Unidos no es fácil de explicar con el recurso a la tradición nacional
de intervención, pues este país se inclinó tradicionalmente por la regula-
ción de monopolios privados y por la implantación de políticas antimo-
polio.8 ¿Por qué se incrementó la municipalización de empresas en tal
medida, cuando la regulación era una opción igualmente aceptada?

El enfoque del interés privado: fallos de gobierno

Los investigadores de la teoría de la intervención pública basada en los
intereses privados no comparten la idea de que los políticos actúen con la
finalidad de favorecer el interés público o de mejorar el bienestar social.
Por el contrario, prefieren abordar esta cuestión con la visión de que, me-
diante sus acciones, los políticos buscan mejorar sus intereses propios y
obtener, además, apoyo político. En este marco, algunos trabajos recien-
tes persiguen demostrar que la municipalización no fue el resultado de la
existencia de fallos de mercado.

Troesken (1997) y Troesken y Geddes (2003) ponen de relieve que la
frecuencia de la propiedad pública en el sector energético (electricidad y
gas) fue mucho menor que en el suministro de agua. Esto sucedió a pesar
de que en ambos sectores se dan por igual las características de costes pro-
pias del monopolio natural. Según estos autores, si en ambos sectores se
dan características de monopolio natural, no tiene sentido aducir razones
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relativas al fallo de mercado para explicar la municipalización. Troesken y
Geddes toman las disparidades en la propiedad pública entre el sector ener-
gético y el del agua como argumento para invalidar la motivación del fallo
de mercado, y Cutler y Miller (2005) suscriben este punto de vista.

No obstante, la conclusión a la que llegan estos autores no tiene que
ser forzosamente acertada. Cabe la posibilidad de que la diferencia de las
cuotas de las empresas de titularidad pública —agua por una parte, y gas
y electricidad por otra— sea compatible con las condiciones de monopo-
lio natural de cada sector. Ciertamente, en todos estos sectores existen re-
des que hacen ineficiente la duplicidad de la red. Pero también es cierto
que el sector energético cuenta con segmentos de negocio, como el de
generación y el de comercialización, en los que la competencia es posi-
ble, cosa que no ocurre en el caso del agua. Por consiguiente, la diferen-
cia de cuotas de intervención pública entre uno y otro sector puede muy
bien reflejar la mayor escasez de competencia en el sector del agua, lo
que es consistente con una mayor cuota de intervención pública en el
agua, en consonancia con el enfoque de interés público.

Para rechazar el argumento de las externalidades relacionadas con
la salud, Troesken (1999) alude al hecho de que la inversión en filtros
para prevenir el tifus y otras enfermedades derivadas de la contamina-
ción del agua era igual o mayor en el caso de las empresas privadas que
en el de las públicas. Troesken y Geddes (2003) toman este dato como
muestra de la falta de capacidad del argumento de las externalidades para
explicar la municipalización.

Curiosamente, evidencia aportada por el propio autor permite apo-
yar el argumento de las externalidades (Troesken, 1999, 2001). Partien-
do del hecho de que la propiedad pública no significa una mayor inver-
sión en filtros, Troesken (2001) concluye que la razón principal que
explicaría que las empresas de agua estuvieran bajo titularidad pública es
la transferencia de rentas de los contribuyentes a los usuarios, pues los
precios del agua eran, en promedio, un 24% inferiores en las empresas
públicas, en comparación con las privadas. Pero la reducción del precio
del agua puede interpretarse como una inversión positiva en el campo sa-
nitario, al favorecer el consumo de sectores de población urbana de bajo
poder adquisitivo, y por tanto favorecer las condiciones higiénicas. La
reducción de precios por las empresas públicas puede reflejar el objetivo
de que el acceso a la red y al consumo de agua estuviese al alcance de los
sectores más empobrecidos de la población.
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Además, la propia evidencia suministrada por Troesken (2002) in-
dica también que la mejora de las condiciones de servicio para las comu-
nidades negras fue mucho mayor con las empresas públicas. De acuerdo
con esta evidencia, la brecha de calidad entre las comunidades blancas y
negras se estrechó mucho más rápidamente con las empresas públicas de
agua que con las privadas. Asimismo, el descenso de las enfermedades
tifoideas en las comunidades negras fue mucho mayor en presencia de
empresas públicas. Por el contrario, en el caso de servicios menos rela-
cionados con las externalidades de salud —como la energía y el gas— no
se registraba tal diferencia entre empresas públicas y empresas privadas
en cuanto a calidad de servicio a las comunidades negras.

Por último, Troesken y Geddes añaden que las empresas de gas de
titularidad pública fueron más frecuentes en ciudades medias o pequeñas
(Troesken, 1997), y esto sería inconsistente con el argumento de imper-
fecciones en el mercado de capitales (Troesken y Geddes, 2003). Si hu-
biese sido cierta la dificultad para las empresas privadas de obtener gran-
des recursos para llevar a cabo fuertes inversiones, y los gobiernos locales
hubiesen tenido mayores facilidades para conseguir financiación, lo lógi-
co hubiese sido que el sector público se hubiese desarrollado más en las
grandes ciudades, en las que la capacidad de financiación municipal y la
necesidad de inversiones han sido tradicionalmente mayores. Por tanto,
una participación más frecuente del sector público en ciudades medianas
o pequeñas sería inconsistente con el argumento de restricciones finan-
cieras del sector privado como justificación para la municipalización.

Troesken y Geddes no tienen en cuenta que una explicación plausi-
ble para el hecho de que las empresas energéticas del sector público tu-
viesen más presencia en ciudades pequeñas o medianas es que el poten-
cial de competencia que existe entre gas y electricidad (parcialmente
sustitutivos) es mucho mayor en las grandes ciudades, y menor en el res-
to. Por tanto, el fallo de mercado sería más intenso a medida que decre-
ciera el tamaño de la ciudad, y la menor presencia de empresas públicas
en las grandes ciudades será consistente con la explicación del interés
público. Adicionalmente, la evidencia histórica analizada más arriba so-
bre el servicio de agua —en el que no existe espacio para la competen-
cia— muestra que la propiedad pública, en este caso, era más frecuente
en las ciudades grandes.
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Contratos incompletos y costes de transacción: unos complementos
útiles para el enfoque del interés público

Los análisis dirigidos a refutar las teorías del interés público, si bien em-
plean argumentos y aplicaciones sugerentes, no son del todo convincen-
tes. Sin embargo, sí dejan claro que el enfoque del interés público por sí
solo no explica de manera definitiva la preferencia por la propiedad pú-
blica, ni la hegemonía de la misma. Para obtener una explicación más
completa y satisfactoria del proceso de municipalización, introducimos
una perspectiva adicional, la relacionada con los problemas derivados de
los contratos incompletos y los costes de transacción.

Siguiendo a Gómez-Ibáñez (2003: 157-158), en la primera fase de
implantación de estos servicios, entonces controlados por empresas pri-
vadas, los gobiernos locales desconocían los límites que sufría la com-
petencia en los mismos, por lo que firmaron contratos a largo plazo y con
reglas muy ambiguas —en aquellos casos en que las hubiese— sobre las
obligaciones de las empresas privadas en lo relativo a cantidad y calidad
de los servicios suministrados y su precio. Tras estas experiencias inicia-
les, los acuerdos de contratación se convirtieron en detallados e incluían
más especificaciones; pero quedaban rápidamente obsoletos a causa del
rápido progreso técnico y el intenso crecimiento urbano.

En la segunda fase de expansión de estos servicios, los organismos
supranacionales —provinciales o estatales— se responsabilizaron direc-
tamente de la regulación y supervisión de los servicios relacionados con
el sector energético (Gómez-Ibáñez, 2003), mientras que los municipios
continuaban siendo más importantes con respecto al suministro de agua
y saneamiento, y a la recogida de residuos sólidos. Esta tendencia se de-
sarrolló a finales del siglo XIX, y a causa de la misma los servicios regu-
lados a escala supramunicipal, como el energético, experimentaron me-
nores niveles de propiedad pública; por el contrario, esta devino mucho
más importante en los servicios sometidos a control directo de los muni-
cipios, como el agua y la recogida de residuos sólidos.

La municipalización no fue consecuencia solo de factores relacio-
nados con estructuras de costes y con el cambio tecnológico. Además de
estos, según Jacobson (2000) la reticencia y la falta de capacidad de los
gobiernos municipales para regular e imponer restricciones a los produc-
tores privados y a los consumidores fueron también factores que incidie-
ron en la municipalización. Por un lado, la regulación de los operadores

54 Germà Bel

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 54



privados debía de resultar una tarea muy compleja y difícil durante el si-
glo XIX. Troesken y Geddes (2003) afirman que la frecuencia de pleitos
judiciales fue tres veces mayor para las empresas privadas que fueron
posteriormente municipalizadas que para aquellas que no lo fueron. Esta
situación tiene una interpretación ambivalente, por supuesto. Como  Troes -
ken y Geddes sugieren, estos pleitos pudieron ser también instrumentos
de estrategias municipales para conseguir las expropiaciones. En suma,
hay que escoger entre alguna de estas dos interpretaciones sobre la fre-
cuencia de pleitos: 1) refleja problemas objetivos de interacción dentro
de un entramado de contratos incompletos; o 2) estamos ante la tentativa
de expropiación por parte de políticos locales. A falta de mayor eviden-
cia empírica, la elección del investigador depende en gran medida de su
visión sobre las motivaciones e incentivos de los políticos. Eso sí; en
todo caso, y cualquiera que sea la causa, hay que tener en cuenta que los
pleitos frecuentes representan un coste añadido importante al coste ge-
neral de la producción de servicios.

Por otro lado, la explotación de estos servicios por parte de em-
presas privadas estuvo asociada a episodios de corrupción de los res-
ponsables municipales por los operadores privados (Melosi, 1981). El
análisis de Moshe Adler (1999) indica que el servicio de limpieza de ca-
lles en la ciudad de Nueva York en el siglo XIX estuvo en manos de em-
presas privadas en el período 1823-1826, fue producido públicamente
entre 1826 y 1840, regresó al sector privado desde 1840 hasta 1881, y
volvió a ser público a partir de 1881. Los factores más importantes que
determinaron estos cambios fueron: los costes excesivos bajo produc-
ción pública y la insatisfacción con los resultados proporcionados por
las empresas privadas, y especialmente la imposibilidad de sancionar de
forma efectiva la corrupción surgida del proceso de contratación y de la
aplicación de los contratos. Por estos motivos, la municipalización de
servicios fue contemplada como la mejor forma de evitar la corrupción
en la política local.9

En resumen, la explicación de la municipalización desde el enfoque
de interés público refleja las características de red de muchos servicios
locales, los problemas relacionados con inversiones derivados de su con-
dición de monopolio natural, los fallos del mercado de capitales y la
existencia de externalidades importantes. La intervención pública fue
mucho mayor en servicios como el agua, en que los problemas de com-
petencia fueron especialmente agudos. La propiedad pública y la muni-
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cipalización fueron instrumentos empleados de forma más frecuente en
aquellos servicios en que los fallos de mercado eran mayores, los costes
de transacción más altos, los contratos más incompletos, y la responsabi-
lidad de la intervención pública había quedado residenciada en los go-
biernos locales (más que en los supramunicipales). A fin de cuentas, cabe
pensar que la propiedad pública (en comparación con la empresa priva-
da) tenía mayor facilidad para conseguir que el servicio tuviese carácter
obligatorio, como sucedió con el agua potable y la recogida de residuos,
y para la asignación de subsidios con cargo al presupuesto público para
su financiación (Gómez-Ibáñez, 2003: 79).

En el caso de la electricidad y el gas, existía más espacio para la
competencia y para las posibilidades de sustitución (por ejemplo en el
alumbrado público), las externalidades eran relativamente insignifican-
tes, y la responsabilidad por el servicio fue asumida por los gobiernos su-
pramunicipales. Todos estos factores pueden explicar por qué la propie-
dad pública fue menor en la producción del servicio de energía, y la
intervención pública hizo mucho mayor uso de la regulación.

3. La privatización local: ¿un camino sin retorno?

La reciente expansión de la privatización local es vista por Gómez-Ibá-
ñez como la tercera etapa en el desarrollo de la producción privada de
servicios públicos, incluso si esos servicios se caracterizan por la pre-
sencia de fallos de mercado. Tras las sucesivas fases de hegemonía del
monopolio privado y de la municipalización, en esta tercera etapa —que
emerge en el último cuarto del siglo XX— asistimos a un nuevo interés
por la privatización de servicios públicos municipales.

Situarnos en una perspectiva histórica nos permite observar la exis-
tencia de un ciclo entre la privatización y la municipalización/nacionali-
zación. Gómez-Ibáñez y Meyer (1993) lo identifican para los servicios
de transporte. Kramer (2001), para el suministro de agua, y para Gómez-
Ibáñez (2003) este modelo es extensible a cualquiera de los servicios de
red y con fallos de competencia importantes.

El ciclo comienza con el desarrollo del servicio por el sector priva-
do y su temprana consolidación. Como consecuencia de la concentración
empresarial se produjo una intervención pública que regulaba precios,
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condiciones de funcionamiento, etc. El activismo gubernamental produ-
jo una reducción de la rentabilidad privada, lo que provocó la retracción
privada, insuficientes inversiones y el deterioro de las condiciones del
servicio. Los gobiernos pasaron a hacerse cargo directo de la producción
del servicio y aplicaron subsidios para facilitar las grandes inversiones
que requería el proceso de urbanización. A medida que se pusieron de
manifiesto las deficiencias de la gestión pública de servicios comerciales
aumentó la ineficiencia. Esta reducción de la ineficiencia tuvo lugar en
un contexto de reducción gradual de la libertad fiscal de la que hasta el
momento habían disfrutado los gobiernos locales. Ante el aumento de sus
restricciones financieras, los gobiernos locales tuvieron que optar entre re-
cortar subsidios, incrementar el precio de los servicios, o reducir la cali-
dad o cantidad de suministros. En este contexto, la privatización de servi-
cios ha sido una fórmula usada para reformar la gestión y hacer frente a
esos problemas en la última parte del siglo XX.

Esto no significa, sin embargo, que la producción directa de servi-
cios por parte de los gobiernos locales haya llegado a su fin. Lo más pro-
bable es que lo público y lo privado sigan alternándose. Las perspectivas
de expansión de la producción privada y la sostenibilidad en el tiempo de
este tipo de reforma parecen mucho menos ambiciosas ahora de lo que lo
eran al inicio de la actual oleada de privatizaciones. Un claro ejemplo de
esto lo encontramos en servicios como el agua y en regiones como Amé-
rica Latina, en las que la privatización ha encontrado grandes problemas.

Las ciudades bolivianas contiguas de La Paz y El Alto acogen más
de un millón y medio de habitantes, alrededor de una cuarta parte del to-
tal de la población de Bolivia.10 El gobierno del país, insatisfecho con la
mala gestión de la empresa pública que abastecía de agua a ambas ciuda-
des, privatizó el suministro en 1997, otorgando una concesión a la em-
presa privada Aguas de Illimani, filial del grupo francés Suez. Tanto la
extensión como la calidad del servicio mejoraron considerablemente.
Siete años después de la concesión, el número de hogares con agua pota-
ble había aumentado un 53% y el servicio de saneamiento, un 66%.11

Pero la extensión del servicio en El Alto no fue tan eficiente como
en La Paz. La rentabilidad en El Alto era mucho menor; su población es
mayoritariamente indígena, y sus nuevos habitantes están muy acostum-
brados al ahorro de agua. En consecuencia, en el año 2004 Aguas de Illi-
mani solicitó al correspondiente organismo regulador (Superintendencia
del Agua) un incremento de la tasa mensual. El aumento no le fue con-
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cedido, pero se le autorizó un incremento de la tasa por conexión de has-
ta un 50%, es decir, desde 300 hasta 450 dólares estadounidenses. El des-
contento popular fue considerable ya que en Bolivia el salario medio
mensual no superaba en ese momento los 55 dólares. Después de múlti-
ples protestas y disturbios, el gobierno canceló la concesión de Aguas de
Illimani en El Alto en enero de 2005, y devolvió el servicio a la gestión
pública.

No fue esta la primera rescisión de contrato de concesión en la his-
toria reciente de Bolivia. En abril de 2000, tras los violentos disturbios
acaecidos por la triplicación de tarifas en el servicio de agua, fue cance-
lada la concesión de la ciudad de Cochabamba, que había sido otorgada
unos meses antes —por un período de 40 años— a un consorcio encabe-
zado por la empresa Internacional Water, filial de la multinacional ame-
ricana Bechtel. La empresa terminó por abandonar Bolivia.12

Los problemas con las concesiones de agua se dieron también en
otros países de la región, como Argentina. En mayo de 2005, la empresa
francesa Suez anunció que abandonaba la concesión que mantenía con la
empresa Aguas de Barcelona —Agbar— en Aguas Provinciales de San-
ta Fe, que suministraba agua a más de 700.000 personas en ciudades
como Rosario, Santa Fe, Rafaela y San Lorenzo.13 La empresa abandonó
la concesión alegando la imposibilidad de actualizar las tarifas, que esta-
ban congeladas desde enero de 2002. El conflicto surgió a raíz de la rup-
tura de la paridad peso-dólar, y a pesar de que el contrato se había esta-
blecido en dólares, la empresa no consiguió actualizar las tarifas. El
consorcio Suez-Agbar había solicitado un aumento del 60% de las tari-
fas, y fue acusado por el regulador de negligencia en sus obligaciones de
inversión. Suez terminó por dejar la concesión. Más recientemente, Suez
y Agbar se retiraron también de Buenos Aires y Córdoba.

En resumen, dos conflictos similares se desarrollaron en El Alto
(Bolivia) y en Santa Fe (Argentina): los concesionarios privados alega-
ron falta de rentabilidad por culpa de la regulación de precios, y los re-
guladores acusaron a los concesionarios de no cumplir con las obligacio-
nes de inversión establecidas en los contratos. El resultado, en ambos
casos, fue el mismo en la práctica: 1) en Bolivia las autoridades cancela-
ron la concesión de El Alto; 2) el consorcio Suez-Agbar dejó la conce-
sión en Santa Fe.

Sin duda, el servicio de agua conlleva problemas añadidos tanto por
sus fallos de mercado como por los contratos incompletos. En su estudio
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sobre renegociación de contratos de concesión, Guasch (2004: 82) apor-
ta datos que muestran la alta frecuencia de renegociaciones de contratos
en América Latina y el Caribe entre 1980 y 2000. En el caso del sumi-
nistro de agua, la renegociación fue especialmente frecuente, ya que se
produjo en el 74,4% de los contratos, frecuencia muy superior a la que se
daba en otros sectores donde la privatización también ha sido importan-
te. Además, el tiempo transcurrido entre el otorgamiento de la concesión
y la renegociación fue muy breve, 1,7 años de promedio.14

Aunque no podamos extraer conclusiones generales a partir de los
sucesivos fracasos en la privatización del servicio de agua, es innegable
que el entusiasmo inicial por la privatización de servicios ha desapareci-
do, especialmente en servicios de red. Esto no ha sucedido solo en países
menos desarrollados, sujetos a mayor inestabilidad económica y política.
Según Donahue (2000), la privatización ha avanzado muy poco en Esta-
dos Unidos en la última década del siglo XX en comparación con la ante-
rior. Por otra parte, a partir de los datos disponibles para Estados Unidos,
facilitados por el International City/County Management Association
(ICMA), se comprueba que los servicios de red cuya producción depen-
de del gobierno aumentaron —en promedio— del 48% en 1992 al 52%
en 2002 (Warner y Hefetz, 2004). La participación privada en este tipo de
servicios ha sufrido una disminución significativa, mientras la produc-
ción pública aumenta de forma considerable.

La importancia que está adquiriendo la remunicipalización de ser-
vicios en Estados Unidos ha sido documentada por Warner (2000). He-
fetz y Warner (2004) muestran que muchos políticos y directivos públi-
cos que habían optado por privatizar algunos servicios decidían retornar
a la producción pública si no quedaban satisfechos con los resultados
ofrecidos por las empresas privadas. Esta actitud muestra que estamos en
una etapa presidida por el pragmatismo al decidir cuál es la mejor forma
de llevar a cabo la producción de servicios. El dominio del pragmatismo
es confirmado por la encuesta realizada en el año 2002 por ICMA a polí-
ticos y gestores públicos sobre los factores que les influyen cuando han
de decidir si es mejor privatizar servicios o mantenerlos públicos. La en-
cuesta señala que las consideraciones relativas a posiciones políticas o de
tipo ideológico están en último lugar (Warner y Hefetz, 2004).
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4. Conclusión

La privatización de servicios públicos en las últimas décadas puede ex-
plicarse sobre todo por el hecho de que algunos de los factores que lle-
varon a la municipalización han dejado de existir. Sin embargo, en mu-
chos casos las razones que fomentaron la implicación del gobierno en la
producción no han desaparecido. Persisten todavía problemas importan-
tes de acceso a precios asequibles a servicios básicos —como el agua—,
además de problemas de contratación y de costes de transacción. Es cier-
to que ha mejorado la capacidad de diseñar correctamente los procesos
de concesión y de regular adecuadamente el funcionamiento de los pro-
veedores privados. Pero subsisten graves problemas de competencia que
hacen muy difícil lograr que el contribuyente/usuario se beneficie del
potencial aumento de eficiencia obtenido mediante la contratación ex-
terna.

Además, una de las consecuencias más destacadas de la privatización
ha sido la introducción de presiones e incentivos a la reforma interna para
mejorar aquellos servicios cuya gestión se ha mantenido bajo propiedad
pública (Hatry,1988; Bel y Costas, 2006). A fin de cuentas, la privatización
supone para el gestor público una amenaza similar a la que la quiebra im-
pone al gestor privado. Así, la mejora de la eficiencia del servicio que se
ha mantenido bajo control público ha socavado la importancia del ahorro
de costes obtenido mediante la contratación al sector privado, que había
sido uno de los impulsos principales de la privatización local.

En el último cuarto del siglo XX la privatización de servicios locales
ha sido un fenómeno muy importante, aunque su avance parece haberse
estancado en los últimos años, como si esta fase del ciclo privatiza-
ción/municipalización hubiese acabado. La investigación futura deberá
analizar si la remunicipalización, o una nueva etapa de equilibrio (aun-
que sea transitoria), va a emerger como una nueva fase del ciclo.

Notas

1. Este trabajo ha gozado del apoyo del Ministerio de Educación y Cien-
cia de España (SEJ2006-04985) y de la Fundación Rafael Pino. Agradezco las
sugerencias y comentarios de Daniel Albalate, Joan Calzada, Xavier Fageda, Al-
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fonso Herranz, Jacint Jordana, Tony Gómez-Ibáñez, David López-Rodríguez y
Mildred Warner.

2. Por provisión pública nos referimos a los casos en que el gobierno asu-
me la responsabilidad última por el suministro. Por otra parte, la prestación pue-
de ser pública, privada o mixta, dependiendo de si la producción está en manos
del sector público, del sector privado o de ambos sectores.

3. En este sentido es muy útil la serie de estadísticas históricas del censo
de Estados Unidos, así como las incluidas en publicaciones como Public Utilities
Fortnightly. Otras fuentes son The Manual of American Waterworks 1897, que
contiene datos de una gran encuesta realizada en 1892 y 1897, y McGraw’s Di-
rectory of American Water Companies, 1915. Estas publicaciones son muy útiles
para analizar la historia de la producción de servicios en Estados Unidos.

4. Los datos facilitados por Gómez-Ibáñez (2003) coinciden sustancial-
mente con los de Cutler y Miller (2005: 32). Pero los datos en términos nomina-
les demuestran la existencia de un número mayor de red de aguas en Estados
Unidos al finalizar el último cuarto del pasado siglo XX.

5. La información sobre municipalización en Cádiz, Córdoba y (naciona-
lización) en Madrid es de Juan Manuel Matés Barco (1998). La información so-
bre Alicante es de la web (http://www.aguasdealicante.es/institucional/c-mix-
ta.htm), de la empresa Aguas de Alicante, consultada el 3 de abril de 2005

6. Incluso en algunas ciudades del cuadro 3 cuyo servicio hoy está en ma-
nos del sector privado, como ocurre en Oviedo, fue con anterioridad un servicio
municipal.

7. La cuota de participación de la administración pública municipal es la
siguiente: Granada 51%, Murcia 51%, Alicante 50%, Las Palmas 34%, y Valen-
cia 20%. Datos obtenidos de MFH (2005), Agbar (2004) y de la página web de
Emivasa (http://www.emivasa.es).

8. Tras el proceso de privatización de las últimas décadas, particularmen-
te importante en Gran Bretaña, Italia, España, Portugal e Irlanda, en todos los
países europeos y de la Unión Europea creció la regulación y las políticas anti-
monopolio.

9. Oliver Hart, Andrei Shleifer y Robert W. Vishny (1997) ofrecen fun-
damentos teóricos sobre la hipótesis de que la producción gubernamental pro-
picia el «clientelismo» por contratación de empleados, mientras que la produc-
ción privada regulada favorece la corrupción, en beneficio personal del político,
o para obtener fondos de financiación de partidos políticos, o ambas cosas a la
vez.

10. Datos oficiales facilitados por el Instituto Nacional de Estadística
(INE) de Bolivia (http://www.ine.gov.bo).

11. The New York Times, «Latin America fails to deliver on basic needs»,
22 de febrero de 2005.
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12. Interesantes análisis sobre el fracaso de la concesión en Cochabamba
pueden encontrarse en Andrew Nickson y Claudia Vargas (2002); y en Kathleen
Slattery (2003).

13. El País, «Suez y Agbar abandonan las concesionarias en Argentina»,
4 de mayo de 2005.

14. José L. Guasch (2004: 87). Otros trabajos han puesto énfasis en los
efectos del oportunismo político (véanse, por ejemplo, Luigi Manzetti y Carlos
Rufin, 2006).
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3. La opinión pública y la economía política de la
reprivatización en América Latina

Luigi Manzetti

1. Introducción

Durante los años noventa, América Latina fue líder en transacciones de
privatizaciones. Entre 1990 y 2001, representó el 47% (o 361.000 millo-
nes de dólares) de todas las inversiones en proyectos de infraestructura
en los países en desarrollo (Harris, 2003: 6). Asimismo, en términos de
lo recaudado, América Latina superó a otras áreas en desarrollo con un
monto neto estimado en 178.000 millones de dólares entre 1990 y 1999
(Chong y López de Silanes, 2004: 43). En los años noventa, América La-
tina también fue pionera en una amplia variedad de estrategias de desin-
versión estatal, lo cual la transformó en un punto de referencia para otros
países en desarrollo en otras partes del mundo que intentaban llevar ade-
lante políticas de privatización. Hay también suficiente evidencia empí-
rica que sugiere que la privatización no solo tuvo un impacto positivo so-
bre la rentabilidad, la producción, la productividad (Chong y López de
Silanes 2004), el empleo (La Porta y López-de-Silanes 1999; Kikeri y
Nellis 2002; López-Calva y Rosellón 2002), los impuestos/balance fiscal
del gobierno (Davis et al. 2000) y los precios (McKenzie y Mookherjee
2003), sino también sobre el bienestar social de los pobres al proveer ac-
ceso a los servicios básicos.

A pesar de estos resultados positivos, para mediados de la primera
década del siglo XXI la privatización de las empresas de servicios públicos
no contaba con apoyo. Como señaló Nellis (2007: 1): «En contra de la
concepción popular, la privatización no ha contribuido a una mala distri-
bución del ingreso o al incremento de la pobreza, al menos en los casos de
América Latina mejor estudiados. Sin embargo, la opinión pública en el
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mundo menos desarrollado generalmente tiene sospechas de, y es hostil a,
la privatización». Han sido particularmente frecuentes las protestas con-
tra la provisión privada de servicios públicos en varios países de América
Latina, las cuales llevaron a la cancelación o renegociación de los contra-
tos existentes en Bolivia, Argentina, República Dominicana y México. De
forma irónica, algunas de estas privatizaciones habían sido observadas
como casos de buenas prácticas solo unos pocos años antes (Reel, 2006).
Estos hechos confirmaron hallazgos anteriores de las encuestas de opi-
nión del Latinobarómetro las cuales, desde 1998, mostraban que la mayo-
ría de los encuestados en América Latina desaprobaban la privatización.
La tendencia negativa alcanzó su pico en 2003 cuando solo el 22% de los
encuestados tenía una opinión positiva sobre la desinversión estatal (figu-
ra 1). La opinión pública mejoró lentamente, para 2007, el promedio de
América Latina todavía mostraba que solo el 35% de los encuestados
creía que la privatización había sido beneficiosa para su país. Después del
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FIGURA 1
La privatización ha sido beneficiosa (1998-2007)

FUENTE: Latinobarómetro (2008).
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año 2000, la evaluación negativa sobre la privatización por parte de la
opinión pública también reflejaba una aguda disminución en las inversio-
nes privadas y un pesimismo extendido entre los inversores sobre el futu-
ro de los nuevos proyectos de infraestructura en la región.

En América Latina, estas tendencias negativas coincidieron en la
década actual con la llegada al poder de un nuevo tipo de presidentes po-
pulistas que capitalizaron la insatisfacción popular con las reformas de
mercado en general, y con la privatización en particular. Por medio de la
utilización de una retórica de izquierda, Hugo Chávez (Venezuela), Néstor
Kirchner (Argentina) y Evo Morales (Bolivia) avanzaron en la re-nacio-
nalización de industrias clave que habían sido previamente privatizadas
o en la renegociación/cancelación de contratos de concesión existentes
(Romero, 2008). Estos tres líderes parecen simbolizar un retorno a una
regulación gubernamental y a un nacionalismo económico fuertes, los
cuales dominaron en América Latina desde los años cincuenta hasta fines
de los años ochenta (Haslam, 2007). Dada la impopularidad de las polí-
ticas orientadas al mercado, sus iniciativas han generado amplias espe-
culaciones sobre qué otros líderes latinoamericanos podrían seguir un ca-
mino parecido. Efectivamente, el año 2006 fue testigo de elecciones
presidenciales cruciales en la región de muchos candidatos populistas de
izquierda, algunos de los cuales tenían íntimos lazos con Chávez, quie-
nes hicieron campaña sobre plataformas que atacaban a las reformas de
mercado y a las inversiones extranjeras. Sin embargo, los resultados de
dichas elecciones fueron variados. Mientras que Andrés Manuel López
Obrador en México y Ollanta Humala en Perú sufrieron estrechas derro-
tas, Rafael Correas en Ecuador y Daniel Ortega en Nicaragua obtuvieron
claras victorias. La situación se ha vuelto tan preocupante que, en su re-
visión de las infraestructuras privadas, un conocido experto advirtió que
«la política de reforma es un tema desafiante y algunos países pueden ob-
servar una reversión a largo plazo hacia la provisión pública» (Harris,
2003: 2).

Este capítulo constituye un intento preliminar para evaluar por qué
en América Latina la opinión pública se volvió en contra de la privatiza-
ción y qué posibilidades existen de una renacionalización de las infraes-
tructuras de las empresas de servicios públicos. La primera sección con-
textualiza este punto. Por consiguiente, analizaré brevemente los factores
más comunes citados en la literatura sobre economía y ciencia política
que parecen haber tenido un rol crucial en revertir la ola en contra de la
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privatización. En esta sección, voy a prestar particular atención a la «po-
lítica» de reforma. En la segunda sección, evaluaré la fuerza de tres tesis
generales que expertos y académicos han expuesto recientemente para
explicar por qué el público se ha vuelto en contra de la privatización en
América Latina:

a) Los latinoamericanos han adoptado ideologías de izquierda, las
cuales rechazan las reformas de mercado en general, y la priva-
tización en particular.

b) La crisis económica de principios de la década del siglo XXI ha
afectado negativamente la evaluación de la gente sobre la pri-
vatización.

c) El grado en que la privatización ha producido buenos resultados
y ha sido afectada por la corrupción guía las evaluaciones de la
gente.

Por último, en la tercera y última sección, evaluaré si es probable que las
recientes tendencias en Venezuela, Bolivia y Argentina se expandan al
resto de América Latina o se encuentran determinadas por ciclos econó-
micos característicos de dichos países. De manera diferente, ¿nos encon-
tramos en el borde de una reversión de la privatización y las reformas de
mercado en la región tal como algunas personas temen?

2. ¿Qué es lo que salió mal en América Latina?

No hay un único factor que pueda, por sí solo, explicar por qué las em-
presas de servicios públicos privadas se han situado en la línea de fuego
en estos últimos años. En una revisión reciente de la privatización de las
empresas de servicios públicos, Estache (2005: 282) establece un núme-
ro de razones económicas y políticas para explicar el récord mixto de de-
sinversión estatal en los años noventa:

• la falta de cuidado en documentar las condiciones iniciales de los
servicios públicos antes de su reforma, incluyendo el grado de re-
gresividad que previamente caracterizó el financiamiento de la
provisión de servicios;
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• la falta de una distinción altamente necesaria entre acceso y ac-
cesibilidad;

• el fracaso para dar cuenta de la debilidad de las redes de seguri-
dad durante las difíciles transiciones asociadas con la reforma;

• el fracaso para reconocer las distorsiones causadas por todos los
niveles de gobierno al utilizar a estos sectores como objetos de
impuesto;

• el fracaso para reconocer que la regulación eficaz es necesaria
para alcanzar resultados justos que beneficien a los más pobres; y

• la apreciación insuficiente del compromiso político necesario
para asegurar que las reformas beneficien a todos los segmentos
de la población.

Es más, los académicos y analistas coinciden sustancialmente en que lo
que hace a los servicios públicos más susceptibles a reacciones políticas
violentas que otras empresas bajo control privado surge de dos hechos.
Primero, son considerados bienes esenciales por el público en la medida
en que son ampliamente consumidos. Segundo, desde los años cincuenta
hasta los años ochenta, los gobiernos de América Latina, más allá de su
naturaleza (i.e., democráticos, autoritarios, populistas), administraron la
infraestructura de las empresas de servicios públicos (agua, electricidad,
teléfonos, transporte) de acuerdo a «criterios políticos» para retener el
apoyo público. Uno de dichos criterios fue el de mantener las tasas por
debajo del coste para retener el apoyo popular. Sin embargo, esto signi-
ficó que a lo largo del tiempo las nuevas inversiones en tecnología y ex-
pansión de servicios se vieron reducidas significativamente dado que las
empresas no podían incrementar las tasas para cubrir los costes de fun-
cionamiento y estaban a merced del gobierno central para salvar su deu-
da cada vez mayor. De esta manera, durante décadas los latinoamerica-
nos se acostumbraron a servicios públicos que, aunque eran pobres en
calidad, resultaban baratos y estaban altamente subsidiados. La literatu-
ra académica sobre economía, política y jurisprudencia ha identificado
varios factores que por sí solos, o en combinación, parecen haber tenido
un impacto negativo sobre la sustentabilidad de las infraestructuras de
servicios públicos en manos privadas en los últimos diez años. Aunque la
literatura en este sentido es bastante extensa, en las páginas siguientes
me limitaré a delinear los factores más frecuentemente citados como
punto de partida para el análisis en la segunda sección.
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Beneficios dispersos contra pérdidas concentradas

Nellis (2007) sostiene que los beneficios de la privatización pueden ser
pequeños al principio, y tangibles para la mayoría de los consumidores
solo a medio plazo. Entonces, si la gente mantiene expectativas muy al-
tas de obtener rápidos resultados, puede decepcionarse profundamente.
Asimismo, los beneficios de la privatización se encuentran normalmente
dispersos entre sectores de la sociedad que están desorganizados, y en
consecuencia no logran movilizar al público a su favor. Los pobres, por
ejemplo, quienes gracias a la privatización tuvieron por primera vez ac-
ceso al agua y a la electricidad en muchos países, a menudo no asocian
tarifas más bajas con la privatización y son presa fácil de grupos antipri-
vatización que aseguran que bajo la propiedad estatal las tarifas dismi-
nuirían y la calidad del servicio mejoraría. Por el contrario, los costes se
encuentran altamente concentrados entre los grupos (políticos que pier-
den recursos para el patronazgo político y la corrupción, empleados des-
pedidos, burócratas gubernamentales, consumidores de clase media y
media alta que no pueden disfrutar de servicios altamente subsidiados, y
regiones particulares que se benefician de la presencia de empresas de
propiedad estatal) que pueden organizar fácilmente una estrategia de
oposición efectiva. En el caso de la privatización del agua en las ciuda-
des colombianas de Barranquilla, Cartagena y Bogotá a mediados de los
años noventa, por ejemplo, la oposición a la privatización provino de los
políticos locales y sus clientelas dentro de los empleados de las empre-
sas, así como también de los habitantes urbanos de clase media alta que
veían el fin de sus conexiones ilegales y tarifas bajas. A los pobres, que
se beneficiaron de la expansión del servicio y de la calidad más segura
del agua con tarifas más baratas, les llevó un tiempo organizarse y apo-
yar a la empresa privada de agua en su esfuerzo por resistir los intentos
de renacionalización.

Desde un punto de vista político, un mecanismo importante para
cosechar un amplio apoyo popular por la privatización de los servicios
públicos es la adopción de requisitos de servicio universal, en particular
cuando están orientados a favorecer a los sectores más pobres de la so-
ciedad. Si los pobres pueden ser fácilmente movilizados durante las cam-
pañas electorales, y la provisión de servicio les brinda beneficios tangi-
bles, un gobierno en ejercicio que llevara adelante la privatización de los
servicios públicos podría verse recompensado en las urnas. Sin embargo,
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el registro al respecto es a lo sumo mixto debido a que se deben dar va-
rias condiciones para que funcione la entrega del servicio universal. Por
un lado, desde el punto de vista de las empresas privadas de servicios pú-
blicos, las empresas deberían abstenerse de pedir un rebalanceo tarifario
y cambios en los requisitos de inversión y de servicio cuando no son ob-
jetivamente necesarios. Tal como lo explicó Harris (2003: 9):

Es posible que los inversores «tiren abajo» las ofertas con la esperanza de
renegociar de forma exitosa términos más ventajosos una vez que se les ha
otorgado el contrato. Acceder a renegociaciones que absuelven a los inver-
sores de los riesgos comerciales debilitará los incentivos de eficiencia, y
existe la preocupación de que los gobiernos a menudo no están bien equi-
pados para estas renegociaciones.

Por otro lado, un gobierno debe ofrecer subsidios sustanciales para inter-
venir en áreas pobres, ya que para ofrecer servicios en estas áreas se ne-
cesitan servicios públicos privados que realicen grandes inversiones hun-
didas que no se pueden recuperar a través de tarifas accesibles. Por otro
lado, los gobiernos normalmente solicitan a las empresas privadas que
cumplan con una gran cantidad de inversiones y requisitos de servicio
como un intercambio por el desembolso de grandes subsidios. Efectiva-
mente, el tema crucial en la privatización de los servicios públicos ha
sido siempre si ambas partes estarán a la altura de las obligaciones con-
tractuales después de la privatización. El factor clave para tener éxito
tanto para el gobierno como para las empresas privadas es evitar el com-
portamiento oportunista (que será tratado en breve). Desde el lado polí-
tico de la ecuación, es necesario que tanto el gobierno como la oposición
muestren una fuerte convergencia de políticas en el apoyo a la provisión
privada de servicios públicos (IADB, 2006). Esto asegura una continui-
dad de las políticas, más allá de la administración del gobierno de turno,
y le da a las empresas de servicios públicos un horizonte de tiempo más
largo en sus planes de inversión. La experiencia de América Latina mues-
tra que es improbable que los sistemas de gobierno que están altamente
polarizados, y carecen de un enfoque pragmático para la resolución de
problemas, presenten una convergencia de políticas, con consecuencias
negativas previsibles sobre la sustentabilidad de políticas de reforma, in-
cluyendo la privatización. Como se puede observar en la figura 2, Chile
y Colombia, que tuvieron experiencias positivas en la provisión univer-

La opinión pública y la economía política  71

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 71



sal de servicios públicos, tienen una posición muy alta según el índice de
política del BID, mientras que los países que se han dedicado a la rena-
cionalización (Argentina, Bolivia y Venezuela) se encuentran entre las
más bajas.

El establecimiento de instituciones regulatorias efectivas y fondos
especiales para subsidiar a las empresas de servicios públicos en áreas
pobres antes de la privatización se encuentra entre los elementos clave
que aumentan las oportunidades de una desinversión estatal exitosa. Las
telecomunicaciones, que fueron uno de los primeros sectores en ser pri-
vatizados a comienzos de los años noventa, muestran cómo se han des-
deñado estos dos temas en las primeras etapas de la privatización en este
sector en particular (Estache, 2005). Este fue el caso en Chile, Argenti-
na, México y Venezuela (cuadro 1). Estos inconvenientes se resolvieron
en parte por el rápido desarrollo de la tecnología telefónica cuyas inno-
vaciones (telefonía móvil, servicio de cable) hicieron posible la creación
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FIGURA 2
Índice de estabilidad de las políticas

FUENTE: IADB (2006).
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de una competencia muy necesaria y, en consecuencia, permitieron una
reducción drástica de las tasas tarifarias y la necesidad de una política re-
gulatoria muy detallada.

Este, sin embargo, no ha sido el caso en un monopolio natural como
el del agua y los servicios sanitarios, los cuales hacen que la regulación
efectiva y transparente sea imprescindible. Un ejemplo exitoso en este
sentido ha sido Chile, cuyas administraciones desde el retorno a la de-
mocracia en 1990 no solo mantuvieron las políticas favorables al merca-
do introducidas bajo la dictadura del general Augusto Pinochet (1973-
1990), sino que a través del tiempo dispusieron de una gran cantidad de
políticas de competencia y salvaguardas legales, que han beneficiado
tanto a los consumidores como a las empresas privadas. Este fue el caso
en las telecomunicaciones desde fines de los años ochenta y en la elec-
tricidad a fines de los años noventa. Sin embargo, Chile procedió más
cautelosamente en la privatización del sector de servicios públicos más
controvertido: el agua.1 La privatización en este sector se llevó a cabo en
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CUADRO 1
Reformas de mercado en América Latina

Año en que se Año en que se Fondo de
Año de creó la agencia creó el programa Servicio

País privatización de regulación universal Universal

Argentina 1990 1996 2000 2000
Bolivia 1995 1994 2001 2001
Brasil 1998 1997 2000 2000
Chile 1988 1994 1994 1994
Colombia ND 1994 1999 1994
Costa Rica ND 1996 2000 2000
Ecuador ND 1995 2000 2000
El Salvador 1998 1996 1998 1998
Guatemala 1998 1996 1996 1996
México 1990 1996 2002 2002
Paraguay ND 1995 1995 1995
Perú 1994 1994 1993 1993
Venezuela 1991 1991 2000 2000

FUENTE: Jordana y Sancho (2000); y http://www.idrc.ca/en/ev-114383-201-1-DO_TOPIC.html.
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1998, para ese entonces la mayoría de las empresas estatales en el sector
se habían vuelto financieramente sólidas y habían elevado significativa-
mente sus estándares operacionales. La privatización del agua en Chile
necesitó que los operadores privados se financiaran a sí mismos por me-
dio de tarifas más altas y que ofrecieran una cobertura universal. Aunque
en Chile las tarifas de agua más altas fueron más aceptadas que en el res-
to de América Latina gracias a las mejoras en la calidad del servicio y al
tratamiento del agua residual, en 2001 los habitantes pobres de las áreas
urbanas protestaron por los incrementos en las tarifas y forzaron al go-
bierno a revisar sus planes para futuras desinversiones. Desde 2003, el
gobierno permitió que los nuevos planes tomaran la forma de una conce-
sión de 30 años en lugar de una privatización de activos inmediata como
había sido el caso a fines de los años noventa.

Como se mencionó antes, otro ejemplo positivo de provisión uni-
versal en condiciones adversas es el de Colombia. La privatización de las
empresas de servicio público de agua en Barranquilla, Cartagena y Bo-
gotá, a mediados de los años noventa, resultó ser exitosa y las empresas
fueron capaces de expandir el servicio y todavía muestran tener una ga-
nancia a través de enfoques innovadores en los programas de pago en
barrios carenciados y en los subsidios cruzados para apoyar el servicio
universal (Estache, Gómez-Lobo y Leipzieger, 2001). El éxito de los
programas chilenos y colombianos se debe en parte a la integración de la
privatización de las empresas de servicios públicos en políticas más ge-
nerales de bienestar y alivio a la pobreza. Sin embargo, dicho éxito no
hubiera sido posible sin el compromiso constante por parte del gobierno
central y de los funcionarios de las empresas por igual para cumplir con
los términos del contrato de concesión. Esto evitó las tácticas oportunis-
tas muy comunes en el resto de América Latina.

Desafortunadamente, en muchos otros países, pese a los incremen-
tos apreciables en la cobertura del servicio de agua y del servicio sanita-
rio (figuras 3 y 4) y los estudios técnicos que muestran el impacto positi-
vo sobre la privatización de las empresas de servicios públicos, el
descontento popular con los aumentos de las tarifas y la calidad del ser-
vicio llevaron a la renacionalización de las empresas de agua (Argentina
y Brasil) o a una completa detención de los planes de privatización esti-
pulados en Perú.2 Efectivamente, desde el año 2000 en adelante, ha habi-
do una proliferación de informes periodísticos aduciendo que la privati-
zación de las empresas de servicios públicos tenía efectos particularmente
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FIGURA 3
Aumentos en el acceso al agua después de la privatización

FUENTE: Harris (2003).

FIGURA 4
Aumentos en el acceso sanitario después de la privatización

FUENTE: Harris (2003).
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negativos sobre los pobres, aunque la evidencia que le da sustento ha
sido muy inconsistente (Estache, Gómez-Lobo y Leipzieger, 2001). En
casos extremos como Argentina y Bolivia, estas creencias populares ge-
neraron actitudes oportunistas tanto desde el gobierno como desde los re-
presentantes del operador privador que tomaron la forma de acusaciones
recíprocas de incumplimiento contractual, que terminaron invariable-
mente con la renacionalización de los activos por parte del gobierno.

Expectativas excesivas conducen a grandes desilusiones

A comienzos de los años noventa, tanto los inversores como el gobierno
generaron expectativas prometedoras sobre los beneficios que traería la
privatización de las empresas de servicios públicos (Harris, 2003; Nellis,
2007). En algunas privatizaciones potencialmente lucrativas, como las
telecomunicaciones y la electricidad, fue común la sobreoferta, la cual
creó burbujas artificiales. Dichas expectativas estuvieron a menudo ba-
sadas en los modelos empíricos del Banco Mundial y del Fondo Moneta-
rio Internacional que ligaban el crecimiento sostenible al éxito de la re-
forma de mercado. Sin embargo las predicciones de crecimiento de los
modelos de regresión terminaron estando muy desfasadas de la realidad.
Por ejemplo, algunos modelos de regresión predijeron que «el creci-
miento de Bolivia iba a ser un 1,9% anual más rápido en los años noven-
ta que en los años setenta», pero en realidad el crecimiento fue un 0,23%
más lento (Banco Mundial, 2005: 39). Entonces, los bolivianos pudieron
preguntarse si valía la pena sufrir las reformas de política para crecer
solo un 1,53% anual durante los años noventa en contra del 1,67% du-
rante la década de inestabilidad económica de los años setenta (Banco
Mundial, 2005: 39).

Además, aunque los índices de las políticas de reforma mostraron
un mejor desempeño para América Latina en su totalidad en 1999 que
para Chile en 1985, que lideró dichas reformas dos décadas antes, esto no
significó grandes mejoras en el PIB per cápita (Banco Mundial, 2005:
36). El contraargumento por parte de los economistas pro reforma es que
si América Latina no se hubiera embarcado en las reformas de mercado,
incluyendo la privatización, la situación habría sido mucho peor. El pro-
blema es que la mayoría de los latinoamericanos no tienen la informa-
ción y el nivel de experiencia profesional de dichos economistas. Como
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la mayoría de la gente en el mundo, tienden a olvidarse rápido de cúan
malas eran las cosas cuando las empresas de servicios públicos eran pro-
piedad del gobierno. La gente en las calles basa sus argumentos en una
heurística simple y en el grado en que se cumplen las promesas del go-
bierno.

Cuando se embarcaron en las reformas de los años noventa, los pre-
sidentes latinoamericanos declararon públicamente que, aunque resultaba
inevitable que hubiera dolorosos sacrificios a corto plazo, eventualmen-
te las reformas de mercado dejarían al descubierto los frutos esperados:
estabilidad económica, crecimiento, empleos e infraestructuras de servi-
cios públicos modernas, más eficientes y accesibles bajo la gestión pri-
vada. Para el año 2000, resultó claro que muchas de estas promesas no se
habían materializado. Los políticos vieron la privatización como la pa-
nacea que solucionaría todos los problemas, pero sobreestimaron am-
pliamente su capacidad para administrar la política de reforma (IADB,
2006). En cambio, los inversores privados sobreestimaron la capacidad
del gobierno para honrar sus compromisos frente a dificultades naciona-
les inesperadas. Para 1995, la euforia inicial se había desvanecido y ante
la ausencia de mejoras dramáticas, la oposición a los incrementos de ta-
rifas, a la propiedad extranjera y a los despidos hizo más difícil la sus-
tentabilidad del esfuerzo puesto en la reforma. Efectivamente, las tarifas
fueron generalmente el tema más espinoso. Mientras que los gobiernos
pudieron reconocer que las tarifas estaban tan deprimidas que era inevi-
table hacer grandes ajustes, no lograron darse cuenta de la oposición po-
pular, sobre todo cuando las mejoras en el servicio eran lentas, lo que
hizo que, a los ojos del público, los aumentos de tarifas resultaran ilegí-
timos.

El oportunismo del gobierno y del sector privado

El debate anterior nos lleva inevitablemente al oportunismo del gobierno
y de las empresas privadas por igual, que en muchas ocasiones empañó
la reputación de la desinversión estatal. Por un lado, hubo numerosas ins-
tancias en las que los gobiernos se pusieron de acuerdo sobre las estruc-
turas tarifarias lucrativas y sobre la creación de agencias de regulación
«independientes» para atraer a potenciales inversores, ya que era de toso
conocido que ellos no podrían mantener su parte del trato.
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De hecho, una vez que las empresas privadas realizaron sus inver-
siones, y el descontento popular con las tarifas se volvió más fuerte, los
mismos gobiernos (y más todavía aquellos que los sucedieron) aprove-
charon la oportunidad para hacer de las nuevas empresas privadas el chi-
vo expiatorio de la situación. De acuerdo a Guasch et al. (2007), en su in-
vestigación sobre las renegociaciones de contrato en América Latina,
este fenómeno fue particularmente profundo durante o después de un año
electoral.

Este cambio de decisión radical fue incluso más fácil de llevar a
cabo utilizando una retórica nacionalista cuando dichas empresas eran de
propiedad extranjera. Por medio de la utilización de una variedad de pre-
textos, los gobiernos oportunistas procedieron a disminuir las tarifas, res-
tringir las opciones de flexibilidad de precio de las empresas, exigir nue-
vas inversiones no contempladas en los contratos originales, y a imponer
nuevas regulaciones sobre las operaciones y la política de empleo de la
empresa (Savedoff y Spiller, 1999).

Por otro lado, algunas empresas privadas esperaban que los gobier-
nos tarde o temprano incumplieran sus compromisos. Esto llevó al esta-
blecimiento de contratos de privatización que contemplaban costosos
rescates del gobierno que, una vez que ocurrieron, provocaron la indig-
nación del público en general. Dichas garantías significaron que las em-
presas tuvieran poco interés en armar proyectos bien diseñados. En cam-
bio, su principal estrategia fue recuperar sus inversiones iniciales tanto
como fuera posible a través de altas estructuras tarifarias, las cuales so-
cavaron la sustentabilidad política de algunos proyectos desde el co-
mienzo (Harris, 2003: 15). Ejemplos típicos de este patrón son la priva-
tización de las carreteras de peaje y de la electricidad en México y en
República Dominicana, respectivamente.3

El efecto del ciclo económico

Como se observó anteriormente, los modelos econométricos iniciales
que justificaban la adopción de las reformas de mercado asumían que
una vez implementadas las políticas correctas, se produciría un creci-
miento económico a largo plazo. Desafortunadamente, estos modelos no
contemplaron la posibilidad de shocks externos, los cuales afectaron a
muchos países de América Latina. Las crisis financieras en México
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(1995), el este de Asia (1997), Brasil (1998-1999) y Argentina (2002) tu-
vieron serias repercusiones a través de sus efectos contagio, que reper-
cutieron en los mercados emergentes. Estas crisis alimentaron las críticas
contra las reformas de mercado, y la privatización en particular, dado que
los países latinoamericanos quedaron expuestos más que nunca a facto-
res que estaban más allá de su control. La sustentabilidad de la privatiza-
ción descansaba sobre un ambiente macroeconómico estable, el cual sig-
nificaba mantener una baja tasa de inflación. El hecho de tener los
aumentos de precios bajo control impediría entonces incrementos de ta-
rifas que habían sido incluidos en los contratos de desinversión, a través
del establecimiento de mecanismos de indexación. La decisión de algu-
nos países de adoptar devaluaciones abruptas de la moneda, en medio de
una recesión en desarrollo, socavó las premisas mismas de las estructu-
ras tarifarias existentes.4 La combinación de inflación y contracción del
ingreso, resultante de la crisis económica, llevó a renegociaciones tarifa-
rias largas y sumamente disputadas, que exacerbaron las relaciones entre
los gobiernos (que se enfrentaban a la presión política de la gente para
mantener las tarifas existentes) y las empresas privadas (que se arriesga-
ron a perder una gran cantidad de dinero ante la ausencia de un nuevo
acuerdo). México, Brasil y Argentina, que sufrieron las crisis más seve-
ras, optaron por estrategias diferentes. México y Brasil fueron más con-
ciliadores y encontraron un camino para evitar pelearse por completo con
las empresas de infraestructura privada a través del establecimiento de
acuerdos ad hoc con los operadores privados. Argentina, en cambio, des-
de el año 2002 en adelante, adoptó una postura desafiante al congelar la
mayoría de las tarifas hasta 2007 y forzar de forma deliberada a muchas
empresas extranjeras a irse y reemplazarlas por inversores locales de seo -
sos de cooperar con las pretensiones del presidente Kirchner. Esto de-
sembocó en decenas de empresas de infraestructura de servicios públicos
extranjeras que iniciaron juicios contra Argentina ante el Centro Interna-
cional para la Resolución de Disputas de Inversión (ICSID en sus siglas
en inglés).5

Corrupción y falta de transparencia

En muchas ocasiones, los acuerdos de privatización ocurrieron bajo una
nube de sospecha de incorrección, lo cual socavó la legitimidad de las
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políticas desde el comienzo y contribuyó a la desaparición de varios pro-
yectos cuando la opinión pública se volvió en contra de la desinversión
estatal. A menudo, los gobiernos aplastaron privatizaciones de infraes-
tructura de servicios públicos claves en un intento por prevenir la orga-
nización de un movimiento antiprivatización efectivo. La presión del
FMI y del Banco Mundial para actuar rápidamente le dio a los gobiernos
un argumento adicional para moverse de forma unilateral sin crear sufi-
ciente consenso politico (Banco Mundial, 2005).

Efectivamente, la rápida implementación de la privatización fue
normalmente una condición sine qua non que las agencias de préstamo
internacional exigieron a los países de América Latina que buscaban
asistencia financiera a fines de los años ochenta y a comienzos de los no-
venta. Aunque en ese momento la posición oficial del FMI y del Banco
Mundial era acompañar la privatización como una forma de promover la
competencia, en realidad el objetivo primero y más importante de estas
instituciones fue maximizar los ingresos. Entonces, el gobierno a menu-
do les entregaba las empresas estatales a operadores privados bajo con-
diciones monopolísticas u oligopolísticas, con el consentimiento implí-
cito del FMI y del Banco Mundial.

Además, la decisión de organizar apresuradamente las transaccio-
nes de privatización descartó la necesidad de crear marcos de regulación
efectivos previos a la desinversión y de hacer transparente el proceso.
Efectivamente, fue la falta de transparencia que caracteriza a muchas
transacciones la que abrió grandes ventanas de oportunidad de conniven-
cia entre los funcionarios gubernamentales y los licitadores privados. En
tanto la mayoría de los programas de desinversión estatal tuvieron lugar
en un contexto donde los controles y balances eran débiles o fueron de-
bilitados a propósito (Argentina, Perú y México son los casos más noto-
rios), faltaron las condiciones necesarias de rendición de cuentas y trans-
parencia. La potencial connivencia y corrupción fueron particularmente
agudas cuando las privatizaciones tomaron la forma de ventas directas y
su contexto las protegió del escrutinio público.

Las licitaciones de contratos también evidenciaron ser altamente
susceptibles a contratos corruptos antes de que el proceso de ofertas tu-
viera lugar (Bohem y Olaya, 2006). En algunos casos, las privatizaciones
fueron diseñadas explícitamente para favorecer a emprendedores locales
cercanos al gobierno de turno (i.e., México bajo el gobierno de Salinas
de Gortari, 1988-1994; y Argentina bajo el gobierno de Carlos Menem,
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1989-1999). Esto fue justificado para retener el control local de indus-
trias clave, pero en la práctica respondió a un bien conocido quid pro quo
político entre el gobierno y las empresas. En consecuencia, fueron abun-
dantes las acusaciones de sobornos a expensas de los fondos nacionales
y de los consumidores en los mercados más importantes, incluyendo a
Argentina, Brasil, Chile, México y Perú. Se debe resaltar que los em-
prendedores no siempre fueron víctimas de los contratos corruptos. Tal
como Nellis subrayó (2007: 17): «Se sospecha a menudo de los esfuerzos
que realizan los inversores para influir en los resultados de las licitacio-
nes, obtener concesiones y términos ilegales y costosos (antes y después
de la licitación) o conspirar para reducir el precio ofrecido».

En un artículo reciente (Martimort y Straub 2006), la falta de trans-
parencia y el «gran nivel de corrupción» asociados con la privatización
de infraestructura de servicios públicos fueron los factores cruciales que
afectaron el creciente descontento con la desinversión estatal. En su vi-
sión, el descontento popular aumenta en la medida en que se perciben ni-
veles de corrupción más altos. Esta visión es particularmente común den-
tro de la clase media, que se siente victimizada por las privatizaciones
corruptas en tanto carga con la mayor parte de los costes del aumento de
tarifas, que son el resultado final de los arreglos turbios.

Me centraré ahora en el análisis de las principales tesis que han in-
tentado explicar por qué la opinión pública, desde 1998, se ha vuelto en
contra de la privatización. En algunos casos, habrá una superposición de
dichas tesis con los factores ya descritos.

3. ¿Por qué los latinoamericanos no están conformes con la
privatización?

En la primera sección del artículo he analizado algunos de los factores
más comunes que según los analistas afectan negativamente el desempe-
ño de la privatización de servicios públicos.

A veces, una combinación de dichos factores ha contribuido a la ex-
tendida percepción pública de que el proceso de desinversión ha produ-
cido consecuencias negativas, aunque varios estudios, tanto nacionales
como transnacionales, señalan mejoras significativas del servicio. Tam-
bién he subrayado en el análisis anterior cómo dichos factores han con-
tribuido positivamente a permitir que los gobiernos, elegidos después de
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completadas las principales privatizaciones de servicios públicos, incu-
rrieran en un comportamiento oportunista. Allí donde la crisis económi-
ca ha sido más aguda y los beneficios de la privatización más disputados,
los políticos populistas en Argentina, Bolivia, Ecuador y Venezuela se
han aprovechado de la situación prometiendo un regreso al nacionalismo
económico y una reversión de las políticas de privatización de los años
noventa.

En la segunda parte del artículo, mi objetivo es comprender cuáles
son los determinantes de dicho cambio dramático, que hasta ahora ha
afectado a un puñado de países de América Latina. ¿Este cambio, tal
como afirma una tesis que algunos comentaristas han adoptado reciente-
mente (Zibechi, 2006; BBC, 2006), está dictado por una dramática reo-
rientación política de los votantes latinoamericanos hacia el marxismo-
socialismo? De forma alternativa, ¿las tendencias negativas de la opinión
pública tienen que ver más con el resultado final de tendencias económi-
cas desfavorables, y/o con el disgusto público con la corrupción asocia-
da a la privatización de los servicios públicos? Examinaré ahora adecua-
damente estas tres tesis en pugna.

Primera tesis: los latinoamericanos se han movido hacia la
izquierda

La llegada al poder de presidentes muy fuertes como Chávez, Morales,
Kirchner, Correa y más recientemente Ortega, todos ellos exponentes de
un tipo de populismo con fuertes matices de izquierda, ha llevado a al-
gunos expertos a especular que el fracaso de las reformas de mercado dio
lugar a un campo fértil para el surgimiento de una nueva izquierda en
América Latina, que estos presidentes representan bien (Grandin, 2006).
Sin embargo, una vez que le damos una mirada más atenta al fenómeno,
observamos que los presidentes que se han comprometido ideológica-
mente con el socialismo como Luiz Inácio Lula da Silva de Brasil (co-
múnmente apodado Lula), Michele Bachelet de Chile y Tabaré Vázquez
de Uruguay han sido mucho más moderados en su elaboración de políti-
cas económicas (Castañeda, 2006; Schamis, 2006). De hecho, tanto Lula
como Bachelet han continuado con las políticas de libre mercado here-
dadas de sus antecesores, mientras prueban nuevos programas sociales
para reducir las desigualdades de ingreso.
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Estas tendencias presentan un rompecabezas. Si la «tesis del cam-
bio popular hacia la izquierda» fuera correcta, veríamos presidentes so-
cialistas, más que populistas, atacando las reformas de mercado e in-
cumpliendo/renegociando los contratos de privatización. Las encuestas
del Latinobarómetro nos ayudan a echar algo de luz sobre esto. El cuadro
2 muestra el porcentaje de personas que se identifica a sí misma como
extremista (ya sea de izquierda o de derecha). Aunque existen variacio-
nes entre los países, el número de extremistas permanece bastante esta-
ble, y relativamente pequeño a lo largo del período que se extiende entre
1996 y 2003. Lo que resulta también interesante es que en Venezuela,
Bolivia y Argentina, el número de extremistas de izquierda ha crecido
muy poco y permanece reducido a un segmento muy pequeño de la po-
blación. Una mayor evidencia de que dicha tesis no está probada se
muestra en la figura 5, donde los entrevistados se identificaron ellos mis-
mos con una escala política de izquierda a derecha. Los hallazgos infor-
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FIGURA 5
Distribución ideológica de los entrevistados

FUENTE: Panizza y Yáñez (2006).
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mados en esta figura muestran que la gran mayoría de los latinoamerica-
nos se considera de centro y, por encima de todo, los conservadores son
casi el doble que las personas de izquierda.

De este modo, los movimientos antimercado que han caracterizado
a Chávez, Morales y Kirchner pueden responder a su intención de capi-
talizar el descontento popular sobre el modo en que las reformas de mer-
cado se han llevado a cabo más que a su afán por conducir a los números
crecientes de votantes de izquierda en sus respectivos países. Un indicio
de que el oportunismo político puede estar en el centro de las recientes
políticas de estos presidentes surge de la trayectoria de Kirchner. Cuan-
do a comienzo de los años noventa era gobernador de la provincia rica en
petróleo y gas de Santa Cruz, Kirchner tuvo un rol importante en con-
vencer a sus compañeros gobernadores de aprobar la privatización de la
empresa petrolera argentina Yacimientos Petrolíferos Fiscales realizada
por el presidente Carlos Menem, a cambio de grandes regalías. Antes de
ser elegido presidente en 2003, Kirchner nunca dio signo de oponerse a
las reformas de mercado, incluyendo la privatización. En cuanto a Mora-
les, su retórica socialista parece estar asentada en la cultura comunitaria
del pueblo originario de Bolivia, que lo votó por gran mayoría, más que
en una verdadera ideología. De hecho, si volvemos al cuadro 2, no más
del 10% de los bolivianos, en promedio, se han identificado a sí mismos
como de izquierda. En resumen, el hecho de que presidentes populistas,
en lugar de socialistas, hayan nacionalizado infraestructuras de servicios
públicos o hayan forzado importantes renegociaciones de contratos para
su beneficio, parece responder a un oportunismo político, no a un cambio
profundo hacia políticas socialistas.

Segunda tesis: crisis económica

Una segunda tesis popular interpreta el cambio negativo en la opinión
pública debido al ciclo económico, tal como fue descrito anteriormente
en este artículo. En otras palabras, la gente atribuye a las reformas de
mercado el hecho de que sus países experimentaran un pobre crecimien-
to económico (y en algunos casos, grandes crisis financieras) entre fina-
les de los años noventa y la primera mitad de esta década.

Panizza y Yáñez (2006) sostienen que es efectivamente el colap-
so de la actividad económica en el paso al siglo XXI en la mayor parte
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de América Latina lo que explica la reacción popular contra las refor-
mas. A fin de articular su tesis, Panizza y Yáñez (2006) muestran pri-
mero cómo las principales variables económicas se deterioraron consi-
derablemente después de 1997 (cuadro 3). Salvo por la inflación, la
brecha de producción, el desempleo y la profundidad de la crisis, todo
indica un fuerte deterioro para el año 2002.6 En el cuadro 3 se presentan
los resultados del análisis de regresión de Panizza y Yáñez, que inten-
ta determinar el impacto de las variables económicas sobre la opinión
pública según encuestas del Latinobarómetro. Las variables depen-
dientes son las actitudes hacia la privatización y la economía de mer-
cado. Las variables económicas están rezagadas un año y las variables
de control incluyen la edad, el sexo y el nivel socioeconómico (en quin-
tiles). Los resultados generalmente confirman la tesis del ciclo econó-
mico, aunque el desempleo no es estadísticamente significativo cuando
todas las variables económicas son incorporadas de forma simultánea
en la ecuación. Al comentar sus resultados, Panizza y Yáñez (2006: 11)
resaltan:

Si miramos la relación entre la brecha de producción y el apoyo a la pri-
vatización durante el período de 1998 a 2003, podemos observar que el
apoyo a la privatización fue de un 52% a un 25%. La brecha de produc-
ción promedio fue del 3% en 1997, y del –3% en 2002 (un cambio de 6
puntos porcentuales). Al multiplicar 6 por el coeficiente estimado
(0,012), obtenemos 0,072, lo que se encuentra cercano a un tercio de la
caída total en el apoyo a las reformas. El caso de Argentina es un ejem-
plo llamativo de la importancia de los factores macroeconómicos. En este
país, la brecha de producción fue del 7% en 1997 al –14% en 2002. Esto
también explica una caída en el apoyo a la privatización equivalente a 25
puntos porcentuales, lo cual es aproximadamente el 80% de la caída ob-
servada en el apoyo a la privatización en Argentina (que cayó del 45% al
13%).

Estos son resultados bastante robustos e, intuitivamente, tienen mucho
sentido. Sin embargo, el modelo de Panizza y Yáñez no da cuenta de las
características no observadas vinculadas a la orientación ideológica de
los individuos y las situaciones económicas presentes y futuras. Por lo
tanto, sus hallazgos deben ser interpretados con cuidado.
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CUADRO 3
Variables macroeconómicas (1994-2002)

1994 1995 1996 1997 1999 2000 2002

Brecha de PIB
Promedio 2,04 1,21 1,37 3,16 0,37 0,44 –3,35
Desvío estándar 1,99 2,99 2,42 2,76 3,27 2,59 5,04

Desempleo
Promedio 7,49 8,62 9,64 8,79 10,38 10,02 10,76
Desvío estándar 2,68 3,98 4,1 3,6 4,45 4,64 4,25

Inflación
Promedio 0,27 0,17 0,15 0,12 0,08 0,09 0,07
Desvío estándar 0,27 0,11 0,11 0,09 0,09 0,11 0,06

Profundidad de la crisis
Promedio 0,07 0,7 0,46 0,14 1,26 0,83 3,9
Desvío estándar 0,17 1,62 1,08 0,43 1,84 1,44 4,27

FUENTE: Panizza y Yáñez (2006: 19).

Tercera tesis: corrupción y falta de transparencia

Es precisamente lo incompleto del modelo de Panizza y Yáñez lo que nos
trae hasta la nueva tesis: la importancia de la corrupción y la falta de
transparencia para determinar las actitudes negativas sobre la privatiza-
ción. Como se observó antes, de acuerdo con Martimort y Straub (2006),
la razón más importante que determina la impopularidad de la privatiza-
ción surge de la percepción pública de que la desinversión estatal ali-
mentó contratos corruptos entre las empresas y los funcionarios del go-
bierno a expensas de los consumidores en forma de altas tarifas de
servicios públicos debido a que los costes fueron cargados a los consu-
midores. De hecho, la sospecha de corrupción no estuvo solo limitada a
la transferencia inicial, o a los derechos de concesión del Estado al sec-
tor privado, sino que se extendió a numerosas, y altamente controverti-
das, renegociaciones de los contratos iniciales dentro de los cuales des-
tacaban las subidas de las tarifas. Guasch y Straub (2006: 483) estimaron
que entre 1985 y 2000 las renegociaciones de contratos en América La-
tina involucraron el 74% de la concesión del agua y el 55% de las conce-
siones de transporte. Además de esto, dichas renegociaciones tuvieron
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lugar poco después de que las empresas privadas ganaron la licitación.
Aunque la mayoría de los contratos tuvieron un lapso de vida de 15 años,
en el sector del agua las renegociaciones ocurrieron, en promedio, des-
pués de 1,6 años, mientras que en el transporte les llevó 3,1 años.

Bonnet et al. (2006) desarrollaron recientemente un modelo más
abarcador que el de Panizza y Yáñez (2006) para evaluar los determi-
nantes de la opinión pública vis-à-vis la privatización. Más allá de las va-
riables independientes económicas y sociales, su modelo incluye la co-
rrupción, las variables institucionales y diversas variables demográficas,
de empleo, de activos y de acceso al servicio. Bonnet et al. (2006) esta-
blecieron un modelo «pseudopanel» a fin de tener en cuenta efectos in-
dividuales no observados, que Panizza y Yáñez (2006) no consideraron.
Los resultados presentados en el cuadro 4 muestran que una vez que se
introducen controles para características fijas no observadas vinculadas
a la orientación ideológica de los individuos, las situaciones económicas
presentes y futuras no son más significativas (columnas 4 y 5). En cam-
bio, los resultados de Bonnet et al. (2006) confirman los hallazgos pre-
vios realizados por Checchi, Florio y Carrera. (2005) quienes concluye-
ron que aquellos que fueron más propensos a sufrir la privatización,
como los empleados del sector público y los desempleados, eran los más
críticos de la privatización. De forma similar, aquellos que se identifica-
ron como de derecha, y que quizá tuvieron altas expectativas, fueron más
propensos a verse desilusionados, y por lo tanto más insatisfechos que
los simpatizantes de izquierda.7 Además, Bonnet et al. (2006) observan
que la corrupción sí importa, como se puede observar en las columnas 3
a 5. Asimismo, variables de opinión complementarias como la confianza
y la preferencia por la democracia son en su mayor parte significativas y
presentan el signo negativo esperado. Esto sugiere aún más la importan-
cia de la corrupción como una poderosa variable explicativa. De hecho,
Bonnet et al. (2006: 27) sostienen que «la preferencia por la democracia
es probable que capture un aspecto relacionado al grado en que los indi-
viduos que expresan una preferencia más fuerte en ese sentido pueden
también estar esperando un proceso de elaboración de políticas más par-
ticipativo y transparente». En otras palabras, las personas que creen en el
proceso democrático tienden a formar evaluaciones pesimistas de la pri-
vatización debido a su falta de transparencia y a la probabilidad de que
dicha política sea manipulada por fines corruptos.

88 Luigi Manzetti

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 88



La opinión pública y la economía política  89

CUADRO 4
Efectos fijos de pseudopanel (variables definidas: país, edad, sexo,

izquierda/derecha)

Demografía –1 –2 –3 –4 –5

Método OLS OLS OLS 2SLS 2SLS
1,09 1,014 3,01 0,836 0,3

Educación del entrevistado (0,232)** (0,286)** (0,686)** (0,313)** –0,363
1,085 0,762 0,855 0,638 0,562

Educación del entrevistado 
(al cuadrado) (0,120)** (0,174)** –0,581 (0,250)* (0,287)t

–0,14 –0,101 –0,087 –0,088 –0,082
(0,016)** (0,022)** –0,079 (0,030)** (0,034)*

Estatus de empleo

Empleado del sector público –2,612 –2,988 6,952 –2,557 –1,242

Empleado del sector privado (0,354)** (0,407)** (1,498)** (0,827)** (–1,193)
0,175 –0,082 1,797 0,554 1,65

Desempleado –0,215 –0,247 (0,645)** –0,564 (0,839)*
–1,646 –1,214 1,715 0,338 1,43

Jubilado (0,302)** (0,396)** –1,064 –0,702 –0,956
0,291 –1,617 –5,916 –2,58 –2,072

En el hogar –0,513 (0,597)** (1,657)** (0,730)** (0,813)*
–2,458 –2,109 0,062 –1,989 –0,931

Estudiante (0,223)** (0,278)** –0,545 (0,496)** –0,699
0,71 1,273 2,609 ‘ 2,2 3,382

Posesión de bienes (0,404)t (0,484)** (1,207)* (0,695)**(0,854)**

Televisor 0,016 0,018 0,084 0,006 –0,015

Heladera –0,039 –0,044 –0,069 –0,041 –0,042
–0,027 –0,026 –0,017 –0,013 –0,029

Ordenador –0,034 –0,039 –0,06 –0,036 –0,037
–0,014 –0,022 –0,006 –0,01 –0,017

Lavadora –0,032 –0,036 –0,053 –0,032 –0,034
–0,014 0,003 –0,046 –0,023 –0,037
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Auto –0,029 –0,032 –0,049 –0,03 –0,033
–0,062 –0,055 –0,087 –0,05 –0,047

Segunda casa (0,026)* (0,029)t (0,045)t (0,026)t (0,028)t
–0,064 –0,088 –0,147 –0,077 –0,08

Propietario (0,035)t (0,039)* (0,059)* (0,035)* (0,039)*
0,037 0,036 0,04 0,037 0,051

Acceso a servicios –0,025 –0,028 –0,044 –0,026 (0,027)t

Agua potable 0,123 0,113 0,116 0,123 0,118
(0,039)** (0,045)* –0,072 (0,040)**(0,041)**

Agua caliente –0,064 –0,068 –0,046 –0,081 –0,042
(0,028)* (0,031)* –0,047 (0,029)** –0,032

Sistema de alcantarillado 0,043 0,064 0,028 0,04 0,035

Variables en el país

PIB PPA (0,000)** ‘–0,000 ‘–0,000 0
0 (0,000)** 0 (0,000)**

Crecimiento del PIB –1 –0,006 –0,001 0,002 0,004
(0,003)* (–0,005) (–0,004) (–0,004)

Ganancias de la privatización 0 0,003 ‘–0,000 –0,001
0 (0,001)** 0 (0,001)*

Corrupción 0,003 –0,175 –0,064 –0,09
–0,014 (0,045)** (0,025)**(0,033)**

Inflación –1 –0,002
(0,001)t

Calidad de la burocracia –1,525
(0,277)**

Índice de democracia 0
–0,001

GINI 0
–0,001

Desempleo –1 –0,021
(0,009)*

CUADRO 4 (Continuación)
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Variables de opinión

Mejor situación –0,159 –0,302
–0,156 –0,212

Situación futura –0,097 0,13
–0,118 –0,165

Izquierda/derecha –0,046 –0,279
–0,03 (0,142)*

Confianza en la ley 0,052 1,38
–0,724 –1,087

Confianza –0,635 –0,376
(0,347)t –0,403

Preferencia por la democracia –0,185 –0,215 –0,126 –0,182 –0,102
(0,017)** (0,023)** (0,040)** (0,051)** –0,074

Año 2000 –0,28 –0,316 –0,121 –0,37 –0,271
(0,020)** (0,024)** (0,046)** (0,072)**(0,092)**

Año 2001 –0,248 –0,292 –0,421 –0,321 –0,269
(0,021)** (0,030)** (0,066)** (0,038)**(0,058)**

Año 2002 –0,448 –0,51 –0,594 ‘–0,537 –0,377
(0,020)** (0,031)** (0,060)** (0,062)**(0,104)**

Año 2003 –0,376
(0,021)**

Constante 0,652 1,438 2,445 2,811 2,754
(0,283)* (0,450)** (1,386)t (0,861)**(0,990)**

Efectos fijos del país Sí Sí Sí Sí Sí

Efectos fijos anuales Sí Sí Sí Sí Sí

Observaciones 13.346 11.213 6.132 9.858 9.922

/nº de pseudoindiv. 2.612 2.609 2.393 2.229 2.249

R-cuadrado 0,14 0,14 0,16

Errores estándares robustos entre paréntesis (agrupados para el país). Coeficientes significativos al 10%:
t; 5%: *; 1%: **.

CUADRO 4 (Continuación)
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Aunque estos son hallazgos preliminares, el impacto de la corrupción
y de la rendición de cuentas no puede ser subestimado y su interacción con
las variables económicas debería ser investigada más profundamente. En
general, los expertos señalan que cuando los gobiernos llevan adelante
una desinversión en la infraestructura de servicios públicos a través de un
proceso transparente, las repercusiones negativas de la opinión pública
son menos probables. Por ejemplo, Harris (2003: 13) cita una encuesta
de opinión pública del año 2002 en Perú después de que el gobierno hu-
biera pospuesto la venta de las empresas de servicios públicos de gene-
ración de energía eléctrica para evitar disturbios. En la encuesta, el 59%
de los entrevistados calificaron a la privatización como aceptable si esta
se realizaba de forma transparente. Otro 65% estuvo de acuerdo con los
aumentos de precio si eran aprobados por una agencia de regulación, y el
69% estaría a favor de la privatización si la nueva empresa privada ex-
pandía los servicios.

4. Conclusión: ¿nos encontramos en el borde de una nueva
era de nacionalizaciones?

En los últimos años, las nacionalizaciones y renegociaciones de contra-
tos que Chávez, Morales y Kirchner impusieron sobre los operadores de
servicios públicos de infraestructura privada han dominado los titulares
en América Latina. ¿Esto significa que esta tendencia afectará a otros
países en la región próximamente? La evidencia sugiere que es improba-
ble que suceda esto. Entre 1990 y 2001, menos de un 2% de los 2.500
proyectos de infraestructura privada sufrieron nacionalizaciones o can-
celaciones (Harris, 2003: 10). Este número se ha incrementado solo lige-
ramente desde entonces, y en América del Sur permanece principalmente
circunscrito a Argentina, Bolivia y Venezuela. Como observé anterior-
mente, las nacionalizaciones y las renegociaciones de contratos han ocu-
rrido en su mayoría en los países con presidentes populistas. Los líderes
orientados más ideológicamente en Brasil, Chile, Perú y Uruguay en
cambio se han dado cuenta de que el crecimiento puede surgir solo si las
condiciones de mercado son favorables para las inversiones privadas ex-
tranjeras y locales.8 En otras palabras, para estos políticos el motor del
crecimiento económico sigue siendo el sector privado. De esta manera,
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se han limitado a la redistribución de la riqueza hacia las clases sociales
más bajas, pero no han interferido con la propiedad privada. Kirchner
mismo parece haber adoptado una estrategia política mixta. En los casos
de algunas empresas de agua y el servicio de correo nacional, avanzó en
la renacionalización de las empresas de servicios públicos administradas
por inversores extranjeros y locales respectivamente. Sin embargo, en la
mayoría de los casos, ha apuntado a reemplazar a los inversores extran-
jeros en los servicios públicos de infraestructura claves por inversores lo-
cales a los que puede manipular más fácilmente.

Sin embargo, resulta inequívoco el hecho de que cada vez menos
gente en América Latina crea que la economía de mercado por sí sola es
la mejor forma de que sus países se desarrollen. De acuerdo al Latinoba-
rómetro, en 2007 solo el 41% de las personas expresaban confianza en el
mercado en contra del 57% en el año 2000 (The Economist, 15 de no-
viembre de 2007). Esta es una caída significativa, pero nuevamente debe
ser interpretada con cuidado. El hecho mismo de que la mayoría de los
latinoamericanos se identifiquen como de centro-izquierda en el espectro
político sugeriría que la pérdida de confianza en las reformas de merca-
do no se debe a un cambio de opinión ideológica, sino, más bien, a la de-
silusión con sus resultados. En resumen, puede que la gente no quiera
menos mercado, sino un mercado mejor, más competitivo y eficiente que
cree oportunidades más que corrupción, connivencias y rentas bajo la
propiedad privada. Los analistas acuerdan que cuando el proceso de de-
sinversión es transparente y genera competencia (cuando es posible), re-
gulación efectiva, expansión del servicio universal (particularmente para
los pobres) y tarifas justas, el consenso y la confianza en el apoyo a la
privatización se solidifican. Como señaló Estache (2005: 293): «Cuanto
menos transparente es el proceso de reforma —cuanto menos responsa-
bles son los decisores políticos y otros actores que intervienen en, e in-
terfieren con, el proceso de decisión— tanto más probable será que se
culpe a las reformas y a los actores marginales, en lugar de a los actores
responsables de las irregularidades». El desafío que les queda a los polí-
ticos pro mercado es encontrar la estrategia apropiada para crear consen-
so alrededor de la privatización, a través de un proceso transparente que
tome en cuenta las realidades locales, mientras se asegura que dicha po-
lítica produzca los frutos esperados.

La opinión pública y la economía política  93

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 93



Notas

1. Para un estudio exhaustivo de los desafíos que enfrenta la privatización
del agua, véase Banco Mundial (2006).

2. Varios estudios muestran que la privatización fue exitosa en su objetivo
original de expandir el servicio y tuvo un efecto positivo, tanto desde un punto de
vista macroeconómico general como desde las mejoras de las condiciones de
vida de aquellos ciudadanos pobres que comenzaron a recibir un servicio como
resultado de la desinversión estatal (Harris, 2003; Andrés, Foster y Guasch,
2006; Nellis, 2007). Incluso en el caso controvertido de la privatización del agua
en Argentina, la evidencia sugiere mejoras importantes. De acuerdo con Casarin
y Delfino (2001), después de la privatización, el servicio de agua potable y al-
cantarillado se incrementó en un 11%, aunque el 69% de los clientes más pobres
se beneficiaron de la desinversión estatal en contra del 89% de los clientes ricos.

3. La magnitud de algunos rescates económicos fue asombrosa. México
tuvo que pagar 7.000 millones de dólares para rescatar su esquema de privatiza-
ción fallido de peajes en las carreteras (Harris, 2003: 15).

4. En muchas ocasiones el gobierno resistió las demandas de las empresas
privadas para modificar la estructura tarifaria con el fin de evitar una revuelta po-
pular, pero también por temor a que el aumento tarifario generara un mayor estí-
mulo a la inflación.

5. Desde 1966 el ICSID ha trabajado como un tribunal de arbitraje para re-
solver las disputas sobre inversión. La Convención del ICSID es un tratado mul-
tilateral formulado por los Directores Ejecutivos del Banco Mundial. Entre 2002
y 2008 Argentina tuvo la mayor cantidad de juicios pendientes ante el ICSID que
cualquier otro mercado emergente en el mundo.

6. La brecha de producción resulta de la desviación logarítimica entre el
PIB real y la tendencia del PIB. La profundidad de la crisis se estimó «multipli-
cando la brecha de PIB por menos uno e igualando la expansión económica a
cero»( Panizza y Yáñez, 2006: 10).

7. El resultado es consistente con Panizza y Yáñez (2006).
8. Para una crítica marxista tanto de los presidentes populistas como so-

cialistas en América Latina véase Petras (2004).
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4. Subastas para los subsidios del servicio universal1

Joan Calzada y Antonio Miralles

1. Introducción

La liberalización de las telecomunicaciones, la electricidad, el agua y el
transporte público ha revelado que el suministro de estos servicios en las
áreas rurales y remotas es deficitario. Para solucionar este problema, la
mayoría de los países complementan las políticas de fomento de la com-
petencia con obligaciones de servicio universal (OSU) que se imponen
sobre algunos operadores.

Las obligaciones de servicio universal implican suministrar a toda
la población un paquete básico de servicios garantizando una calidad mí-
nima y un precio asequible. Antes de la liberalización los monopolios te-
nían que suministrar los servicios públicos básicos a todo el mundo. Fi-
nanciaban esta política a través de subsidios cruzados de unos servicios
a otros y de las regiones de coste bajo a las de coste alto. Sin embargo,
después de la liberalización ha sido necesario encargar a una o varias em-
presas la provisión de estos servicios básicos a cambio de un subsidio. Se
considera que el subsidio debe reflejar los beneficios perdidos por la em-
presa respecto a la situación en la que no tiene obligaciones de servicio
universal.2

Existen dos grandes políticas para garantizar el suministro de los
servicios básicos a toda la población. La primera es la denominada polí-
tica de servicio universal y tiene como objetivo garantizar que todos los
ciudadanos puedan realizar un consumo mínimo de un servicio, inde-
pendientemente de su nivel de renta. La segunda es la política de acceso
universal, y consiste en asegurar que todos los municipios del país dis-
pongan de los servicios básicos, aunque sean comunitarios. Esta política
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es particularmente importante cuando una parte considerable de la po-
blación vive fuera de las ciudades, desconectada de las principales redes
de suministro de los servicios.

En este capítulo analizamos las subastas del servicio universal, un
instrumento regulatorio que se empezó a utilizar en algunos países de
América Latina a mediados de los años noventa para aumentar el acceso
de las áreas rurales a los servicios públicos. Históricamente, para facili-
tar el acceso a los servicios básicos se han impuesto obligaciones de ser-
vicio universal a los operadores establecidos. Las subastas del servicio
universal, en cambio, consisten en seleccionar a la empresa que ofrecerá
el servicio en un área geográfica concreta, a cambio de un subsidio.

Las subastas son un mecanismo útil para escoger al prestador del
servicio universal cuando el gobierno quiere minimizar el subsidio con-
cedido.3 Inicialmente el gobierno define el servicio que se debe prestar.
Los interesados realizan ofertas, y gana la concesión la empresa que so-
licita un subsidio menor. A pesar de ello, en ocasiones el regulador tiene
en cuenta otros aspectos además de la cuantía del subsidio. Para estos ca-
sos, existen procedimientos parecidos a las subastas, como los «concur-
sos de belleza», que consideran simultáneamente criterios como el pre-
cio y la cobertura para seleccionar al ganador.4 En este tipo de concursos
gana la concesión la empresa que recibe más puntos.5

Uno de los principales atractivos de las subastas es que son un me-
canismo eficiente para obligar a las empresas a revelar su valoración de
la actividad subastada.6 Al realizar una puja las empresas tienen en cuen-
ta sus expectativas sobre la rentabilidad del servicio e incorporan en sus
valoraciones diversos factores que el regulador no necesariamente tiene
en cuenta.

La primera referencia sobre la utilización de subastas para la pres-
tación de servicios públicos data del siglo XIX. En un estudio sobre varios
mercados de Inglaterra, Chadwick (1859) introdujo la distinción entre
competencia «por el mercado» y competencia «en el mercado», desta-
cando las ventajas de la primera opción cuando la prestación de los ser-
vicios requiere inversiones importantes. Chadwick mostró los efectos ad-
versos generados por la competencia en los servicios funerarios, la
distribución de agua y el gas en Inglaterra. En cambio, alabó la estrategia
de París de subastar la prestación de los servicios para evitar la duplica-
ción de infraestructuras.7

Después de Chadwick, el debate sobre las subastas se aplazó varias
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décadas hasta que Demsetz (1968) señaló que las subastas de concesio-
nes podían reemplazar a la regulación tradicional de los servicios públi-
cos.8 A pesar de ello, varios autores como Vickers y Yarrow (1988) y
Armstrong et al. (1994) se han mostrado escépticos sobre la utilización
de subastas en el caso de servicios públicos que requieren costes hundi-
dos importantes. Señalan que la propuesta de Demsetz es útil cuando los
contratos pueden especificar cómo se deben ajustar los precios ante cam-
bios en el mercado. Sin embargo, como señala Williamson (1976), no
existen contratos perfectamente diseñados. Generalmente los contratos
son incompletos, porque no se pueden establecer las acciones que hay
que seguir ante cada posible contingencia.9

Durante las dos últimas décadas, las subastas se han utilizado repe-
tidamente en las industrias de red. Se utilizan subastas para asignar los
derechos del espectro radioeléctrico, para repartir slots a las compañías
aéreas, o para vender a las cadenas de televisión los derechos de aconte-
cimientos deportivos. De todas estas aplicaciones, la que ha recibido una
mayor atención por parte de la literatura académica son las subastas del
espectro radioeléctrico para la telefonía móvil y para la televisión.

En 1994 Chile se convirtió en el primer país que utilizó subastas in-
versas para seleccionar al prestador del servicio telefónico básico en las
poblaciones rurales.10 El éxito de Chile ha llevado a numerosos países a
seguir su ejemplo, con resultados diversos. En América Latina, Colom-
bia y Perú han realizado subastas obteniendo buenos resultados, pero
Australia y la India han tenido experiencias menos positivas. En Argen-
tina, Chile, Colombia y Perú se han utilizado subastas para seleccionar a
los operadores de electricidad, transporte por ferrocarril y agua en las zo-
nas rurales. Varios países también han celebrado subastas para seleccio-
nar a los operadores del servicio de transporte urbano (Suecia, Noruega,
Reino Unido), o de distribución y recolección de servicios postales (Nue-
va Zelanda).

Según Wellenius (2002), comparado con otros mecanismos de pro-
visión del servicio universal, los países que han utilizado las subastas han
concedido subsidios menores, han atraído más inversiones privadas y ge-
nerado más transparencia en el proceso regulatorio. Esto podría explicar
por qué las subastas se han expandido rápidamente desde países con una
renta media-alta y servicios atractivos para los inversores (telecomuni-
caciones, electricidad) hasta países con rentas bajas y servicios menos
atractivos (agua, saneamiento, transporte).
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Este capítulo se estructura del siguiente modo. El apartado 2 ana-
liza las características más relevantes para el diseño de subastas del ser-
vicio universal. En primer lugar, consideramos el proceso de elección
de las regiones subastadas. Posteriormente, revisamos los aspectos más
importantes para el funcionamiento de las subastas. Y finalmente anali-
zamos cómo se deben regular las empresas que han ganado una conce-
sión. El apartado 3 del capítulo examina varias experiencias de subas-
tas que se han realizado en el sector de telecomunicaciones y de
electricidad. Finalmente, la última sección muestra nuestras principales
aportaciones.

2. Diseño de una subasta del servicio universal

El diseño de las subastas es complejo y requiere mucha planificación.
Desde el principio se deben considerar varias variables sociales, finan-
cieras y económicas. Existen diferentes opciones para seleccionar y
agrupar a las localidades cubiertas por el servicio. Además, el regulador
debe decidir si las subastas serán abiertas o de sobre cerrado, secuencia-
les o simultáneas, individuales o combinatorias. La elección de cada uno
de estos aspectos afecta el comportamiento de los participantes y el re-
sultado del proceso.

El regulador, o administrador del Fondo del Servicio Universal,
debe considerar los siguientes aspectos cuando prepare una subasta del
servicio universal:

1. Definición del proyecto. El gobierno debe definir los objetivos
generales de la política de acceso universal, la población objeti-
vo, los servicios que se van a ofrecer, el programa de financia-
ción y el sistema de subsidio.

2. Selección y agrupación de las localidades beneficiarias. El re-
gulador debe identificar las necesidades específicas y las priori-
dades de cada localidad. También debe recoger información so-
bre la disposición a pagar por el servicio en cada localidad para
determinar el interés hacia el nuevo servicio y hacia el proyecto.
Por otro lado, el regulador debe establecer un criterio para agru-
par a las localidades beneficiarias del proyecto.
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3. Diseño de la subasta. Las empresas privadas compiten realizan-
do ofertas para prestar el servicio en cada localidad. Su estrate-
gia depende del diseño de la subasta. El regulador establece si
las subastas son simultáneas o secuenciales, de una o múltiples
rondas, abiertas o de sobre cerrado. Además, puede establecer
un subsidio máximo y mínimo para cada proyecto. Por otro
lado, las empresas pueden pujar por un subsidio, o pueden reci-
bir un subsidio fijo y pujar por otros aspectos de la oferta, como
el precio del servicio o el nivel de cobertura.

4. Participantes en la subasta. Las empresas participan en las subas-
tas teniendo en cuenta la disposición para pagar de los potenciales
usuarios y el crecimiento potencial de la demanda. También tie-
nen en cuenta características propias de los servicios, como el lu-
gar en que se prestan, la generación de externalidades, las facili-
dades de utilización y de pago o la seguridad del suministro.

5. Ganador de la subasta. Las reglas de la subasta deben indicar los
criterios para participar y la forma de seleccionar al ganador. En
las subastas del servicio universal pueden haber una o varias
empresas que entren en el mercado. Por otro lado, la selección
del ganador debe basarse en el principio de neutralidad tecnoló-
gica. Esto implica que el operador más eficiente debe tener la
oportunidad de ganar el subsidio, independientemente de la tec-
nología que utilice.

6. Regulación y control de las concesiones. Las actuaciones de los
operadores rurales están sujetas a la regulación sectorial. El re-
gulador debe supervisar los precios y la calidad de los servicios
y proteger a los usuarios contra conductas arbitrarias o abusivas
de las empresas que explotan la concesión.

Los contratos de concesión deben indicar la duración del
contrato, el sistema de regulación de precios y de la calidad, la
tecnología utilizable y el nivel de cobertura del servicio. En al-
gunas ocasiones, los proveedores del servicio pueden ser los
propietarios de las infraestructuras y soportar el riesgo comer-
cial de su actividad. Esto ocurre, por ejemplo, con las infraes-
tructuras de telecomunicaciones y de electricidad, que requieren
grandes inversiones donde las concesiones duran muchos años.
En otros casos, las concesionarias puede dedicarse únicamente a
prestar el servicio, mientras que el regulador puede ser propieta-
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rio de los equipos, como por ejemplo de los autobuses en el caso
del transporte urbano.

A continuación analizamos con algo más de detalle cada uno de estos as-
pectos.

Selección y agrupación de las localidades beneficiarias

La selección de las localidades que participan en una subasta se realiza
atendiendo a las necesidades de la población y a los recursos financieros
disponibles.

En las áreas rurales con una renta per cápita baja los beneficiarios
de un proyecto pueden no ser capaces de cubrir los costes de operación y
mantenimiento del servicio. En este caso, todavía se puede considerar su-
ministrar servicios comunales, ya que estos no requieren un pago men-
sual por parte de los usuarios (Wellenius, Foster y Malmberg-Calvo,
2004). La elaboración de proyectos comunales es relativamente fácil en
el caso de los teléfonos públicos, locutorios y del transporte por autobús.
En cambio, es más difícil en el caso de la electricidad, donde se requie-
ren condiciones técnicas más complejas y más inversión.

El tamaño de las regiones subastadas se determina teniendo en cuen-
ta varios factores como los costes administrativos del proyecto y los in-
centivos de las empresas que van a participar. Si el tamaño de la región
subastada es pequeño se reduce la heterogeneidad de los consumidores en
su interior. Sin embargo, esto puede aumentar el volumen de los subsidios
concedidos, ya que las áreas pequeñas permiten una menor compensación
entre los consumidores de rentas altas y bajas, o de costes altos y bajos.

Otra desventaja de las áreas pequeñas es que no permiten el máxi-
mo aprovechamiento de las economías de escala. Para fomentar la crea-
ción de economías de escala hay dos opciones: 1) subastar áreas grandes,
o 2) realizar subastas simultáneas de varias rondas o combinatorias para
que las empresas puedan agrupar las zonas que les interesan.11

Las áreas grandes también permiten agregar en una misma conce-
sión diferentes servicios como la electricidad, las telecomunicaciones,
los servicios postales y los servicios financieros. Así, los carteros que ha-
cen el reparto en una zona geográfica pueden aprovechar el contacto con
los ciudadanos para vender productos financieros, como seguros o mi-
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crocréditos.12 En algunas ocasiones la prestación simultánea de varios
servicios es una estrategia conveniente desde un punto de vista técnico.
Por ejemplo, la instalación de teléfonos públicos en comunidades rurales
requiere instalar paneles solares u otro tipo de equipamiento eléctrico.

Las subastas combinatorias consisten en pujar por un conjunto de
poblaciones a través de una sola oferta monetaria. En este caso, la em-
presa puede ganar o perder un área geográfica completa.13

En Perú, se han utilizado recientemente subastas combinatorias en
el mercado de telecomunicaciones (cuadro 1). En el año 2000, Cifra Tele-
com y STM Gíreles ganaron la subasta de tres regiones peruanas a través
de una puja combinada. A pesar de ello, finalmente el gobierno concedió
las licencias a las siguientes dos pujas más bajas. En Londres, también se
han utilizado subastas combinatorias en el servicio de autobús.14

A pesar de estas experiencias prácticas, la literatura económica es
bastante escéptica sobre la viabilidad de las subastas combinatorias cuan-
do se subasta un número grande de localidades. Kelly y Steinberg (2000)
muestran como se pueden realizar subastas combinatorias complejas
cuando existen numerosos objetos subastados.15 Sin embargo, estos mis-
mos autores señalan que «el consenso en la literatura económica parece
ser que las subastas combinatorias tienen diversas propiedades desea-
bles, pero es difícil calcular la estrategia óptima».

Laffont y Tirole (2000) también señalan que a pesar de la simplici-
dad conceptual de las subastas combinatorias su implantación es com-
pleja. Por este motivo, en la práctica, los reguladores solo introducen pe-
queñas modificaciones en los diseños básicos de las subastas. Así, por
ejemplo, se realizan subastas simultáneas para aprovechar las sinergias
en costes, o se abre la posibilidad de retirar una puja ganadora para mo-
dificar el número de ganadores. En un sentido parecido, Nett (1998) pro-
pone utilizar subastas simultáneas de varias rondas, ya que estas permi-
ten a las empresas corregir sus estrategias e internalizar el valor de las
interdependencias entre las diferentes localidades.

Diseño de la subasta

Las subastas del espectro radioeléctrico habitualmente son de múltiples
rondas abiertas, y en ocasiones también se utilizan subastas combinato-
rias. Sin embargo, las subastas del servicio universal que se han realiza-
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do hasta ahora en América Latina eran de una sola ronda y con sobre ce-
rrado. Solo recientemente Perú ha utilizado subastas combinatorias en
las telecomunicaciones.

La selección de uno u otro tipo de subasta depende de factores
como la valoración de los costes y de las complementariedades de las re-
giones subastadas, los riesgos que asumen las empresas y las oportuni-
dades de colusión.

A continuación analizamos varios aspectos del diseño de una su-
basta que afectan a la participación de las empresas y al bienestar social.

Subastas simultáneas o secuenciales

Cuando las localidades se subastan de forma secuencial, los operadores
no saben si posteriormente podrán adquirir las áreas adyacentes para rea-
lizar economías de escala. Como resultado, ofertan subsidios mayores, o
no participan en la subasta.16 Este problema se puede resolver subastan-
do simultáneamente las localidades. Las subastas simultáneas son más
útiles si son abiertas, porque en este caso las empresas pueden modificar
sus ofertas en función de lo que hacen las demás.

A pesar de ello, según Peha (1999), en presencia de economías de
alcance las subastas simultáneas no reducen tanto los subsidios concedi-
dos como las subastas combinatorias. Para ver esto, imagine que se su-
basta una licencia en tres regiones. El subsidio máximo por región es
100. Las empresas requieren un subsidio de 120 para servir a una sola re-
gión, pero con economías de escala solo necesitan un subsidio de 140
para servir a dos regiones.

La empresa A puja 100 por las regiones 1 y 2. Si tiene éxito, recibi-
rá un subsidio de 200 cuando tendría suficiente con 140. La empresa B
puja 95 por la región 2 y 100 por la región 3. Esto le permitiría conseguir
las dos regiones. Sin embargo, en una subasta de varias rondas la empre-
sa A puede volver a pujar por la región 2, reduciendo el beneficio de B.
Si la guerra de precios continúa en las siguientes rondas, las dos empre-
sas pueden llegar a reducir sus ofertas y corren el peligro de perder dine-
ro. Más importante, si las empresas temen quedarse sin una de las dos re-
giones no aceptarán un subsidio de menos de 120 por región. Esta
situación aumenta los subsidios que tiene que pagar el gobierno y puede
impedir la entrada de empresas eficientes en el mercado.
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Existen varias experiencias de subastas simultáneas para el servicio
universal. En México, se utilizaron estas en las subastas de varias líneas
de ferrocarril deficitarias. Sin embargo, las empresas no pudieron agre-
gar concesiones, ya que no podían ganar más de una concesión.

En las subastas de telefonía rural de Chile, Perú, Colombia y Gua-
temala las empresas han podido pujar simultáneamente por varias conce-
siones. Aunque los resultados de esta política son muy dispares, permi-
tió que algunas empresas adquiriesen aglomerados nacionales (Dymond
y Oestmann, 2002)

Subasta de una ronda o de múltiples rondas

En las subastas de una ronda las empresas solo pujan una vez por cada
región. En cambio, en las subastas de múltiples rondas la competencia fi-
naliza cuando nadie está dispuesto a realizar una puja más alta. En este
último caso, a medida que avanza el proceso las empresas aprenden las
valoraciones de sus rivales y de esta forma pueden mejorar su propia va-
loración sobre la rentabilidad de una región.

La posibilidad de sobreestimar o subestimar el objeto subastado es
una de las justificaciones para utilizar una subasta descendente en lugar
de otro diseño.17 Las empresas observan cuándo sus rivales abandonan la
subasta y de esta forma saben que sus valoraciones no son excesivas si
las demás continúan participando. De este modo, las subastas descen-
dentes abiertas reducen el riesgo de las empresas de ser víctimas de la
maldición del ganador (winner’s curse). Por ejemplo, en 1999 la subasta
peruana en el sector de las telecomunicaciones fue ganada por una em-
presa que pagó el 20% del subsidio máximo, afectando gravemente a su
estabilidad económica (Dymond y Oestman, 2002). Esta situación se
puede evitar con una subasta descendiente que ponga en evidencia la so-
breestimación que realiza la empresa.

Otro aspecto importante de las subastas de múltiples rondas es que
las empresas tienen más facilidades para coludir tácitamente que en una
subasta cerrada de una sola puja. Las empresas no pueden comunicarse
directamente, pero pueden llegar al entendimiento común de no seguir
bajando las pujas para mantener el subsidio alto.

La literatura reporta diversos protocolos de colusión en subastas de
múltiples rondas, entre los cuales destaca el SPaR (Stake, Protect and Re-
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venge). A través de este protocolo, en las primeras rondas, las empresas pu-
jan agresivamente por los contratos más deseados, señalando (stake) de esta
manera cuáles son. En posteriores rondas, las empresas penalizan a sus ri-
vales que compiten por los contratos señalados, pujando a su vez por los
contratos que las competidoras han señalado. Si las empresas utilizan este
tipo de protocolo para coludir pueden conseguir subsidios muy elevados.18

Cabe señalar que otros protocolos sencillos de colusión pueden
subsistir incluso en subastas de una ronda. Las empresas pueden comu-
nicarse entre ellas antes de la subasta, revelar información sobre sus pre-
ferencias con respecto a las concesiones subastadas, y utilizar esa infor-
mación para coordinar tácitamente las pujas de las empresas en cada una
de las subastas (Campbell, 1998; Pesendorfer, 2000; Miralles, 2008).

Subastas abiertas o de sobre cerrado

Las subastas abiertas no revelan cuál es la disposición para pagar del ga-
nador. Las empresas observan el comportamiento de sus rivales y se de-
tienen cuando el último rival deja la subasta. De este modo, el ganador
paga más o menos el segundo precio más bajo, y nadie sabe lo que podría
haber aceptado.

Las subastas abiertas permiten que las empresas adquieran más in-
formación sobre la valoración de la zona subastada, y eliminan el riesgo
de caer en la maldición del ganador. Si una empresa pesimista observa
que las demás están empezando a abandonar la subasta, ajustará su valo-
ración a la baja. De este modo, en general, en una subasta abierta la puja
ganadora es más alta (se pide un mayor subsidio) que en una subasta a so-
bre cerrado, y la posibilidad de una puja demasiado optimista es menor.

Según Klein (1998b), las subastas abiertas pueden reducir el riesgo
de colusión cuando hay varias empresas participando. Sin embargo,
cuando hay pocos competidores, es mejor utilizar subastas de primer pre-
cio a sobre cerrado para evitar la colusión. Imagine que entre los partici-
pantes en una subasta existe un cártel. En una subasta abierta se puede
observar si una empresa del cártel rompe el trato y realiza una puja más
agresiva. En este caso, el resto de empresas del cártel pueden corregir sus
precios inmediatamente. El miedo a esta conducta disciplina el cártel. En
las subastas a sobre cerrado, sin embargo, los miembros del cártel solo
pueden reaccionar si se permiten nuevas rondas.19

Subastas para los subsidios del servicio universal  109

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 109



Las subastas a sobre cerrado también son preferibles cuando las
empresas son adversas al riesgo y cuando son heterogéneas. En estas cir-
cunstancias, las pujas en sobre cerrado pueden reducir el subsidio que
pide el ganador.

Subsidio máximo concedido

Una práctica utilizada con frecuencia por los reguladores para reducir el
riesgo de las subastas es establecer un límite máximo al subsidio. Esto li-
mita el gasto de los proyectos y facilita la elaboración de un presupuesto
para gestionar el Fondo del Servicio Universal. Por otro lado, las empre-
sas interesadas en una zona pueden calcular su rentabilidad mínima.

En una subasta descendente, el establecimiento de un subsidio má-
ximo reduce el gasto esperado del regulador. El regulador se protege ante
la posibilidad de que una de las empresas tenga una valoración baja del
proyecto mientras que las demás tengan una valoración alta. Sin embar-
go, esta posibilidad debe ser ponderada con la posibilidad de que todas
las empresas tengan una valoración alta del proyecto.20

El cálculo del subsidio máximo se puede hacer atendiendo a dos
criterios:21 1) una estimación del valor de los servicios menos los ingre-
sos comerciales esperados; 2) una estimación de los costes menos los in-
gresos comerciales esperados. En Chile, en las subastas del servicio uni-
versal de telecomunicaciones se consideró el valor neto actualizado del
servicio menos los ingresos comerciales esperados. En Uganda, en cam-
bio, los ingresos esperados se compararon con los costes estimados.

Participantes en la subasta

Un aspecto clave de las subastas es que exista suficiente participación.
Hay varios factores que aumentan el interés de las empresas nacionales e
internacionales hacia las subastas: la información sobre los costes e in-
gresos del proyecto, la rentabilidad esperada de la concesión; la forma en
la que se agrupan las localidades subvencionadas, la seguridad regulato-
ria, las barreras de entrada o las estrategias integradoras que puedan te-
ner otras empresas de la región.

Los reguladores deben desarrollar estrategias para atraer a las em-
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presas. Por ejemplo, en el programa de electrificación rural de Argentina
(PAEPRA) dos provincias ofrecían por separado concesiones de electri-
ficación en el ámbito rural y urbano, pero no conseguían atraer empresas.
Finalmente, lograron atraer el interés de las empresas vinculando las
concesiones rurales con las urbanas.

Otro aspecto que hay que tener en cuenta es que las empresas inte-
resadas en el servicio universal suelen ser diferentes a los operadores
convencionales. En Chile, Perú, Colombia y Guatemala la entrada en la
telefonía rural se ha producido a través de empresas especializadas en
este tipo de ámbitos. Dymond y Oestmann (2002) indican que esto ocu-
rre especialmente con el VSATs y la telefonía móvil multiacceso. Las
empresas especializadas en estas tecnologías ven en las subastas una
gran posibilidad para colocar sus productos y crecer. Por este motivo,
pueden incluso renunciar al subsidio.

Los participantes en las subastas pueden unirse en un consorcio
para mejorar sus opciones por ganar. En ocasiones, es el propio regula-
dor quien fomenta estas alianzas para asegurarse la capacidad financiera
de las empresas.

Sin embargo, como señalan Stegeman et al. (2007), los consorcios
son difíciles de organizar por varias razones: 1) los participantes tienen
incentivos para realizar pujas más altas que si el consorcio no existiera
(threshold problem o free-rider problem); 2) el consorcio tiene costes de
negociación y de coordinación; y 3) a veces no es viable crear un con-
sorcio con interés en toda el área subastada.

Finalmente, otro aspecto clave en el desarrollo de las subastas en la
existencia previa de una empresa en el área subastada. Las subastas más
exitosas se han producido en regiones que antes no estaban cubiertas, o
en las que se había realizado una inversión mínima. En cambio, la expe-
riencia en el sector de telecomunicaciones de Australia y de la India
muestra que la introducción de competencia en las zonas donde ya exis-
te un operador de telecomunicaciones ha sido un fracaso.

Ganador (o ganadores) de la subasta

Habitualmente, en las subastas del servicio universal solo existe un ga-
nador para cada concesión. Sin embargo, algunos autores consideran que
las subastas del servicio universal deben evitar dar un monopolio a la
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empresa ganadora. Consideran que una concesión en exclusiva limita in-
necesariamente la elección de los consumidores. Esta visión se basa en la
idea de que con competencia los operadores se esforzarán más por satis-
facer a los usuarios, en lugar de esforzarse tan solo en ganar la subasta
(Pitsch, 1997).

Es importante señalar que los costes de las empresas serán más al-
tos cuantas más empresas entren en la zona subastada. Si los costes son
altos, las empresas reducirán su valoración del servicio y aumentarán sus
pujas. A pesar de esto, algunas tecnologías pueden favorecer más que
otras la existencia de múltiples ganadores. Así, por ejemplo, la telefonía
inalámbrica implica unos costes hundidos menores que la telefonía fija,
de forma que los subsidios por unidad vendida no aumentan demasiado
cuando aumenta el número de operadores (Lehman, 2006). Por otro lado,
la utilización de paneles solares para electrificar las zonas rurales permi-
te que exista competencia en un área subastada.

Varios autores se plantean si es posible crear competencia en el área
subsidiada. Laffont y Tirole (2000) consideran que dentro de un área
geográfica se puede introducir dos tipos de competencia: competencia en
la provisión del servicio subvencionado y competencia en la provisión de
servicios complementarios. En el caso de los servicios subsidiados, el re-
gulador suele imponer regulaciones de precios y de calidad. Por tanto, la
competencia será beneficiosa solo si las empresas han «sobreestimado»
la subvención que necesitan, de forma que los precios son más que sufi-
cientes para cubrir los costes al nivel de calidad exigida. La competencia
también será beneficiosa cuando la tecnología evolucione rápidamente y
modifique los costes de las empresas.

Un caso diferente es el de introducir competencia en la provisión de
servicios complementarios. Laffont y Tirole (2000) muestran que este
tipo de competencia reduce los beneficios de la empresa subsidiada, y
por tanto requiere aumentar el subsidio. La competencia en los servicios
complementarios es beneficiosa si produce un aumento de bienestar so-
cial que excede la pérdida social ocasionada por el aumento del subsidio.

Stegeman et al. (2007) consideran tres opciones para determinar el
número de ganadores de una subasta: 1) winner takes all; 2) everybody
wins; y 3) winner takes more. La mayoría de las subastas se basan en el
principio del winner takes all. En este caso, las subastas se utilizan para
determinar el tamaño del subsidio. Con el sistema everybody wins, en
cambio, todas las empresas que cumplen determinadas condiciones reci-
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ben un subsidio. Evidentemente, en este caso las empresas no tienen in-
centivos para competir, ya que todas reciben lo mismo.22

Finalmente, Stegeman et al. (2007) proponen utilizar el sistema
winner takes more para las subastas del servicio universal. Una ventaja
de esta opción es que las empresas establecidas pueden continuar ope-
rando en el mercado aunque no oferten el subsidio más bajo. De este
modo, no deben abandonar el territorio o vender sus activos.

Los defensores de crear competencia dentro de cada región subsi-
diada han propuesto varios diseños de subasta. Por ejemplo, Paul R. Mil-
grom, propuso el siguiente árbol de decisiones para determinar la elegi-
bilidad de las empresas para un período de tres años: 1) todas las
empresas que pujen hasta un 15% más que la puja menor serán elegibles;
2) si no hubiera empresas con pujas inferiores al 115% de la puja más
baja, pero existiera una empresa con una puja inferior al 125%, entonces
las dos menores pujas serían elegibles; y 3) si no hubiera una puja menor
al 125% de la puja más baja, la empresa que realice la puja más baja se-
ría la única elegible.23

Weller (1999) propone una subasta que pueda generar diferentes es-
tructuras de mercado. Plantea que cada empresa realice dos ofertas por
cada área subastada. La primera es el subsidio que estaría dispuesto a re-
cibir si fuese la única empresa seleccionada. La segunda sería el subsidio
que obtendría si se seleccionasen a dos o más empresas. De este modo, la
subasta permite que haya varios ganadores, pero las pujas condicionales
reflejan los efectos de las economías de densidad.

Regulación y control de las concesiones

La política regulatoria del sector es esencial para atraer el interés de las
empresas. Las empresas quieren un marco regulatorio claro y estable que
les permita estimar de forma razonable los costes e ingresos que tendrán
al proveer el servicio. Esto reduce sus riesgos (Wellenius, Foster y
Malmberg-Calvo, 2004). Por su parte, el regulador puede tener como ob-
jetivo crear un marco regulatorio que reduzca el coste del proyecto para
el presupuesto público.

A continuación indicamos algunos aspectos regulatorios que son
importantes para el éxito del programa.
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Regulación por incentivos

En algunos países de América Latina (Chile, Perú) y de África (Uganda)
el regulador ha fijado unos precios minoristas en el ámbito rural mucho
más altos que en las zonas urbanas. Por otro lado, se intenta que la regu-
lación de precios sea flexible para que las empresas se puedan adaptar a
las condiciones del mercado y de la tecnología.

Históricamente, una de las principales razones de la baja eficiencia
de los proveedores del servicio universal en las telecomunicaciones y en
el sector eléctrico ha sido la poca calidad de los proyectos, los déficits de
infraestructuras y el mal mantenimiento de los activos. Para evitar este
tipo de problemas Cannock (2001) señala que es importante condicionar
los subsidios a los resultados de las empresas. Sugiere que los incentivos
ofrecidos a la empresa deben aumentar a lo largo del tiempo.

Política de interconexión

En el sector de telecomunicaciones, un aspecto fundamental para aumen-
tar el atractivo de las licencias es la regulación de la interconexión. Se-
gún Lehman (2006), el éxito de las subastas de telecomunicaciones en
América Latina descansa, en parte, en el establecimiento de precios de
interconexión más beneficiosos para los operadores rurales.

Algunos países como Chile, Perú y Colombia permiten que los ope-
radores rurales establezcan precios de interconexión varias veces más al-
tos que los precios de los operadores urbanos. Esta asimetría aumenta los
ingresos de los operadores rurales debido a las diferencias en los flujos
de tráfico de interconexión (Dymond y Oestmann, 2002).

Condiciones de las concesiones

La rentabilidad de las empresas viene estipulada por las condiciones de
las licencias y por la regulación sectorial. Los reguladores generalmente
establecen condiciones muy estrictas sobre la cobertura de las empresas,
para no desvirtuar los objetivos de la política universal. Sin embargo, no
sería viable definir un servicio universal que cubriera el ciento por cien-
to de la población.
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Otro aspecto básico es la duración de las concesiones. Existen as-
pectos positivos y negativos relacionados con una duración corta de las
concesiones. Un período corto permite ajustar los subsidios a los cam-
bios en la tecnología y modificar fácilmente la definición del servicio
universal. Sin embargo, esto inhibe las inversiones que tienen un perío-
do de recuperación largo (Nett, 1998 y Lehman, 2006).

Otra opción que hay que tener en cuenta es permitir que la duración
de la concesión se ajuste en función de los ingresos de los operadores.
Engel, Fisher y Galetovic (2001) han planteado la utilización de subastas
en las que el regulador fija los precios y las empresas pujan por el míni-
mo valor presente esperado de los ingresos. Teniendo esto en cuenta, la
duración de la concesión se ajusta según la realización de los ingresos.
Este tipo de concesión es especialmente útil cuando existe mucha incer-
tidumbre acerca de la demanda del servicio.

3. Las subastas de subsidios en la práctica

En la última década, numerosos países de América Latina y de otros con-
tinentes han utilizado subastas para seleccionar a los prestadores del ser-
vicio universal y para determinar la cuantía de los subsidios. Los resul-
tados de estas experiencias son variados.

A continuación examinamos algunos casos destacados de imple-
mentación de subastas. Por razones de espacio solo analizamos subastas
realizadas en los sectores de telecomunicaciones y de electricidad, aun-
que también se han celebrado subastas en el transporte urbano e interur-
bano y en los servicios de distribución de agua.24 Como veremos, una es-
trategia compartida por varios países ha sido la de realizar proyectos
piloto antes de subastar el grueso de las concesiones. Esto ha permitido
subsanar muchos de los errores cometidos a la hora de seleccionar las po-
blaciones objetivo o de calcular los subsidios máximos. Por otro lado, en
los últimos años se han ido utilizando diseños de subastas más comple-
jos e innovadores. Así, por ejemplo, mientras que inicialmente eran ha-
bituales las subastas de una sola ronda y de sobre cerrado, en los últimos
años algunos países han utilizado subastas combinatorias.
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Subastas en el sector de telecomunicaciones

América Latina ha sido pionera mundialmente a la hora de desarrollar polí-
ticas de acceso universal. Muchas de sus iniciativas han sido posteriormen-
te adoptadas en África y Asia. En las telecomunicaciones, las políticas de
acceso universal se han orientado principalmente hacia el desarrollo de fon-
dos para financiar proyectos de expansión de las infraestructuras. Según
ITU (2006), el 85% de los países de América Latina utilizan fondos del
servicio universal. El resto han optado por establecer obligaciones de servi-
cio universal a cargo de los concesionarios (cuadro 2).

Varios países han utilizado subastas para seleccionar a los provee-
dores del servicio universal. Generalmente, el objetivo es ofrecer a los
ciudadanos de las zonas rurales servicios de telecomunicaciones colecti-
vos a una distancia razonable de su residencia.

A continuación analizamos la utilización de subastas en tres países de
América Latina, Chile, Perú y Colombia. Mostramos cómo los buenos re-
sultados conseguidos en Chile han favorecido la expansión de las subastas
a países de su entorno como Perú y Colombia. Finalmente, concluimos
este apartado mostrando el caso de dos países de fuera de América Latina,
Australia y la India. El objetivo de incluir estas experiencias es destacar los
problemas que puede generar un mal planteamiento de las subastas.

Existen otros países no analizados en este capítulo que también han
utilizado recientemente subastas para el servicio universal. Este es el
caso de Bolivia, Brasil, Guatemala, Nicaragua, República Dominicana,
El Salvador, Nepal, Ghana y Uganda.25

Chile

En 1994, Chile fue el primer país en crear un Fondo del Servicio Univer-
sal y en utilizar subastas para extender la telefonía a las zonas rurales y a
las poblaciones urbanas de renta baja. Durante el período 1995-2000 se
realizaron varios proyectos.26 Una vez al año, la Subsecretaría de Teleco-
municaciones (SUBTEL) recogió peticiones de instalación de teléfonos
públicos de las localidades interesadas. Estas localidades se agruparon en
proyectos de 20-50 localidades, de acuerdo con su proximidad geográfi-
ca y teniendo en cuenta las posibilidades de compartir infraestructuras.

Inicialmente, se escogieron los proyectos que tenían un valor neto
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presente positivo y un valor neto privado presente negativo. Sin embar-
go, en 1998 SUBTEL consideró que este tipo de análisis coste-beneficio
no permitía identificar qué áreas tenían más necesidad del servicio. A
partir de entonces, los proyectos se ordenaron en función de su prioridad
y se adjudicaron en una subasta descendiente teniendo en cuenta los re-
cursos disponibles en el Fondo. Las empresas ganadoras obtuvieron una
concesión por 30 años, aunque no en exclusiva (Wellenius, 2002).

El subsidio máximo se calculó para que el valor neto privado pre-
sente del proyecto fuese positivo. Este valor se obtuvo teniendo en cuen-
ta los precios existentes en las áreas rurales. En este sentido, es impor-
tante tener en cuenta que en Chile los precios en las áreas rurales suelen
ser un 40% más altos que en el medio urbano.

La primera subasta, en 1995, se realizó simultáneamente para 46 re-
giones, que tenían un número medio de 28 localidades. En esta primera ex-
periencia, la competencia fue moderada. El 9% de las regiones no recibie-
ron pujas; el 35% de las regiones se concedieron por el máximo subsidio
posible; y el 39% de las regiones se concedieron a empresas que no recla-
maron ningún subsidio, lo cual parece indicar la presencia de economías
de escala, o el interés de las empresas en posicionarse en estas zonas.27

Entre 1995-1999 se subastaron y aprobaron 183 proyectos que cu-
brieron 5.916 localidades y permitieron abastecer del servicio a 2,1 mi-
llones de personas. En cada localidad se instaló y operó un teléfono pú-
blico.28 Según Sepúlveda (2004), entre 1995 y 1999 el subsidio medio
concedido fue de solo la mitad del subsidio máximo ofrecido. En 1996,
solo se pagó el 21% del subsidio máximo establecido, en 1999 el 80%, y
en 2000 el 100%. Algunas explicaciones a esta situación son que prime-
ro se subastaron las zonas más rentables, o que a lo largo de ese período
se fue perfeccionando el cálculo del subsidio máximo ofrecido.

Por otro lado, es interesante constatar que en cada una de las 12 re-
giones chilenas la competencia por los proyectos siguió una dinámica di-
ferente (figura 1). La mayoría de las localidades que recibieron subsidios
estaban situadas en la zona más densa del país. El subsidio medio por lo-
calidad fue más alto en las regiones periféricas que en las regiones cen-
trales. Estas diferencias pueden reflejar los distintos costes de ofrecer el
servicio en cada región.

En la actualidad, el 90% de los teléfonos públicos y el 98% de las
líneas de teléfono rurales nuevas son operadas por tres empresas. Ade-
más, dos compañías adicionales operan el 8% de las cabinas públicas en
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las regiones rurales. CTT, el operador establecido de telefonía fija de
Chile, es la empresa que ha ganado un porcentaje más alto de proyectos
(Sepúlveda, 2004).

Las empresas tienen libertad para diseñar sus estrategias de nego-
cio. De este modo, pueden establecer libremente los precios minoristas,
excepto los precios de las llamadas regionales realizadas desde teléfonos
públicos, que tienen un precio máximo.

Perú

En 1993, la nueva Ley peruana de telecomunicaciones creó el Fondo de
Inversiones en Telecomunicaciones (FITEL), que tiene como objetivo
exclusivo financiar los servicios de telecomunicaciones en las poblacio-
nes de entre 500 y 3.000 habitantes. Aunque el operador establecido pri-
vatizado tiene obligaciones de expansión en su licencia, una gran parte
de localidades peruanas todavía están sin servicio y deben ser cubiertas
con fondos de FITEL.29

FIGURA 1
Competencia en las subastas chilenas

FUENTE: elaboración propia a partir de Sepúlveda (2004).
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El Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunica-
ciones (OSIPTEL) ofrece apoyo técnico y administrativo a FITEL. En
especial, la Ley de telecomunicaciones establece que el Ministerio de
Transportes y Comunicaciones administra el FITEL, Pro inversión licita
los proyectos de inversión y OSIPTEL recauda el 1% de los ingresos bru-
tos de los operadores del servicio público de telecomunicaciones para fi-
nanciar a FITEL.

Entre 1998 y 2000 FITEL financió la introducción del servicio te-
lefónico en 4.440 localidades. Para seleccionar a las poblaciones benefi-
ciadas, un equipo de FITEL fue a cada municipio para hablar con la ad-
ministración local y determinar cuáles eran sus necesidades. Para
organizar las subastas se dividió el país en seis regiones.

Las subastas realizadas entre 1998 y 2000 eran descendientes y es-
taban sujetas a un límite máximo y mínimo. El subsidio mínimo se cal-
culó teniendo en cuenta el valor neto presente privado del proyecto. Los
concesionarios recibieron el subsidio durante los cinco primeros años del
proyecto (Cannock, 2001). Por otro lado, OSIPTEL establece una tarifa
máxima para los usuarios de las redes subsidiadas, que suelen ser más re-
ducidos que los establecidos en las áreas urbanas.

En 1998, FITEL desarrolló un proyecto piloto para la frontera Nor-
te. Este proyecto fue un test para verificar si el diseño del programa de
subastas era el adecuado. Se instalaron teléfonos públicos en 213 distri-
tos municipales que cubren a unos 60.000 habitantes. Seis empresas
compitieron por el proyecto.30

El primer proceso de subasta completo se desarrolló en 1999, con
tres proyectos que cubrieron tres regiones del país. Los operadores tu-
vieron que instalar al menos un teléfono público en 1.947 distritos, así
como acceso a Internet en 236 capitales de distrito. OSIPTEL introdujo
una innovación importante en las subastas al permitir que las empresas
pujaran simultáneamente por varios proyectos para aprovecharse de las
economías de escala.31 Durante el proceso de concesión, la empresa ga-
nadora hizo una puja combinada para las tres regiones. La puja fue muy
inferior al máximo subsidio previsto.

FITEL llevó a cabo un tercer proceso de subastas en el año 2000, de
nuevo con tres proyectos que debían cubrir 2.290 distritos. La empresa
ganadora realizó una oferta combinada por los tres proyectos. Sin em-
bargo, finalmente el gobierno decidió no darle las concesiones. De este
modo, ofreció los subsidios a las siguientes ofertas más bajas.

Subastas para los subsidios del servicio universal  121

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 121



122 Joan Calzada y Antonio Miralles
C

U
A

D
R

O
3

Su
ba

st
as

 d
e 

te
le

co
m

un
ic

ac
io

ne
s

C
hi

le
Fo

nd
o 

de
 D

es
ar

ro
llo

 
Pr

es
up

ue
st

o 
N

o
30

19
95

-9
7

4.
50

4
24

,2
10

,2
2.

25
6

de
 te

le
co

m
un

ic
ac

ió
n

es
ta

ta
l

19
98

-9
9

1.
41

2
14

,4
9,

8
6.

91
9

20
00

14
3

1,
9

1,
8

12
.7

27

Pe
rú

Fo
nd

o 
de

 In
ve

rs
ió

n 
1%

 d
e 

lo
s i

ng
re

so
s 

N
o

20
19

98
21

3
4,

0
1,

7
5.

70
0

en
 te

le
co

m
un

ic
ac

ió
n

de
 lo

s o
pe

ra
do

re
s 

19
99

1.
93

7
50

,0
11

,0
12

.1
00

(F
IT

EL
)

20
00

2.
29

0
59

,5
27

,8
4.

60
0

C
ol

om
bi

a
Fo

nd
o 

de
 

In
gr

es
os

 o
pe

ra
do

re
s 

10
19

99
6.

86
5

70
,6

31
,8

4.
60

0
C

om
un

ic
ac

io
ne

s 
y 

ap
or

ta
ci

on
es

(C
om

pa
rte

l)
go

bi
er

no

G
ua

te
m

al
a

Fo
nd

o 
pa

ra
 e

l 
Su

ba
st

as
 d

el
 

19
98

20
2

n.
a.

1,
5

7.
58

7
de

sa
rr

ol
lo

 d
e 

la
 

es
pe

ct
ro

19
99

1.
05

1
n.

a.
4,

5
4.

28
2

te
le

fo
ní

a 
(F

O
N

D
ET

EL
)

R
. D

om
in

ic
an

a
Fo

nd
o 

de
 d

es
ar

ro
llo

 d
e 

2%
 d

e 
lo

s i
ng

re
so

s
20

01
50

0
3,

8
3,

4
6.

80
0

la
s t

el
ec

om
un

ic
ac

io
ne

s 
de

 lo
s o

pe
ra

do
re

s
(F

D
T)

FU
EN

TE
: D

ym
on

d 
y 

O
es

tm
an

n 
(2

00
2)

; S
ep

úl
ve

da
 (2

00
4)

.

Pa
ís

N
om

br
e 

de
l p

ro
ye

ct
o

Fu
en

te
 d

e
fin

an
ci

ac
ió

n
M

on
op

ol
io

ge
og

rá
fic

o
Pe

río
do

co
nc

es
ió

n
Pe

río
do

su
ba

st
a

Lo
ca

lid
ad

es
se

rv
id

as

Su
bs

id
io

m
áx

im
o

di
sp

on
ib

le
(U

S$
m

)

Su
bs

id
io

s
to

ta
le

s
(U

S$
m

)

Su
bs

id
io

s
po

r
lo

ca
lid

ad
(U

S$
)

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 122



Varios autores han coincidido al considerar que los proyectos de FI-
TEL han aumentado considerablemente la penetración del servicio tele-
fónico y de los teléfonos públicos. Sin embargo, Wallsten (2008) señala
que durante este período concurrieron varios factores que podrían difi-
cultar la correcta evaluación del programa. Así, por ejemplo, las subas-
tas se realizaron en pleno proceso de liberalización de las telecomunica-
ciones internacionales. Esto pudo favorecer la atracción de inversores.

Por otro lado, el éxito de las subastas de Perú puede en parte expli-
carse por una subestimación de los costes de operar el servicio. Scherf
(2006) señala que el hecho de que las pujas de las empresas fueran ex-
tremadamente bajas forzó más tarde la renegociación de los precios bajo
la amenaza de bancarrota. Esta conducta muestra que en ocasiones las
subastas no conceden las licencias a las empresas más eficientes, sino a
aquellas más optimistas sobre la evolución del mercado y sobre las posi-
bilidades de renegociación.

Finalmente, desde un punto de vista operativo, uno de los principa-
les obstáculos en las subastas peruanas fue la falta de electricidad para
operar los teléfonos públicos. Para solucionarlo, se instalaron paneles so-
lares. Otro problema fue la necesidad de enseñar a la población cómo uti-
lizar el servicio telefónico.

Colombia

El éxito de las experiencias chilenas y peruanas ha animado a otros paí-
ses de América Latina. En Colombia, en 1998 el Ministerio de Teleco-
municaciones transfirió recursos del Fondo de Comunicaciones y Fona-
les para crear el Programa Compartel. El objetivo de este programa es
garantizar el acceso universal a los servicios de telecomunicaciones en
todo el territorio nacional, instalando teléfonos públicos cuando no hay
otra opción. Para ello, se han desarrollado el Programa Compartel de te-
lefonía rural, el Programa Compartel de Internet Social y el Programa
Compartel de Connectividad en Banda Ancha para Instituciones Públi-
cas. Estos programas se financian con contribuciones obligatorias del
sector y con aportaciones estatales.

En los últimos años se han realizado tres procesos de subasta en
Colombia. La primera se realizó en 1999 para subastar 6 proyectos. Gi-
lat Colombia SAESP obtuvo un contrato para instalar 6.745 teléfonos pú-
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blicos en los principales centros poblados y 670 telecentros en los muni-
cipios con una población urbana inferior a 8.000 personas.32 En la segun-
da fase del proyecto se instalaron 270 telecentros adicionales en munici-
pios de 10.000 habitantes.

La segunda subasta se realizó en diciembre de 2000. Forbes ganó
una concesión en la zona norte del país, donde el gobierno pedía la ins-
talación de 21.500 líneas residenciales y 61 centros de comunicaciones
de Internet para 2002. Sin embargo, el Ministerio de Comunicaciones de-
claró la subasta nula al encontrar varias anomalías en su celebración. Fi-
nalmente, la concesión se dio a GVT y Gilat Satélite Networks.

Es interesante destacar que en Colombia, a diferencia de Chile, no
se observa una relación clara entre el número de localidades de la región
(densidad de localidades) con el tamaño de los subsidios concedidos a
través de las subastas (figura 2).

La última subasta se celebró en noviembre de 2002. El objetivo era
instalar 500 telecentros en las cabeceras municipales no atendidas en las
fases anteriores, para lograr una cobertura del 100% de la población y
construir una red de acceso por satélite en el área rural.
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FIGURA 2
Competencia en las subastas colombianas

FUENTE: elaboración propia a partir de Sepúlveda (2004).
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CUADRO 4
Tráfico promedio de los puntos Compartel

(Fase 1, primer semestre 2005)

Minutos por día Número de puntos % de puntos

FUENTE: Gómez-Lobo y Meléndez (2007).

En los últimos años, el despliegue de la telefonía móvil ha hecho replan-
tear el papel de Compartel. Gómez-Lobo y Meléndez (2007) señalan que
es necesario que el programa permanezca solo en las regiones donde el
beneficio social es positivo y la prestación del servicio no sea rentable
para el capital privado. En este sentido, los autores destacan que un 58%
de los puntos Compartel instalados en la primera fase del proyecto tu-
vieron en el primer trimestre de 2005 un tráfico menor a un minuto dia-
rio de llamadas telefónicas, y el 85% de los puntos Compartel tuvieron
un tráfico inferior a siete minutos diarios (cuadro 1). Esta baja demanda
puede reflejar la existencia de alternativas de comunicación más baratas,
o la presencia de errores al determinar la necesidad del servicio telefóni-
co por parte de la población.

Otro problema del programa es que los operadores de los puntos
Compartel tienen que pagar precios de interconexión elevados cuando
llaman a un operador móvil. La falta de regulación de la interconexión
dificulta el desarrollo de estos operadores.
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Experiencias fallidas: Australia y la India

Australia realizó un programa piloto de subastas del servicio universal en
2001 que acabó en fracaso. En 1999, el gobierno había aprobado una Ley
de telecomunicaciones que creó el servicio universal y estableció que to-
dos los operadores deben financiar la expansión de la red.

El programa piloto seleccionó a dos regiones para iniciar las subas-
tas. Estas incluían el 80% de las zonas más remotas y despobladas del
país. Pero a diferencia de lo que ocurrió en Chile o en Perú, la empresa
establecida Telstra ya estaba operando en estas áreas.

El presupuesto del programa fue de 150 millones de dólares esta-
dounidenses para ofrecer llamadas locales en estas regiones. El reto del
regulador fue encontrar una subvención razonable para los nuevos ope-
radores, que estuviese desvinculada de un cálculo sobre los costes. En
este período, existía una gran desconfianza en los sistemas de cálculo de
costes para el servicio universal. Por este motivo, se impulsó la utiliza-
ción de subastas.

Sin embargo, las subastas del programa piloto no recibieron nin-
guna oferta. Desde la liberalización del mercado en 1998, ningún ope-
rador, a parte de Telstra, había podido entrar en las zonas rurales, y
cuando el gobierno ofreció esta posibilidad ningún operador mostró in-
terés.

Lehman (2006) resume los factores que según el regulador austra-
liano causaron el fracaso de las subastas: 1) temor a la competencia con
Telstra; 2) obligaciones de prestar el servicio a todos los ciudadanos de
las áreas subastadas; y 3) dificultades en identificar otras fuentes de in-
gresos que aumenten la rentabilidad de la concesión. A la vista de estos
argumentos, el regulador concluyó que unos subsidios más altos hubie-
sen generado entrada en el mercado. Sin embargo, para el regulador no
estaba justificado aumentar el coste del proyecto simplemente para
aumentar la competencia.

La experiencia de la India también es un caso paradigmático de los
problemas que puede ocasionar un mal diseño de las subastas.33 En 1999,
el gobierno reformó el mercado de telecomunicaciones con el objetivo de
ofrecer llamadas de teléfono y acceso a Internet a todos los municipios
del país antes de 2002. Este plan no tuvo éxito y como resultado, en 2002,
el Departamento de Telecomunicaciones (DoT) creó un nuevo programa
para subsidiar a los servicios de telecomunicaciones básicos en las co-

126 Joan Calzada y Antonio Miralles

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 126



munidades locales. Con la nueva regulación, los operadores realizan
aportaciones a un Fondo del Servicio Universal. Una parte de los fondos
financian la expansión de la empresa pública establecida (BSNL). La
otra parte se dedica a expandir el servicio en regiones que todavía no es-
tán cubiertas.

Para aplicar la nueva política del servicio universal se han realiza-
do varias subastas en cada región del país, que han ofrecido resultados
dramáticamente diferentes.

La primera se celebró en marzo de 2003 para instalar teléfonos pú-
blicos en 520.000 municipios. Las empresas de telefonía móvil que ya
operaban en algunas de las 20 regiones del país pudieron participar en la
subasta. Si una empresa pedía un subsidio menor que BSNL podía pres-
tar el servicio. Sin embargo, las subastas no generaron ningún interés. En
19 de las 20 regiones subastadas solo BSNL pujó por los subsidios. Como
cabría esperar, BSNL pujó el subsidio máximo ofrecido por DoT.

Según Noll y Wallsten (2005) y Wallsten (2008), el sistema de con-
cesión utilizado en la primera subasta de la India presentó tres problemas
importantes: 1) los cálculos utilizados para determinar el subsidio de re-
ferencia probablemente no eran adecuados, ya que se utilizó información
procedente de BSNL; 2) BSNL pudo participar con cierta ventaja ya que
obtenía compensaciones importantes en los precios de interconexión por
el hecho de ofrecer servicios en las zonas rurales; 3) solo las empresas
que ya ofrecían servicios rurales en una región, como los operadores de
móvil, pudieron acceder a la subasta. El resto de empresas solo pudieron
pujar si las empresas establecidas no lo hacían, o si sus pujas sobrepasa-
ban el máximo permitido. Otra deficiencia de las subastas señalada por
Stegeman et al. (2007) es que la subasta de áreas geográficas grandes in-
hibe la competencia.

Después del fracaso de la subasta de los teléfonos públicos rurales,
entre 2003 y 2004 se realizaron tres nuevas subastas que tuvieron más
éxito. Según Wallsten (2008), BSNL ganó una de estas tres subastas y
una parte de las otras dos, pero varios operadores privados consiguieron
entrar en el mercado y los subsidios concedidos estuvieron por debajo
del subsidio máximo calculado.

En 2005 y 2007 se llevaron a cabo nuevas subastas para introducir
competencia en las zonas rurales donde ya existía un operador. La com-
petencia entre los operadores permitió reducir los subsidios concedidos
en cerca del 20% respecto al nivel de referencia. Así, por ejemplo, en la
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subasta de 2005 el subsidio concedido fue un 60-75% menor que el nivel
de referencia.

Finalmente, una nueva subasta en 2007 permitió introducir opera-
dores móviles virtuales. En este caso, las pujas fueron tan fuertes que en
muchas ocasiones los operadores en lugar de pedir un subsidio acabaron
ofreciendo dinero por la licencia.

Subastas en el sector eléctrico

En las próximas décadas, aunque muchas poblaciones rurales de los paí-
ses en desarrollo se conectarán a la red eléctrica principal, la mayoría
continuarán desconectadas debido a los elevados costes de despliegue de
la infraestructura. Afortunadamente, no obstante, la tecnología actual
permite crear sistemas eléctricos autónomos desconectados de la red.

La forma de operar un sistema desconectado es bastante diferente a
la de un sistema convencional. Así, por ejemplo, hay comunidades que
producen electricidad a partir de gasolina diesel y solo tienen servicio
durante algunas horas del día. Cuando los consumidores están conecta-
dos a la red, los operadores pueden medir el consumo, e incluso pueden
establecer precios diferentes en función del momento del día. En cambio,
los sistemas que utilizan paneles solares desconectados no miden el con-
sumo. Los usuarios pagan una cuota mensual según la dimensión de los
paneles y de la capacidad de almacenaje de las baterías (Covarrubias y
Reiche, 2000).

Numerosos países realizan programas de electrificación desconec-
tados para cubrir las necesidades de los usuarios domésticos (luz, televi-
sión, radio), empresas (bombeo de agua, refrigeración, molinos) y usos
públicos (escuelas, hospitales, servicios sociales, estaciones de policía).34

En la mayoría de estos programas los precios son comparables a los de
un sistema conectado. Los programas pueden utilizar diferentes combi-
naciones de energías, incluyendo generadores diesel, minicentrales hi-
droeléctricas, energía fotovoltaica, eólica y biomasa. Con todo, la ener-
gía solar es la opción preferida en las áreas con alta radiación solar.35

Para llevar a cabo este tipo de programas de electrificación, algunos
países han utilizado subastas para seleccionar al operador del servicio y
determinar el subsidio que se debe ofrecer. A continuación explicamos la
experiencia de Argentina, Perú y Bolivia. Otros países no analizados que
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también utilizan subastas son Chile, Colombia, Cabo Verde, Benin y
Togo.36

Argentina

En 1995, el gobierno argentino aprobó el Programa de Abastecimiento
Eléctrico a la Población Rural de Argentina (PAEPRA). El objetivo del
programa es promover el suministro de electricidad en las localidades
desconectas de la red principal. En particular, facilitar la iluminación y
las comunicaciones sociales (radio y televisión) a las comunidades dis-
persas y a los servicios públicos, como escuelas, centros médicos y esta-
ciones de policía. Este programa beneficia a 1,4 millones de residentes
rurales (cerca de 314.000 hogares) y a más de 6.000 edificios públicos
(escuelas, hospitales) en 16 provincias.37

Las empresas que participan en el programa no tienen objetivos
estrictos de cobertura y pueden elegir la tecnología que utilizarán: ener-
gía solar, eólica, centrales hidroeléctricas, y otras energías renovables.38

Las licencias son por un plazo de 15 años, pero se pueden renovar varias
veces.

Las empresas y los consumidores reciben subsidios que dependen
del nivel de energía utilizada y de la tecnología. Los subsidios más altos
se pagan para la energía renovable. Hay varios tipos de subsidios. Unos
cubren una parte de los costes de instalación de las empresas y otros fi-
nancian el consumo de determinados colectivos sociales.

En 1999, el gobierno de Argentina y el Banco Mundial crearon el
Proyecto de Energía Renovable en el Mercado Eléctrico Rural (PER-
MER), que es un componente de PAEPRA. Este proyecto alcanzaba ini-
cialmente a ocho provincias y tenía un coste estimado para seis años de
120,5 millones de dólares estadounidenses, de los cuales el Banco Mun-
dial financia 30 millones, el Global Environment Facility (GEF) 10 mi-
llones, el Fondo de Inversión Eléctrica 26,5 millones, las concesionarias
44 millones y los consumidores 10 millones.

Durante la primera fase de PERMER el objetivo era equipar a
87.000 residencias y 2.000 establecimientos. El objetivo final, además,
es llegar a una electrificación del 95% de la población argentina en 2010.

Tanto PAEPRA como PERMER han optado por utilizar concesio-
nes privadas para la electrificación local. El concesionario explota el
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servicio en régimen de monopolio en una provincia, pero tiene la obli-
gación de servir a todos los hogares y edificios públicos de la provincia
a los precios establecidos por el gobierno. Las concesiones se otorgan
por subastas de mínimo subsidio. Hasta ahora se han celebrado subastas
en 11 provincias, y existe el objetivo de expandir el proyecto a seis pro-
vincias más.

Las subastas de PERMER se han realizado en varias etapas. Cada
dos años, el regulador calcula las tarifas para los sistemas eléctricos des-
conectados de la red. El precio máximo se calcula considerando el gasto
que los consumidores realizaban anteriormente en otras energías (gasto
en keroseno, velas, bombonas de gas, baterías) (Covarrubias y Reiche,
2000). De este precio, la empresa concesionaria financia el 40% de la ta-
rifa, y el consumidor el 10%. El 50% restante es la base del subsidio su-
bastado.

Las subastas son internacionales y deben seguir los criterios esta-
blecidos por el Banco Mundial. La concesión se ofrece a la empresa más
cualificada (según criterios técnicos, financieros y de gestión) que ofrez-
ca un mayor descuento a la tarifa fijada por el regulador.

Perú

En Perú, el gobierno ha aprobado la Ley General de Electrificación rural,
que está destinada principalmente a comunidades rurales aisladas. Tam-
bién existen una serie de proyectos de electrificación rural basados en las
energías renovables. El Ministerio de Energía y Minas tiene varios pro-
yectos que comprenden líneas de transición, pequeños sistemas eléctri-
cos y pequeñas centrales hidroeléctricas. Se espera que estos proyectos
beneficien a 4,3 millones de personas.

Varias comunidades están participando desde 1999 en un programa
de electrificación con energías renovables en el que colaboran el Minis-
terio de Energía y Minas y el Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo (PNUD). El objetivo es instalar 12.500 sistemas solares en re-
sidencias particulares durante cuatro años, a través de un programa pilo-
to que se desarrolló en cuatro regiones independientes (Martinot y Rei-
che, 2000).

Más recientemente, se ha creado el Fondo Nacional de Electrifica-
ción Rural (FONER) que beneficiará a 160.000 hogares rurales, o alre-
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dedor de 800.000 residentes. Los hogares se pueden beneficiar de pro-
yectos de extensión de la red (135.000 hogares) y de utilización de ener-
gías renovables (25.000 hogares).

El proyecto incluye diferentes sistemas de propiedad de los equipos
de generación de electricidad y de financiación. Así, las comunidades lo-
cales pueden alquilar los equipos, crear empresas o dar la propiedad de
las instalaciones a los usuarios. El objetivo básico es que las concesiones
operadas por las comunidades instalen, ostenten la propiedad, operen y
mantengan los sistemas de energía renovable.

Bolivia

Solo alrededor del 25% de la población de Bolivia tiene acceso a la elec-
tricidad. La extensión de la red básica es el principal medio para electri-
ficar las zonas rurales. Sin embargo solo un 55% de la población rural se
encuentra a una distancia de entre 15 y 25 km de las redes de subtrans-
misión de las empresas concesionarias (áreas de influencia). El 30% de
la población rural está disperso y tienen ingresos y ahorros anuales infe-
riores a los 1.000 dólares. El 15% se encuentra disperso y aislado, con in-
gresos inferiores a los 800 dólares.

En 1994, la Ley de participación popular de Bolivia canalizó el
20% de los ingresos del gobierno a los municipios, que utilizaron parte
de estos recursos para la electrificación rural. Esta experiencia sirvió más
tarde para que el gobierno diseñara el proyecto de electrificación del me-
dio rural a partir de energías renovables, financiado por el Programa de
Naciones Unidad para el Desarrollo (PNUD/GEF). Este nuevo proyecto
permite identificar las empresas que se pueden encargar de la electrifica-
ción rural, instalar y mantener los sistemas de energía renovable.

Los proyectos contemplan la creación de empresas públicas y pri-
vadas que contraten con los usuarios la provisión de los servicios y se en-
carguen del mantenimiento de los sistemas. Para los sistemas solares se
fija una tarifa plana mensual. En cambio, para las minicentrales hidroe-
léctricas se establece un precio por KWh.

Inicialmente se han desarrollado 25 proyectos municipales de elec-
trificación renovables. Nueve de estos proyectos consisten en la instala-
ción de minicentrales hidroeléctricas, que cubren 1.200 viviendas, mien-
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tras que 16 son sistemas solares que sirven a 4.600 hogares. Las empre-
sas eléctricas locales reciben subsidios del gobierno, así como crédito del
sistema financiero privado.

4. Conclusiones

Las subastas del servicio universal son un instrumento regulatorio que
permite seleccionar al prestador de un servicio público en un mercado en
el que la iniciativa privada no quiere entrar, pero en el que es socialmen-
te deseable que se ofrezca el servicio. En este capítulo hemos destacado
que una de las propiedades más importantes de las subastas es que per-
miten seleccionar a la empresa más eficiente al mismo tiempo que se le
ofrece el menor subsidio posible. Esta característica diferencia a las su-
bastas de otros mecanismos de adjudicación como los «concursos de be-
lleza».

A lo largo de este trabajo hemos revisado las consecuencias que
producen algunos aspectos concretos del diseño de las subastas. En los
últimos años varios países de América Latina, como Argentina, Chile,
Colombia o Perú, han celebrado con éxito subastas que les han permiti-
do expandir la cobertura de los servicios de telefonía y electricidad a nu-
merosas localidades rurales. Un indicador del éxito de estos programas
es que los subsidios concedidos a los operadores en muchas ocasiones
han sido considerablemente menores que los subsidios máximos que es-
taban dispuestos a ofrecer los reguladores.

En Australia y la India, las primeras experiencias de subastas en las
telecomunicaciones no han sido tan positivas. En buena parte, esto se
puede deber a que en estos países se han subastado regiones en las que ya
existía un operador.

Un problema habitual en muchas subastas es la falta de participan-
tes, o el ofrecimiento de una calidad inadecuada por parte de los conce-
sionarios. Por ejemplo, en las subastas de telecomunicaciones de Perú de
1999 la compañía ganadora ofreció una puja del 20% del subsidio máxi-
mo ofrecido por el regulador, pero después fue incapaz de cumplir sus
compromisos. Esta situación puede ser el resultado de la inexperiencia
de las empresas que en muchas ocasiones no tienen información sufi-
ciente para realizar planes de negocio razonables y para asegurar la cali-
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dad de los servicios que ofrecen. Este problema se puede moderar reali-
zando proyectos piloto para evaluar las condiciones de la demanda en las
regiones subastadas e identificar los problemas que pueden surgir en el
proceso. Por ejemplo, los programas piloto pueden sugerir modificar el
tamaño de las áreas subastadas.

Otro aspecto determinante para el resultado de una subasta es el di-
seño de su funcionamiento. En la actualidad, la mayoría de los adminis-
tradores de fondos del servicio universal han adoptado subastas de una
ronda. Sin embargo, subastas de varias rondas, como las utilizadas para
el espectro radioeléctrico, se podrían utilizar para permitir que las em-
presas entren en regiones contiguas y se beneficien más de las economías
de escala. El objetivo es reducir los subsidios concedidos a las empresas
y aumentar su eficiencia. No obstante, las subastas de varias rondas tam-
bién entrañan riesgos importantes, sobre todo cuando hay pocas empre-
sas interesadas en el servicio.

Finalmente, un aspecto que hay que destacar es que la irrupción de
las nuevas tecnologías esta modificando las condiciones de prestación
de los servicios. En las telecomunicaciones, los primeros fondos del ser-
vicio universal tenían como objetivo aumentar el número de líneas de
telefonía fija. En los programas recientes, sin embargo, la provisión de ser-
vicios de telecomunicaciones a través de la telefonía móvil va adqui-
riendo mayor relevancia. Esto ocurre porque el móvil es más rápido en
su despliegue, y tiene un menor coste. En el caso de la electricidad, los
avances en la utilización de las energías renovables favorecen la insta-
lación de sistemas desconectados de la red y reducen considerablemen-
te los costes.

Notas

1. Los autores agraden los comentarios de Gerard Llobet y Juan José Ga-
nuza.

2. Para calcular el coste neto total del servicio universal también se debe
tener en cuenta los beneficios indirectos que obtiene la empresa, como por ejem-
plo una buena imagen ante los ciudadanos o la venta de servicios no subsidiados
(Nett, 1998).

3. Existen otras propuestas para determinar el prestador del servicio uni-
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versal. Por ejemplo, Peha (1999) propone crear obligaciones de servicio univer-
sal comercializables. Por otro lado, también existe la posibilidad de que el sector
público y privado colaboren en la prestación de los servicios públicos. La litera-
tura sobre Public-Public Partnerships muestra que este tipo de colaboración pue-
de ser útil para financiar la prestación de los servicios y controlar su calidad.
Véase Hart (2003).

4. Chen (1993) analiza subastas que puntúan diversos aspectos relevantes
para la prestación del servicio (calidad del servicio, tiempo requerido para cubrir
el mercado, características no monetarias, etc.). Sin embargo, la implementación
práctica de este tipo de subasta es compleja.

5. Prats y Valletti (2003) comparan las subastas y los concursos de belle-
za. Existen otras propuestas para determinar el prestador del servicio universal.
Por ejemplo, Peha (1999) propone crear obligaciones de servicio universal co-
mercializables.

6. Harstad y Crew (1999) y Sorana (2000) analizan la eficiencia de las su-
bastas. Sorana muestra que las subastas pueden generar más bienestar que los
subsidios directos a las empresas. Borrmann (2004) señala que un problema po-
tencial de las subastas es que las empresas pueden utilizar tecnologías diferentes,
que pueden ser eficientes bajo diferentes condiciones de provisión del servicio.

7. Chadwick (1859) señala que «desde 1838 a 1841, mientras examinaba
las condiciones sanitarias de varias poblaciones, observé que en los distritos ur-
banos de Inglaterra habían dos o tres grupos de conductos de agua en una sola ca-
lle que podían ser proveídas igual de bien bajo un único establecimiento, y que la
competencia en los distritos suponía suministros deficientes y altos precios para
la población, dividendos bajos para los accionistas, y la imposibilidad de mejo-
rar la situación sin aumentar los ya de por sí elevados impuestos que paga la po-
blación, o reduciendo más la poca rentabilidad de los capitalistas. Este tipo de
competencia es lo que yo entonces denominé “competencia en el mercado”.
Como oposición a esta forma de competencia, propuse, como un principio admi-
nistrativo, la competencia “por el mercado”, es decir, que todo el mercado debe-
ría ser puesto en competencia, con la única condición de la eficiencia, para que
fuese explotado por un único capitalista o establecimiento, que puede adminis-
trarlo de forma más eficiente y económica».

8. Demsetz (1968) fue uno de los primeros autores en redescubrir los be-
neficios de las subastas. Anteriormente, Coase (1959) había propuesto utilizar
subastas para asignar el espectro radioeléctrico.

9. Si existe mucha incertidumbre sobre la demanda futura puede que la su-
basta no sea un buen mecanismo para asignar los subsidios. En ese caso, puede
ser preferible dar un subsidio fijo a la empresa, utilizando parámetros como la
población, la longitud de una ruta, etc.

10. Las primeras investigaciones sobre las subastas del servicio universal
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son muy recientes. En 1996, Paul Milgrom ofreció una lección en la Royal Swe-
dish Academy of Sciencies para recoger el premio Nobel de William Vickrey, fa-
llecido poco tiempo antes. En su presentación, Milgrom destacó las ventajas y
desventajas de las subastas del servicio universal frente a otros sistemas de pres-
tación del servicio.

11. Véase Lehman (2006).
12. El Banco Mundial ha realizado estimaciones que muestran los benefi-

cios de este tipo de agregaciones (Martinot y Reiche, 2000).
13. Según Stegeman et al. (2007), este tipo de subastas son especialmente

útiles para aprovechar las economías de escala. Sin embargo, reducen los incen-
tivos de las empresas para entrar en las áreas pequeñas.

14. Véase Cantillon y Pesendorfer (2006).
15. La dificultad computacional de las pujas combinatorias no se puede

eliminar. Sin embargo, en el proceso de subasta sugerido por Kelly y Steinberg
(2000) el coste computacional de evaluar las sinergias pertenece a las empresas
que las solicitan, mientras que el subastador simplemente controla que las pujas
sean válidas.

16. Algunos analistas consideran que las subastas secuenciales en el tiem-
po, con el mismo número de participantes, tienden a generar ofertas más altas a
medida que los participantes aprenden sobre el proceso (Stegeman et al., 2007).

17. El teorema de la equivalencia del valor no se satisface en subastas de
valor común. En este caso, existe una ordenación estricta de los mecanismos de
acuerdo con el ingreso esperado que genera: subasta inglesa, subasta de Vickrey
y subasta de primer precio de sobre cerrado.

18. Véanse en este sentido Engelbrecht-Wiggans y Kahn (2005); Grimm,
Riedel y Wolfstetter (2003), y Brusco y Lopomo (2002).

19. Klein (1998b) señala que en la práctica, en muchas subastas a sobre
cerrado los competidores consiguen información sobre sus rivales. Como resul-
tado, las empresas pueden conocer las intenciones de sus competidores y ajustar
sus ofertas.

20. Puede demostrarse que en una subasta de Vickrey el ingreso esperado
se maximiza escogiendo un subsidio máximo. Este subsidio aumenta con el nú-
mero de empresas.

21. Véase Stegeman et al. (2007).
22. Según Stegeman et al. (2007), para evitar este resultado en las subas-

tas secuenciales y con incrementos pequeños en las pujas es necesario establecer
penalizaciones a la empresa que queda en segundo lugar. De este modo, cuando
solo quedan dos empresas compitiendo, estas no tienen incentivos para reducir
sus ofertas. Estas penalizaciones no serían necesarias en las subastas a sobre ce-
rrado.

23. Ver Pitsch (1997).
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24. Cantillon y Pensendorfer (2006) y Mathinsen y Solvoll (2008) anali-
zan la utilización de subastas en el transporte urbano de Londres y Noruega, res-
pectivamente.

25. Uganda fue en 2001 uno de los primeros países africanos en crear un
fondo del servicio universal y en 2004 realizó las primeras subastas de subsidios
mínimos. OCDE (2004).

26. Véanse Wellenius (2002); Raja (2003); Sepúlveda (2004); OCDE
(2004).

27. Según Wellenius (2002), el valor total de los subsidios concedidos re-
presentan el 0,3% de los ingresos del sector durante el mismo período.

28. Un aspecto esencial de estos proyectos es la rapidez de instalación. En
1998 solo el 80% de los teléfonos comprometidos se habían instalado. Como re-
sultado, SUBTEL realizó advertencias e impuso penalizaciones de acuerdo con
los términos de las concesiones.

29. FITEL no financia las obligaciones de expansión de la red de la em-
presa establecida. La regulación de FITEL también estipula que no proveerá sub-
sidios directos a los usuarios o dará fondos a las localidades que ya tienen acce-
so a los servicios de telecomunicaciones.

30. Según Cannock (2001), la empresa ganadora pidió un subsidio que era
el 41% de la estimación de OSIPTEL y un 74% menor que la siguiente oferta más
alta.

31. OSIPTEL adoptó un proceso de subasta que permitía pujar para cual-
quier combinación de tres proyectos.

32. Según Sepúlveda, en el año 2000 el subsidio medio concedido fue el
45% del subsidio máximo ofrecido por el gobierno (el subsidio máximo era de
70,6 millones de dólares).

33. Véase Kalra y Borgohain (2004).
34. Véase Wellenius, Foster y Malmberg-Calvo (2004).
35. Para un análisis de los modelos de electrificación rural mediante ener-

gías renovables en América Latina véase Fuente y Álvarez (2004).
36. Para el caso de Chile véase Covarrubias, Irarrázaval y Galaz (2005).

Un análisis detallado de las subastas de Cabo Verde, Benin y Togo puede encon-
trarse en Martimot y Reiche (2000).

37. Este proyecto tiene el apoyo financiero del Banco Mundial y del Glo-
bal Environment Facility Grant (Covarrubias y Reiche, 2000) y Martinot y Rei-
che, 2000).

38. En 1998, cerca del 50% de los clientes de EJSEDSA, el operador de
Jujuy, eran abastecidos a través de generadores diesel, el resto lo era a través de
microplantas hidroeléctricas. En 1999, cerca del 40% de los concesionarios te-
nían una instalación solar individual o colectiva. Véase GTZ (2002).
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5. Agencias reguladoras e institucionalización del
servicio universal en América Latina*

Jacint Jordana y Carles Ramió

1. Introducción

América Latina no ha escapado en los últimos decenios al intenso ritmo de
crecimiento de las regulaciones en distintos ámbitos de la intervención pú-
blica, como también ha sucedido en Estados Unidos y en Europa. El incre-
mento del número de páginas de regulaciones en los boletines oficiales en
las últimas décadas ha sido impresionante, y sigue creciendo. Las regula-
ciones sirven para objetivos muy distintos: desde una ley que establezca el
funcionamiento de la educación pública (derechos y deberes de los maes-
tros como empleados públicos, formas de organización del sistema educa-
tivo, etc.) hasta unas normas que definan los criterios de seguridad en el tra-
bajo que deben cumplir las empresas, o los sistemas de fijación de precios
que deben funcionar en el sector de las telecomunicaciones, entre muchos
otros ejemplos. Todas estas reglas pueden entrar en el conjunto de lo que se
denomina regulación o, en otras palabras, el uso de normas públicas, de ca-
rácter general, con la amenaza de aplicar la capacidad coactiva del Estado
en caso de incumplimiento (Baldwin y Cave, 1999; Hood et al., 2004).

La regulación puede tener objetivos muy diversos, aunque controlar la
actividad económica es, sin duda, uno de los más habituales. La economía
de mercado es considerada como el mecanismo básico para la asignación de
recursos en nuestras sociedades capitalistas, y su control es el objeto princi-

*  Este capítulo forma parte de la investigación «Transformación del Estado en
América Latina: nuevos diseños institucionales, servicio civil y políticas regulativas» pro-
yecto financiado por la CICYT (SEJ2004-03358) iniciada en diciembre de 2004 y finaliza-
da en junio de 2008.
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pal de la política de regulación, mediante un conjunto de instrumentos de in-
tervención. Sin embargo, no toda la regulación pública se orienta hacia los
mercados. La regulación puede incidir en los mercados, pero también pue-
de actuar sobre otras actividades significativas, con impactos económicos y
materiales que tienen lugar fuera de ellos (Chang, 1997).

Durante las últimas décadas, se han producido en muchos países la-
tinoamericanos importantes cambios de políticas públicas, basados en la
utilización de instrumentos de regulación económica y social como fór-
mula primordial de intervención pública, evitando al mismo tiempo la
acción directa del Estado en la implementación de los servicios públicos.
La privatización de numerosas empresas públicas y la liberalización de
los mercados, así como la aparición de frecuentes iniciativas dirigidas a
regular con detalle numerosos sectores, ha tomado gran prominencia en
el quehacer de las políticas públicas. Los cambios institucionales produ-
cidos han sido considerablemente extensos, afectando numerosos secto-
res sociales y económicos. Una de las manifestaciones más visibles de
estas innovaciones ha sido la difusión masiva de autoridades reguladoras
autónomas, como nuevo modelo institucional para el manejo de las deci-
siones públicas. La presencia de autoridades reguladoras autónomas
constituye actualmente un fenómeno muy extendido en América Latina,
con una gran diversidad en relación con su grado de independencia y el
nivel de responsabilidades que asumen, según los ámbitos territoriales y
sectoriales (Jordana y Levi-Faur, 2005).

En su conjunto la capacidad reguladora puede ser entendida como una
de las muestras más visibles de la emergencia del nuevo Estado regulador,
que se ha estado expandiendo en la región durante las últimas décadas. Se
ha argumentado recientemente que existe un proceso de transformación de
las figuras estatales tradicionales hacia las características del Estado regu-
lador, por cuanto cada vez son más empleadas estas formas de intervención,
en detrimento de otros instrumentos como la provisión directa de servicios
o los subsidios públicos. Las interpretaciones de Majone (1996), quien des-
taca que el proceso de transformación del Estado «positivo» al Estado re-
gulador es un elemento subyacente en la economía política de los últimos
decenios, nos muestran claramente que estas transformaciones regulativas
tienen una lógica conjunta, reforzándose globalmente. En este sentido, pue-
de destacarse que la emergencia del Estado regulador representa un fenó-
meno más amplio con implicaciones sobre el conjunto de la acción pública
y su impacto sobre la sociedad y la economía (Jayasuriya, 2001).
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Sin embargo, no toda la política reguladora recae en el ámbito de la
producción legislativa. Así, una capacidad institucional suficiente de las
agencias reguladoras es muy importante para poder poner en práctica las
políticas públicas establecidas y desarrollar los instrumentos de regula-
ción que hagan efectivos los objetivos de la política. Sin embargo, la ca-
pacidad de gestión política de las agencias reguladoras —en el sentido de
revisar y negociar objetivos de políticas públicas— es más debatida, va-
riando según países y momentos políticos, y, por tanto, la flexibilidad de
las agencias para convertirse en el centro de la política pública no es tan
clara en términos generales.

Al margen de controlar a los mercados y fomentar su eficiencia,
con los instrumentos de regulación también se pretende intervenir en
otros ámbitos distintos, como pueden ser los sectores sociales o la pro-
tección de la salud y el medio ambiente, aunque en estos casos el obje-
tivo básico consiste en asegurar el bienestar de los individuos y, por tan-
to, cambiar las prioridades de la política (May, 2002). Este no es el caso
de los mercados de servicios públicos, donde los instrumentos de regu-
lación se orientan habitualmente a estimular la eficiencia económica,
aunque en ocasiones algunas intervenciones muestran prioridades alter-
nativas. La regulación y el control de las obligaciones de servicio uni-
versal en los mercados de servicios públicos sin duda constituye una de
las excepciones más destacadas —y posiblemente también justificadas
normativamente— que existen en este ámbito. La implementación de
estas obligaciones, desde el punto de vista de la política pública, conlle-
va cierta dificultad en su puesta en marcha, en la medida que impone la
necesidad de criterios complejos de intervención, así como la obligación
de hacer compatibles distintos principios de regulación, para atender a
diferentes audiencias y resolver demandas de distinto tipo.

En este sentido, las iniciativas de servicio universal pueden poner en
tensión el diseño de regulación, ya que se trata de unas iniciativas que im-
plican políticas de carácter social, no necesariamente orientadas a mejorar
la eficiencia de los mercados, y unas formas de intervención que pueden
implicar también instrumentos no regulativos, de tipo fundamentalmente
redistributivo. No obstante este trabajo no se centra tanto en el análisis de
las políticas de servicio universal que llevan a cabo las agencias regulado-
ras u otras instituciones públicas, sino en debatir el lugar que ocupan las
agencias reguladoras en el plano de la política pública, y en analizar sus ca-
pacidades institucionales para gestionar políticas con objetivos múltiples.
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El objetivo de este capítulo es identificar parcialmente qué rol pue-
den desempeñar las agencias reguladoras en un contexto de políticas pú-
blicas más complejas, donde los temas de servicio universal constituyan
un componente relevante de los diseños de políticas y, por tanto, requie-
ran de capacidades técnicas y profesionales bastante sofisticadas, así
como mecanismos de protección y filtro frente a potentes intereses de ca-
rácter económico, o de sectores de consumidores privilegiados. Apunta-
mos que las agencias reguladoras han desarrollado unas capacidades sig-
nificativas en términos de gestión pública y de relación institucional, que
constituyen un capital acumulado muy importante en el contexto de debi-
lidad administrativa propio de América Latina, y que podrían integrar
progresivamente políticas que incluyan también el desarrollo del servicio
universal, de forma integrada con las políticas orientadas a mejorar la efi-
ciencia de los mercados. Este trabajo contiene dos partes claramente dife-
renciadas. La primera ofrece una reflexión de conjunto sobre el desarro-
llo de las agencias reguladoras y su impacto institucional en las últimas
décadas, de modo comparativo y conceptual, mientras que la segunda
analiza cómo se articula institucionalmente el servicio universal, a partir
de la información empírica presentada, y los planteamientos realizados en
la primera parte del trabajo. Unas reflexiones finales concluyen el traba-
jo. Los elementos conceptuales analizados y las evidencias empíricas, que
agrupan un amplio conjunto de variables se centran en tres dimensiones:
a) los procesos de innovación y difusión de las agencias reguladoras; b)
Las características institucionales de las agencias y el nivel de autonomía
que han alcanzado; c) las voluntades y las capacidades para la innovación
institucional de las nuevas agencias reguladoras analizadas de acuerdo
con las variables previamente presentadas.

2. La expansión de las políticas de regulación y los nuevos
diseños institucionales

Regulación, innovación política y difusión de las agencias
reguladoras autónomas

Actualmente, en cualquier ámbito puede encontrarse una actividad cons-
tante orientada a desarrollar normas de aplicación obligatoria para los
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ciudadanos y empresas afectadas. Son reglas que establecen con crecien-
te detalle, sobre cómo deben ser los procesos, los comportamientos, los
productos o los servicios que se transfieren en cualquier interacción so-
cial. Sin embargo, también ocurre a veces que el bosque no deja ver los
árboles y cuando se habla de regulaciones, y de incremento de regula-
ciones, se están mezclando muchas cosas distintas: desde normas técni-
cas de estandarización, hasta criterios de salud para la protección del
consumidor, pasando por reglas que establecen las pautas de interacción
entre agentes en mercados imperfectos, o procedimientos para el propio
funcionamiento de las administraciones públicas y sus interacciones con
los ciudadanos (Baldwin, Scott y Hood, 1998).

Estas innovaciones en las políticas reguladoras, surgieron funda-
mentalmente en los países desarrollados para resolver sus problemas de
diseño de políticas públicas y generaron numerosos debates sobre su ade-
cuación y resultados (véase Hood, 1998 o Moran, 2002). No obstante, su
impacto llegó también, casi simultáneamente, a muchos países en desa-
rrollo, a menudo como recetas para resolver casi cualquier problema de
las administraciones públicas (Ramió, 2001). En este sentido América
Latina no fue una excepción. Las ideas de la nueva gestión pública se di-
fundieron prontamente en la región, y tuvieron una amplia recepción. En
diversos países estas ideas se combinaron con las políticas de privatiza-
ciones, produciendo como resultado regulaciones con diseños muy inno-
vadores y complejos instrumentos, al estilo de las propuestas que se de-
batían en los países desarrollados.

De hecho, en América Latina, la utilización de políticas regulativas
como forma de gobernanza comienza tardíamente, y durante muchas dé-
cadas se limita a algunos sectores muy concretos. A pesar de la fuerte in-
fluencia norteamericana en la región, solo unos pocos sectores, básica-
mente en el campo financiero, marcaron el proceso de difusión de las
políticas regulativas en la región a lo largo del siglo XX. Solo a lo largo
de la segunda mitad del siglo, se produjeron cambios de políticas y nue-
vos desarrollos institucionales con una base sectorial, destacando casos
como las telecomunicaciones y la energía. Finalmente, fue durante la dé-
cada de los noventa cuando se observó una intensa difusión intersectorial
de las políticas reguladoras en el interior de numerosos países (Jordana y
Levi-Faur, 2004, 2005).

Se ha identificado que la difusión de nuevos modelos de políticas pú-
blicas, como las reformas reguladoras en las últimas décadas, se produce en

Agencias reguladoras e institucionalización  147

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 147



diversas direcciones de forma simultánea. Por una parte, dentro de un mis-
mo sector, unos países influyen a otros; por otra parte, dentro de un mismo
país, también se detecta la difusión de modelos de unos sectores a otros; fi-
nalmente, también es posible encontrar procesos más globales, consideran-
do el plano internacional, de un país a otro, sin relación a un sector especí-
fico. En el análisis de casos específicos de regulación económica en la
región, es muy importante tener en cuenta la existencia de fuertes influen-
cias externas, muchas veces motivadas fundamentalmente por mecanismos
de imitación sobre experiencias de otros países (Weyland, 2004).

En consonancia con la expansión de las políticas regulativas, el
«nuevo» modelo institucional de las autoridades reguladoras autónomas
experimentó una fuerte difusión durante la década de los noventa en un
gran número de países de América Latina, y se aplicó asimismo en múlti-
ples sectores, especialmente en los servicios de distribución (public utili-
ties) como electricidad o telecomunicaciones, y con menor intensidad en
otros ámbitos de políticas públicas (para una revisión, véase Moran, 2002).
Los nuevos diseños institucionales se extendieron muy rápidamente en la
región, en paralelo o como consecuencia de las numerosas iniciativas pri-
vatizadoras que también se produjeron durante aquella década. No se trata-
ba tampoco de un modelo institucional completamente nuevo. En realidad,
ya desde los años veinte se habían estado creando agencias reguladoras
autónomas en diversos países de América Latina, especialmente en los
sectores financieros. Por otra parte, el modelo de agencia administrativa
autónoma había proliferado intensamente en la región durante las décadas
de las políticas de proteccionismo que dominaron la región desde los años
treinta hasta los setenta. En este sentido, no hay duda de que existían refe-
rentes no muy lejanos dentro de las tradiciones estatales latinoamericanas
para la figura de las agencias reguladoras autónomas, que se expandieron
de forma tan intensa en la región en los años noventa.

Sin embargo, la fórmula institucional de referencia llegó del exte-
rior de la región a finales de los años ochenta, basada en el modelo de los
bancos centrales independientes y las fórmulas anglosajonas de agencia
reguladora. Así, se impuso en los años noventa para numerosos sectores
económicos una lógica de lo «apropiado», difundida por las redes de ac-
tores internacionales, que planteaban la necesidad de adoptar el modelo
de autoridad reguladora autónoma como un actuación clave para impul-
sar el nuevo modo de hacer políticas regulativas, considerando que la
autonomía del regulador constituía una garantía de «modernidad» en la
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nueva era abierta después de las privatizaciones y la apertura de los mer-
cados. Sin duda, esta lógica de lo «apropiado» facilitó la difusión de for-
ma acelerada del nuevo modelo institucional, aunque tal difusión no in-
cluyó un mimetismo absoluto sobre las características de las autoridades
reguladoras, ya que en cada caso tomaron adaptaciones específicas, se-
gún las características de cada sector y país, tanto en lo que se refiere al
carácter de su independencia como al ámbito de sus responsabilidades.

Como es posible observar en la figura 1, se produjo una tremenda
explosión en la creación de agencias reguladoras durante los años noven-
ta. Otro aspecto interesante que podemos observar es que se generó una
tendencia muy similar entre Europa y América Latina. Por lo tanto, este
proceso de difusión no fue solo un fenómeno de carácter latinoamericano,
ni tampoco una particularidad europea. Podríamos decir que se trató de un
fenómeno global, para muchos sectores distintos, que configuró la pre-
sencia de una agencia reguladora como un elemento central de la política
pública de su respectivo sector y de los debates en torno a su orientación.

La rapidísima difusión del modelo de autoridades reguladoras autó-
nomas nos plantea la pregunta de hasta qué punto la difusión de este mo-
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FIGURA 1
La difusión de agencias reguladoras en 36 países y 7 sectores (porcentaje de

cobertura)

FUENTE: Gilardi, Jordana y Levi-Faur (2006).

90 –

80 –

70 –

60 –

50 –

40 –

30 –

20 –

10 –

0 –

1970

Europa 

América Latina 

1980 1990 20001975 1985 1995

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 149



delo institucional reflejó la influencia de Estados Unidos como principal
referente de innovaciones de políticas y cambios institucionales en las
últimas décadas, con su tradicional modelo regulador como referencia
básica. También podemos preguntarnos si la difusión de estas innovacio-
nes no se debe en buena parte a que el modelo de autoridades autónomas
se convirtió en un referente simbólico, como muestra de la forma institu-
cional más «apropiada» para desarrollar las políticas regulativas después
de los procesos de liberalización económica. Se trataría entonces de un
fenómeno de isomorfismo institucional, en el que la homogeneidad del
conjunto respondería a las presiones sociales y profesionales para adap-
tarse a las formas predominantes en sus contextos. Con este enfoque, se
puede considerar más fácilmente que la adopción de innovaciones insti-
tucionales contemple dos niveles distintos, con sus respectivas lógicas.
Un primer nivel se refiere a los efectos de imitación en una escala global,
donde el incremento del número de casos que adopta la innovación hace
aumentar su valor; y un segundo nivel se refiere a los efectos de la adap-
tación en una escala local, sectorial o nacional, donde el valor depende
de su capacidad de rendimiento institucional. En este sentido, hay que te-
ner en cuenta que el modelo de las autoridades reguladoras autónomas,
como fórmulas institucionales, incluye suficientes grados de flexibili-
dad como para poder encajar en distintos contextos, ejerciendo distintas
funciones en la práctica, más allá de su propia eficacia simbólica.

En todos los países, las nuevas autoridades reguladoras se encuen-
tran insertas en contextos institucionales creados en períodos previos,
para formas distintas de intervención pública y que, en mayor o menor
grado, siguen teniendo capacidad de acción para participar en la defini-
ción de la política. En este sentido, nos encontramos con una acumula-
ción de instituciones que intervienen en una misma área de políticas pú-
blicas. La combinación de organismos públicos especializados, con otros
de alcance más general (como los encargados de la defensa de los consu-
midores, o de garantizar competencia), con cierto grado de conflicto en-
tre ellos, nos muestra también que, con mayor o menor independencia,
las autoridades reguladoras representan solo una parte de la arena insti-
tucional en la que se realiza la política. Así, nos encontramos que, in-
cluso existiendo una aparente similitud de las nuevas instituciones re-
guladoras en numerosos países y sectores, los contextos institucionales
en los que operan pueden ser muy diversos y, por tanto, sus interacciones
pueden producir efectos muy distintos. También hay que tener presente
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que los distintos actores públicos y privados que participan en las políti-
cas regulativas reaccionan de forma agregada al conjunto de incentivos
institucionales —persiguiendo sus intereses— y no de forma diferente
para cada una de las instituciones presentes (Jordana y Sancho, 2004).

Las características institucionales de las agencias reguladoras y su
aspiración a ser independientes

El diseño institucional de las agencias reguladoras puede ser muy distin-
to, no es siempre el mismo cuando las observamos con detalle. Cuando el
gobierno desea una intervención más activa de las agencias en el merca-
do, puede asignarle más poder de regulación a las agencias. Por el contra-
rio, cuando se espera que el gobierno guíe más directamente las políticas
del sector, son asignadas menores responsabilidades a la agencia regula-
dora. También si el gobierno (o el legislador) tiene el temor de que la
agencia pueda ser capturada fácilmente por los intereses empresariales,
la regulación tenderá a ser muy detallada en términos legales, dificultan-
do a las agencias una interpretación flexible de la regulación básica. Por
lo tanto, podemos encontrar una variedad de diseños institucionales, de-
pendiendo de las intenciones de los gobiernos y legisladores y de su vi-
sión del mercado. No obstante, en general las agencias se orientan a con-
trolar —y en cierto modo— organizar los mercados que regulan. Una de
las razones que juegan a favor de la autonomía es que así estas institu-
ciones consiguen evitar ser consideradas por los actores del mercado
como una parte integral de las burocracias públicas, y más cercanas a la
cultura empresarial, realizando un tipo de intervención activa más cerca-
na al mundo de las empresas.

Si se revisa un país pionero en impulsar políticas reguladoras avant
la lettre en los años ochenta, como la dictadura de Pinochet en Chile, ve-
mos que las agencias reguladoras se articularon casi sin precedentes, solo
se impulsó levemente la transformación de su modelo de Estado y apenas
se crearon nuevas agencias reguladoras (Kurtz, 2001). Los criterios de
autonomía en la gestión y la ruptura con las tradiciones burocráticas pre-
dominaron claramente por encima de los criterios de autonomía política
para la construcción de las instituciones reguladoras. Sin embargo, en los
años siguientes, cuando las políticas reguladoras se difundieron por
América Latina, el modelo institucional asociado se basó en la lógica de
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la delegación, defendiendo la autonomía política del regulador con res-
pecto al gobierno con argumentos basados en la estabilidad y la credibi-
lidad de las decisiones reguladoras, lo que entrañó unas consecuencias
más profundas sobre la estructura del poder estatal. En otras palabras: los
motivos por los que no se generalizó el modelo chileno, en términos de
cambios institucionales moderado, no parecen tener demasiado que ver
con el resultado de sus iniciativas de liberalización, sino que, simple-
mente, tales modelos iniciales no encajaban bien con los estándares ins-
titucionales que se configuraron como fórmulas «apropiadas» durante los
años noventa, más centrados en la idea de autonomía política.

Estos estándares, transmitidos por redes de actores que se movían
en un mundo cada vez más globalizado, a través de múltiples dimensio-
nes sectoriales y profesionales, tomaban como referencia las tradiciones
anglosajonas, y las particulares adaptaciones realizadas por los países
europeos a partir de los años ochenta, en el marco de la conformación del
Estado regulador señalado por G. Majone (1996) al analizar las particu-
lares constricciones del diseño institucional de los órganos políticos de la
Unión Europea. Sin embargo, dada la centralidad de estos países, en los
años noventa la fórmula de excepción se convirtió en el modelo por se-
guir en el contexto de las reformas reguladoras que se extendieron por
América Latina, impulsando intensos cambios institucionales de forma
generalizada. Puede añadirse que el éxito de la difusión, junto a la carga
simbólica de adoptar aquello «apropiado», se encuentra en la extraordi-
naria flexibilidad de los procesos de adaptación de las nuevas autorida-
des reguladoras a los ámbitos nacionales, incorporando criterios de auto-
nomía política en los distintos diseños institucionales adoptados.
Elementos como los sistemas de selección y nombramiento de los res-
ponsables de las autoridades reguladoras son buenos indicadores de esta
adaptación flexible, sin duda existe una gran diversidad de fórmulas, lo
que facilitó la adopción de estas nuevas fórmulas institucionales en con-
diciones bastante diversas, tanto relativas a las instituciones presentes en
cada país como por lo que se refiere a los condicionamientos internacio-
nales.

Hay que tener presente que las prácticas de construcción estatal se
encuentran también fuertemente afectadas por distintas concepciones
ideológicas y técnicas sobre cómo deben modularse las administraciones
públicas. Así, observamos que muchas reformas basadas en la creación o
fortalecimiento de instituciones reguladoras autónomas fueron impulsa-
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das por un esquema cultural común, que consideraba lo más apropiado
para ejercer tareas reguladoras este tipo de fórmulas institucionales. Las
influencias provenientes de los planteamientos de la nueva gestión pú-
blica, así como las propuestas normativas derivadas de la teoría de la
agencia y los incentivos, surgidas desde la teoría económica, han tenido
un peso importante en proponer modelos conceptuales para la definición
de estos nuevos diseños institucionales (Hood, 1998). Por ejemplo, la
idea de delegación, en el sentido de garantizar autonomía de decisión a
los responsables de las autoridades reguladoras, libre de las posibles in-
terferencias del ejecutivo o del legislativo, surge de este contexto, aun-
que luego pudiera ser intensamente reivindicada por colectivos profesio-
nales de distintos ámbitos sectoriales, para los que tales argumentos
significaban una esfera de protección en la toma de decisiones relativas
a su ámbito de políticas.

En todo caso, no hay duda de que el ideal de independencia inspiró
de forma decisiva muchos diseños de autoridades reguladoras estableci-
das durante los años noventa, configurándose incluso como un elemento
importante de la cultura política de esta época. Las interpretaciones aca-
démicas sobre la aparición de instituciones independientes a menudo ten-
dieron a convertirse en justificaciones ex ante, como, por ejemplo, el ar-
gumento de que la existencia de reguladores independientes aumentaba
la credibilidad de las políticas reguladoras, facilitando así la atracción de
nuevas inversiones (bajo el supuesto de que las políticas serían estables
y consistentes, al margen de las influencias derivadas de la lucha políti-
ca y electoral). Especialmente en los ámbitos económicos, donde se pro-
dujeron de forma asociada procesos de privatización y apertura de mer-
cados, este tipo de argumentos tuvo una gran influencia; aunque solo
fuera para mostrar formalmente, a la comunidad internacional corres-
pondiente, que se habían hecho todas las transformaciones necesarias
para superar las patologías burocráticas de períodos históricos anteriores.

Un aspecto muy presente en el gran boom de las agencias regula-
doras es la cuestión de la profesionalización. En general, los puestos de
trabajo en las agencias no fueron ocupados por funcionarios generalistas,
como los que ocupan las posiciones en muchos ministerios. Por el con-
trario, las agencias se identifican con unos perfiles profesionales muy
técnicos, a menudo vinculados a las capacidades profesionales de los
economistas, y frecuentemente con conexiones internacionales muy in-
tensas. Se trata de un nuevo perfil de empleado público, los reguladores,
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que se ha expandido fuertemente en las últimas décadas gracias al desa-
rrollo institucional de las agencias reguladoras, con unas características
distintas a los perfiles tradicionales de los profesionales de la adminis-
tración pública. Su misión es controlar los mercados, más allá de los ma-
tices sobre los grados de independencia. Realmente, para los debates so-
bre diseños institucionales es más relevante el tema de la capacidad para
guiar y supervisar el mercado, y menos el grado absoluto de independen-
cia en relación con otras instituciones públicas con legitimidad democrá-
tica. Habría que entender la independencia formal como un concepto
multidimensional, donde distintos aspectos pueden tener un impacto dis-
tinto. Además, el grado de independencia efectiva puede ser distante de
la independencia formal, y solo mediante el análisis de la preferencias y
de decisiones tomadas por los distintos actores relevantes puede analizar-
se de forma detallada este aspecto (Maggetti, 2007).

Voluntades y capacidades para la innovación institucional de las
agencias reguladoras

Se plantea en este apartado el análisis de la evolución reciente y la situa-
ción actual de los nuevos diseños institucionales vinculados a las políti-
cas regulativas, con especial atención a su capacidad para generar insti-
tuciones diferenciadas a las características de su administración pública
de referencia.

Aunque estos procesos de difusión, comentados en el apartado an-
terior, se han interpretado en términos de isomorfismo institucional, su
análisis conduce a destacar las diferencias entre los distintos países, tan-
to en el diseño de las políticas regulativas como en las constelaciones
institucionales asociadas (Jordana y Sancho, 2004). Unas diferencias que
tienden a explicarse por la propia realidad institucional de cada país, des-
tacando el peso de sus tradiciones y su cultura administrativa (Yseilka-
git, 2004), y que se interpretan en muchos casos en términos de path de-
pendence y proceso de institucionalización de las reformas promovidas.
Una cuestión que puede enmarcarse en el debate sobre el impacto de re-
ferentes internacionales en los sistemas administrativos de cada país, y
ello en unos contextos muy diferenciados como los europeos (Torres,
2004) o los asiáticos (Cheung, 2005), pero que son totalmente transferi-
bles a la realidad de las instituciones administrativas de América Latina.
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Se propone revisar el alcance efectivo de los procesos de difusión
institucional y de isomorfismo destacados en la literatura, intentando
aportar explicaciones a las diferencias detectadas. Para ello, y tomando
como punto de referencia la importancia otorgada a las tradiciones ad-
ministrativas nacionales y a los efectos de path dependence, se intentará
establecer generalizaciones o modelos basados en el grado de institucio-
nalización que caracteriza a buena parte de los ámbitos y de los países la-
tinoamericanos.

Para ello se presenta un esquema basado en dos ejes, uno referido a
la voluntad y motivación para reforzar la institución y otro, a la capaci-
dad organizativa para mantener y reforzar la institución. El esquema des-
cribe la institución en la medida que incluye en el análisis elementos
vinculados a la dimensión relacional y de reglas del juego de la organi-
zación con su entorno de referencia, además de las variables referidas es-
pecíficamente a la dimensión de cambio organizativo.

El esquema propone centrar el análisis dinámico, vinculado al cam-
bio y a la innovación institucional de las dimensiones anteriores, en dos
variables:

a) la primera, la voluntad para reforzar la institución, se refiere a
la existencia de una motivación clara y sostenida en el tiempo
para transformar los arreglos institucionales vigentes. Esta mo-
tivación puede deberse a presiones internas promovidas por ins-
titutional entrepreneurs o por comunidades de especialistas
vinculados al ámbito sectorial de la organización, pero también
a presiones externas promovidas por un cambio de orientación
en el gobierno del Estado o por organismos internacionales,
apoyados por coyunturas favorables en el nivel social, económi-
co y/o político. La referencia a estas coyunturas favorables se
conecta con factores como la capacidad de grupos sociales para
presionar a los gobiernos y las New Public Expectations apunta-
das por Manning (2001), o las presiones derivadas de la conten-
ción presupuestaria en contextos macroeconómicos desfavora-
bles y la necesidad de controlar el gasto público, señaladas por
Hood (1998) al comentar la motivación de los gobiernos para
adoptar las propuestas del la Nueva Gestión Pública, entre otras.

b) la segunda, la capacidad para mantener y reforzar la institución,
se refiere a las condiciones organizativas que pueden facilitar la
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consolidación del cambio propuesto, atendiendo especialmente al
ámbito de la gestión de los recursos humanos. Aunque cada tipo
de cambio puede requerir distintas condiciones organizativas para
su mantenimiento y consolidación, el argumento de partida desta-
ca la relevancia de factores como el grado de estabilidad de la
plantilla profesional y la existencia de sistemas de carrera profe-
sionales basadas en el mérito. La idea subyacente es que indepen-
dientemente del tipo de modificaciones propuestas, la existencia
de un núcleo de profesionales estables en la organización, reclu-
tados y promovidos mediante criterios meritocráticos, constituye
un elemento estratégico para la consolidación del nuevo diseño
institucional. Por ejemplo, el proceso de reforma del sistema de
servicio civil de Brasil resulta un ejemplo interesante que hay
que considerar en este sentido (Gaetani, Heredia, 2002). Se in-
cluyen en este análisis factores como la conexión entre las reglas
formales y las prácticas habituales o los estándares de conducta
de los profesionales que la integran (Manning, 2001), o la com-
posición del policy subsystem en el que la organización desarrolla
su actividad (Barzelay, 2001), atendiendo a aspectos como la
fragmentación orgánica y la dispersión del poder o la existencia
de veto players, para facilitar o impedir las oportunidades de los
líderes para introducir el cambio (Hood, 1998).

La combinación de los dos ejes ofrece cuatro escenarios (figura 2) en los
que se ubican los nuevos diseños institucionales analizados en los res-
pectivos estudios de caso previstos.

Los indicadores referidos a capacidad y motivación para reforzar la
institución parten de las siguientes consideraciones:

• La institución se refiere al conjunto de reglas del juego que con-
tribuyen a definir los procesos de relación entre la organización
encargada de la actividad regulativa y la red de actores vincula-
dos al ámbito.

• Reforzar la institución significa, por lo tanto, incrementar el gra-
do de aceptación de estas reglas del juego por parte de los agen-
tes implicados para mejorar la eficacia de la actividad regulativa.
Ello supone, entre otras cuestiones, que la institución registra un
grado de permanencia a lo largo del tiempo y, aunque algunos ac-
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tores mantengan posiciones enfrentadas o divergentes entre sí,
acepta estas reglas del juego como las más apropiadas.

• Aunque existen diversos mecanismos complementarios para in-
crementar la aceptación y permanencia de la institución se centra
la atención en las características del nuevo diseño institucional u
organización encargada de la actividad regulativa.

La hipótesis vinculada a los argumentos anteriores sostiene que una or-
ganización profesionalizada y estable cuenta con una mayor capacidad
para desarrollar la actividad regulativa y controlar su cumplimiento, y
además ofrece mayor credibilidad al resto de agentes implicados. Pero
esta capacidad no es suficiente para consolidar la institución puesto que
debe existir, además, una voluntad clara y explícita por parte de la direc-
ción política, tanto de la propia institución como del ministerio respon-
sable del ámbito regulativo considerado.

A partir de esta clasificación inicial, se propone vincular los resul-
tados obtenidos en las dimensiones referidas al refuerzo de la institución
y a su sostenibilidad con los resultados de la actividad desarrollada por
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FIGURA 2
Capacidad y voluntad para reforzar la institución

FUENTE: elaboración propia a partir de Hood (1998), Manning (2001) y World Bank (1997).
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las organizaciones analizadas. Se pretende con ello establecer vincula-
ciones entre las soluciones organizativas adoptadas para cada ámbito de
políticas regulativas con sus efectos y rendimientos de las políticas regu-
lativas. La combinación de las tres variables dará lugar a un tipo de grá-
fico como el de la figura 3.

Aunque obviamente el resultado y las relaciones entre las variables
analizadas revisten una mayor complejidad que la reflejada en la figura,
la información sintetizada recogida en esta pretende establecer una pri-
mera aproximación al análisis de las transformaciones del Estado y el
surgimiento de nuevos diseños institucionales en los ámbitos de las polí-
ticas regulativas.

El esquema analítico se complementa con un análisis orientado a
destacar el grado de similitud o de diferenciación entre el modelo de
organización y de gestión de recursos humanos de los nuevos diseños
institucionales con relación a la administración estatal a la que se vin-
culan. Se persigue con ello aportar evidencias a los argumentos que
apuntan a la utilización de estas fórmulas organizativas no tan solo para
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FIGURA 3
Actividad regulativa y capacidad y voluntad para reforzar la institución

FUENTE: elaboración propia.
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cumplir simbólicamente los requerimientos establecidos por agentes
externos, sino también como vías para escapar de los problemas de ges-
tión propios de unas administraciones demasiado difíciles de transfor-
mar.

El análisis comparativo incluye también una aproximación orienta-
da a identificar las dinámicas de path dependence en los nuevos diseños
institucionales atendiendo a las particularidades que caracterizan su apa-
rición, destacando especialmente aquellos casos en que se han generado
condiciones que permitan superar o alterar la trayectoria previa que tenía
su origen en el ministerio de referencia.

Ante la creación de una agencia reguladora como un nuevo diseño
institucional con el objetivo de lograr un diseño más adaptado a las ne-
cesidades de la política reguladora y, con ello, conseguir un buen rendi-
miento regulador pueden surgir distintas posibilidades. En primer lugar
hay que destacar que la nueva agencia reguladora no surge de la nada,
sino que hay un conjunto de trayectorias previas que configuran las re-
glas institucionales del momento (unidades ministeriales que tenían an-
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FIGURA 4
Planteamiento del análisis comparativo entre diseños institucionales

FUENTE: elaboración propia.
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tes las competencias reguladoras, conjunto de relaciones entre la dimen-
sión política, la dimensión profesional y los regulados). El momento de
creación de la nueva agencia reguladora se convierte en un critical junc-
ture que puede cambiar o no de forma significativa los antiguos arreglos
institucionales. A partir de este nudo crítico pueden suceder tres tipos de
trayectorias diferentes (figura 4):

a) Mantenimiento de la trayectoria previa: se trataría de un caso
típico de sendero de dependencia en el que la nueva agencia
tiende a reproducir los viejos arreglos institucionales. Se renue-
va simbólicamente el continente de la política regulativa pero se
mantienen las tendencias básicas del contenido. Esta posibili-
dad de continuidad puede explicarse por varios factores dife-
rentes o por una combinación de ellos: la colonización de la
nueva agencia por parte de los funcionarios ministeriales que
tienden a reproducir sus esquemas institucionales, baja inde-
pendencia y autonomía de la agencia por el predominio del
principal que impone sus reglas del juego, lógica de clientelis-
mo político del nuevo personal de la agencia, etc.

b) Logro de una nueva trayectoria adaptada a la política regula-
dora: que según la independencia y autonomía derivada de la
neutralidad y calidad de sus profesionales se logre una alta cali-
dad de la actividad reguladora. Esta opción implica conseguir
los objetivos teóricos para los que se creó el nuevo modelo ins-
titucional. Se consigue cambiar las relaciones entre los poderes
políticos, administrativos y los regulados de acuerdo al predo-
minio de una autonomía burocrática de carácter autónoma y
neutral. Para lograr este camino debe existir motivación y capa-
cidad institucional.

c) Logro de una nueva trayectoria pero no adaptada a la política
reguladora: a priori podría parecer que del critical juncture solo
se puede esperar el fracaso (mantenimiento de la trayectoria
previa) o el éxito (logro de una nueva trayectoria más adaptada
a la política). Pero también es posible un tercer vector, muy rico
en opciones, que consiste en la articulación de distintas presio-
nes y lógicas institucionales que pueden generar unas nuevas
trayectorias aleatorias, pero no adaptadas a la política regulado-
ra. Hay muchas posibilidades: por ejemplo una nueva agencia
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reguladora que se alimenta de personal que procede mayorita-
riamente del sector regulado y que no regula de forma neutral
ya que no posee autonomía con respecto al sector (esta es una de
las muchas posibilidades de trayectorias diferentes a las ante-
riores, pero no adaptadas a las necesidades de la política regula-
dora).

3. La institucionalización de las agencias reguladoras y el
servicio universal

Agencias reguladoras y gestión del servicio universal

El papel de las agencias reguladoras en relación con la definición y ges-
tión de los fondos de servicio universal es muy diverso, y no existe un
patrón único en la región. Tomando como ejemplo el sector de las tele-
comunicaciones, donde el número de agencias reguladoras establecidas
es muy elevado —casi todos los países de América Latina disponen en la
actualidad de una agencia reguladora operativa en este sector— vamos a
examinar la pluralidad de arreglos institucionales existentes, con el fin de
extraer algunos patrones de similitud y emplazar nuestra reflexión en el
marco del debate sobre el fortalecimiento institucional de las agencias
reguladoras, años después de su fuerte expansión en la región.

Por otra parte, en casi todos los países de la región existen fondos de
servicio universal en el ámbito de las telecomunicaciones, ya operativos
desde hace algunos años. Su orientación es algo diversa, ya que algunos se
concentran fundamentalmente en la extensión de las redes de telecomuni-
caciones, mientras que otros incluyen también acciones para la difusión de
Internet, y también podemos encontrar presentes otras finalidades más di-
versas en algunos casos. Casi todos estos fondos se establecieron formal-
mente en el momento en que se produjo la liberalización de las telecomu-
nicaciones en los respectivos países. Las nuevas leyes generales de
telecomunicaciones que se promulgaron, en muchos casos durante los años
noventa, incluían las provisiones y definiciones necesarias para iniciar un
fondo de servicio universal en el sector. Algunos países, como Colombia,
disponían de tales fondos con anterioridad, pero la gran mayoría los intro-
dujeron como un elemento de carácter compensatorio —por lo menos en
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términos conceptuales— en el momento de implantar una lógica de mer-
cado en este sector, que durante muchas décadas había estado gestionado
en forma de monopolio, generalmente público, en casi toda la región.

Sin embargo, en la mayor parte de los casos los fondos no se pusie-
ron en funcionamiento inmediatamente, al mismo tiempo que se liberali-
zaba el mercado y se privatizaban los antiguos operadores monopolistas
en cada país. Los motivos fueron diversos, desde una cuestión práctica
relacionada con disponer de suficiente capacidad para recoger informa-
ción sobre el sector y su evaluación hasta el peso de los antiguos opera-
dores monopolistas en el mercado, que seguían gestionando internamen-
te, hasta cierto punto, algunas obligaciones de servicio universal. No
obstante, la situación era muy diversa según los países, en función de los
compromisos contraídos en los procesos de privatización por parte de las
empresas adquirientes. Por todo ello, y otros motivos no especificados,
durante los años en que transcurrió el proceso de transición del monopo-
lio al mercado en los países de la región —que coincidieron con los años
noventa en muchos casos—, los fondos de servicio universal apenas se
desarrollaron e implementaron, salvo pocos casos. En este sentido, la
elaboración de los reglamentos para poder poner en práctica los fondos
de servicio universal establecidos por las leyes generales de telecomuni-
caciones se fueron dilatando en el tiempo y, en algunos casos, pasaron
bastantes años hasta que se lograron promulgar.

En el cuadro 1 se puede observar esta situación. Por un lado, en-
contramos la columna que señala el año de creación de la agencia, que
representa un buen indicador —aunque no exacto— del momento en que
se legisló la liberación de sector en cada país, mientras que por otro, te-
nemos la columna que muestra el año en que fue aprobado el reglamen-
to para la puesta en práctica del servicio universal en el país. Aunque en
algunos países su desarrollo fue bastante rápido, no es extraño observar
muchos casos en que la diferencia se sitúa en un período de entre cinco y
diez años desde el momento de la creación de la agencia. México con sie-
te años, Argentina con diez, Chile con nueve, son ejemplos claros de esta
tendencia. El caso de Brasil es algo excepcional, al poner en funciona-
miento el fondo solo tres años después de la creación de la agencia. Tam-
bién es necesario mencionar que algunos países aún no han establecido
el fondo de servicio universal, como Uruguay o Panamá, y en otros ca-
sos, a mediados de 2008 se encontraba aún en proceso de debate legisla-
tivo (Honduras). De todas formas, como se puede observar, se trata de
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países bastante pequeños, que han experimentado un proceso de liberali-
zación del sector muy lento, lo que posiblemente implique que la difu-
sión de los fondos de servicio universal también les alcance finalmente.

Dejando aparte lo casos en los que no se ha introducido ningún fon-
do, encontramos dos grandes opciones institucionales para la implemen-
tación de los fondos. Una posibilidad es que sea la propia agencia de re-
gulación la que se encargue de la gestión del fondo, o incluso también de
la definición de sus objetivos; y otra, que sea directamente el ministerio,
u otra unidad administrativa en quien este delegue (agencia no regulado-
ra), la que se ocupe de poner en práctica el funcionamiento del fondo de
servicio universal. En cuanto a la arquitectura institucional de los fondos
de servicio universal, es muy frecuente encontrar un sistema de doble ni-
vel, donde una entidad establece la prioridad y los criterios de distribu-
ción de recursos, y otra se ocupa de la gestión del fondo, especialmente
por lo que se refiere a la implementación de los distintos programas.

Observando el cuadro 1, encontramos una distribución bastante
equitativa entre los dos modelos apuntados. En ocho países de la región,
incluidos casos como Argentina o Brasil, es la agencia reguladora la que
se ocupa de la implementación del fondo de servicio universal. Por otro
lado, hay cinco países en los que el ministerio que tiene la responsabili-
dad sobre las telecomunicaciones mantiene la gestión del fondo, como en
Colombia o México. Además, en otros tres países (Bolivia, Ecuador y El
Salvador), los recursos del fondo de servicio universal de telecomunica-
ciones se integran en entidades públicas que gestionan fondos más gene-
rales, sobre todo orientados hacia múltiples aspectos del desarrollo rural.
Dado que se trata de países pequeños, en estos casos parece tener bas-
tante sentido la integración de estos recursos derivados de las comunica-
ciones en fondos de desarrollo con un carácter más general —que inclu-
yan también las propias telecomunicaciones—.

Exceptuando dos casos, en los otros casos de agencias reguladoras
que tienen asignada la gestión de los programas de servicio universal, in-
cluyendo la administración del fondo, en sus organigramas destaca clara-
mente la presencia de esta actividad. En todos estos casos constituye una
división de primer nivel, definiéndose como un área de gerencia o una di-
rección propia, a menudo con una relación directa con la presidencia o la
dirección general de la agencia reguladora. También se observa una pre-
sencia destacada y singular del fondo de servicio universal en las páginas
web de cada agencia. No obstante, la supervisión y definición de las prio-
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ridades del fondo las establece el ministerio responsable de las comunica-
ciones en la mayor parte de los casos. Solo en algunos países pequeños,
como Paraguay o República Dominicana, encontramos que es la propia
agencia la que regula las prioridades del fondo de servicio universal.

Otra observación interesante es que en los casos en que el fondo es
administrado directamente por el ministerio responsable de comunicacio-
nes, o por una unidad gestora especial, la supervisión y definición de prio-
ridades del fondo no las establece el propio ministerio o la unidad espe-
cial, sino que se articulan a través de un consejo en el que participan
diversos ministerios, y a veces incluso la propia presidencia de la Repú-
blica —o en ocasiones algunos actores económicos y sociales—. Se trata
sin duda de una lógica institucional distinta a la estructura examinada an-
tes de la agencia como administradora del fondo y el ministerio como de-
finidor de prioridades, aunque también buscan establecer una estructura
de doble nivel para garantizar los equilibrios institucionales necesarios
para el manejo de estos fondos. Solamente hemos identificado dos casos
de cambio de modelo, ambos desvinculados del fondo de la agencia regu-
ladora. Se trata de Bolivia en 2004 y de Perú en 2006. En Bolivia el fon-
do se trasladó a una agencia de desarrollo rural, que incluía la extensión
de las redes de telecomunicaciones entre sus objetivos. En Perú, después
de un cambio de gobierno, la administración del fondo de servicio uni-
versal FITEL se trasladó de la agencia reguladora OSIPTEL a una unidad
especial dependiente directamente de propio ministerio (aunque no se es-
tableció entonces un sistema de control externo al propio ministerio).

Los fondos y el fortalecimiento institucional de las agencias
reguladoras

El diseño institucional de las agencias reguladoras implica un modelo hí-
brido en el que se ha innovado y se ha tomado como referencia experien-
cias exitosas de ámbitos de gestión pública del propio país, de otros países
de América Latina y, finalmente, también de modelos de los países desa-
rrollados de referencia. También la definición institucional de los fondos
de servicio universal sigue una lógica parecida, con adaptaciones según
las características del país, pero también con influencias externas. La crea-
ción de fondos en Chile y Perú, en los años 1993 y 1994 respectivamente,
sin duda constituyó un referente para otras experiencias posteriores en los
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países de la región. Por otra parte, los modelos externos para la gestión del
servicio universal también tuvieron alguna influencia. Así, por ejemplo,
en algunos países como México o Colombia, la desvinculación entre el
fondo y la agencia reguladora desde el inicio pudieron ser debidas a una
mayor influencia norteamericana en su modelo institucional.

Para una buena parte de las agencias reguladoras analizadas, a me-
nudo es posible detectar «yacimientos institucionales» que han sido los
modelos de referencia, dentro de la realidad administrativa de cada país.
Las dos características básica de un «yacimiento institucional» son: a) ser
un modelo de excelencia e innovación sostenible en materia de gestión
pública (este concepto es importante ya que en materia de innovación hay
que distinguir organizaciones que tienen un tiempo concreto de excelen-
cia y mejora de aquellas organizaciones que llevan tiempo gestionando
bajo parámetros de calidad) en el marco de un sistema profesionalizado
de sus empleados; b) que sean o hayan sido modelos de referencia para
otras organizaciones más nuevas o que se han planteado una refundación.
Por otro lado, los organismos multilaterales han estimulado, contribuido
a la financiación, asesorado y supervisado la implementación de los nue-
vos modelos institucionales, incluyendo los diseños sobre el servicio uni-
versal, y generalmente han desempeñado un papel de catalizadores y
guías de estos procesos, fundamentalmente por la vía financiera. Estos or-
ganismos multilaterales pueden haber influido en el modelo seleccionado,
pero en modo alguno han impuesto modelos de forma forzada y descon-
textualizada de sus problemas específicos y de su entorno institucional.

Las islas de excelencia institucional se difunden, existiendo una po-
sitiva lógica de transferencia, entre estos enclaves institucionales y una
parte del entorno institucional del país (Ramió, 2007). El éxito de las
agencias reguladoras analizadas se justifica por existir previamente en
estos países enclaves de excelencia (bancos centrales, aduanas, recauda-
ción de impuestos) que fueron los modelos institucionales seguidos por
parte de estas agencias, mediante la contratación de algunos de sus pro-
fesionales. Esta circunstancia ha permitido evitar el diseño de agencias
descontextualizadas de su realidad nacional y que siguieran pautas de
isomorfismo mimético con agencias de países desarrollados de referen-
cia totalmente descontextualizados de la cultura política y administrativa
del país. Además, las primeras agencias difundieron sus fortalezas insti-
tucionales a las nuevas agencias que se iban creando (procesos de mime-
tismo, transferencia de profesionales), y, por descontado, a las nuevas
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áreas de actividad que iban asumiendo, como puede ser el caso de la ad-
ministración de los fondos de servicio universal. También estas agencias
estimularon que en el seno de los ministerios con los que se relacionaban
se generaran también, por procesos de emulación y transferencia, algu-
nos enclaves de fortaleza y excelencia profesional.

En el contexto de Latinoamérica, no se pueden desvincular estas
consideraciones sobre la capacidad institucional de las agencias del de-
bate sobre la ubicación institucional de los fondos de servicio universal
que hemos analizado anteriormente, especialmente en los momentos ini-
ciales de su establecimiento. A pesar de que en términos estrictamente
normativos la función del regulador independiente debería implicar su
aislamiento de cualquier otro tipo de actividades e iniciativas de política,
con el fin de evitar dilemas internos en las agencias reguladoras ente dis-
tintos principios de intervención, así como reducir también las posibilida-
des de influencias externas sobre las actividades de regulación, en térmi-
nos prácticos existen otros dilemas vinculados a la fortaleza institucional
y las capacidades de gestión de las distintas organizaciones públicas de
los países latinoamericanos que es necesario tener en cuenta. En este sen-
tido, la inclusión entre las responsabilidades de la agencia reguladora de
la administración del fondo de servicio universal, incluso años después
de la creación de la agencia, significa también un reconocimiento a su
capacidad de gestión, incentivando enclaves institucionales fuertes y de
excelencia, que de forma incremental van transformando la cultura polí-
tica y administrativa, consolidando una profesionalización del empleo
público y reduciendo espacios para el modelo clientelar.

Las agencias son nuevas instituciones públicas que nacen con unos
enormes incentivos para ser instituciones públicas sólidas, para superar el
tradicional déficit institucional de las administraciones públicas de la re-
gión, para aportar, mediante independencia y eficacia en sus actuaciones,
seguridad jurídica e institucional en los diversos sectores regulados. En
este sentido, está presente un conjunto de incentivos muy relevantes e iné-
ditos históricamente que favorecen el diseño de agencias reguladoras que
sean instituciones sólidas, independientes y eficaces, con capacidad para
asumir nuevos retos de gestión. Los casos más exitosos, desde un punto de
vista institucional, son aquellos que han evitado los procesos de emulación
absoluta de modelos externos (de países con otras realidades) y que han
diseñado sus instituciones atendiendo a su propio contexto político, admi-
nistrativo, económico, social y cultural de carácter nacional. Además, los
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casos de «excelencia institucional» en contextos dominados por institu-
ciones públicas precarias y clientelares se apoyan en la influencia de fac-
tores tales como la presión de instituciones internacionales, de los medios
de comunicación y de la opinión pública y de los costes políticos que se
derivan de intentar agredir a estas instituciones. Las experiencias de éxito
institucional (islas de excelencia) tienen la capacidad de reproducirse y de
transferir sus prácticas al resto del sistema institucional del país.

4. Conclusiones

Después de esta exposición sobre las agencias reguladoras, se puede de-
ducir que la estructura de los estados se está transformando en algunos
ámbitos importantes. Existe un número importante de islas de adminis-
tración pública que están más o menos conectadas entre ellas, pero sin la
fuerte dependencia jerárquica tradicional en el pasado. Estas islas se en-
cuentran conectadas también internacionalmente con otras instituciones
similares en otros países, con centros de conocimiento, o incluso con sec-
tores de otras organizaciones públicas como los ministerios o las cáma-
ras legislativas (Schlaugter, 2004). En el Estado regulador, un nuevo
modo de gobernanza económica está emergiendo, donde los profesiona-
les tienen el peso más destacado en el liderazgo de las políticas públicas,
y su articulación tiende a definirse más por redes relacionales que por las
tradicionales estructuras jerárquicas.

Para alcanzar mayor fortaleza institucional en las instituciones po-
líticas y administrativas de los países de América Latina a menudo se ha
optado por impulsar procesos de reformas generales y globales entre es-
tados. Por ejemplo para profesionalizar el empleo público se ha optado
por leyes y sistemas generales de impulso de servicio civil de carrera
(Spink, 1997; Oszlack, 2001; Bresser-Pereira, 2001; Sulbrandt, 2002;
Longo, 2004). Estas estrategias generales y de carácter macro han tendi-
do a fracasar, y actualmente tampoco tienen en cuenta las transformacio-
nes en curso en lo que se refiere a la emergencia del Estado regulador y
su nuevo modo de gobernanza, por lo que no es de extrañar que todos los
indicios parezcan confirmar que los procesos de reforma global iniciados
más recientemente también están fracasando (Ramió y Salvador, 2005).

Una alternativa a los procesos macro y generales de reforma es im-
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pulsar mejoras institucionales en ámbitos clave de los complejos institu-
cionales de los países de América Latina (bancos centrales, unidades de
recaudación de impuestos, aduanas, comercio exterior, administración de
justicia, servicios diplomáticos, etc.), incluyendo las agencias regulado-
ras (Wise, 2003; Pollit, Bouckaert, 2004; Flinders, 2004; Jordana y Levi-
Faur, 2004). Esta alternativa ha sido objeto de múltiples críticas ya que
se considera que estos enclaves de excelencia no se reproducen, no se di-
funden y operan como entidades aisladas que sucumben en lógicas nega-
tivas de carácter elitista y corporativo, generando externalidades negati-
vas en el sistema. Sin embargo, las perspectivas que defienden reformas
generales y homogéneas no entienden los procesos de difusión y emula-
ción institucional que se encuentran presentes intensamente en las nue-
vas dinámicas de la gobernanza reguladora.

Para concluir, se puede resumir brevemente señalando que la forta-
leza institucional que han ido adquiriendo progresivamente las agencias
reguladoras, así como sus capacidades técnicas y sus redes de relación
entre lo global y lo local, y entre lo público y lo privado, han abierto sig-
nificativas posibilidades de que puedan asumir tareas de implementación
de políticas cada vez más complejas, incluyendo la gestión de los fondos
de servicio universal, posiblemente con mayores posibilidades de éxito
que otras alternativas. Sin duda no se trata de una opción esencial, y se-
guramente puede complicar en alguna medida los procesos de toma de
decisiones en el interior de las agencias reguladoras, pero en numerosos
casos las consideraciones institucionales pueden justificar provisional-
mente la opción de incluir la gestión de los fondos de servicio universal
en las agencias reguladoras y, a menudo, asegurar menores riegos en la
implementación de tales programas.
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6. Objetivos y obligaciones de acceso universal en el
sector de las telecomunicaciones en América Latina

Peter A. Stern

1. Introducción: antecedentes

El impacto de la mejora en la cobertura y el acceso a las telecomunicacio-
nes sobre el desarrollo económico de los países de América Latina ha sido
significativo. Estudios microeconómicos previos han mostrado que puede
producirse un ahorro importante, directo e indirecto, para la población ru-
ral mediante el uso de teléfonos públicos financiados a través de progra-
mas de acceso universal.1 Otros estudios macroeconómicos han estimado
que un crecimiento anual del 10% en el número de teléfonos móviles en
América Latina contribuye entre un 0,3% y un 0,5% al crecimiento del
Producto Interior Bruto (PIB).2 El crecimiento actual de la telefonía móvil
en los 19 países miembros del Foro de los Reguladores de Telecomunica-
ciones de América Latina (Regulatel) contribuyó en un mínimo del 4,78%
al crecimiento anual promedio del PIB en estos países entre 2000 y 2005.
Además, durante la última década el sector de telecomunicaciones ha con-
tinuado creciendo mientras que otros sectores se contrajeron.

Se ha mostrado que hay una demanda y una voluntad importantes,
incluso en las áreas rurales, de pagar por teléfonos individuales, inclu-
yendo móviles, líneas para hogares de acceso fijo o de movilidad limita-
da, y que muchos operadores de telefonía móvil en América Latina esta-
rían preparados para extender sus redes a áreas rurales, remotas y de
bajos ingresos si las regulaciones sobre interconexiones, tarifas, uso del
espectro, instalaciones compartidas, autorizaciones, calidad del servicio
y estándares estuvieran hechas a medida para alcanzar los objetivos de
acceso universal en estas regiones.

Los países de América Latina han sido líderes mundiales en imple-
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mentar programas de acceso universal con el objetivo de incrementar el
paso a los teléfonos y a Internet en áreas rurales y desatendidas. Estos
programas de «primera generación» han provisto un acceso mínimo pero
esencial, principalmente a través de teléfonos públicos y telecentros, en
comunidades remotas a precios accesibles. Desde mediados de los años
noventa todos los países miembros de Regulatel establecieron algún tipo
de programa de acceso universal o iniciativa para incrementar el acceso
a las redes y servicios de telecomunicaciones. Para ello utilizaron uno de
los cuatro mecanismos que se describen a continuación, o una combina-
ción de ellos, aumentando de forma directa o indirecta las inversiones y
el acceso a las infraestructuras de telecomunicaciones especialmente en
áreas rurales de alto coste y bajos ingresos:

a) Liberalización del mercado, combinada con iniciativas regula-
torias que incluyen obligaciones de acceso universal y condicio-
nes especiales que favorecen proyectos y operaciones en áreas
de alto coste y bajos ingresos. Casi todos los países miembros
de Regulatel han adoptado aspectos de este primer mecanismo.

b) Programas de Fondo de Acceso Universal, que ofrecen subsi-
dios parciales para proyectos de acceso universal, que en gran
medida se crearon para estimular la inversión en infraestructu-
ras del sector privado en regiones rurales, desatendidas y/o con
servicios insuficientes. Los programas de Fondo de Acceso
Universal, altamente dados a conocer y generalmente exitosos
en muchos países miembros de Regulatel, entraron en funciona-
miento a mediados de los años noventa y se han convertido en
modelos imitados en todo el mundo para canalizar subsidios
para conseguir el acceso universal.3 Mientras que estos progra-
mas se parecen entre sí en la forma de procesar los subsidios,
pueden distinguirse según sus bases legislativas, administra-
ción, origen de los fondos, tipo de proyectos financiados, crite-
rios para su selección, operadores que los implementan y las
condiciones y obligaciones impuestas sobre ellos. Doce de los
países miembros de Regulatel tienen Fondos de Acceso Univer-
sal y diez de ellos ya desembolsaron estos fondos.

c) Otros métodos de financiación e iniciativas de proyectos llevados
a cabo por parte de gobiernos nacionales, regionales y locales, co-
operativas u ONG (13 países). También hay un número creciente
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de operadores privados que tienen programas con el objetivo de
expandir la cobertura en áreas rurales de alto coste e incrementar
la demanda entre los consumidores de bajos ingresos.

d) Intervenciones administradas y controladas por el Estado, que
hacen uso de subsidios cruzados y otros mecanismos de finan-
ciación dentro de las empresas estatales (tres países).

Estudio del Banco Mundial, Regulatel y CEPAL sobre el acceso
universal de América Latina

En 2004 el Banco Mundial, Regulatel y CEPAL acordaron realizar un es-
tudio exhaustivo de los programas de acceso universal en los países
miembros de Regulatel con el objetivo de revisar los resultados, informar
y asistir a estos países para desarrollar e implementar programas de ac-
ceso universal efectivos y sostenibles, y para incrementar la inversión del
sector privado en infraestructura de telecomunicaciones en áreas rurales
y de bajos ingresos. Uno de los objetivos más importantes del estudio fue
desarrollar y proponer nuevos modelos para programas de acceso uni-
versal en los países miembros.

Este estudio fue financiado por el Banco Mundial y la Comisión
Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe (CE-
PAL) y tenía cuatro objetivos específicos: 1) revisar y evaluar los pro-
gramas de acceso universal que ya estaban en funcionamiento o que es-
taban planificados; 2) estimar la eficiencia del mercado y las brechas de
acceso universal,4 y la inversión/subsidios del sector público necesarios
para reducir la brecha de acceso universal; 3) identificar nuevos modelos
para programas de acceso universal y ofrecer recomendaciones de políti-
cas concretas para una nueva generación de programas de acceso univer-
sal; y 4) asistir a la autoridades políticas y a los reguladores de todo el
mundo para desarrollar una nueva generación de programas de acceso
universal y de políticas basadas en la experiencia existente.

No existen definiciones comunes de «acceso universal» y «servi-
cios universales». Para los objetivos de este estudio, que se centran en el
análisis del «acceso universal», estos términos se definen de la siguiente
manera:

• El acceso universal a las telecomunicaciones implica la disponi-
bilidad adecuada de instalaciones y servicios de red, en términos
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de cobertura geográfica y puntos de acceso público, de manera
que los ciudadanos y las instituciones puedan obtener los servi-
cios dentro de las comunidades locales, ya sea de forma privada
o de forma pública y compartida. Lograr el verdadero «acceso
universal» significa entonces que el 100% de una población de-
signada pueda obtener, como mínimo, acceso público a un servi-
cio definido, a través de facilidades públicas o comunitarias ac-
cesibles; y que aquellos que desean y tienen capacidad para pagar
íntegramente precios basados en el coste pueden obtener un ser-
vicio individual o doméstico a partir de la demanda.

• El servicio universal en las telecomunicaciones implica una con-
dición más exigente, en el sentido de que los servicios de teleco-
municaciones son distribuidos universalmente a hogares o indi-
viduos en toda un área, y de este modo son tanto accesibles como
asequibles, sin impedimentos prácticos para la suscripción y el
uso. Alcanzar el verdadero «servicio universal» significa que el
100% de una población designada esté razonablemente capacita-
da para suscribirse y hacer uso de un servicio definido de tipo in-
dividual, doméstico o institucional.

Este capítulo resume los principales resultados del informe del estudio
realizado en 2005-2007 y contiene extensas descripciones y evaluaciones
sobre un amplio rango de innovaciones tecnológicas, financieras, de ne-
gocio y de provisión de servicios que crean opciones nuevas y comer-
cialmente sostenibles para la provisión de infraestructura y servicios de
TIC a las áreas rurales.5

A continuación se presenta lo que este estudio reveló con respecto
a: a) impacto sobre el desarrollo económico de los programas de acceso
universal implementados en América Latina; y b) las estrategias innova-
doras y buenas prácticas utilizadas para lograr el acceso universal.

2. El impacto sobre el desarrollo económico de los programas
de acceso universal en América Latina

Según el mecanismo utilizado por los diferentes países de América Lati-
na el estudio reveló los siguientes resultados:
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Liberalización del mercado junto con iniciativas regulatorias
incluyendo obligaciones de acceso universal

Las políticas de liberalización han sido bastante efectivas al incrementar
los niveles de penetración de líneas fijas en América Latina. De este
modo, desde 1995 en la mayoría de los países la tasa de crecimiento
anual compuesta (CAGR en sus siglas en inglés) ha sido superior al 10%.
El crecimiento en la penetración de la telefonía móvil ha sido incluso
más impresionante, tal como muestra la figura 1. Las razones de este éxi-
to han sido bien documentadas: a saber, que los mercados liberalizados
fomentan la entrada competitiva, el despliegue agresivo de los servicios,
la eficiencia en las operaciones, y estrategias creativas de fijación de pre-
cios y de marketing, en su mayor parte para beneficio del consumidor.

Cuando Honduras puso fin a la exclusividad de la telefonía fija para
la empresa estatal Hondutel a finales de 2005, todos los países miembros
de Regulatel excepto Cuba, Costa Rica y Uruguay habían liberalizado
completamente sus mercados de telecomunicaciones. La mayoría tenía
por lo menos tres operadores de telefonía móvil, y en algunos casos, has-
ta seis en todo el país (Paraguay) o en una determinada área (Brasil), lo
que contribuía a la consecución de tasas de penetración de telefonía ce-
lular relativamente altas en estos países. También existía una limitada
competencia en algunos subsectores en Costa Rica y en Uruguay.

A finales de 2007, Brasil había alcanzado una de las tasas de pe-
netración de telefonía fija y móvil más altas entre los miembros de Re-
gulatel. Desde que se liberalizó el sector al final de los años noventa, se
incorporaron 11,4 millones de nuevas líneas de teléfono y cerca de
400.000 nuevos teléfonos públicos, lo cual se logró a través de una com-
binación de medidas de liberalización y de imposición de obligaciones
sobre los seis operadores que tenían concesiones en el régimen «públi-
co». Esto hizo que, a finales de 2005, una población de 157,5 millones
asentada en 44.000 pueblos (de un total de aproximadamente 50.000 en
el país) tenía acceso a un teléfono individual o público, lo que incluía 3
millones de personas viviendo en 27.000 localidades con menos de 300
habitantes. La penetración móvil se incrementó de un 1,75% en 1996 a
más de un 36% en 2004, en un ambiente competitivo donde hay por lo
menos cuatro operadores en la mayoría de las diez regiones en las que
Brasil fue dividido para la provisión de este servicio.

No todo el mundo se benefició por igual de esta expansión de las
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FIGURA 1
Crecimiento de las principales tasas de penetración de telefonía fija y móvil en
América del Norte (Canadá + EEUU) y en América Latina entre 1990 y 2007

FUENTE: Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT), Indicadores de las Telecomunicaciones
Mundiales (ITM) 2008

redes impulsada por el mercado. Una gran parte del esfuerzo de los ope-
radores competitivos se concentró en las áreas metropolitanas. En Gua-
temala solo uno de los 22 departamentos, la Ciudad de Guatemala, con
una penetración de la telefonía del 25%, a finales de 2006 estuvo por en-
cima del promedio nacional del 7,26% (2,87% en 1995) y varios depar-
tamentos tenían tasas de penetración de menos del 2%. En El Salvador,
diez de los catorce departamentos se encontraban bajo el promedio na-
cional del 8%. En Bolivia las personas beneficiadas se encuentran casi
exclusivamente en las 43 localidades urbanas (más de 10.000 habitan-
tes) y en las 1.553 localidades rurales más grandes (entre 350 y 10.000
habitantes), donde reside la mayor parte de los suscriptores fijos y mó-
viles. A finales de 2004 había solo 265 líneas fijas y/o móviles en las
restantes 27.773 localidades, que representaban cerca del 27% de la po-
blación, y ninguna en las 25.222 comunidades rurales con menos de 200
habitantes.
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Programas de Fondo de Acceso Universal

Hasta el año 2007, doce de los 19 países miembros de Regulatel (Argen-
tina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, El Salvador, Guatemala, México,
Nicaragua, Paraguay, Perú y República Dominicana) habían adoptado al-
guna versión del Fondo de Acceso Universal; sin embargo, no todos los
Fondos eran completamente operativos. Argentina no había establecido
su Fondo Fiduciario del Servicio Universal (FFSU) previsto en un de-
creto adoptado ya en el año 2000.6 En Brasil, el dinero en efectivo del
Fondo de Acceso Universal, Fundo de Universalização do Serviço de Te-
lecomunicações (FUST), se había estado acumulando más o menos a una
tasa de alrededor de 600 millones de reales (250 millones de dólares)
cada año hasta 2006 y el doble de esta cantidad desde entonces, sin gas-
tar nada de lo acumulado. En México no se previó un Fondo de Acceso
Universal en la ley de telecomunicaciones de 1995; sin embargo, se esta-
bleció un Fondo temporal para «cobertura social y rural». Igual que el
Fondo de Desarrollo de Telecomunicaciones (FDT) de Chile, que recibe
su financiación del Fondo de Ingresos Consolidados del Estado. En Bo-
livia, se creó un Fondo de Desarrollo Regional (Fondo Nacional de De-
sarrollo Rural o FNDR), no un Fondo de Acceso Universal específico de
telecomunicaciones. Sin embargo, este Fondo recibió dinero de las cuo-
tas de asignación de frecuencias y multas. Ninguno de los fondos acu-
mulados se ha gastado hasta el momento. En este país existieron planes
para establecer un Fondo de Acceso y Servicio Universal, pero el Parla-
mento rechazó la legislación propuesta debido a un fuerte lobby por par-
te de los operadores. En El Salvador, el Fondo atiende tanto al sector de
electricidad como al de telecomunicaciones, pero hasta el momento ha
subsidiado solo los proyectos de electricidad porque el administrador de
FINET considera que los objetivos de acceso universal en el sector de las
telecomunicaciones están siendo alcanzados suficientemente bien por
parte de los operadores privados. En Nicaragua, el Fondo de las teleco-
municaciones incluye también el de los servicios postales 

La mayor parte de los programas de Fondo de Acceso Universal en
América Latina se han centrado, hasta el momento, en la infraestructura
física para conectar las localidades rurales, subsidiando la instalación y
operación de teléfonos públicos y de telecentros de acceso público; sin
embargo, también se han financiado redes de telefonía móvil y más re-
cientemente el acceso a Internet en escuelas, bibliotecas, centros comu-
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nitarios y otras instituciones públicas, para aumentar el acceso a Internet
y aplicaciones como aprendizaje en línea, sanidad electrónica, comercio
electrónico y gobierno electrónico. Algunos programas han sido dirigi-
dos específicamente a personas de bajos ingresos, personas mayores e in-
válidos.

La forma más común de desembolsar el dinero de los Fondos de
Acceso Universal ha sido a través de licitaciones públicas y competitivas
por subsidio mínimo, con el pago de los subsidios durante cierto período
de tiempo. Esto ha mejorado la transparencia y ha impulsado las inver-
siones adicionales del sector privado y la cantidad del subsidio requerido
ha sido a menudo más bajo que el estimado inicialmente. En algunas oca-
siones no se han solicitado subsidios, como en el caso de República Do-
minicana donde Codetel ganó una licitación para instalar teléfonos resi-
denciales y acceso a Internet de alta velocidad en 500 comunidades,
mayormente en las áreas más pobres del país, utilizando una combina-
ción de tecnologías de cable e inalámbricas.7

Las dos formas más comunes de contribuir a los fondos han sido
los impuestos y gravámenes de un porcentaje (normalmente en el rango
del 1% al 3%) de los ingresos de los operadores de telecomunicaciones y
en determinados casos cuotas periódicas de ingresos generales del go-
bierno. En la mayoría de los países miembros de Regulatel estos métodos
de contribución a los fondos han ofrecido una financiación más que sufi-
ciente para los programas de acceso universal. Mientras que los progra-
mas de acceso universal en América Latina tienen muchas características
en común, hay diferencias entre ellos especialmente en la forma en que
se originan, desarrollan y financian los proyectos. Todos los proyectos de
Colombia, Paraguay, República Dominicana y Perú (hasta 2005) se ori-
ginan a través del gobierno o de una entidad responsable de la adminis-
tración del Fondo de Acceso Universal. Por otro lado, en Brasil, Chile, El
Salvador y Guatemala los proyectos son solicitados y/o propuestos por la
comunidad, la municipalidad o por un operador/emprendedor. Estas pro-
puestas son revisadas, evaluadas en función de su adecuación, desarro-
lladas más profundamente y clarificadas, y preparadas para el proceso de
financiación por parte del administrador del Fondo. En casi todos los ca-
sos, ya sea que el proyecto se origina desde arriba hacia abajo o desde
abajo hacia arriba, la financiación se establece a través de una licitación
por subsidio mínimo.

Los programas de Fondo de Acceso Universal han producido resul-
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tados distintos, pero generalmente positivos en los países que los han im-
plementado de forma activa. Tomando datos de mediados de 2007:

• 25.000 teléfonos públicos se habían instalado en Chile en aproxi-
madamente 8.000 pueblos desde que se estableció el Fondo (Fon-
do de Desarrollo de las Telecomunicaciones) en 1995. Cerca de
2,7 millones de personas se están beneficiando y se estima que
menos de 150.000 personas (1% de la población) no tenían acce-
so a un teléfono básico. Entre 1995 y 2000 los operadores de te-
lecomunicaciones rurales invirtieron 161 millones de dólares en
proyectos de acceso universal. De estos, 22 millones de dólares
(13,6%) fueron provistos por el Fondo.

• El 85% de los 22.242 centros de población en Colombia con más
de 150 habitantes tienen ahora al menos un teléfono de la Comu-
nidad Rural. Esto beneficia, en términos estimados, a 5 millones
de personas. El programa Compartel de Colombia, en funciona-
miento desde 1999, ha subsidiado también la instalación de cen-
tros comunitarios de acceso a Internet los cuales son accesibles
aproximadamente para 5,2 millones de personas de las cuales, se
estima, 2,5 millones son niños que asisten a la escuela.

• Desde el año 2000 en Paraguay se ha instalado un total de 2.844
teléfonos públicos en 2.109 localidades con un subsidio total de
10,7 millones de dólares (3.762 dólares por teléfono público o
5.073 dólares por localidad) del fondo de acceso universal (Fon-
do de Servicio Universal). Varias empresas de telefonía móvil y
de otro tipo han obtenido subsidios mínimos en tres etapas dife-
rentes de licitación para instalar y poner en funcionamiento estos
teléfonos públicos. Se han utilizado tres criterios para seleccionar
las localidades: 1) menos de 400 habitantes; 2) presencia de una
escuela primaria y disponibilidad de electricidad comercial; y 3)
inexistencia de una central telefónica automática.

• FONDETEL, desde 1998 el Fondo de Acceso Universal en Gua-
temala ha subsidiado la construcción de más de 5.500 conexiones
de teléfono, incluyendo teléfonos públicos y residenciales en cer-
ca de 2.000 centros de población a un coste de 8 millones de dó-
lares desde 1998; sin embargo, se ha estimado que de estos solo
el 20% suministra un servicio adecuado.8

• CODETEL, el operador dominante de línea fija en República Do-
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minicana instaló 500 teléfonos públicos en 2001 en las provincias
más pobres a través de un proyecto FDT (Fondo para el Desarro-
llo de las Telecomunicaciones). Un nuevo entrante local, BEC
Telecom, completó la instalación de 1.750 teléfonos públicos en
agosto de 2005.

• Cerca de 10.000 centros de población en Perú han sido provistos
de un teléfono público, de los cuales 6.500 subsidiados a través de
FITEL mientras que el resto fueron instalados por Telefónica del
Perú para cumplir con sus obligaciones de acceso universal y
también por su propia iniciativa. Como resultado, la distancia
promedio que cualquier persona tiene que caminar en Perú para
llegar hasta un teléfono ha bajado de 56 km a 5,7 km. El subsidio
total pagado por los cuatro programas iniciales fue apenas menor
a los 60 millones de dólares o cerca de 8.000 dólares por locali-
dad, o 1.000 dólares por persona en estas localidades. FITEL tam-
bién ha ofrecido subsidios a otros tipos de proyectos, incluyendo
una red de salud rural en la provincia de Alto Amazonas, un pro-
yecto de sistema informático agrario y de red de telecomunica-
ciones de la comunidad en el Chancay, el Valle Huaraz al norte de
Lima, una empresa regional de telecomunicaciones iniciada y
puesta en funcionamiento en forma privada en la provincia de
Huarochori (al oeste de Lima), y un operador basado en una co-
munidad pequeña o microtelco en el departamento de Junín.

De acuerdo con este estudio, las características más destacadas de los
fondos que tienen un buen funcionamiento y que son efectivos son las si-
guientes:

1. Los proyectos que se originan en las comunidades que se bene-
ficiarán de los servicios, o los originados por los operadores se
han mostrado mejores que aquellos diseñados principalmente
por burócratas y reguladores distantes. Una de las razones por
las que el modelo chileno ha sido generalmente exitoso es, en
parte, por estar impulsados por la demanda. En Perú desde 2004
los pequeños operadores pueden solicitar subsidios para los pro-
yectos que han iniciado ellos mismos.

2. Un enfoque de arriba abajo puede ser también muy exitoso para
proyectos de gran escala con un alcance nacional donde los sub-
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sidios para miles de puntos de acceso han sido asignados en
cada licitación. Chile y, quizás, en menor medida, Guatemala
han sido capaces de combinar licitaciones que involucraban mu-
chos puntos de acceso con un enfoque de abajo arriba (o impul-
sado por la demanda) para identificar las necesidades. Los pro-
yectos de abajo arriba son viables cuando se originan por los
potenciales usuarios (comunidades, municipalidades, pueblos,
etc.); sin embargo es improbable que los emprendedores u ope-
radores propongan proyectos para los que no tienen seguridad
de ser seleccionados.

3. Dadas las particularidades de los proyectos en las áreas rurales,
lejanas y con servicios insuficientes, los reguladores están con-
templando regulaciones favorables para los operadores rurales
en Perú y en otras regiones. Estos incluyen la revisión de las ta-
rifas reguladas y los cargos de interconexión y las disposiciones
para asegurar que los precios reflejen los mayores costes que
tienen las áreas rurales; nivel reducido o ausencia de licencia de
banda y tarifas por uso para fomentar la inversión en las áreas
rurales; la reducción de las obligaciones de cobertura para los
operadores rurales; y la aceleración de los procesos para obtener
una licencia.

Pese a estos éxitos, la mayoría de estos fondos han sido incapaces de de-
sembolsar eficazmente todo el dinero acumulado. De los 2.654 millones
de dólares que 11 países miembros de Regulatel asignaron a programas
de acceso universal, en 2005 solo se habían desembolsado 242 millones
de dólares, es decir, un 9% (cuadro 1). Si uno excluye los países que no
han desembolsado ninguno de sus fondos, la tasa de desembolso prome-
dio es del 40%. Tres países han utilizado o distribuido al menos el 90%
de sus fondos, cuatro han utilizado o distribuido el 40% o menos y seis
no han utilizado o distribuido nada. Con la excepción de Paraguay, la to-
talidad o una gran parte de lo que se ha recaudado no se ha gastado. A
menudo puede llevar entre cuatro o cinco años financiar el primer pro-
yecto de acceso universal. En Chile y en México se han desembolsado 30
y 25,5 millones respectivamente en el mismo período de tiempo. En es-
tos dos países los proyectos de acceso universal son financiados a través
del Tesoro Nacional.

Existen cinco razones que explican esta situación: 1) La primera es
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CUADRO 1
Cantidades totales recaudadas y desembolsadas desde el comienzo del fondo de

acceso universal en cada país (hasta finales del 2005)

Cantidades totales recaudadas
y desembolsadas hasta Desembolsado/

País Fondo Comienzo fines de 2005 (dólares) recaudado (%)

Bolivia FNDR 1996 Recaudado 43.461.797 0
Desembolsado 0

Brasil FUST 2001 Recaudado 1.772.129.956 0
Desembolsado 0

Colombia FCM 1994 Recaudado 448.599.640 37
Desembolsado 165.995.817

Ecuador FODETEL 2001 Recaudado 997.977 0
Desembolsado 0

El Salvador FINET 1998 Recaudado 32.701.810 0
Desembolsado 0

Guatemala FONDETEL 1996 Recaudado 17.943.154 43
Desembolsado 7.756.518

Nicaragua FITEL 2004 Recaudado 3.278.559 0
Desembolsado 0

Paraguay FSU 1998 Recaudado 12.966.954 96
Desembolsado 12.485.360

Perú FITEL 1994 Recaudado 143.063.602 32
Desembolsado 45.076.256

R. Dominicana FDT 2001 Recaudado 65.654.341 16
Desembolsado 10.774.157

Venezuela FSU 2001 Recaudado 113.220.392 0
Desembolsado 0

TOTAL Recaudado 2.654.018.183
Desembolsado 242.088.107
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política y se debe al fracaso del gobierno para aprobar la legislación ha-
bilitante o al retraso en aprobar los gastos e implementar los mecanismos
que permitan recaudar y desembolsar los fondos; 2) la necesidad de una
cantidad considerable de tiempo para elaborar, evaluar e implementar
proyectos; 3) en la medida en que estos proyectos a menudo se conside-
ran por los gobiernos como inversiones públicas, se encuentran sujetos al
mismo proceso de aprobación largo y burocrático que cualquier otro pro-
yecto financiado por fondos públicos; 4) el regulador no asigna una alta
prioridad al acceso universal; y 5) los desembolsos de los fondos de ac-
ceso universal pueden estar sujetos a limitaciones adicionales estableci-
das por instituciones externas, como el Fondo Monetario Internacional.

Este estudio propuso al menos tres formas básicas de abordar el
problema del desembolso de los fondos:

1. Cambiar las reglas donde fuera necesario para otorgar a los ad-
ministradores de los fondos, juntas o comisiones independientes
una mayor autonomía para desembolsar los fondos sin referen-
cia a una aprobación ex ante. Este es el caso de Chile, donde el
Consejo de Desarrollo de las Telecomunicaciones tiene comple-
ta autonomía con respecto a la administración y gestión del
FDT. Una vez que se ha decidido qué proyectos se pondrán en
licitación, no se necesitan más aprobaciones, permisos u otro
tipo de confirmaciones para que el proyecto se implemente. Sus
decisiones están basadas en una evaluación de la elegibilidad de
cada proyecto tal como fue determinado y recomendado por el
equipo de trabajo del Fondo. Los proyectos que reciben fondos
deberían, sin embargo, estar sujetos a la presentación de infor-
mes durante la construcción y la auditoria ex post, una vez que
el proyecto ha sido implementado.

2. Implementar un enfoque estructurado para desarrollar y revisar
de forma rigurosa los proyectos de acceso universal elegibles y
adoptar algunos procedimientos (en la medida en que sean apli-
cables al sector de telecomunicaciones) del sector de electrici-
dad. Por ejemplo, en Ecuador y El Salvador, las autoridades del
gobierno local, las empresas de distribución de electricidad y los
asesores del Fondo desarrollan de forma conjunta proyectos en
regiones designadas. El proceso de desarrollo y aprobación de
los proyectos se encuentra sujeto a procedimientos bien defini-
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dos y agendas estrictas y una gran parte del trabajo de identifi-
cación y planificación de estos proyectos de tipo de abajo arriba
se realiza in situ por ingenieros y otros profesionales de las em-
presas que eventualmente los estarán implementando, trabajan-
do desde el principio con el equipo del Fondo. El tiempo de res-
puesta es bastante corto. Existen también requisitos estrictos
para la presentación de informes, y conseguir que se aprueben
los proyectos depende en parte del desempeño de los proyectos
anteriormente financiados.

3. Adoptar un mecanismo de financiación orientado al riesgo, a tra-
vés del cual los Fondos de Acceso Universal sean reestructura-
dos de forma que una porción pueda ser utilizada para operacio-
nes de microfinanciación, incluyendo préstamos, la participación
de capital equity en proyectos y/o la implementación de compa-
ñías de telecomunicaciones, subsidios o una combinación de es-
tos. Es coherente con y particularmente bien adaptado al tipo de
proyectos generado por los emprendedores, basado en nuevas
tecnologías y modelos de empresa que este estudio recomienda
promover y apoyar, para llevar más lejos aún las metas de las po-
líticas de acceso universal.

Otras iniciativas de financiación

Existen programas de acceso universal que no dependen ni de los Fondos
de Acceso Universal ni de las obligaciones de acceso universal sino de
las iniciativas de financiación de los gobiernos nacionales y locales, las
organizaciones no gubernamentales (ONG), las asociaciones locales y el
sector privado. Dado que muchas de estas iniciativas han tenido resulta-
dos muy positivos para incrementar el acceso, también fueron estudiadas
y evaluadas en este estudio. A menudo los proyectos financiados a través
de este tipo de iniciativas tuvieron sus orígenes directamente dentro de
las comunidades o con grupos de usuarios que se pudieron beneficiar de
la conectividad existente.

Muchos de los proyectos más recientes se han centrado en la agri-
cultura, la piscicultura y en objetivos de promoción de las Tecnologías de
la Información y las Comunicaciones (TIC), por medio de la educación,
facilitando el intercambio de información, suministrando información de
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mercado y de otro tipo, fortaleciendo la capacidad productiva, y promo-
cionando las exportaciones y la diversificación de los mercados de pro-
ductos para los pueblos originarios y otros agricultores en regiones agrí-
colas. A menudo, también tuvieron como resultado la introducción de las
TIC en el sistema educativo de estas regiones. Sus objetivos se alcanza-
ron a través de una variedad de acciones que incluían la instalación de te-
lecentros comunitarios, centros informáticos y conexiones a Internet,
programas de educación para agricultores y estudiantes, y servicios de
traducción a los idiomas locales. Un buen ejemplo de iniciativas pura-
mente privadas son las aproximadamente 30.000 cabinas públicas en
Perú financiadas, establecidas y operadas de forma privada, inspiradas en
un modelo creado en 1993 por la Red Científica de Perú (RCP). Estas
son autosostenibles y no han solicitado subsidios. Han sido ampliamente
imitadas en Bolivia, Ecuador y Argentina.

El Instituto Internacional para las Comunicaciones y el Desarrollo
(IICD), una ONG con base en los Países Bajos que ha estado involucra-
da en proyectos de acceso comunitarios en Bolivia, Ecuador y otros lu-
gares, concluyó que, dadas determinadas condiciones, es posible imple-
mentar proyectos de acceso universal de pequeña escala sostenibles en
las áreas rurales de América Latina. Esta ONG realizó un análisis exten-
so de sus proyectos y encontró que hay una fuerte demanda local por par-
te de los agricultores, los pequeños empresarios, las comunidades educa-
tivas y los gobiernos locales e incluso individuos que aseguran que
dichas soluciones de conectividad comunitaria pueden mejorar las polí-
ticas de acceso universal que buscan los gobiernos de estos países. Las
importantes lecciones de la evaluación crítica del IICC sobre sus propios
proyectos se encuentran sintetizadas en el informe principal de este estu-
dio y se reflejan en sus recomendaciones.

Mandatos controlados por el Estado

En Costa Rica y Uruguay las iniciativas para proveer el acceso universal
no provienen del gobierno o del regulador de las telecomunicaciones,
sino de los administradores del monopolio de telecomunicaciones de
propiedad estatal (ICE, en Costa Rica y ANTEL en Uruguay). Estas ini-
ciativas han implicado la instalación de teléfonos públicos, la extensión
de la cobertura de la red de telefonía fija en todo el territorio, y la garan-

Las telecomunicaciones en América Latina  191

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 191



tía de que los servicios de telecomunicaciones básicas sean accesibles.
ANTEL ha implementado varios proyectos de las TIC y un exhaustivo
programa de gobierno electrónico. En Costa Rica, RACSA, filial de ICE
para los servicios de valor agregado, ha establecido telecentros gratuitos
en las oficinas de correo en todo el país. Estos países tienen las mayores
tasas de penetración de telefonía fija entre los países miembros de Regu-
latel y han alcanzado cerca del 100% de la cobertura de la red nacional a
través de la subvención cruzada acordada. En ambos países las tasas lo-
cales son bastante accesibles. Se encuentran entre los niveles más altos
de PIB per cápita en América Latina, lo cual contribuye a la capacidad de
la economía y del gobierno para invertir en las infraestructuras, incluso
ante la ausencia de la fuerza competitiva del mercado.

Por otro lado, en Cuba y Honduras el enfoque estatal ha producido
resultados bastante menos exitosos. Aquí los niveles de ingreso son mu-
cho más bajos y por lo tanto hay menos recursos internos con los que fi-
nanciar dichas inversiones. Estos países tienen las tasas de penetración de
telefonía móvil más bajas de los 19 países, así como las tasas de penetra-
ción de telefonía fija más bajas; sin embargo, en Cuba, existe una inicia-
tiva educativa de informatización y Tecnología de la Información (TI) que
es particularmente exitosa: Joven Club de Computación y Electrónica, la
cual está compuesta por más de 600 centros de formación (incluyendo
cinco unidades móviles) que ofrecen enseñanza en TI (informática y elec-
trónica) de forma gratuita a cualquier persona de cualquier edad que lo
desee. Desde el comienzo del programa en 1987 se han formado cerca de
900.000 niños, jóvenes, trabajadores, jubilados y otros. Los JCCE han
servido también como un lugar para confirmar las capacidades técnicas y
profesionales en TI, desarrollar software especializado como por ejemplo
para la industria turística, identificar jóvenes con talento para desarrollar
una carrera en ciencia informática y TI, desarrollo web y comunicaciones.

3. Estrategias innovadoras y mejores prácticas para alcanzar
el acceso universal

Este estudio reveló muchas estrategias y buenas prácticas para alcanzar
los objetivos de acceso universal. Se pueden clasificar en cuatro áreas
generales: 1) tecnología; 2) financiación; 3) acuerdos empresariales, co-

192 Peter A. Stern

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 192



merciales y de nuevas asociaciones; y 4) regulación. Aunque muchas ini-
ciativas siguen siendo especulativas, ya sea en relación con su efectivi-
dad, sostenibilidad, coste-efectividad, replicabilidad, o escalabilidad —y
algunas de estas demostrarán que son poco prácticas a largo plazo— la
combinación de nuevos enfoques y el incremento de la participación en
el proceso ofrece valiosos elementos de análisis. No todas las innovacio-
nes y prácticas son completamente nuevas o revolucionarias, pero ofre-
cen elementos críticos y creativos, para la implementación de nuevas es-
trategias, que a veces se apartan de los enfoques tradicionales para dar
servicios de comunicaciones al público, que permiten experimentar con
nuevos programas pilotos prometedores.

Tecnologías de transmisión para acceso local y transporte

Los programas de acceso universal en América Latina están ofreciendo
una excelente oportunidad para experimentar con las tecnologías evolu-
tivas alámbricas e inalámbricas que permiten proveer acceso en áreas ru-
rales, lejanas y sin servicio.

La tecnología alámbrica más comúnmente utilizada para redes de
acceso local de banda ancha es la línea de abono digital (DSL en sus si-
glas en inglés) sobre un bucle local de cobre y cables coaxiales, mientras
que las comunicaciones de línea eléctrica (PLC en sus siglas en inglés)
utilizan las líneas de voltaje bajo e intermedio de la red de distribución
de energía eléctrica para transmitir señales de datos y voz de alta veloci-
dad. Estas últimas suponen una oportunidad interesante en países como
Ecuador y El Salvador que tienen altas tasas de penetración de la electri-
cidad. Esta tecnología está todavía en desarrollo y hasta el momento no
ha sido utilizada fuera de proyectos piloto.

A continuación se describen las tecnologías existentes y en desa-
rrollo que están demostrando ser muy apropiadas en estas áreas:

Sistemas de segunda y tercera generación de telefonía móvil (bucle
local radioeléctrico)

Se trata de una tecnología madura tanto para voz como para datos, y, aun-
que el coste de la instalación Greenfield puede ser relativamente llevado,
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la expansión de los sistemas de segunda y tercera generación existentes
puede ser coste-efectiva porque el principal componente del coste de ca-
pital es la instalación de nuevas estaciones base. El coste de incorporar
nuevos abonados y capacidad es normalmente marginal porque gran par-
te de los equipos de transmisión y de conmutación y otras funciones re-
lacionadas son compartidos por todos los usuarios. Algunos operadores
de bajo coste están utilizando dichos sistemas de manera muy efectiva.

Sistemas de acceso inalámbrico de banda ancha (BWA)

Debido a su precio decreciente y a sus amplias áreas de cobertura, el ac-
ceso inalámbrico de banda ancha y los sistemas pre-WiMAX9 constitu-
yen soluciones prometedoras para ofrecer acceso económico a comuni-
dades aisladas. La figura 2 muestra una configuración de acceso BWA
con una red de transporte satelital. Una sola estación base puede cubrir
un área con un radio de hasta 30 km en un ambiente rural llano donde
puede resultar práctico recibir una señal con una pequeña antena externa.
La cobertura sin línea de visión directa (NLOS en sus siglas en inglés)
está disponible dentro de un radio de 3-5 km. El abonado simplemente
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FIGURA 2
Acceso inalámbrico de banda ancha (BWA) con transporte satelital
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coloca su equipo (CPE en sus siglas en inglés) enchufándolo a una fuen-
te de energía y a una terminal que puede ser un teléfono residencial de
voz sobre protocolo de Internet (VoIP), un ordenador o un teléfono pú-
blico. Un sistema como el descrito cuesta menos de 50.000 dólares in-
cluyendo la estación base y la función de administración y control de la
red a distancia, mientras que el CPE cuesta alrededor de 200-250 dólares.

Otra solución de acceso es utilizar un grupo de puntos de acceso
WiFi que cubran toda el área de una comunidad.10 Cada punto puede pro-
veer una cobertura dentro de un radio de unos cientos de metros de una
estación base WiFi. En Minnesota la empresa Maple Leaf Networks
(www.mleaf.net) ha construido una red dentro y alrededor de la ciudad
de Harmony que cubre un área de 200 km2, usando 12 puntos de malla
WiFi suministrados por Locust World (www.locustworld.com) colocados
en la cima de silos y de tanques de agua en esta región rural. El coste de
capital de la red entera, según Maple Leaf, fue de menos de 20.000 dóla-
res. Maple Leaf ofrece un servicio de 1Mbps de velocidad de descar-
ga/256 Mbps de velocidad de subida cuesta 30 dólares por mes. Un CPE
de visibilidad directa de «interior» cuesta 125 dólares; una unidad exter-
na cuesta 175 dólares. Una red similar en Sopachuy, Bolivia, cubre la
mayor parte de este pueblo rural de 1.500 personas con solo tres puntos
de acceso WiFi superpuestos. Cada transceptor/router WiFi tiene una di-
rección IP individual por medio de la cual puede ser controlado y admi-
nistrado por un operador local o desde cualquier parte del mundo. El sis-
tema admite información, telefonía soft (basada en ordenador) y VoIP.

En Yachana en la región del Amazonas de Ecuador, a 2,5 horas en ca-
noa a motor desde la ciudad pequeña más cercana, FUNEDESIN, la Fun-
dación para la Educación y el Desarrollo Integrado (www.fundesin.org) ha
extendido una red mallada inalámbrica también suministrada por Locust-
World para conectar una escuela (Secundaria Técnica Yachana), un centro
de ecoturismo (Centro de Ecoturismo de Yachana), un centro de biociencia
(el Centro de Bio Ciencia) y una clínica médica. Los distintos lugares se
encuentran a una distancia de entre 1,5 y 5 km. La red mallada se conecta
al mundo exterior por medio de un enlace VSAT.11 Toda la energía para las
meshboxes y ordenadores portátiles es provista utilizando paneles solares.
El VoIP es utilizado para proveer servicios de voz dentro de la red y co-
nectar a los usuarios con la red de teléfono pública de todo el mundo a tra-
vés de la telefonía por Internet, un servicio muy bueno y económico aun-
que ha tenido algunos retrasos causados por el enlace satelital.
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Acceso utilizando la banda de frecuencia de 450 MHz

Se ha producido un creciente interés en utilizar la banda de 450 MHz y,
más específicamente, la tecnología CDMA 45012 para las áreas rurales,
suburbanas y escasamente pobladas para aplicaciones móviles y fijas.
Esto se debe a que: 1) los tamaños de células relativamente grandes han
disminuido los costes, al necesitarse menos estaciones base para cubrir
una determinada área; 2) la similitud de diseño y el estándar disponible
asegura que tanto la terminal como el equipo de red sean producidos en
grandes cantidades generando precios decrecientes; y 3) es un sistema de
banda ancha que puede transmitir simultáneamente datos, voz y VoIP a
alta velocidad. La cobertura en el interior de edificios es también buena
en esta banda de frecuencia.

La empresa de telecomunicaciones regionales privada Televias Hua-
rochiri, en Perú, ha desplegado una red CDMA 450 para proveer acceso
fijo en una provincia entera en la cordillera de los Andes (5.700 km2,
60.000 habitantes y picos montañosos de hasta 5.000 m) utilizando solo
cuatro estaciones base. El coste por estación base fue de 25.000 dólares.
Con esta red la empresa planeó ofrecer servicios a cerca de 1.000 teléfo-
nos fijos y 200 abonados a Internet y cerca de 150 teléfonos públicos.
También desplegó una red CDMA 2000 1x (operando en la banda de 800
MHz) con la que puede atender hasta 1.000 clientes móviles.

Innovaciones en financiación

Existen numerosas oportunidades para los responsables políticos y ad-
ministradores de Fondos de Acceso Universal para apoyar las iniciativas
de los potenciales inversores en estas áreas, incluyendo la cooperación
con instituciones financieras dedicadas a la financiación de proyectos de
las TIC y a la microfinanciación de proyectos de pequeña escala, a través
de la cofinanciación, la atenuación de riesgos, las garantías crediticias y
otros mecanismos. El microcrédito ha sido una herramienta importante en
el desarrollo rural en muchos países de América Latina y en otros lugares,
especialmente en los agronegocios, y de forma creciente en muchos otros
sectores incluidos los proyectos pequeños de telecomunicaciones y TIC.
Las estrategias de microfinanciación están dirigidas a empresas media-
nas, pequeñas y micro porque tienen un importante rol en la reducción de
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la pobreza y en la creación de empleo sostenible y a menudo se encuen-
tran en una mejor posición para proveer los bienes y servicios para la po-
blación local. Dentro de los sistemas financieros tradicionales, los ban-
cos comerciales son a menudo reticentes a asumir el riesgo de prestar a
las medianas, pequeñas y microempresas, dados los bajos retornos agre-
gados, los riesgos y altos costes de transacción. La flexibilidad y respon-
sabilidad de las empresas micro, pequeñas y medianas frente a la deman-
da cambiante y las condiciones de oferta puede ser una ventaja en el
sector de las telecomunicaciones y de las TIC, especialmente en las co-
munidades rurales y con servicios insuficientes; sin embargo, los em-
prendedores a menudo tienen problemas para la financiación directa de
sus proyectos, incluso para unos miles de dólares o menos. En otras  áreas,
las actividades propias de los gobiernos como usuarios de telecomunica-
ciones pueden ayudar a orientar la financiación de las nuevas redes y ser-
vicios.

Este estudio reveló las dos siguientes estrategias innovadoras para
la financiación, que son especialmente indicadas para los proyectos de
acceso universal pequeños e impulsados por un emprendedor.

ENABLIS: Cerrando la brecha entre el microcrédito y el capital-
riesgo

Para la mayoría de los proyectos de acceso universal los niveles de micro-
financiación no son suficientes. Sus necesidades de financiación se en-
cuentran significativamente por encima de las capacidades de una organi-
zación microfinanciera pero, por otro lado, por debajo de aquellos que son
interesantes para un capital de riesgo. Recientemente se ha establecido en
Suráfrica un mecanismo de financiación innovador que tiene como objeti-
vo cerrar la «brecha de financiación» para los emprendedores que son in-
capaces de encontrar capital de riesgo entre el microcrédito y los umbrales
del capital de riesgo. La Red Emprendedora Enablis (www.enablis.org)
apoya a los emprendedores (hombres y mujeres) que adoptan las TIC
como un facilitador importante para el desarrollo. Enablis es una coopera-
tiva de afiliados sin fines de lucro que tiene el apoyo de empresas y fondos
privados internacionales y locales y del Fondo del Gobierno de Canadá
para África. El principio subyacente para la financiación del proyecto
Enablis es que en instituciones microfinancieras con base comunitaria
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exitosas la cercanía al prestatario asegura el repago del préstamo. Lo que
hace única a la ENABLIS es que además de financiar pequeños proyec-
tos de las TIC apoya a sus promotores a través de la construcción de re-
des, aprendizaje, tutorías y prácticas. Los miembros de Enablis tienen ac-
ceso a un número de servicios de apoyo incluyendo entrenamientos en
línea, diversos seminarios, apoyo igual a igual y el programa de capital
de riesgo en finanzas electrónicas.

Fondo de Acceso Universal orientado al riesgo

Un mecanismo de financiación orientado al riesgo requeriría que una
porción pudiera ser utilizada para operaciones de microfinanciación, in-
cluyendo préstamos, participación en proyectos y/o en la empresa de te-
lecomunicaciones, subsidios o una combinación de estos. La aplicación
de los fondos fuera de la «microfinanciación» estaría sujeta a criterios un
tanto diferentes con respecto al riesgo y tendría que tener previsiones
para fallos o faltas de pago. Por otro lado, sería también una fuente po-
tencial de ingreso para el Fondo, a través de los intereses sobre los prés-
tamos y potenciales retornos de las inversiones.

La evaluación y el examen riguroso de las propuestas para micro-
préstamos, y la toma de participaciones y de subsidios en proyectos de
acceso universal rurales y periurbanos iniciados por pequeños empren-
dedores locales, autoridades locales y a veces organizaciones no guber-
namentales, requerirán reguladores y/o administradores del Fondo con
capacidades especiales, que muchos de ellos a lo mejor no poseen. Ten-
drán que ser capaces de establecer la viabilidad financiera, técnica y co-
mercial de ese tipo de riesgos impulsados por una iniciativa empresarial
y ser capaces de estructurar préstamos, participaciones empresariales y
subsidios sobre cada proyecto y sus circunstancias particulares. El pro-
yecto podría también ser aprobado parcialmente sobre bases de desarro-
llo social y económico y no solamente por sus méritos comerciales. Los
administradores del Fondo tendrán que tener estas capacidades tanto en
los niveles operativos como de administración. Los administradores del
Fondo tendrían también que ser capaces de tomar decisiones de forma rá-
pida, basándose en el análisis y las recomendaciones de sus equipos téc-
nicos.

Este informe recomendó estas dos estrategias como un medio para
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afrontar la incapacidad de los fondos de acceso universal para desembol-
sar las grandes sumas de dinero que recaudan.

Estas dos estrategias de financiación innovadora no eliminan la ne-
cesidad de métodos complementarios de financiación tradicional y apo-
yo crediticio, como: donantes y prestamistas internacionales; garantías
de crédito, financiación de proveedores; y un número de acuerdos de so-
ciedades público-privadas que incluyan la financiación de proyectos,
construcción-operación-transferencia, y un banco de exportación y fi-
nanciación de agencia crediticia.

Innovaciones en las prácticas de negocios y comerciales

Muchos proyectos de acceso universal en América Latina ofrecen bue-
nos ejemplos de innovaciones en las prácticas de empresas, comerciales,
oferta de servicios, marketing y asociaciones de partenariado. En los te-
lecentros comerciales y no comerciales, por ejemplo, el coste de funcio-
namiento es a menudo compensado por actividades comerciales que no
son conexas (teléfono y acceso a Internet) incluyendo servicios de Inter-
net de banda ancha, llamadas de larga distancia nacional e internacional,
casillas de correo de voz donde la gente pueda ver sus mensajes por una
pequeña tarifa, así como también otros servicios ajenos a las telecomu-
nicaciones, tales como oficina de correo, fotocopias, fax, mecanografía,
la venta de anuncios y anuncios locales en estaciones de radio de la co-
munidad.13 En otros modelos el telecentro puede ofrecer un servicio com-
pleto para las comunicaciones de negocios, donde cualquiera puede obte-
ner una amplia variedad de servicios de apoyo para establecer, manejar o
sostener sus iniciativas empresariales. Estos servicios incluyen materiales
y recursos de investigación técnica e industrial, espacio temporal para
oficinas y conferencias, instalaciones informáticas, de teléfono, fax, fo-
tocopiadora, e impresión, desarrollo de sitios web, servicios de publici-
dad, servicios de traducción, listados de empleo, apoyo de consultoría
técnica, y servicios de oficina. Otro modelo de negocio interesante es el
de los «chalequeros» en La Paz, Bolivia, quienes revenden servicios de
teléfono móvil desde un solo terminal que llevan con ellos. El microcré-
dito se adapta bien a este tipo de iniciativas.

Las iniciativas exitosas se basan en un conjunto de ofertas de servi-
cios específicos que han sido desarrollados e implementados para cum-
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plir con los requisitos específicos de la comunidad o población objetivo
de ser atendida, definidos a través de una investigación exhaustiva y un
conocimiento profundo de la comunidad. Televías Huarochiri, mencio-
nada anteriormente, ofrece cinco amplios servicios (telefonía fija, telefo-
nía móvil y teléfono público, acceso a Internet y TV por cable) en toda la
provincia de Huarochiri en Perú. El marketing concentrado es especial-
mente importante para iniciativas comerciales pequeñas y locales. Ru-
ralfone (www.ruralfone.com), un operador completamente comercial de
un pequeño pueblo en Brasil, ha implementado técnicas de marketing
orientadas a la comunidad, simples pero efectivas, tales como las ventas
puerta a puerta, un seguimiento sistemático de clientes nuevos y existen-
tes, el establecimiento de buenas relaciones con los gobiernos locales y
auspiciando y participando en eventos locales.

Una política muy importante en los proyectos comunitarios tanto
de tipo comercial como cooperativo es la que consiste en capacitar a los
jóvenes de la comunidad y en confiarles la responsabilidad de manejar,
administrar, operar y mantener la red en el día a día, así como de instruir
a otros para que lo hagan. Ello ha contribuido a garantizar el éxito de
operadores comunitarios sin afán de lucro, como el proyecto Chancay-
Huaral sobre un Sistema de Información Agrícola, y también el de com-
pañías comerciales locales y regionales de telecomunicaciones, como
Ruralfone y Televías Huarochiri.

Las relaciones entre las ONG y el sector de las TIC pueden ser mu-
tuamente beneficiosas. Las ONG generalmente necesitan comunicaciones
accesibles y ven a las TIC como un importante instrumento para cumplir
con sus misiones. Algunas han hecho del despliegue de las TIC su acti-
vidad primaria, reconociendo el valor central de los recursos de informa-
ción para otros objetivos de desarrollo económico.

Las prácticas innovadoras en adquisiciones han dado como resulta-
do ahorros importantes en los requisitos de inversión de capital así como
también durante las etapas de diseño, implementación y funcionamiento
del proyecto de muchas pequeñas iniciativas locales. Algunos ejemplos
de ello son:

1. la utilización de tecnologías «listas para usar» o «una tecnología
común» más tradicionales. Ruralfone ha aplicado en Brasil este
método con bastante éxito comprando un solo equipo GSM pro-
ducido y probado localmente;
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2. la utilización de subcontratación y la agregación de la demanda
para la planificación, el diseño, la instalación y el funcionamien-
to de pequeñas empresas orientadas a comunidades pequeñas.
Este es el caso de OmniGlobe, que ofrece a los pequeños empren-
dedores que instalan redes locales inalámbricas servicios que van
desde el diseño del sistema, la construcción de redes, la conexión
troncal a Internet, hasta el apoyo continuo a los emprendedores en
sus operaciones y actividades administrativas internas;

3. la contratación pública que permite agregar la demanda de servi-
cios de telecomunicaciones y de las TIC por parte de distintos
ministerios y agencias de gobierno. Esto se realiza para servi-
cios como los de educación, salud, servicios públicos y otros,
los cuales asignan fondos para telecomunicaciones, redes de da-
tos, o proyectos de gobierno electrónico.

En la mayoría de los proyectos de conexión el principal desafío es cubrir
de forma económica el coste de conectividad y el coste operativo rela-
cionado con hacer funcionar la conexión y/o la red.

Un modelo diferente fue utilizado como un proyecto piloto en So-
pachuy, Bolivia, por IICD. El socio del proyecto, Fundación Acción Cul-
tural Loyola (ACLO) una ONG local, tiene cuatro telecentros en lugares
apartados. Sopachuy fue elegida por su especial característica; tiene más
de 1.500 habitantes y está mejor capacitada para sostener el coste rela-
cionado con el funcionamiento de una red comunitaria. El modelo co-
mercial que se utiliza une a diferentes actores locales, tales como ACLO,
la municipalidad, la escuela, la asociación del agricultor y una oficina de
microcrédito. Una sola organización no puede cubrir todo el coste opera-
cional, estimado en 1.000 dólares mensuales y los servicios adicionales
como la provisión de Internet, de fotocopiar y otros servicios son insufi-
cientes para cubrir este coste. En cambio, el coste se reparte entre dife-
rentes actores, haciendo más razonable el coste operacional para la orga-
nización.

Respecto a su dimensión tecnológica, el programa piloto es inno-
vador porque una extensa red comunitaria inalámbrica abarca una amplia
área que hace posible el acceso directo en los hogares. Ahora la gente
puede acceder a la red con un coste relativamente bajo, el cual permite el
uso de Internet, pero también soluciones VoIP. El modelo ha probado ser
efectivo y otras comunidades ya están comenzando a adaptarlo. El otro
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impacto que ha generado esta iniciativa es que varios miembros de TIC-
Bolivia14 se han organizado y se han puesto de acuerdo con los provee-
dores de servicio de Internet para reducir drásticamente las tarifas de co-
nexión mensuales.

Políticas y estrategias regulatorias para el acceso universal

Los reguladores y los administradores de fondos han reconocido la im-
portancia de adaptar las disposiciones regulatorias para alcanzar los ob-
jetivos de acceso universal en áreas rurales, lejanas y con servicios insu-
ficientes de América Latina, así como también el acceso a servicios
asequibles para las poblaciones urbanas, incluyendo políticas relaciona-
das al uso de frecuencias, voz sobre protocolo de Internet (VoIP), la es-
pecificación de los requerimientos de la calidad de servicios y estánda-
res, las licencias, tarifas e interconexión y compartición de instalaciones
e infraestructura.

Política de uso del espectro

Las nuevas tecnologías y aplicaciones inalámbricas han aumentado la
demanda por espectro de forma dramática durante los últimos años. La
Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT) informó que le han
sido notificadas más asignaciones de radiofrecuencia en los últimos diez
años que en todo el período anterior desde el comienzo de la radio.15 La
escasez de espectro especialmente en el rango deseable entre 350 a 6000
MHz se está haciendo más aguda pese al hecho de que el espectro utili-
zable es hoy 5.000 veces más amplio de lo que era al comienzo de la era
de la radio a finales de los años veinte. La necesidad de más banda e in-
formatización está llevando al desarrollo de nuevas formas de transmitir
y recibir señales en el aire y a manejar la banda de radiofrecuencia. Las
autoridades políticas están reflexionando sobre métodos nuevos y más
eficaces para administrar el espectro de radiofrecuencia, el más inmedia-
to es la asignación de mayor cantidad de espectro dedicado a uso libre
para reconocer el potencial de estas nuevas tecnologías inalámbricas y
para promover la innovación en todas las aplicaciones inalámbricas, en
particular para acceso universal.
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No todos los responsables políticos y reguladores tienen interés en
ofrecer frecuencias para uso libre. Más allá de estar preocupados sobre el
abuso potencial y el uso sin control del espectro, son también reacios a
renunciar a un buen generador de ingresos. Otros, sin embargo, ven los
beneficios potenciales para sus industrias y ciudadanos a través del mer-
cado que puede generar el desarrollo y la producción de equipos de radio
de uso libre y de estándares abiertos. De los países miembros de Regula-
tel, solo El Salvador tiene una política de espectro de uso libre. Otros es-
tán revisando estas políticas a la luz de los desarrollos tecnológicos.

Los decisores políticos, reguladores y administradores de fondos de
acceso universal de América Latina deben reconocer el potencial de esta
tecnología para ofrecer un acceso local de banda ancha más económico y
más asequible. Las políticas y regulaciones para el uso libre de espectro
en América Latina deberían utilizar como referencia las experiencias lle-
vadas a cabo en Estados Unidos, Canadá y Europa, mientras que al mis-
mo tiempo deberían asegurar que la entrada de tal equipo de radio no se
obstaculice siempre que haya sido aprobada en América del Norte y/o
Europa.

También, como se mencionó anteriormente, existe un creciente in-
terés en utilizar la banda de 450 MHz y, en particular, la tecnología
CDMA 450 para áreas rurales, suburbanas y escasamente habitadas para
aplicaciones móviles y fijas; sin embargo, hasta el momento el desarro-
llo de las políticas de banda de 450 MHz parece haber estado limitado o
haber sido inexistente para las aplicaciones rurales en los países miem-
bros de Regulatel.

Voz sobre protocolo de Internet (VoIP)

Los avances en las tecnologías de intercambio de paquetes están hacien-
do posible proveer servicios de voz de buena calidad sobre Internet. Se
trata de una alternativa particularmente atractiva para las llamadas de lar-
ga distancia e internacionales, especialmente cuando los precios sobre la
red telefónica pública conmutada (RTPC en español; PSTN en sus siglas
en inglés) continúan siendo altos y cuando es más fácil de conseguir el
acceso a Internet de alta velocidad a precios razonables. Los consumido-
res se benefician de precios bajos. También presenta oportunidades para
los proveedores nuevos e incumbentes del servicio que pueden ofrecer
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servicios de voz a precios más económicos que los de las redes tradicio-
nales de circuito conmutado.

Esta tecnología se ha convertido en un serio desafío para los opera-
dores dominantes de telefonía y para los reguladores de la región. No hay
duda de que las alternativas VoIP reducen los ingresos de las comunica-
ciones de larga distancia e internacionales (incluso cuando esta nueva
tecnología estimula la demanda para este tipo de llamada). Por esta ra-
zón, muchos operadores establecidos se han opuesto enérgicamente a la
autorización de las aplicaciones VoIP tanto públicas como privadas, y al-
gunos reguladores y autoridades políticas se han unido a ellos. En Pana-
má, las llamadas VoIP deben pagar un 12% de impuesto adicional, y los
cibercafés están sujetos a fuertes multas si permiten a los clientes utilizar
las aplicaciones de VoIP. Tanto México como Colombia han establecido
estrictas prohibiciones en el pasado contra los servicios VoIP.16 En Co-
lombia solo los operadores que han pagado 150 millones de dólares pue-
den ofrecer servicios de larga distancia.

En todos los países miembros de Regulatel, excepto Chile donde
actualmente está en estudio, VoIP se considera una tecnología para pro-
veer servicios de voz y no un servicio en sí mismo. Por lo tanto, dado que
las regulaciones son en general tecnológicamente neutrales, se la trata de
igual modo que a la telefonía pública y no se tiene en cuenta las distintas
formas (ordenador a ordenador, ordenador a teléfono, y teléfono a telé-
fono). En Brasil, por ejemplo, el servicio de VoIP de ordenador a orde-
nador no está regulado pero otras formas requieren que el operador ob-
tenga una licencia. Cuba está considerando autorizar el servicio de VoIP
en redes privadas y grupos cerrados de usuarios. Otros países requieren
autorizaciones específicas para los cibercafés y otros tipos de usos.

Las justificaciones para este tipo de restricciones a menudo se ba-
san en que los servicios de VoIP no contribuyen de forma igualitaria al
desarrollo nacional y a las obligaciones de acceso universal, y que algu-
nos de los ingresos que desvían podrían ser utilizados para financiar un
acceso expandido; sin embargo, las ventajas técnicas y económicas de
los servicios de VoIP pueden también ofrecer oportunidades fascinantes
para apoyar a los objetivos de acceso universal de forma directa. Por
ejemplo, los telecentros públicos y los cafés de Internet que permiten la
utilización de servicios VoIP a bajo coste ofrecen una alternativa para los
usuarios públicos que de otro modo no podrían afrontar la realización de
llamadas internacionales. Las mismas ideas pueden ser empleadas tam-
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bién por las empresas de telefonía rural. Si los servicios de VoIP están in-
tegrados con las iniciativas para el desarrollo de la red rural (tal como ac-
ceso de banda ancha terrestre o satelital), la posibilidad de ofrecer tam-
bién el acceso a Internet, e incluso la conectividad en banda ancha, es
mucho más accesible. En efecto, el servicio de teléfono de voz ya sea
para llamadas locales o de larga distancia puede ser provisto según una
red de conmutación por paquetes a un coste adicional muy bajo. Los in-
gresos de las llamadas que se pierden cuando se presta el servicio de
VoIP suponen ahorros para los usuarios y proveedores locales, reducien-
do muchas capas burocráticas y subsidios cruzados presentes en los pro-
cesos de acceso universal.

Uno de los factores que ha contribuido en Perú al éxito de las cerca
de 30.000 cabinas públicas (telecentros comerciales) ha sido la posibili-
dad de ofrecer servicios de VoIP. Se estima que un tercio de todas las per-
sonas que utilizan estas cabinas usan servicios de VoIP. En el estrato so-
cioeconómico más bajo, donde la penetración del teléfono es muy baja,
todas las personas que van a una cabina pública realizan llamadas de te-
léfono VoIP.17

Desde este punto de vista, no parece existir una justificación para
mantener restricciones significativas sobre los servicios de VoIP, especial-
mente en el contexto del desarrollo de acceso rural. La VoIP podría abrir
muchos mercados distantes tanto al acceso de voz como de información.

Concesión de licencias

Los duros requisitos para la concesión de licencias así como las altas ta-
sas impositivas constituyen importantes barreras a la inversión, especial-
mente para los pequeños empresarios, que los responsables políticos quie-
ren atraer para construir redes en las áreas rurales. En Brasil, Ruralfone,
un inversor norteamericano sin lazos especiales con Brasil fue atraído
para invertir en el estado de Ceara en el Norte de Brasil, en parte por la fa-
cilidad de obtener una licencia. Hubo relativamente poco papeleo admi-
nistrativo para conseguir una licencia que le permitiría ofrecer telefonía
fija en casi todo el estado de Ceara (7,4 millones de personas). La licencia
le costó solo 4.100 dólares. Ruralfone (www.ruralfone.com) también pudo
firmar acuerdos de interconexión con cerca de 20 operadores incluyendo
al operador dominante, Telemar, en un período de 6 meses.
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Hay otros países miembros de Regulatel que tienen regímenes libe-
rales de concesión de licencias. En Argentina la Secretaría de Comuni-
caciones (no el regulador) expide una licencia de telecomunicaciones a
virtualmente cualquiera que lo solicite. Esto permite al portador de la li-
cencia ofrecer cualquier servicio de telecomunicaciones, telefonía fija o
móvil, nacional o internacional con o sin la infraestructura propia del ti-
tular de la licencia; sin embargo, el titular debe notificar a la Secretaría
qué servicios pretende ofrecer. Las licencias, tienen que concederse den-
tro de los 60 días tras la recepción de la solicitud, son válidas para todo
el territorio y pretenden ser tecnológicamente neutrales. Se conceden por
un período de tiempo ilimitado y están acompañadas de una serie de de-
rechos y obligaciones que están claramente descritos en las regulaciones.
Argentina ocupa el cuarto lugar en relación con la tasa de penetración de
la telefonía fija y el segundo lugar de entre los 19 países respecto a la pe-
netración de la telefonía móvil, aunque tiene una de las tasas más bajas
de acceso a Internet con banda ancha.

En Guatemala no hay un requisito para la concesión de licencias.
Cualquiera que quiera manejar u ofrecer un servicio (básico o no) en  áreas
urbanas o rurales solo tiene que registrarse y de ese modo obtener un cer-
tificado del regulador. El proceso es muy simple y no hay limitación en
los números. Es también bastante fácil obtener una licencia en El Salva-
dor. Estos son buenos ejemplos que muestran los beneficios de tener re-
gímenes liberales y de concesión de licencias.

Calidad del servicio y políticas de estandarización

Las regulaciones diseñadas para áreas con altos niveles de penetración o
con imperativos industriales en mente pueden requerir que se respeten
determinados estándares y niveles de calidad del servicio. Por ejemplo,
en Perú las regulaciones actuales no permiten la instalación o el uso de
equipos de segunda mano, incluso si se puede garantizar que su rendi-
miento sea tan bueno como el de un equipo nuevo. De manera similar, las
regulaciones pueden reconocer que es imposible garantizar siempre la
misma calidad de servicio en áreas rurales que en áreas urbanas, incluso
con equipos nuevos. Le puede tomar días a un técnico viajar a un área le-
jana del país para reparar un teléfono público averiado aunque el fallo no
sea más que la falta de sol para recargar las baterías de energía solar.
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También, el riesgo de interferencia de aparatos de radio en determinadas
bandas puede no ser el mismo en las áreas rurales que en las áreas urba-
nas más densamente pobladas.

Existen muchos estándares de calidad de servicio y de otros tipos
que son importantes de respetar si se va a mantener la integridad de la
red; sin embargo, si los estándares más rigurosos son un impedimento
para la inversión y el desarrollo de las redes y los servicios rurales, los
responsables políticos y los reguladores necesitan determinar dónde se
podría introducir mayor flexibilidad con respecto a estos estándares, ya
sea donde esta no cause ningún daño a la red o donde los impactos sean
mínimos.

Regulaciones de tarifas y de interconexión

OSIPTEL, el regulador de telecomunicaciones peruano, estableció en
1999 tarifas especiales para servicios rurales. De este modo, los opera-
dores rurales son libres de establecer las tarifas salientes y entrantes en-
tre los suscriptores de la red de teléfono fija y un teléfono público rural,
en tanto no se excedan de un máximo.

Con respecto a los cargos de interconexión, un experto en comunica-
ciones rurales, Andrew Dymond, sostiene un argumento fuerte y convin-
cente para tener cargos de interconexión asimétricos para las áreas rura-
les, como parte de las políticas de acceso universal de los países. Sugiere
que las tasas de terminación sean más altas para las llamadas que se ori-
ginan en redes urbanas y que terminan en redes rurales y están justifica-
das porque cuesta más construir, poner en funcionamiento y mantener re-
des en áreas rurales.18 Estas tasas de terminación más altas deberían ir
acompañadas por tarifas más altas sobre dichas llamadas. Debido a la in-
suficiencia de la información del cálculo del coste, Dymond sugiere
como primer paso utilizar aproximaciones que puedan ser refinadas sub-
secuentemente en la medida en que los reguladores ganen experiencia
con cargos asimétricos para las terminaciones y tarifas rurales. Al menos
dos países miembros de Regulatel (Chile y Colombia) ya tienen cargos
de interconexión asimétricas para llamadas a redes rurales.19

Los cargos de interconexión asimétrica tienen sentido y pueden, tal
como señala Dymond, ayudar a reducir la brecha de acceso y en conse-
cuencia las necesidades de subsidio de los Fondos de Acceso Universal.
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Esta parecería ser un área apropiada para que los países latinoamericanos
desarrollen políticas, guías, metodologías de costes (que pueden incluir
estándares de comparación) y acuerdos de interconexión.

Instalaciones e infraestructura compartida

Compartir instalaciones tales como torres, conductos, pasarelas y otros
equipos y recursos tiene sentido económico, especialmente para peque-
ños operadores rurales, debido a que reduce sus costes. También tiene
sentido desde un punto de vista estético y de protección del medio am-
biente, y por ello debería ser promovido y recibir apoyo de los regulado-
res y los administradores de fondos.

4. Conclusiones

Los programas de acceso universal han tenido un importante rol en el
crecimiento de las telecomunicaciones en América Latina durante la dé-
cada pasada. Han ayudado a cerrar brechas de acceso no atendidas por el
mercado, especialmente en las áreas más distantes, por medio de la pro-
visión de servicios básicos de telefonía y a veces también de otros servi-
cios. Miles de ciudadanos y muchas comunidades se han visto beneficia-
dos como resultado de estos programas. Las lecciones aprendidas son
valiosas para los países que quieren o se encuentran en proceso de esta-
blecer programas similares.

Este estudio encontró que estos programas son más efectivos cuando
forman parte de una estrategia de reforma más grande que tenga como ob-
jetivo promocionar una mayor inversión en el sector, y también cuando es-
tán coordinados con gobiernos nacionales, regionales y locales y con or-
ganizaciones de la propia comunidad beneficiada y organizaciones no
gubernamentales que están luchando por alcanzar objetivos similares.

El éxito de los programas de acceso universal de primera genera-
ción se debió en gran parte a amplias iniciativas de reforma económica
de los gobiernos, de las cuales estos programas formaban parte. Los bue-
nos resultados también se debieron al incremento de la inversión privada
en el sector de las telecomunicaciones. Con pocas excepciones, la ex-
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pansión de las redes en áreas rurales y lejanas se ha visto limitada por la
falta de infraestructuras troncales accesibles y por el insuficiente ancho
de banda en el bucle local. Los programas de acceso universal que hasta
ahora se han centrado en incrementar la telefonía y/o el acceso comuni-
tario a Internet generalmente no hicieron énfasis en las inversiones de in-
fraestructura troncal o de banda ancha. Sin embargo, las recientes inno-
vaciones tecnológicas están reduciendo los costes de la infraestructura
troncal y de banda ancha en la «última milla». Una importante conclu-
sión de este estudio fue que estos programas deberían promover el des-
pliegue de tecnologías que sean apropiadas para proveer acceso y servi-
cios esenciales a las personas y a los negocios en áreas rurales, lejanas y
con servicios insuficientes. Deberían ser puestas a disposición de todos
los operadores, proveedores de servicio y usuarios con restricciones mí-
nimas o sin ellas. Los proyectos de acceso universal deberían tener la fle-
xibilidad de poder adaptarse fácilmente a las nuevas tecnologías, aplica-
ciones y servicios en la medida que estas son puestas a disposición.
Todos los usuarios deberían ser capaces de obtener los beneficios de la
reducción de los precios del equipamiento.

Hasta el momento los programas de acceso universal se han centra-
do en estimular la oferta de infraestructura de telecomunicaciones en
 áreas rurales a través de iniciativas que canalizan recursos directamente
hacia los operadores y proveedores de telecomunicaciones y equipos de
TIC, de acuerdo con los objetivos establecidos por el gobierno y/o el re-
gulador. Recientemente, los Fondos de Acceso Universal en algunos paí-
ses han permitido a los operadores y comunidades locales proponer pro-
gramas de acceso universal o programas piloto (enfoque de abajo arriba).
Aunque estos programas pueden plantear desafíos de financiación espe-
ciales, ya que no pasan por los procesos de licitación pública o otros me-
canismos para evaluar la adecuación de los subsidios, el estudio concluyó
que había una oportunidad más elevada de éxito cuando las necesidades y
los objetivos del proyecto se habían desarrollado de abajo arriba. Es una
forma mucho mejor de asegurar que se alcancen los objetivos de desa-
rrollo económico y social de la localidad y la región, que se fomenten las
oportunidades de pequeños negocios y que se proporcione empleo, capa-
citación e ingresos para las mujeres y para los hombres en las comunida-
des seleccionadas. Los proyectos de acceso universal deberían promover
una actitud innovadora y emprendedora entre aquellos que más proba-
blemente van a estar afectados de manera directa y local, y promover el
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establecimiento y mantenimiento de empresas que utilicen tecnologías y
prácticas de negocios innovadoras.

Muchos operadores han indicado que el mayor desafío para ellos en
el momento de proveer servicios en las áreas rurales no son tanto las ba-
rreras comerciales, sino las barreras legales y regulatorias, como la con-
cesión de licencias, el uso del espectro, las tarifas, la interconexión, los
derechos de paso, los impuestos u otras tarifas impuestas por los gobier-
nos locales, regionales o nacionales, y la falta de requisitos en cuanto a
la infraestructura compartida. En algunos países las barreras regulatorias
están obstaculizando el uso y el despliegue de nuevas innovaciones de
mercado y tecnológicas tales como VoIP, WiFi, y WiMAX que podrían
disminuir el coste y mejorar el acceso a las TIC en áreas rurales de forma
significativa.

Un importante problema revelado por este estudio concierne a las
grandes ineficiencias en el desembolso del dinero de los Fondos de Ac-
ceso Universal. Se han sugerido varias formas innovadoras de abordarlo:
1) ofrecer préstamos de bajo coste para los operadores rurales (realizado
en algunos países desarrollados); 2) crear fondos de capital de riesgo de
acceso rural; 3) asistir a los operadores en la solicitud y/o cumplimiento
de las cargas legales, financieras y administrativas asociadas con la par-
ticipación en licitaciones o programas de acceso universal; y 4) respaldar
la capacitación y la asistencia para que los operadores rurales pequeños
y las cooperativas adopten prácticas innovadoras empresariales, admi-
nistrativas, de marketing y de provisión de servicios.

Al actuar como un tipo de institución de financiación público-pri-
vada, ofreciendo un abanico de instrumentos de capital de riesgo, présta-
mos, garantías, subsidios y servicios de microcréditos, a menudo en aso-
ciación o coordinación con otras instituciones públicas y privadas, un
Fondo de Acceso Universal puede transformar su rol de ser un proveedor
de subsidios gubernamentales a ser un actor estratégico en un mercado
en desarrollo. Esto no significa que los Fondos de Acceso Universal de-
berían suplantar o competir con el capital privado, cuando este se en-
cuentra disponible, pero debería ayudar donde existen brechas clave en
el acceso al capital inicial, los préstamos comerciales, los créditos de
consumo, la disminución del riesgo, u otros impedimentos vitales para la
inversión. El Fondo puede tener un rol importante en la construcción de
puentes comerciales entre los pequeños emprendedores y las fuentes de
financiación en la provisión sustentable de fondos a largo plazo.
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El sector de las telecomunicaciones en América Latina está cam-
biando muy rápidamente y, como resultado, el modelo de financiación
actualmente existente se está volviendo anticuado. No solo tiene acceso
a las redes de telefonía móvil celular el 75% o más de la población de
muchos países, sobre una base puramente comercial (con margen para
que el mercado cubra aún más segmentos), sino que la demanda de ser-
vicios más allá de la telefonía de voz básica ha comenzado a despegar,
justo cuando las nuevas tecnologías están llegando para permitir que me-
dios innovadores y eficientes suministren estos nuevos servicios. Ade-
más, en la medida en que el objetivo de acceso universal (basado en la
comunidad) ha comenzado a volverse realidad, se presenta un nuevo ob-
jetivo, el de concentrarse en el servicio universal (i.e. individual). Por lo
tanto, allí donde está disponible el acceso a la red, los reguladores y los
administradores de fondos deben comenzar a preguntarse sobre la acce-
sibilidad de los servicios para aquellos que se encuentran en el extremo
más bajo del rango de ingreso y a considerar mecanismos para apoyar
también estas necesidades de los usuarios por comunicarse.
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caen dentro de la brecha de acceso viven en áreas donde los operadores privados
no pueden proveer el servicio sobre una base comercialmente sustentable sin al-
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la banda ancha conectada como el cable y DSL.
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go utilizado en las redes de los hogares, teléfonos móviles, videojuegos, etc.
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COS en República Dominicana y Costa Rica.
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7. La penetración de la banda ancha en América
Latina: lecciones regulatorias

Andrés Gómez-Lobo

1. Introducción

Los gobiernos alrededor del mundo están cada vez más preocupados por
la disparidad del acceso a Internet entre los grupos sociales. Se da por su-
puesto que el acceso a la «sociedad de la información», como algunos la
han denominado, es crítico para las posibilidades sociales y económicas
abiertas a los individuos. La «brecha digital», o el acceso diferencial a
Internet entre ricos y pobres, es visto como un factor crítico que produce
aún más desigualdad de ingresos y social, especialmente en sociedades
donde las disparidades de ingreso ya son inaceptablemente altas, como
en América Latina. De esta manera, la comprensión de los factores que
determinan la penetración de Internet —y en particular de la banda an-
cha— en los países y la identificación de políticas que puedan incremen-
tar el acceso a esta tecnología son tareas muy importantes no solo desde
un punto de vista productivo, sino también, dadas las disparidades socia-
les de la región, desde una perspectiva distributiva o de equidad.

En este capítulo analizamos la situación actual del acceso a Internet
en determinados países de América Latina y los factores económicos y
de regulación que pueden explicar las distintas tasas de penetración en-
tre ellos. No se ha escrito mucho en relación con la penetración de Inter-
net o de banda ancha en América Latina.1 Por lo tanto, aunque la infor-
mación disponible es incompleta y tiene muchas limitaciones, este
artículo realiza una novedosa contribución a la literatura al ser uno de los
primeros en analizar estos temas en el contexto de América Latina. Otra
contribución de este capítulo es observar que para esta región las políti-
cas adecuadas para promover la penetración de Internet pueden diferir de
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las de países relativamente más desarrollados. Más adelante resaltamos
el rol de la competencia en la creciente penetración de Internet y las con-
diciones de regulación que promueven esta competencia. A diferencia de
los países más desarrollados, sostenemos que en América Latina la desa-
gregación obligatoria de la red de telefonía fija probablemente no sea una
política muy efectiva e incluso podría resultar contraproducente para
promocionar una mayor penetración de Internet. Esto se debe a la baja
cobertura de las redes de telefonía existentes en la región en comparación
con los países de la OECD o incluso de Europa del Este y los posibles
efectos negativos que la desagregación forzada puede tener sobre los in-
centivos de la expansión de la red. En cambio, consideramos que para
América Latina, la competencia entre plataformas es una opción más
promisoria. Esto es especialmente relevante cuando se consideran las
nuevas posibilidades tecnológicas para el acceso a Internet, por ejemplo
a través de la red de telefonía móvil. Sin embargo, promover la compe-
tencia entre las redes requiere tomar algunas acciones regulatorias que no
todos los países de la región han llevado a cabo.

Aunque el principal énfasis de este capítulo está puesto en las polí-
ticas de regulación y de mercado que apuntan a incrementar la penetra-
ción de la banda ancha, en las conclusiones de este capítulo repasamos
brevemente los programas sociales proactivos que se han implementado
en la región para promover el acceso a Internet y a banda ancha más allá
de lo que es posible alcanzar por las fuerzas de mercado. En general, to-
dos estos programas han sido subsidios de inversión pública para conec-
tar escuelas, instituciones públicas y regiones periféricas e inaccesibles,
o fondos para subsidiar el acceso comunitario a Internet a través de esta-
blecimientos privados o públicos del tipo cibercafé. De acuerdo a lo que
sabemos, no se han implementado programas de subsidio a la demanda
para promover conexiones domésticas individuales.2

Aunque el uso de los subsidios a la demanda debería ser explorado en
el futuro, existen varios obstáculos que atentan contra la efectividad de esta
opción de política. Por un lado, es probable que el precio de los ordenado-
res presente un obstáculo mayor para los hogares más pobres que el precio
de las conexiones a Internet. Esta dificultad es análoga al caso de los dis-
positivos domésticos internos en el caso de las conexiones de agua. Puede
ser que los hogares pobres no estén conectados a la red de tubería de agua
debido al coste de los dispositivos domésticos internos y de la instalación
requerida, incluso cuando las conexiones o el consumo es subsidiado. En el
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caso de Internet, las dificultades para resolver este problema son incluso
mayores que en el sector del agua potable dado que los ordenadores son al-
tamente móviles y por lo tanto la posibilidad de arbitraje limitan la efecti-
vidad de potenciales subsidios a estos bienes durables como mecanismo
para promover el acceso a Internet de ciertos grupos sociales.

El capítulo concluye con las principales lecciones de política que
hay que aprender de la experiencia de América Latina y las opciones de
política más recomendables para promover el acceso a Internet y a la
banda ancha en la región.

2. La situación actual de acceso a Internet en América Latina

La caracterización de la tasa de penetración actual de Internet por país es
un tanto difícil de hacer debido a la falta de información actualizada para
cada país. En el cuadro 1 se presenta la información sobre la penetración
de banda ancha para determinados países de América Latina tomada de
los Indicadores de Desarrollo Mundial del Banco Mundial. Las últimas
cifras disponibles públicamente son de 2006.

CUADRO 1
Penetración de banda ancha en determinados países de América Latina 

(en porcentaje)

País 2000 2005 2006

Argentina 0,23 2,2 4,0
Brasil 0,06 1,8 3,1
Chile 0,05 4,4 6,0
Colombia 0,02 0,7 1,4
Costa Rica 0,01 0,7 1,3
Ecuador 0,02 0,2 0,2
México 0,02 2,4 3,6
Perú 0,00 1,3 1,8
Venezuela 0,02 1,3 2,0

Promedio América Latina 1,7 3,0

FUENTE: Indicadores de Desarrollo Mundial, Banco Mundial.
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En 2006 Chile tenía la tasa de penetración más alta con un 6% se-
guido por Argentina con un 4%, México con un 3,6% y Brasil con un
3,1%. Colombia, Perú, Ecuador, Costa Rica y Venezuela tenían tasas in-
feriores al promedio regional.

En la figura 1 se presentan las cifras de penetración de banda ancha
para el año 2006 en relación con el ingreso per cápita para cada país. Se
puede observar que existe una relación positiva entre la penetración de
Internet de banda ancha y el ingreso per cápita. Sin embargo, las dife-
rencias en el ingreso no explican toda la variación entre los países. Chile
parece ser un caso atípico, con una tasa de penetración más alta que la es-
perada por su ingreso per cápita. Colombia y Ecuador están claramente
por detrás, pero en este caso esto puede ser asociado más directamente
con un ingreso per cápita bajo. Costa Rica parece tener una tasa de pe-
netración más baja que la esperada para su ingreso per cápita.

218 Andrés Gómez-Lobo

FIGURA 1
Penetración de banda ancha (cada 100 personas), PIB per cápita (2006)

FUENTE: Indicadores de Desarrollo Mundial, 2006, Banco Mundial.
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Otra estadística interesante es la comparación de los precios men-
suales de acceso a banda ancha entre los países. Gómez Lobo (2007)
compara estos precios entre un conjunto de países europeos y latinoame-
ricanos. Dado que no tenemos información del número de clientes por
plan y por lo tanto no podemos estimar el gasto promedio en banda an-
cha en cada país, seguimos a la UE (2005) y comparamos dos indicado-
res de precios en todos los países.

Primero, el precio de banda ancha más económico en cada país fue
comparado bajo el supuesto de que este es el mínimo precio de acceso
para nuevos usuarios. Segundo, se comparó el precio promedio por me-
gabyte (velocidad de subida y de bajada). En ambos casos, los precios lo-
cales fueron convertidos a dólares utilizando la tasa de intercambio 2004
PPA (Paridad de Poder de Adquisición).3

Las figuras 2, 3 y 4 presentan las comparaciones de precio para
América Latina.4 A partir de la figura 2 se puede observar que México tie-
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FIGURA 2
Cargo mínimo de acceso mensual para banda ancha, mayo-junio 2006 

(dólares PPA)

NOTA: Incluye una asignación mensual para la instalación y equipos si se cobra separadamente de la fac-
tura de acceso.
FUENTE: Gómez-Lobo (2007).
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ne el plan de banda ancha con precio más bajo, seguido por Chile y Ar-
gentina. Perú y Venezuela, por otro lado, tienen los precios más altos. Si
los precios para distintos planes en cada país están normalizados según la
velocidad, los precios promedio son aquellos mostrados en la figura 3
para planes con velocidad por arriba de 256 kbps y por debajo de 1.024
kbps. Esta banda de velocidad es considerada el caso más relevante, ya
que, al menos en Chile, la mayoría de los hogares conectados tienen pla-
nes entre 300 kbps y 600 kbps. En este caso, México tiene de lejos los pla-
nes de precio más bajos, seguido por Venezuela, Brasil, Chile y Perú. Ar-
gentina, Ecuador y Colombia tienen el precio promedio más alto.

En la figura 4 se presenta la misma información, pero para planes
entre 1 y 4 MB. Por arriba de este umbral no hay muchas conexiones y
este segmento del mercado representa probablemente los clientes «pre-
mium» en cada país. En este caso, Chile tiene los planes de precio más
bajo, le siguen Brasil, Argentina y México.
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FIGURA 3
Cargo de acceso mensual promedio por MB para velocidad de banda ancha

por arriba de 256 kbps y por debajo de 1.024 kbps, mayo-junio de 2006
(dólares PPA por MB)

NOTA: incluye una asignación mensual para instalación y equipos si se cobra separadamente de la factu-
ra de acceso.
FUENTE: Gómez-Lobo (2007).
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Para resumir, podemos decir que Chile es el país con la tasa de penetra-
ción de banda ancha más alta, seguido por México, Argentina y Brasil.
Estos países son también los que están asociados con los planes de acceso
de banda ancha de precio más bajo, aunque las clasificaciones relativas
entre estos países dependen de la velocidad de los planes considerados.5

Colombia, Perú y Ecuador van a la zaga en la mayoría de los aspectos
analizados.

Un hecho importante que será relevante para nuestra posterior ex-
posición es que a partir de mediados de 2006 solo en un país, Chile, exis-
tía el empaquetamiento de servicios o triple play (televisión, teléfono y
acceso a banda ancha pagos). Esto es importante por dos razones. Prime-
ro, en tanto la mayoría de las conexiones de banda ancha en Chile son a
través de un plan integrado, la información de precios mostrada en las fi-
guras previas basadas en el precio de lista de planes de banda ancha no
integrados probablemente está sobrevaluando el precio que pagan los
clientes por este servicio en este país. Los precios de lista para el acceso
al servicio están valuados más alto que los productos integrados debido
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FIGURA 4
Cargo de acceso mensual promedio por MB para una velocidad de banda

ancha entre 1 MB y 4 MB, mayo-junio de 2006 (dólares PPA por MB)

NOTA: incluye una asignación mensual para instalación y equipos si se cobra separadamente de la factu-
ra de acceso.
FUENTE: Gómez-Lobo (2007).
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a la discriminación de precio por parte de los operadores. De esta mane-
ra, es probable que la posición relativa de Chile esté subestimada en las
figuras anteriores. Segundo, tal como será analizado con más detalle más
adelante, fue la introducción de productos integrados en Chile en 2004 lo
que realmente activó la fuerte competencia observada en este mercado y
el aumento de las conexiones de banda ancha. La ausencia de competen-
cia en productos integrados puede, por lo tanto, explicar las tasas de pe-
netración relativas en los países de la región.

3. La competencia entre plataformas: el caso de Chile y de
Perú

¿Qué es lo que explica la disparidad en el acceso a Internet en toda la re-
gión? Por supuesto, el ingreso per cápita es una importante influencia, tal
como se muestra en la figura 1. Sin embargo, esto no explica todas las di-
ferencias entre los países. En particular, el rol de liderazgo de Chile en lo
que se refiere a la penetración de banda ancha no se explica solamente
por su ingreso per cápita.

En esta sección intentaremos derivar algunas hipótesis en relación
con los factores que determinan la penetración de Internet. Debido al pe-
queño número de observaciones, no resulta factible tomar un enfoque em-
pírico sistemático, como el análisis de regresión múltiple. Más bien, nos
aproximamos al tema de investigación analizando el caso de dos países:
Chile y Perú. Estos casos son de interés porque son extremos dentro de la
región; Chile al ser el líder en términos de penetración de banda ancha
mientras que Perú se encuentra por debajo de la media regional. Como
será evidente en breve, estos dos casos son también extremos en términos
de la competencia de plataformas en la provisión del acceso a Internet.

¿Qué es lo que explica el éxito de Chile en términos de la penetra-
ción de Internet? En la figura 5 se presenta la evolución de las conexio-
nes de Internet desde el año 2000 hasta el segundo trimestre de 2007. Es
posible observar que las conexiones de banda ancha tuvieron un comien-
zo temprano en este país. Para 2004 el número de conexiones de banda
ancha superó el número de conexiones por discado telefónico. Este co-
mienzo temprano en Chile está vinculado, creemos, a la presencia de un
proveedor de televisión por cable fuerte e innovador, VTR.6 Esta empre-
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sa comenzó ofreciendo conexiones de banda ancha en 1999 e introdujo el
popular paquete triple play y otros productos integrados en la capital,
Santiago, en el año 2000. En la medida en que su red HFC se expandió a
otras grandes ciudades, VTR pudo ofrecer conexiones de banda ancha a
una población más amplia. A través de sus productos integrados se con-
virtió también en un importante rival de Telefónica CTC, el proveedor
dominante de telefonía fija.

Nuestra hipótesis de que las conexiones de banda ancha se desarro-
llaron temprano en Chile debido a los esfuerzos del proveedor de televi-
sión por cable es consistente con la información provista por la figura 6.
Hasta el año 2003 la mayoría de las conexiones de banda ancha eran por
cable módem. Dado que las cifras presentadas en la figura corresponden
al nivel nacional, ocultan la importancia del acceso por cable en aquellas
ciudades donde estaba presente VTR.

Conjeturamos que la competencia de VTR forzó a Telefónica-CTC a
expandir su cobertura de ADSL, o al menos a incrementar su cobertura a
ritmo más rápido que el que habría llevado ante la ausencia de competencia.
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FIGURA 5
Conexiones de Internet por tipo (en Chile) diciembre de cada año

FUENTE: Subsecretaría de Telecomunicaciones (Subtel), Chile.
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En 2004, el regulador de telecomunicaciones (Subtel) permitió a los pro-
veedores dominantes de telefonía fija ofrecer un menú de planes alterna-
tivos más allá de la tarifa estándar regulada. Esta flexibilidad de la tarifa
también permitió a CTC introducir sus propios productos integrados ese
año. La figura 7 muestra cómo la tasa de penetración de Internet entre los
consumidores residenciales se aceleró después de 2004. De acuerdo al
Informe Anual 2004 de Telefónica-CTC, la capacidad de competir con
productos integrados fue instrumental para revertir la tendencia descen-
dente en las conexiones de teléfono fijo y en el incremento de las cone-
xiones de banda ancha.7

La importancia de la competencia de productos integrados se pue-
de también observar a través de la evolución de las tarifas. En el cuadro
2, tomado de González y Gómez-Lobo (2006), se muestra que los precios
reales no cayeron de forma significativa hasta 2004. De hecho, entre ju-

224 Andrés Gómez-Lobo

FIGURA 6
Conexiones de banda ancha por plataforma (Chile)

NOTA: las conexiones por cable módem anteriores a 2005 incluyen a los suscriptores de VTR y de Me-
trópolis Intercom. Ese año estas dos empresas se unieron, de forma que a partir de entonces la informa-
ción coincide con las conexiones de VTR.
FUENTE: Subsecretaría de Telecomunicaciones (Subtel), Chile.
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FIGURA 7
Conexiones residenciales de Internet como porcentaje de hogares (Chile)

FUENTE: Subsecretaría de Telecomunicaciones (Subtel), Chile.

CUADRO 2
Precio promedio por mes del servicio de Internet de banda ancha, Chile

(dólares de marzo de 2006)

Precio mensual promedio Tasa de cambio

Velocidad de flujos de datos Porcentaje de velocidad de 
(kbps) flujos de datos (kbps)

Fecha 500-600 1.000-1.050 2.000-2.050 500-600 1.000-1.050 2.000-2.050

Junio 2001 46,633 87,470 — — — —
Junio 2002 46,858 82,686 — 0,5 –5,5 —
Junio 2003 35,254 72,140 — –24,8 –12,8 —
Junio 2004 36,201 76,644 99,388 2,7 6,2 —
Diciembre 2004 36,323 46,697 64,512 0,3 –39,1 –35,1
Marzo 2006 26,129 31,652 39,303 –28,1 –32,2 –39,1

NOTA: los precios no incluyen cargos de conexión o tarifas especiales de noche y fin de semana.
FUENTE: Gonzáles y Gómez-Lobo (2006), basándose en la información de las páginas web de las em-
presas, Subtel y VTR.
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nio de 2003 y junio de 2004 las tarifas aumentaron. Esto también señala
un importante cambio estructural en la industria hacia fines de 2004, que
coincide con el lanzamiento de productos integrados por parte de Telefó-
nica-CTC.8 Durante este período, tanto VTR como CTC estuvieron tam-
bién incrementando la velocidad de sus conexiones de banda ancha a sus
clientes de entonces sin coste extra.

La evidencia anterior sugiere que fue la presión competitiva entre los
distintos proveedores de plataforma lo que estimuló el aumento en la pe-
netración de Internet y banda ancha en Chile. La estructura de mercado en
Chile se puede caracterizar como un duopolio; aunque uno intensamente
competitivo.9 Además, la capacidad de estos competidores para ofrecer
productos integrados (en la forma de paquetes triple play que incluyen te-
léfono, Internet y televisión por cable) fue decisiva en esta evolución.

Para mediados de 2008, VTR tenía el 17,2% del mercado de telefo-
nía fija frente al 11,7% a finales de 2005 y era un importante rival de Te-
lefónica, el proveedor dominante, cuyo segmento del mercado cayó de
un 77% a un 64,5% entre 2004 y 2008. En el mercado de Internet, el seg-
mento de VTR creció desde un 33,7% a finales de 2005 hasta un 38,8%
en diciembre de 2007.10 Las cifras anteriores esconden el hecho de que en
Santiago, el mercado más grande y lucrativo, VTR ha constituido un de-
safío formidable para el proveedor de telefonía dominante. Reciente-
mente, VTR se ha expandido a la décima región, dominada por otra em-
presa de telefonía fija, Telsur. La entrada de VTR ha sido muy agresiva,
ofreciendo fuertes descuentos en sus productos triple play, lo que moti-
vó a Telsur a acusar a VTR de predación en este mercado regional.11 Es-
tos sucesos solo confirman el hecho de que hay una fuerte competencia
entre plataformas de acceso alternativas.

De esta manera, concluimos que parte de la tasa de penetración re-
lativamente alta de Internet en Chile se debe a una fuerte competencia
entre plataformas alternativas y a la innovación de productos —en la for-
ma de productos integrados— que esta competencia ha generado. Natu-
ralmente, existen probablemente también otras causas, como una econo-
mía pujante, un ambiente favorable al mercado y un gobierno proactivo
que genera aplicaciones y contenidos de Internet que incrementan la de-
manda de este servicio.12 Sin embargo, el aspecto interesante de nuestra
conclusión es que, a diferencia del crecimiento económico y el ambiente
de mercado, esta tiene implicancias de política directas para el sector.

El hecho de que nuestra conjetura es razonable resulta evidente
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después de analizar otro caso extremo: Perú. Tal como se vio en la sec-
ción anterior, Perú permanece por detrás del resto de la región en cuanto
a las conexiones de Internet. Parte de esto se debe a su ingreso per cápi-
ta bajo. Sin embargo, resulta instructivo analizar también el mercado de
Internet a la luz de nuestra hipótesis vinculada a la importancia de la
competencia de plataformas.

En Perú, el mercado de televisión por cable está dominado por Te-
lefónica Multimedia, propiedad de Telefónica, el operador dominante de
telefonía fija. De acuerdo a González (2007), en junio de 2006 Telefóni-
ca Multimedia tenía el 86,9% del mercado de televisión de pago, frente
al 74% en 2004. La segunda empresa proveedora de televisión por cable
(Boga Comunicaciones) tiene solo el 4% del mercado. En el mercado de
telefonía fija, Telefónica tiene cerca del 99% del mercado, y es clara-
mente el proveedor de telefonía fija dominante.

CUADRO 3
Conexiones de Internet según el tipo de tecnología (Perú)

2001 2002 2003 2004 2005 2006

ADSL 1.700 20.375 63.641 185.516 327.982 459.740
Cable 6.007 15.093 27.002 23.134 15.849 12.277
Conexión por discado 173.583 212.719 269.223 177.117 165.474 142.409

telefónico
Otras 6.320 6.228 6.122 5.874 5.751 7.015

TOTAL 187.610 254.415 365.988 391.641 515.056 621.441
Índice ADSL/Cable 0,28 1,35 2,36 8,02 20,69 37,45

FUENTE: González (2007) basándose en la información de OSIPTEL.

De esta manera, en Perú tanto la telefonía fija como la plataforma de ca-
ble están controladas por el mismo propietario, Telefónica. Con una es-
tructura de mercado como esta resulta improbable que se desarrolle la
competencia. En el cuadro 3 se presenta información sobre el número y
el tipo de conexiones de banda ancha en este país. Se puede observar que
mientras que el acceso por cable y el acceso por ADSL eran similares en
2002, el acceso por cable no creció a la par del crecimiento de las cone-
xiones de ADSL. Dada la propiedad cruzada en esta industria en Perú
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este resultado no es sorprendente. Telefónica probablemente no está in-
teresada en desarrollar una red bidireccional HFC que compita directa-
mente con su negocio basado en la telefonía fija ya establecido.

En la figura 8 se muestra la porción relativa de cable frente a las co-
nexiones de ADSL para varios países latinoamericanos en marzo de
2006. Se puede observar que todos los países que tenían una tasa de co-
bertura relativamente alta de Internet de acuerdo a la evidencia presenta-
da en el segundo apartado de este capítulo, es decir, Chile, Argentina,
Brasil y México, tienen una porción relativamente equilibrada de cable y
acceso ADSL. Perú destaca por ser un país donde no se ha desarrollado
un acceso de plataforma alternativo a la red de telefonía fija.

Colombia es un caso atípico. De acuerdo con la figura 8, la por-
ción de conexiones de cable se encuentra por arriba de las conexiones de
ADSL. Si esto se toma como una variable proxy de la competencia en-
tre plataformas, entonces se puede esperar que este mercado sea más
competitivo que en Perú.13 Sin embargo, en la figura 1 se muestra que
para un ingreso per cápita similar, Colombia tiene una tasa de penetra-
ción menor que Perú. Sin embargo, en Colombia, hasta hace muy poco
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FIGURA 8
Segmento relativo de cable versus conexiones de ADSL para determinados

países (marzo de 2006)

FUENTE: González (2007).
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existieron una serie de regulaciones que limitaron el potencial competi-
tivo de los proveedores de cable. Estos proveedores están regulados por
la Comisión Nacional de Televisión (CNTC) y su marco asociado de re-
gulación, y no por el regulador de las telecomunicaciones (CRT). Como
tal, existieron fuertes limitaciones legales que impidieron a las empresas
de cable ofrecer servicios de telefonía, limitando de esta manera la capa-
cidad de dar servicios integrados.14 Además, existe una propiedad cruza-
da entre la telefonía fija y la televisión por cable en Medellín, la segunda
ciudad más grande de Colombia.

Si la hipótesis de que la competencia entre plataformas y la com-
petencia con los productos integrados es crucial para el desarrollo del
mercado de banda ancha es cierta, entonces las implicancias de las po-
líticas son directas. Se deberían abandonar todas las regulaciones que
reprimen la competencia entre plataformas y el desarrollo de productos
integrados. En particular, se debería evitar la propiedad cruzada de pla-
taformas, como en el caso de Perú. Esto es particularmente importante
para el otorgamiento de licencias de nuevas plataformas potenciales,
como Wi-Max, telefonía móvil y otras tecnologías alternativas que pue-
den prometer convertirse en un acceso alternativo económico a cable y
ADSL.15 En Colombia, por ejemplo, se otorgaron las primeras licencias
Wi-Max a proveedores dominantes de telefonía fija, un error según el
presente autor.16

4. Desagregación (unbundling)

Otra opción de regulación para promover la competencia entre los pro-
veedores de Internet es forzar la desagregación de las redes de telefonía
fija y de cable para los PSI (Proveedores de Servicio de Internet) en com-
petencia.17 Aunque es utilizado en Europa y en Estados Unidos para in-
crementar la competencia en la industria telefónica, su uso para los ser-
vicios de banda ancha ha sido defendido con menor firmeza. En Estados
Unidos el FCC ha dictaminado excluir los servicios de banda ancha de
los requisitos de desagregación impuestos sobre las empresas de telefo-
nía local.18 En Europa, la Comisión ha dejado determinar a los gobiernos
nacionales si sus mercados de Internet requieren medidas especiales,
como la desagregación.19
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La duda para imponer la desagregación en los mercados de Internet
en los países desarrollados se debe a varios factores que limitan la efec-
tividad de esta opción de política. Creemos que los argumentos en contra
de la desagregación son incluso más fuertes en el contexto de un país en
desarrollo.

Primero, la desagregación es una regulación «opresiva» que re-
quiere una fuerte capacidad institucional para superar los conflictos ine-
vitables que surgirán entre los operadores. La desagregación genera un
mercado intermedio artificial que debe tener una clara separación o in-
terfase entre empresas a fin de funcionar. Si los términos de acceso a la
infraestructura del operador dominante no son claros y las condiciones
de desagregación no son fácilmente impuestas, entonces los costes de
transacción serán altos y esta política no podrá alcanzar su objetivo de
promover la entrada, la competencia y el mayor acceso.20

En América Latina las dificultades generadas por una política de
desagregación forzada son incluso mayores debido a una capacidad de
regulación más débil. Además, debido a los distintos sistemas legales (el
derecho romano versus las tradiciones del derecho consuetudinario de
los países anglosajones), las empresas dominantes son mucho más exito-
sas en paralizar cualquier iniciativa de regulación a través de procedi-
mientos legales largos y engorrosos.21 De esta manera, una política de re-
gulación que implica que las empresas dominantes deben proveerles a las
empresas en competencia acceso a sus elementos de red, lo cual inevita-
blemente generará conflicto, probablemente no será muy exitosa.

A fin de ilustrar esto, en Chile la desagregación forzada de la red de
telefonía fija ha sido establecida desde fines de los años noventa y los
precios de acceso regulados para cada elemento de la red son estableci-
dos cada cinco caños durante el proceso de revisión de precio. Sin em-
bargo, todavía no se ha realizado ningún uso significativo de los elemen-
tos desagregados para proveer servicio de teléfono. Esto se debe a la falta
de regulaciones detalladas que clarifiquen los detalles esenciales de la
desagregación de elementos necesaria para reducir los costes de transac-
ción y evitar los incentivos de un comportamiento oportunista por parte
de las empresas dominantes.22

Segundo, en el caso del servicio de cable módem —que hemos sos-
tenido antes que es un ingrediente clave para impulsar la competencia en
los servicios de Internet— la desagregación de los elementos de la red es
técnicamente más difícil. A diferencia de una red de teléfono fijo, en la
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que hay un cable de cobre desde la estación de conmutación hasta la casa
de cada cliente, en el caso de una red de cable coaxial bidireccional, to-
dos los clientes comparten la misma infraestructura hasta el cable que co-
necta cada hogar. En este caso, no hay muchos elementos que puedan ser
desagregados, excepto todo el servicio. Esto equivale a revender los ser-
vicios de empresas de cable, permitiendo a un proveedor de servicio de
Internet competir solo en actividades relativas al usuario y a la factura-
ción. Los márgenes disponibles en esta actividad son probablemente mo-
destos y la desagregación (o los servicios de reventa forzados o regula-
dos tal como serían en este caso) probablemente no generarán una fuerte
competencia en el acceso a Internet. Otra opción sería revender capaci-
dad sobre el cable coaxial. Sin embargo, sería difícil determinar las res-
ponsabilidades en caso de deterioro de la calidad u otras externalidades
posibles entre empresas que utilizan la misma infraestructura, con lo cual
estamos de vuelta frente a los altos costes de transacción analizados an-
teriormente. De hecho, hasta donde tenemos conocimiento, no existen
casos de desagregación de cable exitosa en el mundo.

Por lo tanto, cualquier política de desagregación forzada tendría
que ser impuesta sobre las redes de teléfono fijo a fin de proveer un ser-
vicio ADSL desagregado. Más allá de la asimetría de regulación impli-
cada por esta opción (los servicios de ADSL están forzados a la desagre-
gación, pero no así los servicios de cable módem competitivos), el hecho
es que la penetración del teléfono fijo en América Latina es muy baja. En
el cuadro 4 se muestra el número de líneas de teléfono fijo por población
en la región. Podemos observar que en el mejor de los casos se encuentra
todavía lejos del número de líneas en los países desarrollados.

Este último punto nos lleva al tercer y más importante problema re-
lacionado con la desagregación como una opción de regulación. Existe
evidencia de que la desagregación no incrementa la penetración de ban-
da ancha y puede de hecho reducirla debido a los desincentivos creados
para la inversión en redes y el desarrollo de plataformas competitivas.23

Existen varias razones por las que la desagregación puede afectar
negativamente la inversión en redes. Por un lado, como observa Hausman
(1999; 2002), cuando se establecen tarifas para los elementos desagrega-
dos, los reguladores raras veces reconocen el valor de opción involucrado
en la expansión de la red en un ambiente incierto y de inversiones hundi-
das. En este escenario, una empresa de red correrá el riesgo comercial de
la expansión. En algunos casos, la expansión será comercialmente exito-
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sa y en otros casos será menos exitosa de lo que se esperó originalmente.
Sin embargo, un proveedor de servicio que compra servicios desagrega-
dos se beneficiará del conocimiento ex post acerca de dónde es más
atractivo comercialmente el servicio y utilizará entonces la infraestruc-
tura de los propietarios de servicios desagregados solo en esas áreas. Si
los reguladores establecen precios a un coste marginal o a un coste de ex-
pansión de la infraestructura, el propietario no recuperará sus inversiones
en las áreas menos exitosas. Por lo tanto, en términos generales el pro-
pietario de la red tendrá pérdidas y en consecuencia no tiene incentivos
para expandir la red bajo estas circunstancias.24

Segundo, Woroch (2003) sostiene que la desagregación puede re-
trasar el desarrollo de plataformas independientes. Su modelo está basa-
do en la idea de que la capacidad de ofrecer servicios agregados (teléfo-
no, TV e Internet) es esencial para la competencia. En este contexto, ser
capaz de proveer acceso a Internet, más allá de generar algunos benefi-
cios directos para la empresa, también genera un beneficio indirecto al
incrementar la atracción comercial del resto de los servicios ofrecidos. Si
la provisión del acceso a Internet a través de una plataforma desagrega-
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CUADRO 4
Número de líneas de teléfono fijo por cada 1.000 personas, países de América

Latina y de altos ingresos (2006)

Porcentaje de líneas fijas 
País por cada 1.000 personas

Argentina 242
Brasil 205
Chile 202
Colombia 173
Costa Rica 307
Ecuador 133
México 191
Perú 85
Venezuela 156

Promedio de América Latina 178
Promedio de los países con ingreso alto 1.440

FUENTE: Indicadores de Desarrollo Mundial (2005), Banco Mundial.
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da constituye una alternativa de coste más bajo que invertir en una plata-
forma independiente —porque la inversión propia es más riesgosa o más
costosa, por ejemplo— entonces la empresa utilizará la plataforma desa-
gregada. Sin embargo, puede ser que los beneficios directos e indirectos
sean todavía más grandes que el coste de invertir en una plataforma in-
dependiente. Si la desagregación forzada no se encuentra vigente, enton-
ces el regulador bloqueará la primera alternativa y la empresa desarrolla-
rá su propia plataforma.25

En un continente donde las redes de teléfono no se encuentran bien
desarrolladas, como se mostró antes, cualquier política que reduce la ex-
pansión de la red o retrasa el desarrollo de plataformas competitivas está
destinada a ser contraproducente a largo plazo. Esta es un área donde
América Latina difiere de otros países en desarrollo, en particular de
Europa del Este, y puede reclamar distintas medidas de regulación en
cada caso.

5. Conclusiones

Naturalmente, el ingreso per cápita es el factor más importante que de-
termina la tasa de penetración de Internet entre los países de América La-
tina. Sin embargo, sostenemos en este capítulo que la competencia entre
plataformas alternativas puede explicar algunas de las diferencias obser-
vadas en el acceso a Internet en la región. Esta es la conclusión que sur-
ge de un estudio de dos casos extremos, Chile y Perú. En el primer caso,
existe una competencia vigorosa entre los operadores de telefonía fija y
una empresa grande de cable que compite por los clientes no solo por el
acceso a Internet, sino también por la televisión paga y los servicios de
telefonía fija. En el otro extremo, en Perú, el operador de telefonía fija
dominante es también el propietario de la empresa de cable más impor-
tante y por lo tanto el acceso a Internet a través del cable módem no ha
sido desarrollado de manera significativa. Creemos que esto puede ex-
plicar en parte el desempeño promedio bajo de Perú en comparación con
los líderes regionales.

Podemos extraer varias recomendaciones de política de la conclu-
sión anterior. Primero, se debería evitar la propiedad cruzada de platafor-
mas de acceso. Este es el caso con las redes dominantes de teléfono y de
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cable en Perú, así como también en algunas ciudades de Colombia.26 Con
esta estructura de mercado resulta improbable que se desarrolle la com-
petencia entre las tecnologías de acceso por ADSL y por cable. En el caso
de Colombia, algo similar puede ocurrir por la asignación de dos licencias
WiMax, a las empresas de telefonía fija dominantes. En estos países se
deberían realizar intentos para obligar a las empresas a desprenderse de
una de sus plataformas de acceso y se deberían realizar esfuerzos para que
surja un competidor más fuerte de este cambio de propiedad. En la medi-
da en que se desarrollen nuevas tecnologías, se debe evitar que las em-
presas dominantes compren (o se les asigne) licencias para estas nuevas
tecnologías. Este es el caso de WiMax, por ejemplo, pero también se de-
bería prestar atención a las tecnologías de acceso móvil emergentes.27

¿Qué sucede si la propiedad cruzada ya es una realidad y la desin-
versión forzada no es una opción por razones legales o políticas? ¿La de-
sagregación del acceso es una buena opción de regulación alternativa
para promover el acceso a Internet? Creemos que no, por muchas razo-
nes. Primero, la desagregación de redes de cable no es técnicamente fac-
tible y no ha sido intentada en ningún lugar del mundo. Esto deja a la de-
sagregación de redes de teléfono fijo como la única opción. El problema,
sin embargo, es que en América Latina las redes de telefonía fija no es-
tán todavía desarrolladas. Además, existe evidencia teórica y empírica de
que la desagregación reprime las inversiones en la expansión de redes.
Por lo tanto, si se implementa una desagregación forzada en América La-
tina existe un peligro real de que la inversión y la expansión de la red se
vean afectadas y, por lo tanto, la penetración potencial de Internet se en-
contrará con un límite superior bastante bajo.

Este es un caso interesante en el que América Latina difiere de
otras partes del mundo, en particular de Europa Occidental y del Este.
Estos países ya tuvieron una red de telefonía fija madura antes del desa-
rrollo de Internet. La cobertura y expansión de la red no es un tema tan
importante. Por lo tanto, quizás la desagregación tiene más sentido en
este contexto en comparación con el mundo en desarrollo. Sin embargo,
se debe decir que incluso en los países desarrollados no existe un claro
consenso en cuanto a las ventajas de la desagregación de la red para el
acceso a Internet, tal como lo evidencia la reciente reversión de esta po-
lítica en Estados Unidos.

Las diferencias en la capacidad de regulación institucional para im-
poner una estrategia de desagregación exitosa también atentan contra la
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introducción de esta estrategia «opresiva» —y por lo tanto intensiva en
la capacidad de regulación— vis à vis los países más desarrollados.

Cuando existe un proveedor dominante que tiene una propiedad
cruzada de plataformas puede resultar preferible no forzar un esquema
desagregado de forma de no reprimir los incentivos de este operador para
expandir su principal red. Además, las autoridades deberían ser muy cui-
dadosas de no permitir la propiedad cruzada de las nuevas tecnologías
emergentes tales como WiMax o el acceso a telefonía móvil.

Los gobiernos pueden también promover el acceso a Internet a tra-
vés de otras opciones de política. En los años noventa, la mayoría de los
gobiernos regionales crearon los «Fondos de Telecomunicación» para
subsidiar la expansión de teléfonos públicos en las áreas rurales. A fines
de los años noventa, la mayoría de estos programas cambiaron su foco de-
bido a que el sector de telefonía pública se volvió obsoleto con el creci-
miento de la industria de telefonía móvil. El nuevo foco estuvo en la pro-
visión de Internet a través de una serie de iniciativas que apuntaban a
conectar escuelas, proyectos particulares para áreas aisladas y subsidiar
los centros de telecomunicación comunitarios donde los individuos po-
dían acceder a una serie de servicios (fax, teléfono público y acceso a in-
tenet).28 En general, el foco sobre el acceso comunitario a Internet, más
que el subsidio a la conexión individual de los hogares, está en lo cierto
desde un punto de vista de rentabilidad social. Sin embargo, en la medida
en que crece la demanda de acceso a Internet puede cobrar sentido evaluar
posibles subsidios del lado de la demanda para promover la conexión de
los hogares en los sectores pobres. Un obstáculo importante que dicha po-
lítica debe enfrentar es el coste de los ordenadores, que puede ser una ba-
rrera más alta para las conexiones de Internet entre los pobres que el cos-
te de la conexión en sí misma. Por lo tanto, un subsidio a la demanda para
las conexiones tendría que reducir el precio de los ordenadores, así como
el de las conexiones a Internet. Sin embargo, puede ser que esto no sea tan
fácil de lograr como el subsidio de los servicios públicos (agua, electrici-
dad) en tanto los ordenadores son fáciles de comercializar y puede surgir
un mercado secundario para ordenadores subsidiados que frustre el prin-
cipal objetivo del subsidio. Un análisis más detallado de las opciones dis-
ponibles y del diseño específico de dicho programa se encuentra más allá
del alcance de este capítulo el cual se ha centrado principalmente en la
promoción de la competencia entre plataformas como un instrumento
para expandir la penetración de Internet en América Latina.
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Notas

1. Una búsqueda en Internet utilizando frases como «Internet en América La-
tina» y variaciones (tanto en inglés como en castellano) no produjo resultados aca-
démicos relevantes, solo informes comerciales de distintas empresas de consultoría.

2. Por subsidios del lado de la demanda nos referimos a programas que
transfieren recursos (ya sea dinero en efectivo, cupones u otro tipo de recursos fi-
nancieros) directamente a los clientes de forma que puedan comprar un servicio
o un producto a diferencia de programas que transfieren recursos a los proveedo-
res a cambio de precios más bajos. La ventaja de los subsidios del lado de la de-
manda es que pueden ser dirigidos a grupos sociales necesitados específicos, evi-
tando de esta manera una fuga de recursos hacia grupos de ingreso más alto que
no necesitan este apoyo. También les permite a los clientes una mayor flexibili-
dad para elegir al proveedor y, en el caso de las transferencias de dinero en efec-
tivo, decidir si quieren utilizar estos recursos para otras necesidades.

3. Los detalles acerca de las fuentes de información se pueden encontrar
en Gómez-Lobo (2007). La información sobre los precios para los países de
América Latina fue recolectada a través de búsquedas de Internet y llamadas te-
lefónicas en la región a mediados de 2006.

4. Los precios incluyen una asignación por costes de instalación y equipos
en los países donde este valor no está incluido en la factura mensual de acceso.
Estos valores fueron distribuidos mensualmente a lo largo de tres años utilizan-
do una tasa de descuento anual del 10%. La exclusión de esta asignación no cam-
bia drásticamente el orden de los países mostrados en las figuras.

5. Obviamente, hay un tema de endogeneidad en esta comparación. Es na-
tural que la tasa de penetración sea más alta si los precios son más bajos. Es tam-
bién cierto que los costes, y por lo tanto los precios, son más bajos en países con
tasas de penetración más altas debido a las economías de escala. En esta reflexión
solo presentamos un concepto muy «vago» de asociación entre las variables. El
pequeño número de observaciones excluye un análisis empírico más sofisticado.
Quiroz y Barriga (2008) llevan adelante un análisis estadístico utilizando infor-
mación de precios y de penetración recolectada de 46 países y muestran que la
tasa de penetración y el precio en Chile están en línea con el ingreso per cápita,
la población y la apertura al comercio internacional de los países.

6. En diciembre de 2007 VTR era claramente la empresa de televisión por
cable dominante con el 68,4% del mercado para este servicio.

7. http://www.telefonicachile.cl/inversionistas/archivos/menoria_2004_
espanol.pdf página 7.

8. Casualmente, el ritmo de este cambio estructural es consistente con el
hecho de que un estudio realizado por la Unión Internacional de Telecomunica-
ciones (2003) mostraba que los precios de banda ancha en Chile en ese momen-
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to eran relativamente caros en comparación con otros países de la región, mien-
tras que la evidencia presentada en la última sección muestra que las tarifas en
Chile eran bastante competitivas en relación con otros países en 2006.

9. Puede existir una competencia intensa en una estructura de mercado
duopólico tal como muestra el modelo Bertrand de la competencia de precios a
corto plazo.

10. Todas estas estadísticas provienen de Subtel.
11. Telsur ha desistido de su demanda presumiblemente porque estaba

destinado a perder el caso dado que VTR era el ingresante a un mercado domi-
nado por la empresa denunciante.

12. En los Indicadores de Desarrollo Mundial, Chile tiene el valor más
alto de la variable «preparación para el gobierno electrónico» entre los países
aquí analizados. Esta variable mide el uso de Internet y la generación del conte-
nido de Internet por parte de las agencias públicas.

13. Las fuentes de información alternativa muestran una porción menor
para los proveedores de cable, con un 30% en 2005 y luego con una caída al 20%
en 2006. Comunicación personal con Marcela Meléndez, Económica Consulto-
res Ltda, Bogotá, Colombia. De esta manera, la importancia del acceso por cable
puede ser exagerada en la figura 8 o por lo menos se puede haber estancado.

14. A fin de ofrecer servicios de teléfono, una empresa de cable tiene que
convertirse en un proveedor de Servicio Público, pagar contribuciones a la Supe-
rintendencia de Servicios Públicos y otros requerimientos burocráticos. Recien-
temente TV Cable llevó a cabo los requerimientos legales para convertirse en un
operador de teléfono fijo.

15. Wi-Max es un acrónimo para Worldwide Interoperability for Microwa-
ve Access, una nueva norma inalámbrica que permite el acceso de última milla.

16. Tanto a Telefónica, propietario de Telecom, el proveedor de teléfono
fijo más grande en Colombia, como a EPM, la empresa de teléfono fijo en Me-
dellín, se les otorgó una licencia Wi-Max.

17. Se puede encontrar un análisis más completo de los temas involucra-
dos en González y Gómez-Lobo (2006).

18. Orden del FCC 05-150.
19. Directiva (2002/21/EC): «On a Common Regulatory Framework for

Electronic Communications Networks and Services», Directiva Marco.
20. Faullhaber (2003) señala que la introducción exitosa de la competen-

cia en la industria de equipos de teléfono y de servicio telefónico de larga distan-
cia fue gracias a la clara interfase entre las actividades de las empresas competi-
doras en estos casos. Esta clara separación no fue el caso en la desagregación de
la red de teléfono local en Estados Unidos. El autor observa el escaso 8,5% del
mercado que los ingresantes habían alcanzado en 2001 en comparación con más
del 50% en el caso del mercado de larga distancia.
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21. Precisamente por esta razón en Chile se creó un panel especial de ex-
pertos para el sector de electricidad a fin de resolver las disputas entre las em-
presas que previamente fueron observadas por la justicia. Este panel acortó con-
siderablemente el período de tiempo necesario para resolver las disputas y
eliminó los incentivos para que las empresas utilicen los litigios fraudulentos
como una estrategia competitiva. Aunque se ha propuesto la creación de un pa-
nel análogo para el sector de las telecomunicaciones, hasta el momento no ha
sido aprobado.

22. CTC, el operador de teléfono fijo dominante, revende líneas a los PSI
(proveedores de servicios de Internet), pero como el precio de acceso para este
servicio lo establece el propietario de la infraestructura (CTC) y no está regula-
do, esto no genera una presión competitiva sobre los precios finales de acceso a
Internet.

23. Por ejemplo, Kim, Bauer y Wildman (2003), utilizando información
de los 30 países de la OCDE en 2001, no encuentran ninguna evidencia de que la
desagregación incremente la penetración de banda ancha. García-Murillo y Go-
bel (2003); DotEcon y Criterion Economics (2003) y Hausman y Sidak (2004)
encuentran resultados parecidos. Crandall (2004), por ejemplo, da el caso de Ca-
nadá donde la penetración de banda ancha era un 60% más alta que en Estados
Unidos, pero prácticamente no había requerimientos de desagregación forzada de
banda ancha y mucho menos requerimientos costosos de desagregación de telé-
fono fijo. Wallensten (2005) encuentra resultados variados al trabajar con datos
de Estados Unidos. La desagregación forzada de elementos tiene un impacto ne-
gativo sobre la penetración de banda ancha ADSL mientras que la reventa de lí-
nea tuvo un impacto positivo. Ford y Spiwak (2004) tienen una apreciación dis-
tinta de este tema.

24. El argumento de Hausman está basado en la teoría de opciones de in-
versión en un contexto de incertidumbre de Dixit y Pindyck (1994).

25. La teoría de «desplazamiento» de la desagregación se puede contras-
tar con la teoría de la «escalada» de la desagregación por medio de la cual las em-
presas utilizan los servicios desagregados para aprender sobre el mercado y ob-
tener la experiencia necesaria antes de dedicarse al desarrollo de su propia red.
En este caso, la desagregación acelera de hecho el desarrollo de plataformas al-
ternativas.

26. No hemos llevado a cabo un análisis sistemático de si esta propiedad
cruzada de plataformas es también común en otros países de la región.

27. En Chile, a mediados de 2008, el acceso móvil ya estaba alcanzando el
5% de las conexiones.

28. Véase Gómez-Lobo y Meléndez (2007) para una revisión de la expe-
riencia colombiana y un resumen de las políticas análogas llevadas a cabo en
Perú y en Chile.
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8. Políticas de interconexión y desarrollo institucional:
las telecomunicaciones rurales en Perú

José I. Távara y Giannina Vaccaro1

1. Introducción

El objetivo de este artículo es mostrar que las políticas de desarrollo de
las telecomunicaciones rurales carecen de potencia y efectividad, si no
van acompañadas de políticas de mayor alcance dirigidas a promover el
desarrollo descentralizado y elevar, de manera sustantiva, la calidad y
cobertura de los servicios básicos en las zonas más pobres. El contexto
peruano ofrece un marco atractivo para el análisis, ya que Perú es fre-
cuentemente presentado como un caso exitoso en la utilización de fondos
de acceso universal y «subsidios inteligentes» a la expansión de las tele-
comunicaciones rurales. La experiencia peruana ha sido considerada pio-
nera en la utilización de estos mecanismos y puede efectivamente califi-
carse como exitosa, en la medida en que ha logrado facilitar el acceso de
millones de personas a servicios básicos de telefonía. Además, el regula-
dor y las autoridades sectoriales de telecomunicaciones han desempeñado
un rol muy activo en la remoción de las barreras de acceso al mercado y
en la promoción de la competencia mediante diversas herramientas, que
incluyen las políticas de interconexión.

Al mismo tiempo, y en contraste con la imagen de caso exitoso,
existe evidencia de que los principales operadores rurales en Perú se en-
frentan a dificultades financieras y márgenes de utilidad reducidos. Los
subsidios otorgados con el Fondo de Inversión en Telecomunicaciones
(FITEL) han permitido financiar y compensar temporalmente sus pérdi-
das, pero existe incertidumbre sobre su viabilidad económica y su per-
manencia en el mercado. Durante los últimos años las autoridades del go-
bierno han adoptado algunas medidas generales dirigidas a promover el
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desarrollo de la telefonía rural, y el organismo regulador ha puesto en
marcha modificaciones sustantivas en sus políticas de interconexión, re-
duciendo diversos cargos que inciden en los costes de los operadores ru-
rales. Sin embargo, tanto las tarifas rurales como los ingresos que reciben
estos operadores se encuentran aún a niveles muy bajos, en comparación
con los elevados costes de instalación y operación de sus redes. El pro-
blema es que los ingresos de las personas que viven en estas zonas, y por
tanto la demanda y el tráfico, también son reducidos.

La literatura reciente sobre desarrollo económico y social revela
que América Latina registra avances muy lentos y poco significativos en
la reducción de la pobreza, y al mismo tiempo «una desigualdad ofensi-
vamente alta y persistente en la distribución de los ingresos y de los ac-
tivos» (Birdsall, De La Torre y Menezes 2008: 4). El crecimiento econó-
mico registrado durante los últimos años no ha traído consigo mejoras
sustantivas para la mayoría de las personas que viven en la región. Perú
representa un caso destacado, pues la economía ha registrado tasas ele-
vadas de crecimiento, y simultáneamente se observan agudas desigual-
dades en la distribución del ingreso y en el acceso a los servicios básicos.

Lamentablemente, la literatura sobre el desarrollo de las telecomu-
nicaciones y la literatura sobre el desarrollo a secas han tenido muy poco
contacto entre sí. Existen excelentes trabajos en ambos campos, pero la
interconexión entre ellos, para utilizar un término clave en las telecomu-
nicaciones, es débil o inexistente. Es difícil entender un caso exitoso de
desarrollo de las telecomunicaciones, en un entorno marcado por la po-
breza y la carencia de servicios básicos. Y viceversa, la historia de las so-
ciedades contemporáneas con mayor calidad de vida no sería comprensi-
ble en un entorno de subdesarrollo tecnológico.

Varios autores han destacado el elevado impacto que pueden tener
las tecnologías de la información y las comunicaciones en la reducción de
la pobreza. Sin embargo, muy pocos estudios examinan la relación inver-
sa, es decir en qué medida el desarrollo de los países —particularmente en
lo que se refiere a las funciones y capacidades esenciales de las personas,
entre ellas alcanzar un nivel adecuado de nutrición, vivienda, educación y
salud— genera estímulos al despliegue de las redes y a la expansión de la
conectividad. Este capítulo espera contribuir a llenar este vacío, ofrecien-
do una reflexión sobre la experiencia peruana. La hipótesis de trabajo es
que la sostenibilidad de las telecomunicaciones rurales no solo depende
de la calidad de las políticas sectoriales, sino también de la confluencia de
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otros servicios que inciden directamente en el desarrollo local y en la ca-
lidad de vida de las personas. El corolario es que las políticas de acceso
universal deben sustentarse en una visión holista y comprehensiva, y
orientarse a intervenciones multisectoriales de carácter integral.

En el segundo apartado del trabajo se presenta una breve síntesis
acerca del desarrollo de las telecomunicaciones en Perú, poniendo de re-
lieve el progreso alcanzado en términos de cobertura, particularmente en
las zonas rurales, así como también los obstáculos y desafíos que enfren-
tan las empresas. Luego, en el tercer apartado, se examinan las políticas y
las medidas específicas adoptadas por el regulador para remover algunos
de estos obstáculos. El análisis se nutre de información obtenida median-
te entrevistas a los principales actores —funcionarios públicos y ejecuti-
vos de empresas de telefonía rural— y de la revisión de las decisiones
adoptadas por el organismo regulador.

El cuarto apartado está dedicado a documentar algunas de las princi-
pales limitaciones en la provisión de servicios básicos, así como la escasa
prioridad que han tenido estos servicios en las políticas y los presupuestos
del Estado. Se presenta evidencia de la correlación estadística entre la te-
ledensidad en telefonía fija y el gasto público en salud, educación y asis-
tencia social, como porcentaje del PIB, para una muestra de países de
América Latina. El quinto y último apartado formula algunas conclusiones
y reflexiones sobre el futuro de las telecomunicaciones rurales en Perú.

2. El desarrollo de las telecomunicaciones rurales en Perú

Los servicios de telecomunicaciones en Perú estuvieron bajo gestión y
propiedad privada hasta fines de la década de 1960. Después del golpe
militar de 1968 las telecomunicaciones fueron definidas como un «sector
estratégico» y pasaron a manos del Estado hasta mediados de la década
de 1990. En 1994 tuvo lugar la privatización en este sector, al subastarse
buena parte de las acciones de las empresas estatales. Sus activos se en-
tregaron en concesión al consorcio ganador de la subasta, liderado por la
empresa Telefónica de España.

Una de las características destacadas de la privatización fue el esta-
blecimiento de un «período de concurrencia limitada» de cinco años, du-
rante el cual el consorcio ganador ofrecería los servicios de telefonía fija
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local y de larga distancia en condiciones monopólicas. Para justificar
esta decisión se argumentó la necesidad de «rebalancear» las tarifas y eli-
minar los subsidios cruzados, como paso previo a la competencia. Así se
evitaría el descreme del mercado por parte de eventuales competidores,
que se hubieran concentrado en los segmentos más rentables. Además,
esto daría el tiempo necesario para ganar experiencia y fortalecer al or-
ganismo regulador recién constituido, el cual se encargaría de supervisar
la ejecución del contrato. También se estableció un cronograma de rea-
justes en las tarifas, las cuales se elevaron significativamente hasta fines
de la década, otorgando a la empresa ganancias muy elevadas.2 Tanto el
aumento en las tarifas como la operación en condiciones monopólicas
ofrecerían los incentivos necesarios para expandir la red.

Los contratos obligaron a la empresa concesionaria a asegurar la
continuidad del servicio en las zonas previamente atendidas bajo gestión
estatal, y a llevar a cabo un plan de expansión que incluía una meta glo-
bal de instalación de un millón de nuevas líneas telefónicas nacionales.
También la comprometieron a instalar teléfonos públicos en 1.500 nue-
vas localidades. Se estableció que todos los centros poblados con más de
500 habitantes tendrían al menos un teléfono público, a más tardar el 31
de diciembre de 1999.

De otro lado se creó el Fondo de Inversión en Telecomunicaciones
(FITEL), que sería utilizado para financiar la expansión de las redes en
zonas rurales y de preferente interés social. Tanto Telefónica como las
demás empresas operadoras quedaron obligadas a aportar al FITEL el
1% de sus ingresos. La información del Censo de 1993 registraba la exis-
tencia de 60.000 localidades con menos de 500 habitantes, con una po-
blación total de 5,6 millones de personas (la cuarta parte de la población
total del país) de manera que los compromisos contractuales menciona-
dos en el párrafo anterior, limitados a poblados con más de 500 habitan-
tes, resultaban claramente insuficientes para alcanzar el acceso universal.

Posteriormente, en el marco de la fusión de Telefónica Móviles
S.A.C. y Comunicaciones Móviles del Perú S.A. (ex BellSouth Perú S.A)
se establecieron nuevas obligaciones con el fin de garantizar que una par-
te de las eficiencias generadas por la fusión se trasladara a la población
que aún carecía de servicio. Para ello se estableció que Comunicaciones
Móviles del Perú S.A. ampliaría la cobertura de la telefonía móvil a
2.000 localidades, en un plazo máximo de tres años, para lo cual no po-
dría utilizar los recursos de FITEL.
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Los recursos de este fondo fueron asignados mediante el mecanismo
de subastas. Las empresas que solicitaban el menor subsidio para instalar
teléfonos en un número determinado de localidades obtenían los recursos
para la ejecución de los proyectos. El impacto del FITEL en el desarrollo
de las telecomunicaciones rurales ha sido documentado por varios estu-
dios, los cuales destacan la reducción de la distancia promedio a un telé-
fono público rural, de 56 km a 5,7 km (Stephens, Bossio y Ngo, 2006). El
cuadro 1 presenta la información relevante sobre los principales proyec-
tos financiados con los recursos de FITEL, con los resultados obtenidos.

Un informe reciente revela que de los 10.000 centros poblados que
actualmente cuentan con teléfono público en el Perú, 6.500 recibieron
subsidio del FITEL. Los 3.500 teléfonos restantes fueron instalados por
Telefónica para cumplir sus obligaciones contractuales, y algunos de
ellos por propia iniciativa en el marco de sus planes de expansión. Los
recursos del FITEL han permitido financiar también otros proyectos pi-
loto de menor escala, que han tenido un alto impacto y podrían replicar-
se en otras zonas del país (Stern y Townsend, 2007: 94, 179-92).

En términos generales puede afirmarse que las reformas iniciadas
durante la década de 1990 tuvieron un impacto positivo en el desarrollo
de las telecomunicaciones. El aumento en la inversión hizo posible una
extraordinaria expansión de las redes y un aumento sustantivo en la co-
bertura y en la calidad de los servicios (Gallardo, 2000; Torero, 2002).
Esto trajo consigo un aumento considerable en el bienestar de muchas
personas, y naturalmente ha tenido también un alto impacto en el desa-
rrollo económico del país.

La figura 1 presenta la evolución de los principales indicadores del
sector para el período 1994-2008. Puede advertirse una rápida expansión
de la red de telefonía fija durante el período 1994-1997, seguida de un
estancamiento entre 1998 y el 2002. De otro lado, la red de telefonía mó-
vil registró una expansión muy rápida durante todo el período, llegando
a alcanzar, en junio de 2008, más de 18 millones de líneas (65,2 por cada
100 habitantes).

La red de telefonía pública también se ha expandido de manera sos-
tenida entre 1994 y el 2008, pasando de 0,6 a 6,3 líneas en servicio por
cada 100 habitantes (a marzo de 2008). Un informe del regulador, publi-
cado en 2006, revela que Telefónica del Perú concentraba el 89% de los
teléfonos públicos nacionales. De las siete empresas que aparecen en el
cuadro 2, solamente tres tienen presencia en zonas rurales. La red más

Las telecomunicaciones rurales en Perú  245

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 245



246 José I. Távara y Giannina Vaccaro
C

U
A

D
R

O
1

Pr
oy

ec
to

s 
FI

TE
L

Fe
ch

a 
de

 o
to

rg
am

ie
nt

o
Pr

op
ue

st
a

N
º l

oc
al

id
ad

es
 

Po
bl

ac
ió

n
Pr

oy
ec

to
s F

IT
EL

de
 li

ci
ta

ci
ón

O
pe

ra
do

r
(d

ól
ar

es
)

at
en

di
da

s
at

en
di

da

FI
TE

L 
1:

 F
ro

nt
er

a 
N

or
te

G
ila

t T
o 

H
om

e
1.

83
0.

00
0

21
3

14
4.

52
2

Tu
m

be
s,

 P
iu

ra
, C

aj
am

ar
ca

 y
 A

m
az

on
as

07
.0

8.
19

98

FI
TE

L 
2:

 P
ro

gr
am

a 
Pr

oy
ec

to
 R

ur
al

es
G

ila
t T

o 
H

om
e

10
.9

90
.8

88
2.

13
2

1.
54

6.
42

4
C

en
tro

 S
ur

5.
83

8.
73

2
1.

13
2

83
1.

99
4

Se
lv

a 
N

or
te

2.
12

2.
14

4
41

2
32

9.
04

5
Su

r
30

.1
1.

19
99

3.
03

0.
01

2
58

8
38

5.
38

5

FI
TE

L 
3:

 P
ro

gr
am

a 
Pr

oy
ec

to
s R

ur
al

es
27

.8
54

.4
00

2.
52

0
2.

30
0.

72
2

C
en

tro
 O

rie
nt

e
G

ila
t T

o 
H

om
e

9.
36

5.
95

9
84

7
60

0.
32

1
C

en
tro

 N
or

te
R

ur
al

 T
el

ec
om

7.
07

9.
00

0
64

1
68

1.
33

0
N

or
te

28
.0

9.
20

00
G

ila
t T

o 
H

om
e

11
.4

09
.4

41
1.

03
2

1.
01

9.
07

1

FI
TE

L 
4:

 In
cr

em
en

to
 T

el
éf

on
os

 P
úb

lic
os

11
.3

96
.3

00
1.

61
6

1.
80

0.
00

0
C

en
tro

 O
rie

nt
e,

 C
en

tro
 S

ur
, N

or
te

, S
el

va
N

or
te

 y
 S

ur
G

ila
t T

o 
H

om
e

9.
70

6.
30

0
1.

39
1

C
en

tro
 N

or
te

15
.1

2.
20

01
R

ur
al

 T
el

ec
om

1.
69

0.
00

0
22

5

TO
TA

L
52

.0
71

.5
88

6.
48

1
5.

79
1.

66
8

FU
EN

TE
: F

IT
EL

. E
la

bo
ra

ci
ón

: G
PR

-O
SI

PT
EL

.

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 246



Las telecomunicaciones rurales en Perú  247

FIGURA 1
Evolución nacional del servicio telefónico móvil y fijo (1994-2008)*

* En el caso de la telefonía fija, la información corresponde a septiembre de 2007.
Líneas por cada 100 habitantes, considerando las estimaciones de población del INEI.
Incluye telefonía móvil celular, servicio de comunicaciones personales (PCS) y troncalizado digital.
FUENTE: OSIPTEL, elaboración propia.
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grande de teléfonos públicos rurales es operada por Telefónica, luego si-
gue Gilat To Home (GTH) con 6.000 teléfonos públicos, de los cuales
5.800 fueron instalados con los fondos del FITEL, y Rural Telecom, que
opera alrededor de 1.000 teléfonos (también financiados por FITEL).3

CUADRO 2
Estructura del mercado de teléfonos públicos 

(número de líneas en servicio 2005)

Empresa Lima Provincias Total Perú Total %

Americatel 7 0 7 0,005
Telmex 1.270 6 1276 0,864
Telefónica del Perú 73.829 58.297 132.126 89,428
Gamacom 46 360 406 0,275
Teléfonica Móviles 6.890 0 6.890 46,630
Rural Telecom 0 279 979 0,663
Gilat To Home 294 5.768 6.062 4,103

TOTAL 82.336 65.410 147.746 100,000

FUENTE: nº 019-GPR/2006. Elaboración: OSIPTEL.

La expansión de la telefonía móvil y, más recientemente, la telefonía fija,
ha superado las metas y las expectativas de las autoridades. También se
ha registrado un fuerte crecimiento en el servicio de acceso a Internet por
banda ancha. El número de conexiones ADSL se elevó de 1.700 en el año
2001 a 565.000 en 2007. Por otro lado, el número total de usuarios de te-
levisión por cable aumentó de 327.000 en 1999 a 774.000 en diciembre
de 2007. Más recientemente, en febrero de 2008, el gobierno estableció
nuevas metas para el desarrollo de las telecomunicaciones. Las autorida-
des esperan que para el año 2011, cada capital de distrito cuente con ser-
vicio de telefonía fija o móvil.

También se observa una elevada concentración en los mercados de
telefonía fija y televisión por cable: la participación del grupo Telefóni-
ca, como porcentaje del número de suscriptores, representa el 97% y el
82% respectivamente. En el caso del acceso a Internet vía ADSL, Tele-
fónica ha aprovechado su acceso privilegiado a la red fija para consti-
tuirse en el único operador que ofrece este servicio. En general, las polí-
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ticas de competencia han tenido un impacto limitado debido al modelo
de privatización utilizado, que otorgó a la empresa ganadora de la subas-
ta el control absoluto durante los primeros cinco años (hasta 1999), sin
restringir de modo alguno su participación en los distintos mercados. La
competencia tiene un rol destacado en la telefonía móvil, gracias a la ri-
validad entre el grupo Telmex y el grupo Telefónica, y en los servicios de
larga distancia, donde operan varias empresas.

No obstante el progreso observado, Perú aún se encuentra en los úl-
timos lugares de América Latina y muestra un bajo grado de desarrollo
con relación a otros países de la región, con un índice de teledensidad in-
ferior al que correspondería a un país con su mismo nivel de ingresos.
Por ejemplo Colombia, que registró un PIB per cápita muy similar al de
Perú, tenía alrededor del triple de líneas telefónicas fijas en servicio (fi-
gura 2). Por otro lado, y no obstante la notable expansión de la telefonía
móvil, el número de líneas por cada 100 habitantes sigue por debajo de
los niveles alcanzados en la región (figura 3).

Al examinar con mayor detalle los indicadores de acceso por estra-
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FIGURA 2
Densidad del servicio telefónico público nacional (%)

NOTA: el número de líneas incluye teléfonos urbanos y rurales; así como los teléfonos públicos de los
proyectos rurales financiados por FITEL.
FUENTE: elaboración propia con datos de empresas operadoras, MTC.
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to socioeconómico, se hacen evidentes las desigualdades que se ocultan
tras las cifras promedio. El cuadro 3 revela que mientras en el quintil más
rico el 62,8% de los hogares contaban con servicio de telefonía fija, en el
quintil más pobre la cifra era de solo el 2,05%. La última columna mues-
tra que el 96% de las familias del quintil más pobre, no tenían servicio de
telefonía fija ni telefonía móvil en sus hogares.

También se observan desigualdades entre las distintas regiones y
departamentos. En efecto, el número de líneas telefónicas por cada 100
habitantes es notablemente mayor en Lima (la capital de Perú) y el Ca-
llao (el puerto contiguo a Lima). Ambos registran una densidad telefóni-
ca móvil de alrededor del 90%, mientras que en Huancavelica, una de las
regiones más pobres, el porcentaje es de solo el 6%. En telefonía fija el
contraste es similar: 18% en Lima y Callao, y solo 0,85% en Huancave-
lica (figura 4). Debe anotarse que a fines de 2007, 176 de los 1.820 dis-
tritos de Perú no tenían acceso a servicio alguno.
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FIGURA 3
Penetración telefónica móvil en países de América Latina (2008)

FUENTE: elaboración propia, según UIT.

12.000 –

10.000 –

8.000 –

6.000 –

4.000 –

2.000 –

0 –

Chile

0

Argentina

México

Brasil

Venezuela

Perú
Colombia

Guatemala
Ecuador

200 400 600 800 900700500300100

Panamá

Uruguay

ParaguayHonduras

Nicaragua
Bolivia

PBI (miles de millones de dólares)

N
ú
m

e
ro

 d
e
 t

e
lé

fo
n
o

s
 m

ó
v
ile

s
 p

o
r 

c
a
d

a
 1

.0
0
0
 p

e
rs

o
n
a
s

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 250



3. Tarifas rurales y políticas de interconexión

El objetivo de esta sección es examinar en qué medida los obstáculos al
desarrollo de la telefonía rural en Perú se explican por deficiencias en la
regulación, especialmente en materia de tarifas rurales y políticas de in-
terconexión, o si más bien expresan limitaciones estructurales de mayor
alcance y envergadura.

Como se indicó, el desarrollo reciente de las telecomunicaciones ha
estado marcado por la presencia dominante del Grupo Telefónica en to-
dos los mercados de servicios finales. Telefónica cuenta con redes des-
plegadas en cada una de las 24 áreas locales, y es la única que tiene las
facilidades esenciales que otras empresas requieren para asegurar la pro-
visión de servicios a sus clientes.4 Por ello su dominio se extiende a los
mercados mayoristas. En el cuadro 4 se presentan las cuotas de partici-
pación en estos mercados, donde destaca Telefónica con porcentajes del
89 al 99%. Por el lado de la demanda, se registra una elevada participa-
ción de las empresas de telefonía móvil, incluyendo a Telefónica Móvi-
les, que forma parte del mismo grupo. La participación de los operadores
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CUADRO 3
Perú: acceso por hogares a servicios de telecomunicaciones

4.029,289 27,89 28,14 41,11 4,70 12,95 57,53

Quintiles de ingreso per cápita
Más pobre 300,8903 2,05 2,18 3,52 0,18 1,22 96,09
2º quintil 1.052,004 4,94 7,05 11,07 0,05 1,64 88,21
3º quintil 2.135,264 18,57 22,63 34,75 0,56 5,29 63,40
4º quintil 3.866,736 37,41 38,27 59,15 2,16 14,81 38,97
Más rico 1.2941,55 62,84 58,17 79,97 17,03 34,41 18,33

NOTA: para el cálculo del ingreso anual se ha considerado el ingreso monetario bruto del hogar señala-
do por el INEI.
FUENTE: elaboración propia según ENAHO (2006).
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FIGURA 4
Brecha de acceso: densidad fija y móvil

FUENTE elaboración propia según OSIPTEL.
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rurales también es significativa, especialmente en el caso del transporte
conmutado local y de larga distancia nacional.

Estos servicios son indispensables pues permiten completar las lla-
madas de los operadores que no cuentan con redes en todo el territorio.
Su importancia se explica, en parte, por la configuración de las redes ru-
rales y por consideraciones tecnológicas. La tecnología VSAT que utili-
zan actualmente requiere de servicios de transporte satelital, los cuales
son provistos por pocas empresas y tienen una oferta limitada. Además,
las redes rurales tienen una configuración de tipo estrella, de manera que
las señales entre dos pueblos rurales contiguos, aun si son muy cercanos,
deben transmitirse necesariamente hacia el hub o centro de la estrella, lo-
calizado en Lima, para luego regresar nuevamente a su destino. Dado el
subdesarrollo del backbone de redes troncales y la reducida capilaridad
de las redes de telecomunicaciones nacionales, casi todo el tráfico pasa
por la capital del país, sea local o de larga distancia. Por estas razones,
entre otras, los costes de los servicios de interconexión tienden a ser más
elevados.

Los operadores rurales deben pagar diversos cargos por estos ser-
vicios, dependiendo de tipo de llamada (fija, móvil, teléfono público,
etc.). En principio, estos cargos deberían reflejar solamente los costes y
un margen de ganancia razonable. Como se indicó, la empresa estableci-
da tiene una presencia dominante en los mercados mayoristas y, al mis-
mo tiempo, opera su propia red de teléfonos públicos rurales, de manera
que tiene incentivos para fijar cargos elevados y erigir barreras que limi-
ten la viabilidad de sus competidores. La regulación de estos cargos, y de
la interconexión en general, tiene entonces un impacto significativo en
las condiciones de competencia y en la viabilidad de los operadores ru-
rales.5 La información disponible para el año 2005 revela que los cargos
de interconexión totales pagados por Rural Telecom y GTH, representa-
ron entre el 18% y el 32% de sus ingresos operativos totales. Además, las
empresas rurales incurren en costes de operación y mantenimiento más
elevados, debido a las mayores distancias y a las dificultades de acceso
que caracterizan a las zonas rurales.

En el marco normativo vigente, las tarifas rurales que pagan los
usuarios por las llamadas entrantes y salientes son establecidas por los
propios operadores rurales, pero no pueden exceder los niveles máximos
fijados por el organismo regulador. Por debajo de estos niveles, los ope-
radores rurales tienen libertad para fijar las tarifas en todos los escenarios
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de llamada.6 Por otro lado, las tarifas de las llamadas entre los usuarios
rurales y las redes móviles, en ambas direcciones, también son fijadas
por las empresas que operan las redes rurales, pero no están reguladas ni
sujetas a topes o niveles máximos.

El beneficio bruto que obtienen estas empresas se determina enton-
ces por la diferencia entre la tarifa (dado el nivel máximo establecido por
el regulador) y la suma de los cargos de interconexión que deben pagar a
otros operadores. El problema es que esta diferencia no ha sido suficien-
te para asegurar niveles razonables de rentabilidad. Al menos desde el
año 2003, los operadores rurales han expresado formalmente su preocu-
pación por el reducido nivel de sus tarifas, que hace muy difícil su viabi-
lidad económica. El año 2004 OSIPTEL inicio un procedimiento de eva-
luación de estas tarifas, pero dos años después resolvió mantenerlas al
mismo nivel. Al mismo tiempo, puso en marcha una reforma del marco
normativo sobre interconexión, y simultáneamente dio inicio a procedi-
mientos de fijación o revisión de los principales cargos, los cuales defi-
nen los términos de las transacciones en los mercados mayoristas.

Al respecto puede advertirse que las normas de interconexión adop-
tadas a fines de la década de 1990, resultaban favorables a la empresa es-
tablecida al configurar un entorno permisivo frente al abuso de poder
monopólico. En efecto, de acuerdo a dichas normas, «los cargos de in-
terconexión serán los que resulten de la negociación de las partes».7 Sólo
en caso de ausencia de acuerdo, el regulador podía determinar los cargos
correspondientes. Además, los plazos permitidos para la negociación
eran excesivamente prolongados, lo cual colocaba a las nuevas empresas
a merced de la empresa establecida.

Este régimen empezó a modificarse, de manera progresiva, desde
fines de los noventa. Sin embargo, las reformas más significativas empe-
zaron el año 2003, cuando se estableció la obligación, para las empresas
operadoras de telefonía fija, de presentar y publicar una «oferta básica de
Interconexión», efectiva para las redes de los operadores de telefonía fija
en las áreas rurales y/ de preferente interés social, en un formato estable-
cido por el regulador.

Luego, en 2004, el regulador modificó las normas de interconexión
mediante líneas telefónicas, estableciendo que «en el caso de una red ru-
ral que opera dentro de un área local del servicio de telefonía fija, el ope-
rador de la red rural puede optar por establecer una interconexión a la red
de telefonía fija local mediante enlaces de líneas telefónicas desde el lu-

Las telecomunicaciones rurales en Perú  255

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 255



gar más próximo donde se presta el servicio telefónico al área rural por
atender».8 Asimismo, la norma permite al operador rural establecer por
su cuenta el enlace correspondiente, y obliga al operador de la red fija lo-
cal a brindar todas las facilidades necesarias. También se simplificaron
los procedimientos de liquidación de las obligaciones económicas entre
los operadores, a fin de que las empresas rurales puedan liquidar única-
mente con la empresa establecida, y no con cada una de las empresas que
intervienen en una determinada comunicación. Al mismo tiempo, se es-
tablecieron reglas mucho más precisas para la retribución de las empre-
sas cuyas redes son usadas en las comunicaciones rurales.

El objetivo de estas reformas fue reducir los plazos de negociación
y los costes de transacción, que afectan principalmente a las empresas de
menor tamaño. Por otro lado, se flexibilizaron las normas del reglamen-
to sobre continuidad del servicio en zonas rurales, debido a que muchos
incumplimientos detectados (y pasibles de sanción), respondían a la im-
posibilidad de las empresas de reportar, de manera oportuna, las diversas
circunstancias que impedían la prestación o reposición del servicio (fre-
cuentemente asociadas a robo y vandalismo).

Al mismo tiempo, el regulador adoptó una estrategia de interven-
ción más activa en los mercados mayoristas. La meta era ajustar los car-
gos de interconexión a los costes de acceso a las facilidades esenciales y
a los elementos de red efectivamente utilizados. En el cuadro 5 se pre-
senta, de manera resumida, la evolución de tres cargos de interconexión
de relevancia para la telefonía rural, incluyendo los niveles fijados re-
cientemente como resultado de los procesos señalados. En el caso del
transporte conmutado local, el cargo se redujo a la quinta parte de su va-
lor vigente al inicio del procedimiento, y en el transporte conmutado de
larga distancia nacional la reducción llevó el cargo al 10% de su valor
inicial.

Aun cuando esta reducción de cargos ha aliviado en algo la situa-
ción de los operadores rurales, su impacto ha resultado insuficiente. Pue-
de mencionarse al respecto que los «proyectos FITEL» han tenido perío-
dos de ejecución de cinco a siete años, y los operadores rurales no tienen
obligación legal de mantener los teléfonos públicos en servicio, una vez
que concluyen los plazos contemplados en sus contratos. En este contex-
to pueden optar por suspender el servicio, sobre todo en las zonas más
pobres y apartadas, que tienen tráfico muy reducido.9 La evidencia dis-
ponible para la red de Rural Telecom, revela que el patrón de tráfico ru-
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ral está muy concentrado. En efecto, el 20% de los teléfonos públicos de
esta red concentran el 80% del tráfico total. La figura 5 ilustra muy bien
este patrón. La línea continua muestra el número de localidades con telé-
fono público, que registran un tráfico diario mayor a cierto número de
minutos (indicados en la escala del eje horizontal). Esta línea empieza en
el eje vertical a un nivel de 1.020, que corresponde al número total de te-
léfonos de la red de Rural Telecom (con un tráfico mayor o igual a cero).
A medida que nos desplazamos hacia la derecha, aumentando la escala
horizontal de tráfico diario, el número de teléfonos se reduce rápidamen-
te: 618 teléfonos tienen un tráfico mayor a 10 minutos diarios, solo 360
un tráfico mayor a 30 minutos diarios, y así sucesivamente.

Por otro lado la línea discontinua de la figura registra el número to-
tal o acumulado de teléfonos públicos de la red de Rural Telecom, con un
tráfico menor al indicado en la escala horizontal. También puede apre-
ciarse que 660 de los teléfonos públicos de esta red, de un total de 1.020,
tienen un tráfico diario inferior a 30 minutos. Puesto en otros términos,
solo el 35% de los teléfonos rurales de esta red tienen un tráfico superior

258 José I. Távara y Giannina Vaccaro

FIGURA 5
Número de localidades con teléfonos públicos según niveles de tráfico total,

entrante y saliente (Red de Rural Telecom, 2007)

FUENTE: Rural Telecom.
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a los 30 minutos diarios. En el otro extremo, 402 teléfonos tienen un trá-
fico menor a 10 minutos diarios, y algunos registran solo una o dos lla-
madas al mes. En estos casos, que generalmente corresponden a las zonas
más pobres y alejadas, es evidente que los ingresos resultan insuficientes
para sostener el servicio. Funcionarios consultados señalaron que el pun-
to de equilibrio en los proyectos FITEL se alcanza con un tráfico mínimo
de 30 minutos diarios por teléfono, y que en ausencia de subsidios se re-
quiere de un mínimo de 60 minutos diarios para recuperar el coste de los
equipos.

En principio y asumiendo demandas inelásticas, un aumento en las
tarifas rurales podría contribuir a elevar los ingresos de los operadores.
Sin embargo este aumento afectaría a los pobres rurales, cuyos ingresos
son reducidos, y también a los pobres urbanos que han migrado a las ciu-
dades y mantienen comunicación con sus lugares de origen. En el curso
de las entrevistas realizadas, los propios operadores rurales admitieron
que es muy difícil elevar estas tarifas, a pesar de que solicitaron formal-
mente su aumento al organismo regulador. En realidad, esta medida ha-
bría provocado serios cuestionamientos en un entorno político complejo,
caracterizado por la hostilidad contra las principales empresas operado-
ras y contra el propio organismo regulador, por su supuesta permisividad
frente a los abusos contra los consumidores.

Una alternativa es otorgar subsidios directos a los consumidores de
bajos ingresos, por ejemplo mediante la entrega de vouchers, un meca-
nismo que opera fuera del sistema de precios. Sin embargo, la imple-
mentación de un esquema sostenible de subsidios directos, requiere de
un nivel desarrollo institucional descentralizado que Perú aún no ha lo-
grado alcanzar, además de la capacidad requerida para una focalización
adecuada de los subsidios (Waddams, 2000). Otros autores proponen ele-
var los cargos de interconexión con las redes rurales, de manera que re-
flejen los mayores costes del servicio en estas zonas. Este mecanismo in-
cide directamente en los precios o tarifas. Se estima que instalar y operar
una red rural es de 6 a 10 veces más costoso, por suscriptor o unidad de
capacidad, que instalar y operar una red urbana. Una estructura eficiente
de cargos de interconexión debería reflejar estas diferencias. Así, un
aumento en los cargos de terminación de llamadas en las redes rurales,
como expresión de los mayores costes del servicio, elevaría los ingresos
de los operadores por el tráfico entrante, tanto desde las redes fijas urba-
nas como también desde las redes móviles (Dymond, 2004).
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Los mayores ingresos por tráfico entrante generarían mayores in-
centivos a la inversión en redes rurales, lo cual a su vez atraería un ma-
yor número de postores calificados a las subastas por los fondos de acce-
so universal. De esta manera los subsidios podrían orientarse a las zonas
rurales más alejadas. Dymond sostiene que el aumento en los cargos de
terminación rural debería expresarse en tarifas más altas para todas las
llamadas entrantes a las redes rurales, y que existe evidencia acerca de la
disponibilidad de pagar estas mayores tarifas, sobre todo cuando los con-
sumidores son conscientes de que ellas reflejan los mayores costes del
servicio. Además, las mayores tarifas por el tráfico entrante permitirían
sostener un nivel más reducido en las tarifas por el tráfico saliente. Debe
anotarse, sin embargo, que un aumento general en los cargos de termina-
ción rural beneficiaría también a Telefónica, que opera la red más exten-
sa de teléfonos públicos rurales, como parte de las obligaciones contrac-
tuales asumidas en sus contratos de concesión.

Otra opción que hay que evaluar es la adopción de un esquema de
cargos asimétricos con subsidios cruzados desde las redes urbanas hacia
las redes rurales. El tráfico urbano en las redes fijas y móviles es mucho
más alto que el tráfico rural, de manera que pequeños aumentos en algu-
nos cargos y tarifas urbanas serían suficientes para sostener cargos de
terminación rural más elevados o cargos de interconexión más reducidos
para las llamadas salientes desde las zonas rurales. Este esquema podría
operar como un Fondo o revenue pool administrado por las propias em-
presas, como es el caso de la National Exchange Carriers’ Association,
en Estados Unidos, o podría ser gestionado directamente por el regula-
dor.10

Una de las principales objeciones a un esquema de cargos asimétri-
cos con subsidios cruzados es que puede generar incentivos para el arbi-
traje y el desvío de tráfico. Sin embargo, este problema puede afrontarse
con una supervisión adecuada, imponiendo las sanciones que correspon-
dan. Al respecto debe anotarse que el plan de numeración vigente permi-
te distinguir con claridad los rangos de números asignados a las líneas te-
lefónicas rurales. Además, solamente hay cuatro empresas operadoras en
el ámbito rural. Por ello, la supervisión para prevenir el arbitraje no de-
bería presentar mayores problemas.

En síntesis, las limitaciones al desarrollo de la telefonía rural pare-
cen explicarse por la elevada concentración del mercado —resultante de
la modalidad de privatización utilizada—, por la pobreza que caracteriza
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a las zonas rurales y por el carácter centralista de la economía y de la or-
ganización del Estado. Las políticas de regulación han avanzado en la di-
rección correcta, aun cuando es posible promover nuevas reformas en
este campo. Por ejemplo, las propuestas de elevar los cargos de termina-
ción rural o de introducir esquemas de cargos asimétricos, con subsidios
cruzados en dirección urbano-rural, se sustentan en el reconocimiento de
los mayores costes en que incurren los operadores rurales, y por tanto en
la necesidad de otorgar a dichas redes un tratamiento diferencial. Sin em-
bargo, es evidente que los operadores rurales se enfrentan a un serio pro-
blema de viabilidad en un entorno marcado por la pobreza y la desigual-
dad, de manera que las herramientas de las que dispone el regulador
resultan insuficientes para afrontar este problema. La solución debe bus-
carse entonces en medidas, programas y herramientas diseñados desde
una perspectiva holista, integral y sistémica. En este orden de ideas, el
apartado siguiente examina algunos aspectos relevantes del desarrollo lo-
cal que inciden directamente en las telecomunicaciones rurales.

4. El entorno rural

Uno de los problemas centrales que limita la expansión de las telecomu-
nicaciones rurales es la pobreza y la precariedad de las condiciones de
vida que caracterizan al entorno rural. Alrededor de la tercera parte de la
población total de Perú reside en áreas rurales. En ellas, tres de cada cua-
tro personas vive en condiciones de pobreza, y la mitad sufre de pobreza
extrema.11

Los frutos del rápido crecimiento económico registrado en Perú du-
rante los últimos años han beneficiado a muy pocos y no han llegado a
las personas más pobres. Entre el año 2001 y el año 2006 la tasa de cre-
cimiento acumulada del PIB fue del orden del 95%, mientras que el por-
centaje de la población que vivía en condiciones de pobreza solo dismi-
nuyó 6 puntos porcentuales, del 54% al 48%. El presidente actual ha
propuesto reducir el porcentaje de pobres al 30% en el año 2011, cuando
concluya su mandato. Sin embargo, aún no se aprecian cambios sustanti-
vos en las políticas públicas en la dirección de lograr esta meta en el pla-
zo previsto.

La pobreza en Perú tiene profundas raíces históricas, y su análisis

Las telecomunicaciones rurales en Perú  261

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 261



trasciende los alcances de este artículo. Un aspecto destacado por inves-
tigaciones recientes es el bajo nivel de inversión en infraestructura rural,
por lo cual el acceso a servicios básicos es bastante menor al de países
con un nivel de desarrollo similar. La falta de una estrategia conjunta en-
tre sectores ha reducido la efectividad de los esfuerzos realizados en este
campo (Peltier-Thiberge, 2006).

El bajo grado de desarrollo de la infraestructura rural se explica, en
parte, por la dispersión demográfica y las barreras geográficas. De he-
cho, algunos estudios sobre telecomunicaciones rurales destacan que «el
Perú tiene una de las geografías más difíciles de la región» (Intelecon,
2003). Las particulares características topográficas y demográficas del
Perú parecen explicar su bajo nivel de teledensidad en comparación con
países vecinos que registran incluso un menor ingreso per cápita, como
Ecuador y Guatemala.

Un estudio reciente sobre el desarrollo de la telefonía fija confirma
que las principales barreras son de carácter demográfico y geográfico,
pero también pone en evidencia la dimensión de la equidad. Mediante
una estimación con datos de panel, se observó que la importancia relati-
va de la población rural, la baja densidad poblacional, el nivel de educa-
ción así como la desigualdad de ingresos, entre otras variables, explican
al 99% de significancia de la penetración de la telefonía fija en países de
América Latina (Vaccaro, 2007).12 La menor densidad poblacional y las
mayores barreras geográficas que caracterizan a la sierra peruana elevan
los costes unitarios de expandir las redes de telefonía. De otro lado, un
mayor nivel de educación generalmente facilita el desarrollo de redes fa-
miliares y comerciales, lo cual eleva la demanda de información y co-
municación.

Contra lo que podría esperarse, los resultados econométricos de di-
cho estudio también revelan que a mayores niveles de desigualdad, me-
didos por el coeficiente Gini, mayor es la densidad de la telefonía fija. En
contraste, Estache, Manacorda y Valletti (2002), ven una correlación ne-
gativa con la desigualdad, tomando como variable endógena el número
per cápita de puertos de Internet para una muestra similar de países de
América Latina.

La explicación de este resultado podría encontrarse al examinar la
relación de causalidad en sentido inverso, es decir el impacto que la ex-
pansión de las redes de telefonía puede tener en el nivel de equidad. Sorj
y Guedes sostienen al respecto que «aun cuando buena parte de la litera-
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tura sobre inclusión digital, especialmente los reportes generados por las
agencias internacionales, destaca el potencial de las TIC en la reducción
de la pobreza y la desigualdad, la dinámica social es exactamente la
opuesta: la introducción de nuevas TIC eleva la exclusión social y la de-
sigualdad» (2004: 3). Su argumento es que los sectores más acomodados
de la sociedad son los primeros en acceder a las nuevas tecnologías y a
los nuevos servicios, de manera que logran una ventaja competitiva fren-
te a los sectores más pobres y excluidos, para los cuales toma mucho más
tiempo acceder a ellos, con lo cual las brechas se acrecientan. En la me-
dida en que las TIC acentúen las diferencias en productividades entre
distintos grupos sociales, el impacto inmediato del desarrollo de las tele-
comunicaciones puede ser, en efecto, una mayor desigualdad.

Al igual que muchos países de América Latina, Perú se caracteriza
por una desigualdad persistente, en buena medida porque las políticas
públicas no se han propuesto reducirla. Un caso emblemático al respecto
es la política tributaria. Si bien los ingresos fiscales se han elevado gra-
cias al crecimiento económico, en general el sistema tributario no permi-
te generar recursos suficientes para financiar una inversión mayor en in-
fraestructura y en servicios sociales, especialmente en las zonas rurales.
El año 2007, la recaudación total llegó al 15,6% del PIB, un porcentaje
muy inferior al que podría obtenerse considerando el nivel de ingreso per
cápita alcanzado.13

Además, el sistema tributario en Perú es muy regresivo, pues los
pobres deben pagar una fracción mayor de sus ingresos que los ricos. El
año 2006 los impuestos indirectos y otros tributos que gravan el consu-
mo (incluyendo el impuesto general a las ventas, cuya tasa es del 19%)
representaron alrededor del 60%, mientras que en Europa este porcenta-
je es de solo el 30%. En contraste, los impuestos a los ingresos apenas
llegan al 40% de la recaudación total.14

Los municipios también recaudan impuestos al patrimonio inmobi-
liario, pero los montos recaudados son muy reducidos. A pesar de que en
el año 2004 se aprobó una Ley de Descentralización Fiscal, que regula la
asignación de recursos a los gobiernos regionales y locales, el proceso de
descentralización ha avanzado muy lentamente y, en términos fiscales,
aún no se inicia. Un informe reciente revela que «los gobiernos regiona-
les no tienen ninguna competencia en materia tributaria. El gobierno cen-
tral continúa siendo el que parte y reparte, distribuyendo el grueso del
presupuesto a su antojo y conveniencia».15 Por el lado del gasto público,
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la asignación de los recursos también registra un elevado nivel de con-
centración, aun cuando para el año 2008 se ha previsto elevar la partici-
pación de los gobiernos regionales y municipales, como se observa en la
figura 6.

Un estudio reciente compara los niveles del gasto público en salud,
educación y asistencia social como porcentaje del PIB, y afirma que Perú
asignó a esos sectores una fracción reducida, del orden del 5,5% del PIB,
inferior al 8,2% registrado en promedio para América Latina. Como se
aprecia en la figura 7, de los 16 países de la región para los cuales se dis-
pone de información comparable, solamente Guatemala y Ecuador asig-
nan menos recursos al gasto social (Cotlear, 2006: 49).

El estudio observa cómo en Perú «la calidad de los servicios es de-
sigual y es particularmente mala en las escuelas y centros de salud que
dan servicio a los pobres. Los resultados —en aprendizaje y en mortali-
dad infantil— son muy desiguales, más que en otros países latinoameri-
canos» (Cotlear, 2006: 38). Si bien los indicadores de matrícula en edu-
cación son mayores a los registrados en otros países, la calidad de la
educación medida, con los resultados de pruebas estandarizadas inter-
nacionales aplicadas a los estudiantes, registra niveles muy por debajo
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FIGURA 6
Distribución del gasto público en Perú

FUENTE: Bajo la Lupa, La República (véase la nota 15).
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del promedio regional. Los problemas de calidad afectan principalmen-
te a la escuela pública, donde estudian los pobres. De hecho, «el Perú es,
también, el que tuvo la mayor desigualdad en el aprendizaje, midiendo
la desigualdad por la razón del desempeño de los estudiantes del 95º
percentil con respecto al de los estudiantes del 5º percentil» (Cotlear,
2006: 43).

Perú también registra un alto grado de desigualdad en desnutrición
infantil. Si bien ha mejorado la cobertura de la vacunación y ha dismi-
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FIGURA 7 
Prioridad fiscal del gasto en educación, salud y asistencia social en América

Latina

FUENTE: elaboración propia según Lindert, Skoufias y Shapiro (2005), citado en Cotlear (2006: 50).
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nuido la mortalidad de niños menores de 5 años, muchas personas siguen
aún excluidas de los servicios de salud. El mecanismo de exclusión es la
exigencia de pago por los servicios prestados en los hospitales públicos
y las postas de salud.16

Uno de los indicadores del compromiso del Estado con la reduc-
ción de la pobreza es la participación del gasto público en servicios so-
ciales como porcentaje del PIB. La evidencia disponible revela que los
países que más han avanzado en el desarrollo de sus sistemas de salud,
educación y asistencia social son también aquellos con mayor desarrollo
en sus redes de telecomunicaciones. La relación causal ha sido de alguna
manera formulada por Stern y Townsend (2007), quienes destacan el rol
que puede desempeñar el mecanismo de «agregación de demandas» en la
generación de incentivos a la inversión en el desarrollo de redes de tele-
comunicaciones rurales:

Los gobiernos tienden a ser uno de los clientes más grandes por servicios
de telefonía, TIC, equipos y aplicaciones. Las tendencias a la implementa-
ción de sistemas de gobierno electrónico, pueden involucrar nuevos y
grandes requerimientos de conectividad y de desarrollo de redes guberna-
mentales… Estos proyectos, junto a planes similares de expansión del ac-
ceso a TIC y aplicaciones en colegios, centros de salud, etc., sugieren que
el despliegue de nuevas redes de alta capacidad hacia diversas localidades,
puede financiarse en gran medida o totalmente con recursos públicos
(2007: 197-198).

Lamentablemente no fue posible conseguir series de datos estándares so-
bre la composición del gasto público en servicios sociales para una
muestra más grande de países. Solo se pudo conseguir información agre-
gada sobre la magnitud del gasto en salud, educación y asistencia social,
como porcentaje del PIB, para una muestra reducida de países. La figura
8 presenta la correlación existente entre este porcentaje y el número de lí-
neas de telefonía fija por cada 100 habitantes. El coeficiente de correla-
ción entre estas dos variables es positivo, y del orden de 0,2076. Esto sig-
nifica que la quinta parte de las diferencias en el desarrollo de la
telefonía fija entre estos países puede atribuirse a la importancia relativa
del gasto social.

Perú se encuentra por debajo de la tendencia, lo cual revela que in-
cluso para el mismo porcentaje de gasto social, la densidad de la telefonía
fija podría ser aún mayor. Este ejercicio ofrece una aproximación limita-
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da, pues no toma en cuenta la calidad del gasto social, ni la incidencia de
otros factores determinantes en el desarrollo de las redes de telefonía fija.
La estimación de otros coeficientes de correlación bivariada para esta mis-
ma muestra de países, pone de relieve la importancia del PIB per cápita,
del porcentaje de personas con educación secundaria y del tamaño relati-
vo de la población rural, como factores explicativos de este desarrollo.

Los bajos niveles de gasto en servicios sociales han estado acompa-
ñados por un déficit similar de inversión en infraestructura. Un estudio
reciente revela que los países de América Latina y el Caribe han reduci-
do esta inversión, la cual representaba más del 3% del PIB en el año 1988
y actualmente no llega al 2% (Fay y Morrison, 2007). Las crisis econó-
micas recurrentes en la región han dado lugar a ajustes fiscales de cierta
envergadura. En lugar de poner en marcha reformas tributarias, los go-
biernos optaron por contraer la inversión pública, una medida a corto pla-
zo menos resistida que la reducción de componentes corrientes del gasto,
como son los salarios y beneficios sociales de los empleados públicos.
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Correlación entre gasto social y teledensidad en telefonía fija

FUENTE: elaboración propia según UIT, Cotlear (2006), en Lindert, Skoufias y Shapiro (2006).
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Fay y Morrison observan que el contexto ideológico de esta con-
tracción se ha caracterizado por «un cambio radical en el paradigma de la
infraestructura, que llevó al convencimiento de que el sector privado de-
bía ocupar un lugar fundamental en el financiamiento y prestación de los
servicios, mientras que el Estado se limitaría fundamentalmente a la re-
gulación» (2007: 5). Este paradigma sigue vigente con mucha fuerza en
Perú, y tiene una presencia dominante en los principales medios de co-
municación, lo cual limita considerablemente el rango de opciones con-
sideradas razonables y viables en el escenario político actual.

Los autores sostienen que la inversión pública en infraestructura de-
bería duplicarse o triplicarse durante los próximos años, para que los paí-
ses de la región se pongan a la altura de otros países que han alcanzado un
elevado ritmo de crecimiento, como China y Corea del Sur. Advierten, sin
embargo, que ha disminuido el interés de los inversionistas privados por
proyectos de infraestructura en «los mercados emergentes», en un con-
texto afectado por una opinión pública mayoritariamente opuesta a las
privatizaciones. Concluyen afirmando que «el Estado debe ocupar un lu-
gar central en la prestación de servicios de infraestructura… y pagar una
parte considerable de las inversiones. Debe movilizar sus recursos para
atraer el mayor financiamiento complementario posible. Debe encargarse
también de establecer objetivos de distribución y velar por la disponibili-
dad de recursos y políticas para ofrecer acceso a los pobres» (2007: 2).

5. Reflexiones finales

La principal limitación al desarrollo de la telefonía rural en Perú no se
encuentra entonces en las políticas de interconexión ni en deficiencias en
el marco regulatorio vigente, sino en el subdesarrollo y fragmentación de
las redes sociales e institucionales, en un contexto marcado por la pobre-
za y la desigualdad. Entre los aspectos más destacados del caso peruano
pueden mencionarse el enorme déficit de inversión pública, particular-
mente en la provisión de servicios básicos que afectan directamente la
calidad de vida en el mundo rural, así como el centralismo que ha carac-
terizado la organización del Estado peruano. La pobreza rural genera una
demanda de tráfico muy reducida y, al mismo tiempo, la ausencia o de-
bilidad del Estado en estas zonas limita la demanda pública. Todo esto se
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expresa en demandas e incentivos muy débiles al despliegue de nuevas
redes, que limitan el desarrollo de las telecomunicaciones y comprome-
ten la viabilidad de los operadores rurales.

La evidencia presentada revela que las reformas de la década de
1990 tuvieron un impacto positivo en el desarrollo del sector, al igual que
la implementación del esquema de subsidios financiados con el FITEL.
Sin embargo, Perú aún se encuentra comparativamente rezagado en la re-
gión, y persisten agudas desigualdades en el acceso a los servicios bási-
cos y a las nuevas tecnologías. También se observa un alto grado de con-
centración empresarial en las telecomunicaciones, tanto en los mercados
de servicios finales como en los mercados mayoristas.

En este contexto los operadores rurales enfrentan dificultades para
mantenerse a flote. Sus tarifas no llegan a cubrir los costes del servicio,
los cuales son elevados debido a la dispersión demográfica, las barreras
geográficas y la configuración centralizada de las redes rurales. Si bien
las nuevas políticas de interconexión y la reducción de algunos cargos
han aliviado en algo su situación financiera, no hay evidencia de que el
servicio de telefonía rural pueda sostenerse por mucho tiempo, una vez
que concluyan los desembolsos con el esquema de subsidios vigente. Al
respecto se ha puesto en evidencia la necesidad de replantear este esque-
ma, a fin de asegurar la continuidad de los servicios mediante nuevos
subsidios, sobre todo en las zonas más pobres y aisladas.

En términos generales, sin embargo, las políticas sectoriales carecen
de potencia y efectividad cuando se implementan de manera aislada. Su
impacto es limitado si no forman parte de políticas públicas y programas
de inversión descentralizada de alcance más amplio, dirigidas a fortalecer
y modernizar las escuelas rurales, los centros de salud y los gobiernos lo-
cales, así como a promover el desarrollo productivo mediante la provisión
de los servicios y aplicaciones que ofrecen las nuevas tecnologías, inclu-
yendo información, banca electrónica y asistencia técnica, entre otros.

Este potencial no es aprovechado debido a los obstáculos genera-
dos por la propia (des)organización del Estado, con unas normas presu-
puestales, que impiden o limitan la ejecución de proyectos multisecto-
riales. La debilidad de los espacios de coordinación entre los distintos
sectores, sumada a los graves retrocesos en la planificación del desarro-
llo —desde que Fujimori liquidó el Instituto Nacional de Planificación,
hace 15 años— han bloqueado la posibilidad de aprovechar las nuevas
tecnologías en el entorno rural.
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Como sostienen Stern y Townsend (2007: 197), el objetivo de dise-
minar y difundir masivamente el acceso a las telecomunicaciones clara-
mente trasciende el mandato de los reguladores y de los responsables de
la política sectorial. Para lograrlo es preciso contar con un liderazgo
efectivo y capaz de articular, al más alto nivel de autoridad y de capaci-
dad de decisión, el planeamiento, la asignación de los recursos y el com-
promiso con la ejecución de las políticas públicas. El esfuerzo debe com-
prometer a las autoridades de telecomunicaciones, al regulador, a la
administración del fondo de acceso universal y a las empresas operado-
ras, pero también a las autoridades nacionales y regionales de los distin-
tos sectores, a líderes y representantes de la sociedad civil.

Lamentablemente, a corto plazo no se observan señales de cambio
en la cultura política que faciliten y promuevan la cooperación, el com-
promiso y el liderazgo en la dirección señalada. Sin embargo, es preciso
reconocer el progreso logrado en algunos ámbitos. Al respecto debe va-
lorarse el esfuerzo de algunos líderes regionales en la promoción del de-
sarrollo humano, así como el interés y la disposición generalizadas a
apropiarse de las nuevas tecnologías, sobre todo entre los jóvenes. Tam-
bién es notable la proliferación de cabinas públicas de acceso a Internet,
por iniciativa privada, incluso en las zonas más remotas y alejadas, así
como el dinamismo y creatividad de los proveedores de los diversos
equipos, componentes y servicios asociados a las nuevas tecnologías. Por
otro lado las demandas ciudadanas por estándares más altos de transpa-
rencia y rendición de cuentas en la gestión pública han dado lugar a la
utilización generalizada de portales y páginas web en la mayoría de los
organismos del Estado. Estos procesos de cambio ponen en evidencia la
energía acumulada y las capacidades que han logrado desarrollarse du-
rante los últimos años, y revelan signos de esperanza que animarán y
orientarán a las nuevas generaciones.

Notas

1. Los autores agradecen los comentarios de David Sancho y de los editores.
2. Un reporte del JP Morgan revelaba que Telefónica de Perú era una de

las compañías operadoras de telecomunicaciones más rentables en el mundo.
Véase al respecto el diario Gestión, Lima, viernes 7 de abril de 1997, p. 23.

270 José I. Távara y Giannina Vaccaro

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 270



3. Existe otro operador rural más pequeño (Valtrón), que empezó a operar
más recientemente en la provincia de Huarochiri, en el departamento de Lima.

4. Perú está dividido, geográfica y políticamente, en 23 departamentos y
una «provincia constitucional» (El Callao). Las superficies de los departamentos
varían en un rango de 14.000 a 368.000 km2, con un promedio de 56.000 km2.
Cada departamento constituye un «área local».

5. Por ejemplo, en el caso de Nepal, los elevados cargos de interconexión
inicialmente establecidos afectaron seriamente la viabilidad del operador rural
(De Silva y Tuladhar, 2007: 102)

6. A un tipo de cambio de S/. 3 por dólar estadounidense, las tarifas as-
cienden aproximadamente a 0,067dólares y 0,33 dólares por minuto, para llama-
das locales y de larga distancia nacional respectivamente, realizadas desde y ha-
cia los teléfonos rurales.

7. Decreto Supremo n° 020-1998-MTC, art. 45. Véase también el Regla-
mento de Interconexión aprobado en febrero de 1998, que contempla la misma fi-
gura.

8. Resolución 084-2004-CD/OSIPTEL, 9 de noviembre de 2004.
9. Una manera de evitarlo es adoptando un esquema de subsidios, que per-

mita cubrir parcialmente sus costes operativos. Sin embargo, estos esquemas
pueden ser difíciles de administrar, sobre todo en un contexto de expansión ace-
lerada de las redes móviles, que parece haber afectado el tráfico de los teléfonos
públicos en algunas zonas rurales. Un funcionario de FITEL estima que a finales
de 2007, alrededor del 40% de las localidades atendidas por los proyectos de FI-
TEL contaba con el servicio de telefonía móvil.

10. Actualmente se utiliza un esquema de subsidios cruzados en el sector
eléctrico (el Fondo de Subsidios en Energía o FOSE), según tarifas diferenciadas
en el consumo de electricidad, el cual permite ofrecer tarifas más bajas a los ho-
gares que consumen menos de 100 Kwh por mes. La elevada concentración de la
demanda en usuarios intensivos en el uso de energía (muy por encima del límite
de los 100 Kwh al mes) precisamente facilita la adopción de este esquema de
subsidios cruzados.

11. Las zonas rurales se definen como «territorios articulados por centros
poblados rurales, que son aquellos que no tienen más de cien viviendas conti-
guamente, ni son capitales de distrito; o que teniendo más de cien viviendas, es-
tán dispersas o diseminadas sin formar núcleos» (Mendieta y Ágreda 2006: 10).

12. Los países considerados en este estudio son Argentina, Brasil, Chile,
Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Nicaragua, Paraguay, Perú, Uruguay y
Venezuela.

13. Según un estudio del BID, dado el nivel de desarrollo de los países de
América Latina, los ingresos tributarios deberían llegar cuando menos al 24% del
PIB. Véase al respecto Birdsall, De La Torre y Menezes (2008: 59).
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14. Véase al respecto la serie «ingresos corrientes del gobierno central» en
la página web del Banco Central de Reserva. http://www.bcrp.gob.pe/bcr/Cuadros/
Cuadros-Anuales-Historicos.html

15. Véase al respecto «El reparto del billete», en Bajo La Lupa, Revista Men-
sual de Análisis y Propuestas, n° 3, 2008, p.13. http://www.bajolalupa.net/archivos/
3er_numero/Edicion3.pdf

16. Según informa Cotlear (2006: 45-47) los resultados de la Encuesta Na-
cional de Hogares revelan que en el año 2003 alrededor de la mitad de los perua-
nos (13,4 millones de personas) tuvo algún problema de salud, pero solo el 62%
recibió atención: «Casi las dos terceras partes de quienes no la recibieron afir-
maron que la razón de ello era que no podían pagarla».
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9. El desempeño de las empresas de servicio público
de agua en América Central: la economía política
de la cobertura, la calidad y el coste1

Sanford V. Berg

El objetivo de este artículo es examinar la economía política del desem-
peño de las empresas de servicio público de agua en América Central,
centrando el análisis en la cobertura, la calidad del servicio y el coste. El
estudio presenta datos comparativos y describe los factores que determi-
nan el acceso al agua y al sistema de saneamiento en la región. El pro-
blema fundamental al que se enfrentan los ciudadanos y las autoridades
políticas en estas regiones es la falta de comparaciones de desempeño ex-
haustivas dentro y entre países. Las comparaciones realizadas basadas en
criterios podrían ofrecer incentivos a las empresas de servicio público de
agua, información sobre los resultados que responsabilicen a los deciso-
res políticos, y rankings que ofrezcan los ciudadanos indicadores del de-
sempeño relativo. Sin transparencia en los procesos de decisión y en los
datos sobre los resultados de desempeño, los líderes políticos pueden
realizar promesas que no estén basadas en la realidad.

1. Método comparativo de desempeño (benchmarking) para
documentar fuentes de ineficiencia

Si el desempeño real del sector alcanzara las expectativas globales, las
nuevas iniciativas de agua no serían de alta prioridad internacional. Sin
embargo, para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio referidos
al agua, el benchmarking es esencial para mejorar la calidad del servicio,
expandir las redes y optimizar las operaciones. Aunque los ministerios del
agua, los reguladores nacionales y los administradores son conscientes de
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la importancia de la recogida y el análisis de datos, a veces carecen de in-
centivos y/o del equipo profesional capaz de llevar adelante los análisis.
En un mundo ideal, el regulador del sector del agua debe revisar los es-
tudios de productividad y crear incentivos de desempeño para lograr los
objetivos de la política. Sin embargo, si no existe confianza en los indi-
cadores los responsables de crear incentivos no pondrán en riesgo su cre-
dibilidad estableciendo recompensas o multas. Los reguladores serán rea-
cios a utilizar incentivos a menos que tengan mucha confianza en que los
rankings pueden superar los desafíos. Además, el desarrollo de incentivos
que promuevan la eficiencia en empresas estatales es particularmente di-
fícil, dadas las estructuras salariales tradicionales y el rol de la política lo-
cal en las empresas municipales de servicios públicos. Por otro lado, en
algunos casos, los reguladores y los decisores políticos pueden querer evi-
tar la presión política que se genera cuando se descubren las empresas de
servicios públicos menos eficientes. «El conocimiento es poder», y la pro-
visión de información a los actores perturba el statu quo.

Búsqueda de rentas e imparcialidad

En su visión general de la economía de los sistemas de agua urbanos en
los países de bajos ingresos, Noll (2002) identifica «los cuatro compo-
nentes principales de una empresa de servicio público de agua: el coste
de la oferta privada de la provisión de agua a distintos tipos de clientes;
la demanda de agua por parte de grupos importantes de clientes; las ex-
ternalidades asociadas con la provisión y el uso urbano del agua; y las
instituciones de mercado y las políticas para repartir el agua entre usos en
competencia» (2002: 43). En su última apreciación, observa que aunque
la distribución descentralizada del agua tiene «costes privados más altos
que la distribución por tuberías, en principio sus costes relativos no pa-
recerían tan altos cuando se tienen en cuenta las externalidades de uso y
las distorsiones de la regulación» (2002: 62). Mientras que no se resuel-
va el debate sobre la centralización vs. la descentralización del servicio
público de agua, resulta claro que el desempeño de este servicio se en-
cuentra afectado por las asimetrías de información. Sin un sistema cen-
tralizado para la recolección y verificación de los datos, los responsables
públicos no tendrán la información necesaria para evaluar las políticas.
Además, la falta de transparencia facilita la interferencia política y da lu-

276 Sanford V. Berg

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 276



gar a una pobre gestión dentro del sector: ambos contribuyen a un de-
sempeño débil.

Una vez definidos los conceptos de la economía política de los sis-
temas de agua urbanos, Noll concluyó que esta industria se caracteriza
por dos aspectos que contribuyen a un desempeño problemático: una re-
lación alta entre costes fijos y variables y una relación alta entre efectos
externos y costes privados. La primera característica lleva a presiones
políticas en la distribución de las rentas (una proporción significativa de
los ingresos provenientes de los servicios públicos) entre diversos acto-
res, incluyendo sindicatos, contratistas y grupos favorecidos política-
mente. La segunda característica puede resultar en externalidades que
determinan la fijación del precio óptimo y la inversión, aunque las deci-
siones reales pueden estar lejos de lo óptimo, dado el oportunismo del
gobierno. Estas externalidades podrían darse a través de dos canales: la
degradación ambiental del agua subterránea debido a la pobre cobertura
del alcantarillado (y al débil control de los residuos industriales) y los
impactos en la salud (por enfermedades transmitidas a través del agua).
Además, existe una preocupación fundamental por la «equidad social»,
que implica que puede que no se preste suficiente atención al acceso a fa-
milias de renta baja.

Por lo tanto, el acceso universal al agua segura es un objetivo polí-
tico que resuena con los ciudadanos. Para aquellos que valoran la «equi-
dad distributiva», el agua es un derecho humano no una mercancía. Sin
embargo, «la equidad de procedimiento», que pone énfasis en el acceso
de los ciudadanos a información confiable, promueve la toma de deci-
siones consistentes, y tiene en cuenta los diversos puntos de vista de las
partes afectadas. Ambas nociones de equidad son relevantes cuando se
considera la legitimidad de los acuerdos sociales que promueven el ac-
ceso universal. La provisión del servicio de agua requiere inversiones y
desembolsos operativos; de esta manera, se debería dar importancia a la
sostenibilidad financiera de los acuerdos. Puesto que el agua es una mer-
cancía que se encuentra simbólicamente vinculada a la dignidad humana
y a la salud, la eficiencia en la explotación, la calidad del servicio y el ac-
ceso de los ciudadanos se vuelven indicadores esenciales de desempeño
Sin embargo, las estructuras tarifarias actuales en América Central pocas
veces permiten acceder a los servicios a los ciudadanos más necesitados,
y los planes de expansión no hacen frente a las preocupaciones por la dis-
tribución del ingreso.

Las empresas de servicio público de agua  277

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 277



Equilibrio de bajo nivel

En su estudio sobre la provisión de servicios de agua en América Latina,
Savedoff y Spiller (1999: 1) muestran que en un «equilibrio de bajo nivel
[donde] los precios bajos se reflejan en una baja calidad, una expansión
limitada del servicio, ineficiencia operativa y corrupción, lo que erosio-
na aún más el apoyo público». El gobierno es percibido como parte del
círculo de ineficiencia y escepticismo ciudadano: puede que los ingresos
no cubran los costes operativos; además, las inversiones se llevan a cabo
principalmente cuando el banco nacional de desarrollo, el ministerio del
agua o las agencias donantes ponen fondos a disposición. Sin embargo,
no se realizan inversiones de mantenimiento y se producen filtraciones.
El servicio es pobre, lo que genera impagos (alto número de facturas no
recaudadas). No existe un plan de negocios económicamente sostenible.
Los administradores poco eficientes del servicio público del agua no son
reemplazados. Básicamente, los consumidores fingen pagar por un ser-
vicio (donde los precios son bajos) y los productores fingen ofrecer un
servicio (donde la calidad es baja y la expansión de la red es lenta).

Basándose en sus estudios sobre varios países de América Latina
en los años noventa, Savedoff y Spiller recomendaron encarecidamente:
1) la corporatización de los servicios públicos (tratándolos como empre-
sas y no como agencias de gobierno); 2) la desagregación de las empre-
sas de servicios públicos y la promoción de la competencia; 3) marcos de
regulación que limiten la discrecionalidad del gobierno; y 4) la privati-
zación (poniendo énfasis en la propiedad local). Resulta debatible que to-
das esas estrategias sean factibles hoy en día. El presente estudio pone
mayor énfasis en el rol de la información y el benchmarking.2

Los decisores políticos del poder legislativo y del poder ejecutivo
del gobierno son consumidores potenciales de información. En alguna
medida, la ausencia de información sobre benchmarking quita presiones a
los decisores políticos debido a que los ciudadanos ignoran las tendencias
de desempeño y la medida en la que los servicios públicos están lejos de
las mejores prácticas. Sin embargo, dado que las inversiones públicas en
los sistemas de agua reducen la capacidad para financiar hospitales, es-
cuelas y otras infraestructuras sociales, los ciudadanos quieren asegurar-
se que las empresas de servicios públicos funcionen bien. De otra forma,
los políticos pueden adoptar una actitud pasiva, las empresas de servicios
públicos pueden fingir proveer agua, y los consumidores pueden fingir

278 Sanford V. Berg

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 278



pagar. En última instancia, el resultado daña a los tres grupos: los ciuda-
danos que no reciben servicios se decepcionan con la retórica política,
los administradores tienen seguridad de empleo (pero escaso potencial
para crecer) y los clientes reciben un servicio pobre. La información pue-
de ser un catalizador para la reforma.

Los analistas están de acuerdo en que el benchmarking representa
una importante herramienta para documentar la actividad realizada en el
pasado, establecer puntos de partida para medir las mejoras y realizar com-
paraciones entre los proveedores del servicio. En el sector del agua, las
comparaciones válidas contribuyen a mejorar el desempeño. Los rankings
pueden informar a los decisores políticos, a los proveedores de fondos de
inversión y a los clientes acerca de la relación coste-efectividad de distin-
tos proveedores de servicio. Existen muchos públicos que pueden estar in-
teresados en las comparaciones, cada uno de los cuales con distintos gra-
dos de habilidad e interés para evaluar a las empresas de servicio público
de agua. Sin embargo, todos los públicos comparten una expectativa: los
rankings deberían reflejar la realidad. Los resultados que son altamente
sensibles a la especificación del modelo o a la inclusión (o exclusión) de
determinadas variables y datos no serán creíbles. Si no se satisface el cri-
terio de consistencia, estos grupos no pueden confiar en que los indicado-
res de desempeño relativo sean significativos. Por lo tanto, si en líneas ge-
nerales las distintas metodologías producen rankings diferentes los analistas
deberían ser capaces de explicar la razón de estas discrepancias. Los ciu-
dadanos no están en buena posición para evaluar las reclamaciones pre-
sentadas, lo que hace recaer una pesada carga sobre aquellos que producen
las evaluaciones de desempeño de las empresas de servicios públicos.

Este estudio presta una atención especial al mercado y a las institu-
ciones políticas que influyen en las inversiones y la eficiencia producti-
va de las empresas de servicios públicos estatales: la opción de oferta do-
minante en la región. El próximo apartado introduce los distintos tipos de
conflicto que pueden aparecer en el sector, para ilustrar por qué los re-
sultados pueden llegar a ser subóptimos (Berg, 2007). Es importante
comprender las fuentes del desempeño débil. Una vez determinado por
qué un statu quo subóptimo genera conflictos (utilizando una caracteri-
zación estilizada de los trade-offs y las asimetrías de información), el ar-
tículo se ocupa del desempeño real en América Central. Se identifican al-
gunas estrategias que podrían promover la resolución de conflictos y
mejorar el desempeño del sector del agua en América Central.
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2. Resolución del conflicto: identificando los trade-offs

La teoría y la experiencia económica sugieren que la información, los in-
centivos y las instituciones afectan el funcionamiento del sector. Produc-
tores, consumidores y autoridades basan sus decisiones en sus propios
valores (preferencias), la información que poseen, y las limitaciones pre-
supuestarias y tecnológicas que afrontan. Para ilustrar las opciones que
tienen las autoridades, tomaremos un caso hipotético que tiene en cuen-
ta la cobertura de agua, la calidad del agua y la contención de costes.
Imagine a una empresa de servicio público de agua que ya tiene una red
de distribución que llega a muchos ciudadanos. La empresa tiene previs-
to gastar anualmente 700.000 dólares en gastos operativos. Según el pre-
supuesto de ingresos, los administradores de la empresa afirman que dis-
ponen de 300.000 dólares para gastos de capital. Estos fondos pueden ser
utilizados para expandir la red a fin de llegar a ciudadanos sin servicio o
para mejorar la calidad del agua provista a aquellos ciudadanos que ya
reciben el servicio. La Frontera de Posibilidades de Producción (FPP) a
la que se enfrenta el administrador de una empresa de servicio público
está representada en la figura 1: se pueden realizar 3.000 nuevas cone-
xiones (a un coste de 300.000 dólares) o se puede mejorar el índice de la
calidad del agua en seis puntos (este índice podría incluir qué porcentaje
del agua es tratado con cloro antes de ir al sistema de distribución, o po-
dría reflejar la continuidad del agua —el número de horas por día en las
que está disponible el servicio—). Obsérvese que la FPP incluye los pun-
tos A, B y C, combinaciones que ofrecen una cobertura mayor y más ca-
lidad del agua. Si la frontera es viable, pero la empresa solo es capaz de
alcanzar el punto X con los 300.000 dólares disponibles, podríamos con-
cluir que el resultado es subóptimo.

Si la empresa de servicio público invierte y logra situarse en el pun-
to X, podríamos decir que los administradores son ineficientes. Por su-
puesto, los administradores podrían cuestionar esa conclusión, argumen-
tando que la geografía, la topología, los cambios en los precios de los
inputs, los problemas para recaudar los ingresos u otros desarrollos ha-
cen que llegar a la frontera sea inviable. Los administradores podrían
afirmar tener mejor información sobre los verdaderos intercambios (y
posibilidades de producción) a los que se enfrentan. Su afirmación ilus-
tra la posibilidad de disputas entre los actores con respecto a lo que es
posible.
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En general, existen al menos cuatro fuentes de conflicto: 1) quién debe-
ría tomar las decisiones, 2) qué se puede hacer (tal como se ilustra arri-
ba), 3) qué se debería hacer, y 4) quién se debería beneficiar de las deci-
siones. Examinemos estas fuentes de conflicto (todos los conflictos están
ilustrados desde la figura 2 hasta la figura 5). Estos conflictos se pueden
clasificar en cuatro categorías (Shabman, 2005):

1. Conflictos de autoridad: reflejan una falta de claridad en el re-
parto de responsabilidades entre las autoridades políticas con
responsabilidades en el sector.

2. Conflictos (fácticos) cognitivos: surgen de desacuerdos relacio-
nados con hechos actuales o históricos y vínculos causales.

3. Conflictos de valores: debido a prioridades en conflicto y a dis-
tintas ponderaciones de los resultados.

4. Conflictos de interés: cuando los actores se benefician de forma
diferente de las distintas opciones administrativas tomadas y de
política (estimulando la actividad de búsqueda de rentas).
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FIGURA 1
Resolución del conflicto y toma de decisiones

FUENTE: elaboración propia.
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Conflictos de autoridad

El primer conflicto abarca disputas jurisdiccionales: ¿la decisión recae
sobre un ministerio del gobierno, un gobierno municipal, un regulador
del sector o sobre la empresa proveedora del servicio? Dependiendo de
la decisión, cada una de estas entidades podría tener autoridad. Si la auto-
ridad de decisión se encuentra en disputa, el resultado son luchas inter-
nas y acusaciones burocráticas. Incluso cuando las responsabilidades es-
tán claramente identificadas, pueden surgir disputas. Por ejemplo, un
ministerio del agua puede establecer una política —señalando objetivos
de cobertura—, pero el ministerio de finanzas (o un banco nacional de
desarrollo) es probable que tenga el control sobre los fondos de inver-
sión. Si los 300.000 dólares de nuestro ejemplo no están disponibles para
inversiones de capital, entonces puede que la empresa tenga que aumen-
tar los precios o fondos de algún donante internacional. Si la empresa
debe expandir la red pero los fondos no están disponibles, ¿quién es res-
ponsable por el objetivo perdido? De manera similar, un municipio pue-
de tener reglas de urbanismo o planes de expansión de la ciudad que re-
quieren el crecimiento en un área geográfica, pero la empresa de aguas
puede alcanzar su objetivo de expansión de la red dando acceso a un con-
junto diferente de ciudadanos. ¿Quién tiene la autoridad final? ¿Qué su-
cede si el ayuntamiento prefirió 3.000 conexiones adicionales que cues-
tan más que una expansión alternativa de la red (de 300.000 dólares)
porque se tienen que hacer obras en calles particulares y un conjunto de
terratenientes con poder político se benefician de esta alternativa? Surge
otro conflicto si el regulador del sector permite aumentar los precios para
financiar la inversión, pero los políticos quieren mantener los precios ba-
jos (o incluso por debajo del coste). Otro conflicto de autoridad incluye
quién establece y controla los estándares de calidad del agua (y si las im-
plicaciones de coste de estos estándares son considerados en la decisión)
y quién es responsable por la administración del agua. Si una empresa
debe utilizar un agua de alto coste extraída desde lejos mientras que los
intereses agrícolas locales obtienen agua gratis, los administradores del
agua están tomando decisiones que tienen implicaciones para la sosteni-
bilidad financiera de la empresa. La figura 2 identifica algunas de las
disputas jurisdiccionales que complican el proceso de toma de decisiones
en el sector del agua:
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La resolución de estos conflictos debe tener en cuenta varias estrategias
potenciales: modificar la legislación (para lograr claridad legal), coope-
rar con agencias vecinas (para evitar luchas territoriales), establecer
grupos de trabajo para tratar temas (promover la colaboración), educar
a los tribunales sobre las nuevas instituciones, promover la transparen-
cia en los procesos de regulación y mejorar los procedimientos de ape-
lación. Los problemas de autoridad/jurisdiccionales son básicamente te-
mas políticos y necesitan ser tratados en ese contexto. Sin embargo,
estas cuestiones ilustran los complicados problemas a los que se enfren-
tan los reguladores del sector; algunos conflictos solo pueden ser re-
sueltos a través de desafíos legales y nuevas leyes. Aquí, el rol del re-
gulador del agua es proveer un asesoramiento cómo experto, y dejar que
los políticos traten (y ponderen) los asuntos políticos. Por supuesto,
cuando los reguladores pueden actuar con cierta discrecionalidad las re-
soluciones de la agencia comienzan a parecerse a las de la «política», de
forma que los reguladores del agua a menudo hacen más que simple-
mente implementar la política establecida por la legislación o el minis-
terio del sector.
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FIGURA 2
Problemas de autoridad a los que se enfrentan los reguladores

FUENTE: elaboración propia.
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Conflictos (fácticos) cognitivos

Una segunda fuente de conflicto potencial es el desacuerdo sobre «qué
es». Por ejemplo, una organización no gubernamental (ONG) podría sos-
tener que la empresa de servicio público no ha informado de manera co-
rrecta qué sucede con los 300.000 dólares. La ONG podría afirmar que la
administración está sobredimensionando los costes de las nuevas cone-
xiones y de la mejora de la calidad del servicio. Esta situación se descri-
be en la figura 3, donde la ONG afirma que se podría proveer 5.000 nue-
vas conexiones. Una disputa como esta podría resolverse cuando existe
información adecuada. En particular, los estudios de benchmarking (ba-
sados en series temporales y comparación de datos) pueden vincular los
inputs con los resultados para un grupo entre empresas de servicio públi-
co de agua que sean comparables. Se pueden detectar las mejores prácti-
cas: si una empresa de servicio público no está funcionando en la fronte-
ra, un gobierno sólido realizará presiones sobre la administración para
conseguir mejoras en el desempeño.

Para una empresa estatal, el ministerio apropiado reorganizará la
administración. Por supuesto, dichas respuestas presuponen tanto la dis-
ponibilidad de información e incentivos organizativos sólidos, incluyen-
do el mantenimiento de los decisores políticos responsables por su fraca-
so. Se dice que los administradores solo pueden administrar lo que ellos
miden, por lo que la falta de registros de pérdidas y ganancias, balances
generales, estados de flujo de efectivo y estadísticas operativas sería la
evidencia de que la empresa de servicio público probablemente no se esté
gestionando correctamente. La cuestión que se describe en la figura 3 re-
quiere datos. Cuando dichos datos no se encuentran disponibles, uno po-
dría hacer recaer de forma legítima la carga de la prueba sobre la admi-
nistración: solicitar a los administradores que demuestren que están
efectivamente operando de acuerdo a las mejores prácticas. En algunas
jurisdicciones reguladoras (como Chile), se utiliza una empresa modelo
(basada en modelos de ingeniería) para establecer un ranking del desem-
peño de las empresas de servicios públicos. En general, sin algunos he-
chos, uno no puede evaluar tendencias, comparar las operaciones actuales
entre las empresas de servicios públicos o establecer objetivos razona-
bles. Por otro lado, si un regulador es capaz de realizar comparaciones
según determinados criterios, se reducen las asimetrías de información.
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Conflictos de valores

La existencia de distintas prioridades implica que algunos agentes pon-
deran de modo diferente los objetivos y resultados particulares, teniendo
en cuenta sus preferencias por los resultados. Por ejemplo, un grupo de
ciudadanos podría ver la expansión de la red como un signo de promo-
ción del crecimiento demográfico cuando la región está haciendo bajar el
nivel de agua. Puede ocurrir que se destruyan áreas ecológicamente sen-
sibles al desviar el agua para cumplir con las demandas urbanas de la re-
gión. Los ciudadanos que tienen dichas preocupaciones preferirían que
se mejorara la calidad del agua para aquellos que se encuentran actual-
mente recibiendo el servicio. Hasta que la comunidad esté lista para tra-
tar temas medioambientales, estos ciudadanos no querrán nuevas cone-
xiones (que conllevarían un mayor uso de agua). Por otro lado, los
ciudadanos que dan gran importancia a la justicia social probablemente
preferirán una rápida expansión de la red, de forma que las familias que
no disponen actualmente del servicio puedan acceder a fuentes de agua
mejoradas. Dichos conflictos son políticos por naturaleza, y en ellos apa-
recen las diferencias de valores de los diferentes grupos de usuarios. Su
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FIGURA 3
Problemas fácticos a los que se enfrentan los reguladores

FUENTE: elaboración propia.
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resolución depende del grado de consenso público sobre los objetivos so-
ciales, y de cómo ese consenso se traduce en leyes en la arena legislati-
va. La educación pública puede ayudar a las distintas partes a entender
mejor los trade-offs, quizás aclarando qué es lo que se está cediendo para
alcanzar objetivos particulares. En algunos casos, dichas reflexiones po-
drían identificar opciones en las que todos ganan, donde se logran los ob-
jetivos mediante la introducción de opciones adicionales. Una opción
como esa implicaría el incremento del presupuesto disponible para las in-
versiones relacionadas con el agua. La figura 4 ilustra tres objetivos po-
tenciales si la ONG está en lo cierto acerca de las posibles combinacio-
nes de conexiones y la calidad cuando se dispone de un presupuesto de
300.000 dólares.

Los conflictos de valores a menudo están ocultos cuando los acto-
res desvían la atención hacia debates sobre resultados hipotéticos o hacia
lo que son resultados (verdaderamente) inviables. Una ONG preocupada
porque la expansión de la red (nuevas conexiones) pondría en peligro las
fuentes de agua podría dirigir la atención del público a tal cuestión o em-
pañar el debate haciendo referencia a las mejoras de salud pública aso-
ciadas a la calidad del agua. La retórica puede llegar a sustituir el pensa-
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FIGURA 4
Problemas de valores a los que se enfrentan los reguladores

FUENTE: elaboración propia.
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miento crítico si los participantes no están deseosos de involucrarse en
debates que ayuden a comprender las preocupaciones de las diversas par-
tes de la disputa.

Por ejemplo, el debate sobre la propiedad pública versus la propie-
dad privada de las empresas de agua a menudo tiene un sabor puramen-
te ideológico, sin referencia al desempeño real de las empresas reales
bajo distintos arreglos de propiedad. Si no existe información acerca de
qué es posible (en términos de eficiencia operativa) o sobre qué recursos
para invertir están verdaderamente disponibles, el debate público alenta-
rá el fuego pero echará poca luz sobre los problemas. Los ciudadanos
que se expresan (o los donantes internacionales) habitualmente perma-
necen emocionalmente comprometidos con políticas determinadas, sin
tener un anclaje mínimo en la realidad.

Conflictos de interés

La economía política de la regulación echa luz sobre la relación entre el po-
der de los actores y los resultados del sector. La teoría y los estudios empí-
ricos sugieren que la política pública puede estar excesivamente influida
por intereses especiales bien organizados cuyo objetivo es la búsqueda de
rentas (Stigler, 1971). Considérese una situación donde los beneficiados de
una decisión de política son pocos (concentrados) y políticamente podero-
sos. Ellos son conscientes de las consecuencias que puede tener una deter-
minada resolución. En esta situación, los perdedores de la resolución sufren
unos costes individuales bajos (que pueden ser sustanciales en conjunto);
sin embargo, es difícil organizar a los miembros de este grupo (o no entien-
den los efectos que la decisión tendrá en el largo plazo). El resultado es una
política que beneficia a los actores bien organizados, incluso cuando los
costes para los perdedores pesan más que los beneficios para los ganadores.

Por ejemplo, en la figura 5, los usuarios del servicio conocen la ca-
lidad actual del agua (y sus implicaciones para su conveniencia y como-
didad). Ellos se beneficiarán de los gastos de capital destinados a mejorar
la planta de tratamiento de agua. Los ciudadanos sin servicio preferirán la
expansión de la red. Sin embargo, aquellos que no tienen servicio proba-
blemente carecerán de poder político y es improbable que desconozcan
las opciones de inversión a las que se enfrenta la empresa de agua. Cla-
ramente, la decisión tomada repercutirá de maneras diferentes sobre los
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diversos grupos de actores. La situación aquí es representada como un
juego de suma cero en tanto que la limitación vinculante sean los 300.000
dólares en inversiones de capital.

Otros ejemplos de conflictos de interés incluyen aquellos proveedores
que se benefician de una u otra decisión: los proveedores de tuberías prefie-
ren la expansión de la red, mientras que los proveedores de agentes quími-
cos prefieren la mejora de la calidad. De manera similar, los miembros de
los sindicatos de la construcción preferirán nuevas conexiones, mientras que
aquellos que trabajan en la planta de tratamiento con posibilidades de ser ex-
pandida preferirán mejorar la calidad del agua. Los precios para los indus-
triales versus los precios para los clientes residenciales muestran otro con-
flicto de interés. Por supuesto, si el consumidor industrial tiene acceso a
fuentes de agua alternativas (a través de sus propios pozos), entonces el sub-
sidio cruzado no podrá ser sostenible, ya que un precio más alto resultará en
una pérdida de ingresos para la empresa de agua, que quizás conduzca a un
mantenimiento pobre y a costes futuros más altos para los clientes restantes.
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FIGURA 5
Problemas de valores a los que se enfrentan los reguladores

FUENTE: elaboración propia.
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3. Objetivos y desempeño en América Central

Cada uno de los cuatro tipos de conflictos aparece en el sector del agua
en América Central. El sector está a menudo caracterizado por batallas
burocráticas, falta de datos, diferencias ideológicas y disputas entre inte-
reses especiales.3 Resulta claro que los conflictos de autoridad surgen
dentro de estos países: un informe de 2007 del Banco Mundial describe
la falta de coordinación entre las agencias, superponiéndose responsabi-
lidades, marcos legales débiles, falta de recursos de la agencia y una baja
capacidad para implementar nuevas reglas. Informes recientes no pro -
veen muchos datos empíricos sobre tendencias, lo que abre la probabili-
dad de conflictos sobre el desempeño real del sector. Las opiniones son a
menudo más fuertes cuando la información es más débil. Tomados en su
conjunto, los informes indican actividad en términos de encuentros, así
como una falta de información tangible para evaluar las tendencias en el
desarrollo del sector del agua.

El Centro de Investigación de Empresas de Servicios Públicos
(PURC en sus siglas en inglés) en la Universidad de Florida intentó cubrir
la brecha de información para el sector del agua en un proyecto financiado
por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID). En el cuadro 1 se resu-
me el conjunto de proveedores de servicio por país y su cobertura de su-
ministro de agua para el estudio del PURC. La base de datos utilizada en el
análisis (que cubre desde 2002 hasta 2005) no incluye un «censo» com-
pleto de las empresas de servicios públicos que proveen servicio en la re-
gión, pero representa un buen comienzo.

Las empresas de servicio público de agua  289

CUADRO 1
Proveedores de servicio por país 2005 (resumen)

País Proveedor del servicio Total (%)

Costa Rica AYA y ESPH 51 y 0,5
El Salvador ANDA 94
Guatemala EMPAGUA y EMAPET 10 y 0,005
Honduras SANAA 20
Nicaragua ENACAL 52
Panamá IDAAN 66

FUENTE: elaboración propia.
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La falta de información publicada y accesible sobre los inputs y los
resultados de las empresas de servicios públicos sugiere que en América
Central existe una falta de transparencia. Sin embargo, se pueden obser-
var tendencias nacionales generales en el cuadro 2. Debido a las limita-
ciones de la divulgación de información, este estudio solo proveerá una
visión general del desempeño. La primera sección del apartado 3 descri-
be los cambios que ocurrieron entre 2002 y 2005 para un subconjunto de
indicadores de desempeño.

Indicadores de desempeño

Los Objetivos de Desarrollo del Milenio se refieren al acceso al agua po-
table e instalaciones de saneamiento mejoradas: no existe un vínculo cla-
ro con los datos sobre la cobertura de la red de infraestructura (las tube-
rías de agua hasta los hogares o las conexiones a los sistemas de aguas
residuales). Sin embargo, la información del cuadro 2 indica un progre-
so real en la región entre 1990 y 2004. El acceso a una mejor agua pota-
ble para las áreas urbanas en las seis naciones ahora excede el 90%. El
acceso urbano a las instalaciones de saneamiento mejoradas es algo más
que una historia contradictoria, que refleja un alto coste y una baja vo-
luntad de pagar por dichos servicios. Por supuesto, el acceso al servicio
mejorado es más difícil de documentar que la cobertura de los hogares,
en tanto que esta última incluye la facturación y una relación comercial;
además, la cobertura es solo una dimensión del desempeño. La calidad
del servicio y la contención de costes son otros dos elementos que im-
portan a los ciudadanos.

Típicamente, la primera etapa en el análisis del desempeño del sec-
tor consiste en calcular los indicadores de desempeño básicos que habi-
tualmente utilizan los administradores e investigadores para evaluar las
tendencias específicas de la empresa. Ha habido algún progreso en esta
área (según las iniciativas llevadas a cabo por los reguladores del agua en
América del Sur y América Central). La Asociación de Entes Regulado-
res de Agua y Saneamiento de las Américas (ADERASA) ha revelado in-
formación más exhaustiva sobre el desempeño de las empresas de servi-
cio público de agua para una muestra más grande de naciones, pero ese
esfuerzo solo incluyó cuatro de las seis naciones consideradas aquí.4 El
grupo de benchmarking de ADERASA ha calculado un conjunto de indi-
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cadores operativos, de coste y de calidad5 que pueden ser comparados
con los indicadores obtenidos para la región de América Central. Dichas
comparaciones permiten a los analistas comenzar a evaluar los impactos
de la política pública y los incentivos gerenciales en la región. Para man-
tener la consistencia, este estudio utiliza las mismas definiciones de los
indicadores desarrollados por el grupo ADERASA. La provisión del ser-
vicio de agua puede ser medida por (al menos) tres factores: volumen de
agua, número de conexiones y población atendida. Más abajo volvemos
a la muestra descrita en el cuadro 1, sintetizando los indicadores de de-
sempeño relacionados con los resultados operativos (incluyendo la co-
bertura), el coste de producción y la calidad del servicio.

Pérdida de agua (eficiencia comercial)

Este indicador refleja deficiencias tanto en prácticas operativas como co-
merciales. El nivel de pérdidas de agua puede reflejar un equilibrio entre
el coste de aumentar la producción de agua y el de reparar las filtraciones
en la red para satisfacer a una determinada demanda de agua. En otras pa-
labras, para satisfacer la demanda, los administradores pueden encontrar
que es más costoso reparar las pérdidas y controlar las filtraciones de
agua que incrementar la producción de agua. Las filtraciones de las tube-
rías en el segmento de transporte requieren desembolsos de manteni-
miento costosos, particularmente en redes largas o dispersas. Las pérdi-
das de agua en circulación surgen en tránsito y se calculan como el
volumen de agua producida menos el agua provista a la red de distribu-
ción.6

En relación con el sistema de distribución, las pérdidas de agua se
pueden deber al robo o a filtraciones. Dadas las características de este
sector, puede ser difícil para las empresas controlar las pérdidas comer-
ciales si eso implica negar el servicio a los segmentos más pobres de la
población. Los conflictos potenciales asociados con este indicador inclu-
yen diferencias fácticas, de interés y de valores. Distinguir entre robo y
filtración es posible pero no fácil: ocuparse del robo requeriría desembol-
sos para las áreas geográficas con pérdidas excesivas. Además, aquellas
familias que están conectadas a los sistemas de distribución municipal de
forma ilegal representan segmentos de la población votante potencial-
mente importantes. Sus intereses son reconocidos por quienes se encuen-
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tran en el poder. Los valores son también relevantes. Finalmente, puede
que no exista un sistema de apoyo a la comunidad que coloque un estig-
ma sobre dichas actividades. La ausencia de valores de la comunidad que
apoyen la sostenibilidad financiera y una visión del agua como un «dere-
cho humano» hace que para las empresas sea difícil reducir las pérdidas
de agua.

Para la red de distribución, las pérdidas de agua son medidas como
la diferencia entre el agua provista en su punto de partida (tratamiento
inicial) y el agua facturada: la diferencia es identificada como pérdidas
comerciales. Otro modo de ver este indicador es calcular la relación en-
tre agua facturada y agua provista por la red de distribución, al cual el
grupo de benchmarking de ADERASA llama indicador de eficiencia co-
mercial. Las empresas de servicios públicos en la muestra de América
Central tienen pérdidas de agua del 55% en comparación con el 40% del
valor encontrado en la muestra de ADERASA, que incluye a los países
más grandes de América del Sur.7

Medición

Este indicador se calcula como la relación entre el número de conexiones
que disponen de un medidor en el lugar y el número total de conexiones.
Los costes de instalación del medidor son altos. En algunos países hay una
asignación directa de los costes de medición al consumidor, que puede tra-
ducirse en tarifas de conexión más altas. Cuanto más alto es el nivel de
medición, más alta es la posibilidad de identificar pérdidas de agua del sis-
tema de distribución, y más exactos son los ingresos y la información re-
cogida. En general, el valor medio de medición en la muestra de América
Central es un 56%, más bajo que el valor medio del 75% para los miem-
bros de ADERASA, una muestra más amplia. Los hechos no están bajo
debate, excepto el grado en que la medición podría ofrecer mejores seña-
les de precio a los consumidores. Quién debería cargar con los costes de
medición es un conflicto de interés. En relación con los valores, algunos
consideran que la medición es injusta, ya que convierte al agua considera-
da como un servicio público que cubre necesidades humanas básicas en un
bien que está disponible solo para aquellos que pueden pagarlo.
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Cobertura del servicio

Este indicador de funcionamiento operativo se calcula como la relación
entre la población con servicio de agua y la población total en el área. El
valor medio para la cobertura del servicio de la muestra de empresas en
esta región es de un 90%, muy próximo al valor del 89% de ADERASA.
Hay una brecha de cobertura perceptible entre empresas de servicios pú-
blicos grandes y las empresas de servicios públicos pequeñas y medianas
en la muestra de América Central. La cobertura es igual al 92% para las
empresas grandes, el 66% para las empresas medianas y el 85% para el
grupo de las empresas de servicios públicos pequeñas. Este indicador
captura un valor importante para los ciudadanos en la medida en que
simboliza el acceso al agua por cañerías. El ingreso per cápita tiene un
rol importante en la cobertura. Sin embargo, los objetivos nacionales es-
tablecidos (y financiados) por los gobiernos también importan, como
también lo hace la efectividad del sistema de gobierno regulatorio y ge-
rencial. Los conflictos de autoridad pueden dañar el desempeño del sec-
tor; sin embargo, si no están asignadas las responsabilidades (o están en
disputa), también hay impactos negativos. La falta de una recogida con-
tinua de datos limita severamente la capacidad de líderes políticos y ciu-
dadanos de evaluar las tendencias a lo largo del tiempo y el desempeño
relativo de distintas empresas o divisiones de una empresa de servicio
público nacional. La descentralización en varias naciones de América
Central ha retrasado o interrumpido los esfuerzos de recolección de in-
formación sobre la cobertura del servicio y otras variables de desempe-
ño, por lo que la base fáctica para el desarrollo y la implementación de
una política se encuentra limitada. Claramente, las prioridades naciona-
les y las fuentes de financiación afectan el ritmo y el patrón de la expan-
sión de la red.

Densidad de la red

Las empresas de agua de tamaño similar, medido según el número de re-
sidencias, pueden tener distintos costes debido a diferencias en las ca-
racterísticas de la red, tal como la extensión. Las empresas más grandes
pueden tener costes más bajos debido a las economías de densidad de la
red (clientes por kilómetro de cañería) más que a una economía de esca-
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la (el producto total). De esta manera, cuando se realizan comparaciones
de benchmarking, es necesario distinguir entre economías de escala y
economías de densidad de la red. En este caso se necesita información
tanto sobre las condiciones de operación de la empresa como estadísticas
sobre la densidad de viviendas y el tamaño de la familia. Sin una tradi-
ción nacional de procedimientos y análisis censales, es difícil vincular
las actividades de infraestructura y las características geográficas y de-
mográficas. El desarrollo de capacidades en las agencias de gobierno es
difícil si los incentivos salariales de la administración pública se encuen-
tran por debajo de los de la industria privada o si el patronazgo político
determina el empleo.

Consumo de agua

El grupo de benchmarking ADERASA utiliza la relación entre volumen
de agua facturada y población con servicio de agua como un indicador
para el consumo de agua. El valor de consumo medio para la muestra de
América Central es de 219 litros por persona y día, una cifra ligeramen-
te superior al valor medio de ADERASA de 172. Las empresas más pe-
queñas están capacitadas para satisfacer un nivel de consumo más alto:
323 litros por persona y día, a diferencia de los 222 para las empresas
más grandes. En sí, este indicador entraña pocas implicaciones políticas.
Para las regiones con escasez de agua se podría exigir programas de con-
servación si se considerase que el consumo de agua es excesivo.

Número de trabajadores por cada mil conexiones

Este indicador se utiliza en la literatura como muestra de las eficiencias
o ineficiencias laborales. Un valor alto sugiere que la empresa está utili-
zando en su proceso productivo un número de trabajadores más alto de lo
que sería eficiente. Se considera que un valor medio de este indicador es
el que gira en torno a 6,6, el cual duplica el valor de los miembros de
ADERASA, lo que sugiere la existencia de ineficiencias laborales (o fal-
ta de economías de escala). Es importante observar que el número de tra-
bajadores considerados para este indicador es una cifra total que incluye
la contratación o tercerización del trabajo en algunas empresas de servi-
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cios públicos. Por supuesto, dicha tasa es un indicador parcial que igno-
ra otros inputs, características de la producción y calidad del producto.
Por lo tanto, las comparaciones basadas en índices individuales presen-
tan limitaciones. Sin embargo, estos números y relaciones pueden servir
como punto de partida para análisis más exhaustivos. En el caso de los
trabajadores por conexión, la presencia de valores altos puede sugerir
que los administradores tienen objetivos distintos a los de eficiencia o de
producción. Sin embargo, el siguiente indicador sugiere que los costes
de producción son relativamente bajos (sin control sobre la continuidad,
el servicio de atención al cliente, y otras dimensiones de la calidad).

Indicadores de coste

Los costes operativos incluyen costes laborales, energéticos, químicos, y
gastos administrativos y de ventas. La depreciación y los gastos finan-
cieros están considerados como parte de los costes totales. En promedio,
los costes operativos son de 91 dólares por conexión. Una mayor densi-
dad de red se asocia a menores costes operativos por conexión. El coste
operativo medio por metro cúbico es de 0,10 dólares, la mitad del coste
para los países miembro de ADERASA. Sin embargo, las empresas me-
dianas presentan un coste promedio de 0,25 dólares/m3, aunque esto es
todavía más bajo que el valor máximo para los miembros de ADERASA
(0,52 dólares/m3). Para las empresas grandes el gasto administrativo me-
dio por conexión es de 27 dólares, mientras que para las empresas pe-
queñas es de 34 dólares. Ambos valores son más bajos que el indicador
similar para los miembros de ADERASA (47 dólares).

Indicadores de calidad

El cumplimiento de los estándares de calidad del agua es problemático,
ya que las empresas de servicios públicos probablemente no tienen pro-
cedimientos sólidos de auditoría. Los estándares de la Organización
Mundial de la Salud proveen un punto de referencia para el tratamiento
que se debe realizar al agua. De manera alternativa, el porcentaje de clo-
ro sirve como un indicador de calidad, lo mismo que la presión del agua.
La continuidad —el número de horas con servicio de agua— varía entre
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20 y 24 horas a lo largo de la muestra.8 El número de reclamaciones por
conexión (valor medio) es similar tanto para las empresas de servicios
públicos de ADERASA como para las empresas de los países de Améri-
ca Central.9 El valor medio de filtraciones por kilómetro de cañería es de
2,53 para los miembros de ADERSA, casi la mitad del valor encontrado
en los países de América Central, 5,19. Esto sugiere un grado menor de
mantenimiento de las cañerías para las empresas de América Central en
comparación con el conjunto de empresas de ADERASA. Las estadísticas
nacionales agregadas presentadas en el cuadro 2 no permiten realizar com-
paraciones de desempeño multidimensional que ayuden a los decisores
políticos a evaluar la efectividad de los programas nacionales. Una alta
cobertura con una baja calidad del servicio puede resultar mucho menos
beneficiosa que una cobertura menor con un servicio de alta «calidad»
(reflejando 24 horas de continuidad, 100% de clorinación y pocas que-
jas).

Esta breve revisión general de los indicadores de desempeño (par-
ciales) de las empresas de servicios públicos en la región ilustra la com-
plejidad de realizar comparaciones entre empresas con el objetivo de es-
tablecer un benchmarking. Existen circunstancias únicas que afectan a las
oportunidades de contención de los costes. Corton (2008) calcula la pro-
ductividad de cada empresa por medio del uso de los índices sobre la
productividad total de los factores para el período 2002-2005. Este enfo-
que considera la combinación de inputs utilizados para producir la com-
binación elegida de outputs, ofreciendo una evaluación de la producción
más exhaustiva que los indicadores de desempeño parciales (tales como
la producción por trabajador).

La identificación de las tendencias ayuda a comprender mejor el
desempeño relativo cuando las comparaciones de grupo (o de pares) para
un único año ofrecen una visión parcial del desempeño del sector.

4. Lecciones de América Central

Muchos factores afectan a estos indicadores, incluyendo la densidad de
la población, la capacidad de pago de los ciudadanos (los niveles de in-
greso), la topografía y la distancia hasta la mayor parte de fuentes de
agua. Además, la mayoría de los indicadores de desempeño no consiguen
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mostrar las relaciones que existen entre los factores. Una empresa que
obtiene buenos resultados en un indicador, puede que no los obtenga en
otro, mientras que una que lo hace razonablemente bien en todos los in-
dicadores probablemente no sea vista como la empresa «más eficiente».
Una empresa que ofrece sus servicios a un «precio» bajo (o costes ope-
rativos) puede estar traspasando los costes a clientes futuros (en la medi-
da en que los costes de mantenimiento actuales se pagan a largo plazo).
O puede ocurrir que las fuentes de agua (incluyendo las facilidades de al-
macenamiento) no se desarrollen, dejando a los futuros clientes frente a
una continuidad reducida y a incrementos dramáticos en los requisitos de
inversión.

Estudios previos de América

Pese al progreso que se ha realizado en la documentación en la región, no
hay evidencia de que las empresas de servicios públicos sean altamente
eficientes, es decir que se encuentren en la FPP o que otras dimensiones
importantes del desarrollo del sector hayan mostrado una mejora signifi-
cativa. La publicación de datos permite a los ciudadanos evaluar la acti-
vidad de sus empresas de agua, ya sean estas de propiedad estatal o pri-
vada. Debido a la publicación de datos clave sobre inputs y resultados
por parte de las agencias en Brasil y Perú, se han podido realizar estudios
sobre las funciones de coste y/o de producción de las empresas de servi-
cios públicos de estos países, demostrando la viabilidad de las compara-
ciones entre empresas y a través del tiempo. Perú se ha beneficiado de
varios estudios empíricos.10 SUNASS, el regulador de las empresas de
agua de Perú, recoge información de 46 empresas de propiedad munici-
pal, evalúa sus planes de negocio y provee evaluaciones de desempeño.
Los rankings hacen posible que los ciudadanos y los líderes políticos
evalúen el progreso de las empresas.

La disponibilidad de información ha conducido también a una serie
de estudios en Brasil. En 1995, el Sistema Nacional de Información Sa-
nitaria (SNIS) de Brasil empezó a recoger datos; aunque el sistema era
voluntario, la presión gubernamental tuvo como resultado la creación de
una base de datos importante que ha permitido estudios académicos so-
bre los factores determinantes de los costes.11 Nuevamente, una cultura
de acceso abierto a la información ofrece oportunidades para realizar

Las empresas de servicio público de agua  299

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 299



análisis independientes y promueve la mejora de los procedimientos de
recogida de datos a lo largo del tiempo.

Los conjuntos de información de Brasil y de Perú contrastan con la
falta de información consistente de las empresas de servicios públicos de
agua y saneamiento de América Central. El proyecto PURC/BID fue ca-
paz de obtener información de las empresas que proveen cerca de la mi-
tad del producto de la región, representando una base para un trabajo fu-
turo. Por supuesto, las comparaciones que utilicen estos datos pueden ser
prematuras. Para que sean útiles para los decisores políticos es necesario
que los resultados sean robustos en relación con la metodología, la espe-
cificación del modelo y los puntos extremos en los datos.

Consecuencias de una información e instituciones inadecuadas

La recogida y análisis de los datos deberían ser el paso único y más im-
portante para mejorar el desempeño del sector del agua. Por supuesto, si
las empresas se niegan a proveer información, los gobiernos nacionales
podrían alumbrar el foco de la vergüenza sobre las entidades que no co-
operan. Sin embargo, las empresas que operan en las capitales naciona-
les son políticamente poderosas, y pueden ser capaces de bloquear dichas
iniciativas por medio de actividades legislativas o ejecutivas. Algunas
naciones (como Chile) han elegido utilizar empresas modelo (hipotéti-
cas) basadas en modelos de ingeniería para identificar las «mejores prác-
ticas». Complejos modelos ingenieriles de optimización son utilizados
para establecer objetivos para las empresas de servicios públicos, que se
basan en la distancia de las empresas respecto a la FPP (tal como fue es-
tablecido por el modelo). Este enfoque tiene sus propios problemas. Ade-
más, requiere importantes datos financieros y operativos para validar los
coeficientes del modelo.

En el caso de América Central, la falta de datos limita la capacidad
de los ciudadanos para comparar «sus» empresas con las de aquellos que
viven en municipios o naciones vecinas. Por este motivo los ciudadanos
no pueden ejercer presión sobre los administradores locales para mejorar
el desempeño, ya que no se puede establecer ningún punto de referencia
(benchmark) realista. La falta de información también afecta las oportu-
nidades para otros cambios políticos y financieros. Sin información sóli-
da sobre las tendencias y el desempeño actual, los emprendedores políti-
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cos que se planteen colocar los temas relativos al agua en la agenda na-
cional tienen poca base para lanzar campañas. Esto puede no constituir
un problema cuando los ganadores de la reforma no tengan altas tasas de
supervivencia debido a los horizontes de largo plazo (y los recursos sig-
nificativos) necesarios para desarrollar, invertir y beneficiarse de inver-
siones importantes de agua. La administración del medio ambiente es
costosa; para los países en desarrollo, las recompensas políticas (y posi-
blemente, económicas) a las inversiones alternativas pueden ser más in-
mediatas cuando se aplican a las áreas de transporte, salud y educación.

5. Benchmarking y resolución de conflictos

El impacto de los conflictos organizativos en el desempeño del sector no
es fácil de documentar. Este capítulo señala la limitada base empírica
para evaluar las tendencias de diversos indicadores sobre los proveedo-
res de agua. Si los líderes políticos se encuentran cómodos con el «equi-
librio de bajo nivel» que caracteriza a algunas de las empresas de servi-
cios públicos de América Central, entonces la presión de recoger datos y
documentar la evolución de las empresas del sector puede no ser alta: en
un mundo sin hechos, las opiniones son suficientes. Por otro lado, las or-
ganizaciones multilaterales y las naciones donantes están poniendo un
mayor énfasis en el benchmarking para identificar a las empresas de ser-
vicios públicos productivas que podrían utilizar fondos externos de ma-
nera prudente. El apoyo del Banco Mundial para IBNet (http://www.ib-
net.org/) y para ADERASA y el apoyo del BID para esta investigación
muestran un compromiso con la recogida de datos y el desarrollo de ca-
pacidades en este campo.

Por lo que respecta al resto de áreas de disputas potenciales (con-
flictos de interés, conflictos de valores y conflictos de autoridad), todas
han desempeñado un papel en la evolución de la política regional del
agua. Los intereses particulares se encuentran en la búsqueda de benefi-
cios, en actividades costeadas por otros. El hecho de que haya más fon-
dos para los sistemas de agua urbanos significa que hay menos fondos
disponibles para los sistemas rurales. La expansión de las conexiones de
red reduce los fondos disponibles para mejoras en la calidad del agua.
Los precios bajos para los clientes actuales reducen los fondos de las em-
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presas estatales para mejorar el servicio y las expansiones de la red. Los
distintos grupos que apoyan un conjunto u otro de prioridades es proba-
ble que perciban la financiación nacional como un juego de suma cero.
Sin embargo, cuando es posible documentar las mejoras en el desempe-
ño y se puede demostrar la rentabilidad, el sector entero puede benefi-
ciarse, en la medida en que las autoridades políticas y los administrado-
res del sector ganan credibilidad ofreciendo fondos.

Los conflictos de valores surgen en las preocupaciones sobre la pro-
piedad y otras actitudes hacia el sector del agua. Es probable que las em-
presas de una región continúen siendo estatales en el futuro cercano, pese
a los problemas de obtener fondos de inversión de bancos de desarrollo o
del ministerio de finanzas. La política de propiedad parece apoyar el sta-
tu quo: un equilibrio de bajo nivel. En algunas ciudades, los contratos de
la administración han servido como mecanismos para introducir un cam-
bio. Otras formas de participación privada son factibles. Por ejemplo, los
fondos de inversión podrían venir de la emisión de bonos, lo que repre-
senta una fuente promisoria de capital. Sin embargo, ningún inversor pri-
vado verá en una empresa de servicio público de agua una inversión atrac-
tiva si no existe un registro actualizado de bienes, declaraciones de
ingresos auditadas y balances generales, y años de información sobre el
desempeño operativo. Actualmente, esos requisitos se encuentran ausen-
tes en la mayor parte de América Central. Por lo tanto, la mejor fuente de
fondos externos se encuentra cerrada, a menos, y hasta, que las naciones
exijan la recogida y publicación de estadísticas financieras y operativas.

La conciencia de los ciudadanos, asociada con los defensores de
una reforma del agua efectiva, puede cambiar las actitudes hacia el im-
pago de facturas, el robo de agua y otras dimensiones del funcionamien-
to de la empresa de servicio público. Lo que una vez fue aceptable, o vis-
to como inevitable, se vuelve inaceptable si los ciudadanos comienzan a
responsabilizar a las empresas y a las agencias de gobierno por el desa-
rrollo de su actividad. Dichos cambios de actitud dependen parcialmente
del acceso a la información que permite a los grupos realizar compara-
ciones documentadas de las empresas de servicios públicos.

Finalmente, la coordinación entre agencias permanece como un im-
portante objetivo en la región. Podríamos esperar futuros conflictos en
los costes de alcanzar estándares de calidad del agua. Por ejemplo, más
allá de la sostenibilidad financiera, las autoridades políticas necesitan
considerar los impactos ambientales de todos los usuarios del agua. De
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esta manera, la cobertura de saneamiento merece atención, así como tam-
bién aquellos aspectos que afectan a los ecosistemas. La hidrología local
es un elemento que la mayoría de los estudios de benchmarking sobre las
empresas de agua ignoran. Además, el desempeño del sector también ne-
cesita tener en cuenta la administración del agua. ¿Quién está recogien-
do información sobre la provisión de agua y la calidad de la fuente del
agua? Si los administradores de las empresas (y los reguladores) no inte-
ractúan con los responsables de asignar derechos sobre el agua, es pro-
bable que el sistema sea subóptimo en el largo plazo.

Sabemos, a partir del análisis comparativo de Saleth y Dinar (2004),
que los cambios institucionales en el sector del agua pueden mejorar el
desempeño, pero que la administración integrada del agua no es sencilla de
implementar, ni tampoco surgen automáticamente las eficiencias opera-
tivas. Los conflictos de autoridad abundan. Las mejoras en la eficiencia
pueden generar beneficios mutuos (moviendo a las empresas de servicios
públicos más cerca de la frontera calidad/conexiones), pero para ello se
necesitan incentivos reestructurados y cambios en las operaciones que
dañan a aquellos que se benefician del statu quo: el equilibrio de nivel
bajo no se puede desplazar sin incurrir en importantes cambios en la for-
ma de distribuir y financiar a los servicios de agua. Claramente, el mar-
co de la política es crucial si el benchmarking contribuye a una reducción
en las asimetrías de información (Burns et al., 2007).

Estrategias para solucionar conflictos

Podemos identificar cuatro fuentes potenciales de conflicto en el diseño e
implementación de las políticas del agua: conflictos de autoridad (que re-
flejan las disputas jurisdiccionales sobre quién tiene la última palabra),
conflictos cognitivos (basados en desacuerdos técnicos relativos al análisis
y la interpretación de los datos sobre el desempeño), conflictos de valores
(que consideran diferencias ideológicas o diferentes preferencias sobre los
resultados del sector) y conflictos de interés (en los que distintos grupos
—empresas de servicios públicos, clientes, ciudadanos sin servicio, regio-
nes y sindicatos— se benefician o pierden, dependiendo de la decisión). Se
puede sostener que la resolución de los cuatro tipos de conflictos implica
dos tipos de trabajo: técnico y adaptativo. La figura 6 indica cómo se abor-
dan los cuatro tipos de conflicto por distintos tipos de actividades.
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Basándonos en el trabajo realizado hasta la fecha, los siguientes puntos
subrayan cómo una mejor información puede desempeñar un rol en pro-
mover un mejor desempeño de la infraestructura.

Investigación: ¿cuáles son los hechos?

La recogida de datos es esencial para documentar el desempeño relativo
de las empresas de servicio público, recompensar a aquellas que se en-
cuentran en la FPP e identificar a las que están alejadas de la misma. Los
inversores centran su análisis en la probabilidad de que los fondos sean
utilizados de forma productiva, previendo retornos de capital. Los do-
nantes internacionales deberían aplicar estándares similares para evitar
gastar el capital escaso e incentivar a las egresas para que se muevan ha-
cia las mejores prácticas. Sin embargo, sin hechos, los inversores y los
donantes no se encuentran en posición para suministrar fondos a las em-
presas en América Central. Además, los bancos nacionales de desarrollo
tienen también otros usos para los fondos (educación, hospitales y cami-
nos). Sin evidencia de un buen desempeño en el sector, es probable que
otras peticiones sobre los recursos escasos del gobierno se satisfagan de
forma más rápida.
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FIGURA 6
Matriz de resolución de conflictos

FUENTE: elaboración propia.
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1. Información pública: poner información pública a disposición
de los agentes mejora el funcionamiento del servicio. La con-
ciencia de los clientes sobre los puntos de partida y las tenden-
cias mejora su comprensión de lo que es factible y pueden ejer-
cer presión ciudadana sobre los reguladores y administradores
de la empresa. El servicio retrasado es un servicio negado.

2. Información gerencial: las empresas y entidades pequeñas ne-
cesitan apoyo para obtener y utilizar información para propósi-
tos de benchmarking. Dicha información es en primer lugar un
requisito gerencial (los administradores solo pueden administrar
lo que miden). Los registros documentan lo que ha sucedido en
el pasado, lo cual ofrece un punto de partida para futuros desa-
rrollos.

3. Benchmarking de desempeño: el benchmarking es parte de una
revisión de tarifas; puede ser utilizado como un criterio para
comparar el desempeño de empresas similares. Además, ayuda
a los inversores y donantes potenciales a analizar la sostenibili-
dad de los proveedores del servicio.

4. Puntualidad y precisión de los datos: la calidad de los datos es
central para cualquier proceso de benchmarking; los decisores
políticos necesitan ser incluidos en el proceso para promover
tanto la accountability como las «buenas prácticas» en los ne-
gocios.

Investigación y negociación: ¿cómo deberían ser distribuidos los
beneficios y los costes?

Aunque los actores tienen distintos intereses, todos los segmentos de la
sociedad comparten una preocupación por la sostenibilidad del sector a
lo largo del tiempo.

5. Definiciones de información y planes de negocios: la informa-
ción ayuda tanto al operador como al regulador. Se recomienda
trabajar en equipo; este proceso no necesita ser contencioso.
Unas definiciones claras y una estructura lógica para la recopi-
lación y verificación de datos son factores clave para garantizar
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el éxito de los objetivos marcados. La transparencia es funda-
mental para lograr la confianza ciudadana en el sistema.

6. Mejoras en el desempeño: el sector del agua ofrece la posibili-
dad de que diversos actores se beneficien mutuamente. En la
medida en que la información se vuelve un subproducto de las
operaciones, el proceso conduce a un mejor desarrollo. El análi-
sis de los indicadores de desempeño ayuda a los administrado-
res a ahorrar recursos a través de la identificación de posibles
problemas en el proceso de producción: los esfuerzos pueden ser
dirigidos de una forma más focalizada.

7. La evaluación de las empresas de servicios públicos: el bench-
marking en el sector del agua nacional produce rankings que
ofrecen a los decisores políticos una base empírica para analizar
y evaluar el desempeño de los proveedores del servicio. El
benchmarking necesita volverse más exhaustivo; debería cubrir
información social así como también información financiera y
operativa sólida. La información social va más allá de los pro-
cesos de producción para incluir la cobertura, el acceso para los
pobres, la sostenibilidad del recurso del agua y temas relacio -
nados.

Trabajo adaptativo: ¿qué es importante? (valores)

La gente en los ministerios gubernamentales, las empresas de servicios
públicos, las agencias reguladoras, las ONG y otras afiliaciones ponen
distinto énfasis en el ritmo y el patrón de expansión de la red de agua y la
mejora de la calidad del servicio; sin embargo, no hay duda de que es im-
portante mantener diálogos dentro de las naciones para que los actores
puedan comprender las preocupaciones de unos y otros.

8. Establecimiento de prioridades: la identificación y priorización
de los objetivos en un proceso de benchmarking es crucial: si no
se pueden documentar las mejoras en el desempeño del sector, el
sistema pierde legitimidad a los ojos de los ciudadanos. Ade-
más, los objetivos necesitan ser realistas y específicos de forma
que las autoridades políticas puedan ser responsabilizadas por el
desarrollo del sector.
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9. Creer es ver: nuestras ideas preconcebidas moldean (e incluso
determinan) nuestras percepciones. Si se hacen públicos los
valores fundamentales esto puede ayudar a los actores a visua-
lizar áreas de colaboración y consenso. El hecho de estar an-
clado en la realidad de los planes de negocios, las buenas prác-
ticas y las limitaciones financieras puede ayudar a los actores a
comprender qué es lo que se debe dejar de lado para logar ob-
jetivos particulares.

10. Mejoras acumulativas: el benchmarking es una herramienta
valiosa para el operador; es un proceso incremental que forta-
lece la capacidad organizativa. Una vez procesada la informa-
ción básica, la experiencia mejora los procedimientos en la me-
dida en que los administradores comprenden los flujos de
información y los resultados de desempeño en los distintos
segmentos de la empresa. La información clara y a tiempo pue-
de ayudar a los administradores a identificar problemas emer-
gentes, reduciendo los costes asociados con las respuestas re-
trasadas.

11. Iniciativas urbanas/rurales: para los administradores, los sis-
temas urbanos tienen las ventajas económicas de la densidad;
para los funcionarios las ciudades grandes tienen un gran peso
político, debido a que en ellas las protestas son más fáciles de
organizar. En cambio, a menudo los pequeños pueblos y las
áreas rurales no reciben atención. El proceso de benchmarking
debería incluir áreas rurales para concienciar a los decisores
políticos sobre la distribución de recursos dentro del sector.

Trabajo adaptativo: ¿quién tiene jurisdicción?

Actualmente, las superposiciones y brechas jurisdiccionales son signifi-
cativas en la región. La capacidad para recolectar y analizar los datos es
débil. Los participantes en el Taller PURC reconocen que los conflictos
de autoridad distraen a las agencias y a los administradores de hacer su
trabajo: dañan el desarrollo del sector.

12. Marcos de datos: las empresas necesitan sistemas de informa-
ción integrales a fin de mejorar la calidad de la información y
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proveer información a tiempo. Dichos sistemas no necesitan
abarcar tecnologías de información altamente avanzadas para
integrar los Sistemas de Información Geográfica con la medi-
ción a tiempo real de los sistemas de consumo y la presión del
sistema. Por el contrario, la provisión cuidadosa de los datos
esenciales a una base de datos centralizada parece ser un buen
punto de partida.

13. La información es poder: aquellos que actualmente controlan
el acceso a la información deben convencerse de los beneficios
de tener una base de datos centralizada por tal de evitar la du-
plicación. Una cultura organizativa es tan importante como el
desarrollo de capacidades técnicas. Esto último puede ser lo-
grado mediante programas de capacitación; sin embargo, estos
programas son necesarios, pero no suficientes, para mejorar el
desempeño.

14. El benchmarking es un campo en desarrollo: el punto de parti-
da es tener definiciones claras. Además, los líderes políticos,
los administradores y otros actores deben dedicarse a mantener
y fortalecer el proceso de recogida/verificación de datos. Las
responsabilidades jurisdiccionales deben ser claras, de lo con-
trario se progresará poco.

Un uso importante de las comparaciones de benchmarking vincula los in-
centivos gerenciales con el desempeño. Este paso es importante para las
empresas estatales, puesto que los incentivos son fundamentales para
mejorar el desempeño. Algunos académicos (Shuttleworth, 2005; Cub-
bin, 2005) son escépticos con respecto a aplicar puntajes de eficiencia
debido a la sensibilidad de los resultados a la especificación del modelo,
al tamaño de la muestra, y a los valores extremos. Sin embargo, la pre-
caución no excluye la aplicación cuidadosa de modelos adecuados. Los
modelos descritos aquí sirven como catalizadores para: 1) recoger datos
que suavicen las asimetrías de información, 2) identificar las tendencias
del sector y los valores extremos de desempeño, y 3) diseñar planes de
compensación gerencial basados en incentivos. Es probable que en paí-
ses en desarrollo se haya realizado un gasto bastante mayor debido a
prácticas administrativas pobres (e incentivos débiles) que a la mala apli-
cación del benchmarking. Sin embargo, el benchmarking no es una pa-
nacea: a algunos grupos les gusta su statu quo. La información contribu-
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ye a identificar a aquellos que se benefician con el «equilibrio de bajo ni-
vel». Estos beneficiarios combaten el cambio.

Notas

1. El autor agradece a María Luisa Corton (PURC Investigadora asociada)
por su investigación sobre las empresas de servicios públicos de agua en Améri-
ca Central. También agradece a Michelle Phillips por su asistencia de investiga-
ción y a Patti Casey por su cuidadosa edición.

2. Incluso para un sistema consolidado, no hay razón para no ofrecer da-
tos por región. Por ejemplo, Uganda tiene una sola empresa estatal (agregada),
pero la Corporación Nacional de Agua y Saneamiento publica información refe-
rida al benchmarking sobre cada municipalidad y utiliza comparaciones de me-
didas para establecer objetivos de desempeño y premiar a los administradores
(Mugisha, Berg y Muhairwe, 2007).

3. El Banco Mundial (2006, 2007) financió dos agencias recientemente en
América Central. La de El Salvador (2006) se centró en sistemas de información
en América Central. Dichos sistemas son «esenciales» para recoger y almacenar
datos en cualquier ambiente de negocios. Sin embargo, la presencia de tecnología
de información es necesaria pero no suficiente para una mejor información sobre
el desempeño de las empresas de servicios públicos de agua. Latinosan 2007 pro-
dujo otro informe sobre América Latina y el Caribe, nuevamente centrándose en
los servicios sanitarios. El informe de la conferencia describe la estructura insti-
tucional en cada nación http://www.latinosan2007.net/2007/evento.htm.

4. Fundada en 2001, la asociación de regulación ha contribuido a promo-
ver la recogida e intercambio de datos en la región, aunque solo incluyó tres de
los seis países que se consideran aquí.

5. Benchmarking de empresas de agua y saneamiento de Latinoamérica
(años 2003-2004, 2005); ADERASA Informe de Benchmarking 2005-2006.

6. Durante el tratamiento se pierde agua en la medida en que el material es
purgado (quizás 5-10%); sin embargo, no se toma en consideración aquí la dis-
tinción del punto de inicio entre el agua producida luego del tratamiento y el agua
tomada por la planta.

7. Tres grupos de empresas de servicios públicos son identificadas para los
países de América Central: empresas de servicios públicos grandes (IDAAN,
AYA, ANDA y ENACAL), empresas de servicios públicos medianas (EMPA-
GUA y SANAA) y el grupo de empresas de servicios públicos pequeñas (que in-
cluyen a ESPH, Aguas de Puerto Cortes (APC) y EMAPET).
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8. ANDA no ha informado sobre este indicador.
9. Las reclamaciones pueden tener algunas características peculiares: las

reclamaciones pueden surgir después de que la administración haya mejorado los
procedimientos operativos si el teléfono es contestado efectivamente por alguien.
En el actual esquema peruano de comparación (SUNASS), seis indicadores
(cumplimiento de la norma de cloro residual, continuidad del servicio, porcenta-
je de agua que recibe un tratamiento químico, cobertura de agua, cobertura de
cloacas y eficiencia operativa) se encuentran relacionados con la calidad del ser-
vicio, la cobertura y la distancia desde la frontera. Desde que SUNASS le asigna
el mismo peso a sus nueve indicadores para determinar un ranking global, este
asigna un gran peso sobre estos atributos de servicio.

10. Corton (2003) estimó una función de costes para evaluar la eficiencia
de las empresas de agua peruanas; Lin (2005) examinó el efecto de la calidad del
agua sobre los rankings de desarrollo de las empresas de servicios públicos en
Perú, y encontró que la calidad afectó las medidas de desarrollo relativo; Berg y
Lin (2008) probaron la consistencia de los rankings entre diferentes metodolo -
gías. Su estudio examinó la consistencia de los rankings de desarrollo basados en
dos metodologías alternativas, mostrando que cada una tiene sus propias fortale-
zas y limitaciones.

11. Por jemplo, Tupper y Resende (2004) utilizaron el análisis envolvente
de datos para desarrollar puntajes eficientes para 20 empresas de agua brasileñas
durante 1996-2000. Seroa da Motta y Moreira (2006) examinaron la eficiencia y
la regulación en este sector. Para evaluar la eficiencia relativa de distintas pro-
piedades y sistemas de gobierno en Brasil, Sabbioni (2008) utilizó un análisis de
efectos fijos con un panel desequilibrado de 180 empresas de servicios públicos
del año 2000 y 340 del año 2004.
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10. El servicio universal en los servicios de
distribución de agua y alcantarillado de Colombia

Cristian Stapper Buitrago y Giovanna Londoño

1. Introducción

En Colombia, como en otros países en desarrollo, existen sectores im-
portantes de la población que, debido a condiciones socioeconómicas y
geográficas, no están en capacidad de pagar el coste de los servicios pú-
blicos de distribución de agua y alcantarillado o simplemente no tienen
acceso a estos servicios. En este sentido, y teniendo en cuenta las consi-
deraciones de la Ley en relación con el acceso al servicio, se han formu-
lado políticas y se han implementado instrumentos tendientes a alcanzar
el servicio universal en el sector. Según el Banco Mundial (2004), Co-
lombia ha desarrollado uno de los esquemas de política más completos
para el acceso universal a servicios de infraestructura, que incluyen los
servicios de agua potable y saneamiento.

De acuerdo con Laffont (2005), el debate en relación con las políti-
cas de servicio universal en los países en desarrollo se da alrededor de
dos temas clave. El primero se refiere a la forma de extender o financiar
las coberturas, y el segundo, al diseño del esquema de precios para im-
plementar el servicio universal. En Colombia, se puede decir que estos
dos temas se han abordado desde la política pública sectorial y la regula-
ción. En relación con la financiación de las inversiones orientadas a la
expansión de coberturas se ha acudido a diversas fuentes. Estas incluyen
en orden de magnitud, recursos fiscales, tarifas y recursos privados, es-
tos últimos son muy marginales. En relación con los precios, se ha adop-
tado un sistema de recuperación de costes mediante la definición de cos-
tes medios de referencia complementado por un esquema de subsidios
cruzados asociado a condiciones de estratificación socioeconómica.
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Los resultados de los esquemas adoptados son mixtos, y presentan
fortalezas y debilidades que se ven reflejadas en la situación actual del
sector. En este sentido, este capítulo analiza el impacto de las políticas
que se han adoptado para alcanzar el servicio universal en Colombia, en
particular el esquema institucional y de financiamiento y el esquema de
precios. Adicionalmente, de acuerdo con el análisis se busca identificar
los avances que se han dado en relación con el acceso universal en el sec-
tor de agua y profundizar sobre las condiciones que no han permitido al-
canzarlo en su totalidad.

El capítulo se desarrolla en tres apartados. En el primero, se pre-
senta una revisión de la literatura relacionada con el servicio universal en
el sector de agua que busca contextualizar el caso colombiano. A partir
de esta revisión, en el segundo apartado se hace una descripción del sec-
tor de agua y su evolución en relación con el acceso universal. En el ter-
cero, se analiza el impacto del esquema de precios y subsidios en Co-
lombia, para finalmente identificar los avances que se han dado en el
sector, y las condiciones que no han permitido alcanzar el servicio uni-
versal en su totalidad.

2. Servicio universal en el sector de agua

Las políticas de servicio universal generalmente se implementan para al-
canzar objetivos sociales, como proporcionar tarifas accesibles a la po-
blación de menos recursos o extender las coberturas a áreas, general-
mente rurales o marginales, sin servicio. De acuerdo con Cremer et al.
(1998), las políticas de servicio universal se justifican mediante una
combinación de los siguientes factores (Clarke y Wallsten, 2002): 1) ex-
ternalidades asociadas al servicio, 2) clasificación del servicio como un
bien meritorio, y 3) razones políticas y estrategias de desarrollo regional.

En el caso del sector de agua, las externalidades positivas están
asociadas a los beneficios de salubridad derivados del acceso a agua po-
table y saneamiento. La Organización Mundial de la Salud (2004) estima
que por cada dólar invertido en agua potable y saneamiento se obtiene un
beneficio económico de entre 3 y 34 dólares, dependiendo de la región.

La clasificación de los servicios de distribución de agua y alcanta-
rillado como bien meritorio implica que estos servicios se perciben como
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más importantes que otros bienes y servicios. En el caso de Colombia
esto es evidente, pues dentro de la Ley de Servicios Públicos aunque to-
dos los servicios públicos se clasifican como esenciales, se hace explíci-
to que se debe dar atención prioritaria a las necesidades básicas insatis-
fechas en materia de agua potable y saneamiento básico.

Desde el punto de vista político, las obligaciones de servicio uni-
versal en los países en desarrollo son consideradas como parte de las
estrategias de desarrollo distributivas hacia los sectores de menores in-
gresos y las regiones menos desarrolladas (Estache et al., 2006). Sin
embargo, muchos de los procesos de reestructuración de los sectores de
agua y saneamiento en países como Colombia han implicado aumentos
en los precios buscando acercarlos a los costes de prestación y por con-
siguiente mejoras en la eficiencia y la sostenibilidad del sector. Estas me-
joras, en últimas, han supuesto el desmonte gradual de susidios generali-
zados y la reorientación de los recursos hacia mejoras en la calidad del
servicio, la expansión del sistema y los subsidios focalizados.

Las alzas en los precios se han justificado en términos de la efi-
ciencia y sostenibilidad del sector, y su implementación ha dependido de
la capacidad institucional de los diferentes países y regiones. En el caso
de Colombia, el proceso de transformación del sector ha incluido el des-
monte gradual de subsidios mediante un período de transición tarifaria
que ha implicado aumentos sostenidos de las tarifas, en especial en los
grandes centros urbanos. Sin embargo, en muchos de los municipios pe-
queños las autoridades locales no han realizado los incrementos tarifa-
rios, y el manejo de los recursos del sector se ha politizado favoreciendo
subsidios generalizados muy altos.

Expansión y precios

En los países en desarrollo, los recursos que se destinan a subsidiar los pre-
cios de usuarios existentes de alguna forma compiten con los recursos que
se destinan a ampliar las coberturas. En este sentido, la implementación del
servicio universal implica considerar la interacción entre los precios y la
expansión del sistema. Esta interacción ha sido analizada por Estache et al.
(2006); Laffont (2005); Laffont y N’Gbo (2000), y Chisari, Estache y
Waddams-Price (2003). Estos autores han explorado temas como el coste
de los recursos públicos en países en desarrollo, las asimetrías de infor-
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mación, la corrupción y el nivel de pobreza dentro del contexto del acce-
so universal al servicio. Algunas de sus conclusiones incluyen:

• El tamaño óptimo del sistema decrece con el coste de los recur-
sos públicos, y el coste marginal del sistema se incrementa con el
coste de las tecnologías alternativas y el nivel de pobreza.

• En un país con sistema de impuestos corrupto, la única forma de
expandir el sistema en las áreas más pobres es con subsidios cru-
zados y un presupuesto equilibrado.

• Bajo asimetrías de información, es importante que los regulado-
res y políticos tengan en cuenta el balance entre la eficiencia y la
extracción de rentas en la evaluación de las alternativas de pre-
cios para diseñar las políticas de servicio universal, dado el alto
coste de los recursos públicos en los países en desarrollo.

• Los esquemas de precios y la expansión del servicio no se pueden
abordar de forma separada.

• Los precios uniformes no son el instrumento regulatorio ideal
cuando los gobiernos aspiran a alcanzar el servicio universal.

• El esquema de precios uniforme tiende a penalizar a los usuarios
no conectados y, de hecho, resulta en menores expansiones del
sistema, en comparación con un esquema de precios discrimina-
torios.

Lo anterior es aún más relevante si se considera que muchos de los sec-
tores más pobres de la población, a los que muchas de las políticas redis-
tributivas apuntan, no cuentan con acceso alguno al servicio, y por lo tan-
to a los subsidios. En este sentido, si el esquema de precios para subsidiar
a los usuarios ya conectados compromete los recursos para expansión, el
éxito de las políticas redistributivas es limitado. De acuerdo con el Ban-
co Mundial (Foster, 2005), la mayoría de los subsidios en América Lati-
na benefician a la clase media.

Opciones de financiamiento

Las consideraciones sobre financiamiento, y sobre quién y qué se subsi-
dia, están relacionadas con la definición de precios óptimos sujetos a cri-
terios redistributivos. En este sentido, la selección del esquema de pre-
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cios no va a estar asociada únicamente a criterios de eficiencia, sino a
consideraciones sobre el ingreso de los diferentes consumidores y el im-
pacto sobre la expansión del sistema.

Existen dos opciones para financiar el servicio universal: mediante
recursos provenientes de impuestos y mediante subsidios cruzados. Los
recursos fiscales se entienden como un subsidio presupuestal de origen
externo al sector y se pueden transferir a las firmas o a los consumidores
directamente. Los subsidios cruzados se pueden financiar con contribu-
ciones de usuarios residenciales de bajo coste o altos ingresos o con usua-
rios industriales y comerciales, y se entienden como internos al sector.

Desde una perspectiva económica clásica, las transferencias directas
se consideran la forma más eficiente para ayudar a los usuarios con res-
tricciones de pago. Sin embargo, estas no siempre son viables, ya sea por
limitaciones de información o por los altos costes de los recursos públicos.

Los precios que incluyen subsidios cruzados a través de criterios
redistributivos pueden ser óptimos desde un escenario de segundo-mejor,
teniendo en cuenta las restricciones de información para implementar po-
líticas más eficientes como las transferencias directas (Cremer et al.,
1998). En este sentido, es necesario tener en cuenta el coste de recursos
públicos y la eficiencia del sistema de impuestos. En los países en desa-
rrollo, el coste de los recursos públicos puede ser muy alto, y como ex-
plica Laffont y N’Gbo (2000), en la presencia de corrupción, la única
fuente de financiación viable puede ser los subsidios cruzados.

De acuerdo con Estache et al. (2001), desde el punto de vista de la
eficiencia (pareto eficiente), la relación entre pobreza e infraestructura se
debe abordar como una condición de pobreza más, y se debe corregir a
través del sistema de seguridad social. Sin embargo, en muchos países
los sistemas de seguridad social no existen o tienen un alcance limitado,
siendo en muchos casos necesario abordar el problema de inequidad y
capacidad de pago desde el interior del sector.

Para evaluar las diferentes opciones es necesario determinar el cos-
te, pero más importante, el impacto sobre el bienestar. Cremer et al.
(1998) plantean que la definición de los precios óptimos es un problema
de precios Ramsey con consumidores heterogéneos y con la posibilidad
de que la función objetivo refleje las consideraciones sobre redistribu-
ción. En este sentido, los autores explican cómo los esquemas de precios
no lineales, como las tarifas en bloque, son muy atractivos para financiar
los consumidores de menores recursos, pues tienden a reducir las distor-
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siones y son más efectivos para focalizar los recursos. También muestran
cómo en el caso de los monopolios naturales una combinación entre trans-
ferencias a las firmas y subsidios cruzados puede ser la solución óptima.

De esta forma, la medición del impacto sobre el bienestar de cual-
quier esquema de precios y financiamiento involucra la definición de una
alternativa de referencia o benchmark que generalmente representa la op-
ción óptima en términos de eficiencia. La definición del benchmark in-
volucra conocer la estructura de costes, la definición de costes margina-
les y la asignación de costes a los diferentes tipos de usuarios. Esta
información es difícil de obtener en la práctica lo que obstaculiza la im-
plementación empírica de las premisas normativas de la literatura.

De cualquier forma, las diferentes opciones de financiamiento se
deben evaluar de acuerdo a las condiciones especiales de cada caso bus-
cando minimizar las distorsiones a la demanda y la inversión, y los cos-
tes de administración asociados.

3. El sector de distribución de agua y alcantarillado en
Colombia

La Ley de Servicios Públicos Domiciliarios 142 de 1994 (LSP) definió el
esquema de prestación de los servicios públicos domiciliarios en Colom-
bia, buscando el cumplimiento de los siguientes objetivos (CRA, 2006):

• Asegurar la calidad y eficiencia de la prestación de los servicios.
• Ampliar las coberturas en la prestación de los servicios de agua

potable y saneamiento básico, y establecer sistemas de compen-
sación para atender a la población con menor capacidad de pago.

• Permitir e incentivar la participación de la iniciativa privada en la
prestación de los servicios.

• Garantizar la participación de los usuarios en el control de la ges-
tión y fiscalización de la provisión de los servicios.

• Establecer el régimen tarifario de manera tal que permita cubrir
eficientemente los costes de administración, operación, manteni-
miento, inversión y remuneración del capital y que incluya la ad-
ministración de los subsidios de los sectores de bajos ingresos, si-
guiendo los principios de equidad y solidaridad.
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Igualmente, a partir de la Constitución de 1991 y la LSP, se estableció la
nueva estructura institucional del sector donde se definieron las respon-
sabilidades asociadas a las tres instancias de la división político-admi-
nistrativa del país: la nación, los departamentos y los municipios. A con-
tinuación se hace una breve descripción de las diferentes instituciones
que están asociadas al sector.

Estructura institucional del sector

En Colombia, la definición de políticas sectoriales y las actividades de
regulación y control de los servicios de distribución de agua y alcantari-
llado corresponde al Gobierno nacional. Sin embargo, la responsabilidad
de la provisión de estos servicios reside en los gobiernos locales o muni-
cipios. Por su parte, los departamentos cuentan con funciones de apoyo y
coordinación.

La definición de las políticas sectoriales, y la planificación, asigna-
ción de recursos de orden fiscal nacional y el seguimiento del sector, co-
rresponden al Ministerio de Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Te-
rritorial (MAVDT) y al Departamento Nacional de Planeación (DNP),
ambos de orden nacional. El MAVDT también desarrolla funciones de
regulación ambiental, junto con las corporaciones autónomas regionales
que son de orden departamental.

La Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Bási-
co (CRA) está definida como una Unidad Administrativa Especial ads-
crita al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y con
independencia administrativa, técnica y patrimonial. La CRA es la enti-
dad nacional encargada de la regulación económica de los servicios de
agua, alcantarillado y aseo. Sus responsabilidades incluyen regular los
monopolios naturales y promover la competencia económica, definir las
metodologías tarifarias para la prestación de los servicios, buscar incre-
mentos progresivos de la calidad de los servicios y promover la forma-
ción y el desarrollo de las empresas reguladas. Es responsabilidad de la
CRA revisar las fórmulas tarifarias cada cinco años, salvo que antes haya
acuerdo entre la empresa de servicios públicos y la CRA para modificar-
las o prorrogarlas por un período igual.

La Superintendencia de Servicios Públicos (SSPD) es la entidad de
orden nacional encargada de la inspección, vigilancia y el control de las
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entidades que presten servicios públicos domiciliarios. Así mismo, es la
entidad encargada de desarrollar e implementar los sistemas de informa-
ción del sector.

Tanto la CRA como la SSPD se financian a través de las contribu-
ciones a las que están sujetas las empresas del sector. Estas contribucio-
nes pueden ser hasta del 1% del valor de los gastos de funcionamiento,
asociados al servicio sometido a regulación, de la empresa contribuyen-
te en el año anterior a aquel en el que se haga el cobro, de acuerdo con los
estados financieros puestos a disposición de la SSPD y la CRA.

En el orden departamental, las entidades asociadas al sector inclu-
yen las corporaciones autónomas regionales y las seccionales de Salud.
Las primeras definen la política ambiental para las cuencas bajo su juris-
dicción y se encargan de la regulación ambiental del control de uso de las
fuentes y de las los vertimientos. Las segundas están asociadas al segui-
miento de la calidad del agua para consumo humano. Los departamentos
cumplen un rol de apoyo y coordinación y solo en algunos excepcionales
intervienen en la prestación por medio de empresas departamentales. Re-
cientemente, y como se analiza más adelante, se está desarrollando una
nueva política para hacer más activo el rol de los departamentos.

Finalmente, los municipios deben asegurar la prestación eficiente
de los servicios domiciliarios de distribución de agua y alcantarillado a
sus habitantes, por medio de empresas públicas municipales, empresas
publicas regionales, empresas privadas o mixtas, o, excepcionalmente,
directamente por medio de la administración central del municipio. El
municipio solo puede prestar el servicio directamente, es decir, sin nece-
sidad de constituir una empresa especializada, cuando previo un proceso
de concurso público no exista una empresa interesada en prestarlo, o
cuando los costes de prestación directa resulten inferiores a los presenta-
dos por las empresas interesadas en servir el respectivo municipio.

Régimen tarifario

En Colombia, los precios de los servicios domiciliarios de distribución
de agua y alcantarillado se fijan basándose en los costes de prestación de
los servicios establecidos por la CRA mediante las metodologías tarifa-
rias establecidas para tal fin.

Con el ánimo de alcanzar los objetivos impuestos por la LSP en la
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prestación de los servicios públicos de distribución de agua y alcantari-
llado, la CRA ha expedido hasta la fecha dos metodologías tarifarias. Las
disposiciones establecidas en la primera metodología tarifaria (1996)
buscaron superar, en gran medida, el equilibrio de bajo nivel existente,
que implicaba que las tarifas no eran suficientes para cubrir los costes in-
volucrados en la prestación de estos servicios. En tal sentido, mediante
un esquema de tasa de retorno, se establecieron costes medios de presta-
ción que garantizaran la suficiencia financiera de las empresas.

La segunda metodología tarifaria se inició con la expedición de la
Resolución 287 de 2004, la cual estableció una nueva metodología para
el cálculo de los costes de prestación de los servicios públicos de distri-
bución de agua y alcantarillado. Entre los objetivos centrales de esta nue-
va metodología se destacaron: 1) impedir el traslado de ineficiencias de
los prestadores a los usuarios a través de mecanismos de eficiencia com-
parativa, y 2) seguir garantizando la suficiencia financiera de las em-
presas.

En resumen, el régimen tarifario actual, se puede caracterizar como
esquema híbrido que integra mecanismos de regulación por comparación
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FIGURA 1
Evolución de las tarifas en cuatro principales ciudades, 1995-2006 (en pesos)

FUENTE: Boletín Estadístico, nº 1. Datos reportados por las empresas. Cálculos: CRA.

90.000 –

80.000 –

70.000 –

60.000 –

50.000 –

40.000 –

30.000 –

20.000 –

10.000 –

0 –
1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

Año

Bogotá               Barranquilla               Cali                Medellín

F
a
c
tu

ra
 m

e
d

ia
 b

á
s
ic

a
 d

e
 a

c
u
e
d

u
c
to

 y
a
lc

a
n
ta

ri
lla

d
o

 (
e
s
tr

a
to

 4
)

     | | | | | | | | | | | | | |

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:10  Página 321



y tasa de retorno. En este sentido, los costes de referencia se definen a
partir de los costes medios de prestación que incluyen un componente de
costes fijos y un componente de costes variables. El componente de cos-
tes fijos incluye los costes de administración y el componente de costes
variables incluye los costes de operación y mantenimiento, los costes de
inversión1 y las tasas ambientales. Adicionalmente, a una parte de los
costes de administración y operación se les aplica un factor de eficiencia
mediante competencia por comparación a través de la metodología de
Análisis Envolvente de Datos (DEA).

Como se muestra en la figura 1, a partir de la formulación de los re-
gímenes tarifarios de 1996 y 2004, las tarifas han mostrado una tenden-
cia creciente seguida de un proceso de estabilización. De acuerdo con la
CRA (2006), el promedio de la factura media básica de distribución de
agua y alcantarillado para el estrato 42 era de 40.000 pesos en 2005 o
aproximadamente 20 dólares mensuales.3

Subsidios cruzados

A partir de los costes medios de referencia definidos por la CRA y des-
critos en la sección anterior, se aplican factores de subsidio y contribu-
ción para determinar los precios o tarifas finales. Estos factores de sub-
sidio y contribución se definen con base en un esquema de subsidios
cruzados en donde los hogares de menores ingresos pagan tarifas infe-
riores a los costes de prestación, mientras que los hogares de mayores in-
gresos y los usuarios comerciales e industriales pagan una contribución
para cubrir dichos subsidios.

El esquema de subsidios cruzados se basa en la estratificación so-
cioeconómica de las viviendas. Para esto, los usuarios residenciales se
clasifican en seis estratos, siendo el estrato 1 el que corresponde a las vi-
viendas de menores ingresos y el estrato 6, a las de mayores ingresos. La
estratificación busca clasificar en áreas geográficas, como barrios o man-
zanas, a los municipios de acuerdo con características socioeconómicas
comunes asociadas a la vivienda y su entorno. En este sentido, la clasifi-
cación se realiza según variables de población, características físicas de
la vivienda, servicios e infraestructura y otras variables socioeconómicas
como acceso a necesidades básicas. La metodología y ponderación de las
variables varía de acuerdo al municipio.
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Así mismo, la Ley establece topes y mínimos para los factores de
subsidio y contribución. Actualmente, los niveles de subsidio máximos
son del 15% del coste para el estrato 3, el 40% para el estrato 2, y el 70%
para el estrato 1. De igual forma, los niveles de contribución mínima son
del 50% para el estrato 5, del 60% para el estrato 6, del 50% para los usua-
rios comerciales y del 30% para los usuarios industriales. Los usuarios
del estrato 4 no reciben subsidio, ni pagan contribución, es decir, pagan
precios que reflejan los costes medios de prestación.

Es importante resaltar que los factores de subsidio se aplican solo
para un rango de consumo básico, o consumo de subsistencia, definido
entre 0 y 20 m3. Para consumos por encima de 20 m3 se utiliza el coste
del servicio. Igualmente, la Ley 715 de 2001 establece que los recursos
destinados a agua potable y saneamiento básico del Sistema General de
Participaciones4 se pueden destinar a: 1) financiar inversiones en infra-
estructura, y 2) cubrir los subsidios que se otorguen según lo dispuesto
en la Ley 142 de 1994.

En 2003, el último año para el cual se tiene información agregada,
los subsidios otorgados directamente a los usuarios de los estratos 1, 2 y
3 ascendieron a 601.007 millones de pesos, un poco más de 300 millones
de dólares (INECON, 2006).

Los estratos subsidiados tienen una tarifa no lineal en bloque, que
esta compuesta de un cargo fijo y un cargo por consumo. En el primer blo-
que esta asociado al consumo básico o de subsistencia que es de 20 m3. La
tarifa para los estratos no subsidiados y contribuyentes (4, 5 y 6) es una
tarifa en dos partes también compuesta de un cargo fijo y un cargo varia-
ble, pero lineal en el componente de consumo.

En relación con los costes de conexión, los subsidios son discrecio-
nales, en particular, la Ley establece que con el propósito de incentivar la
masificación de estos servicios las empresas prestadoras otorgarán pla-
zos para amortizar los cargos de la conexión domiciliaria, incluyendo la
acometida y el medidor, los cuales serán obligatorios para los estratos 1,
2 y 3. Así mismo, los costes de conexión domiciliaria, acometida y me-
didor de los estratos 1, 2 y 3 podrán ser cubiertos por el municipio, el de-
partamento o la nación a través de aportes presupuestales para financiar
los subsidios otorgados a los residentes de estos estratos que se benefi-
cien con el servicio.
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Financiamiento e inversiones

La expansión del servicio a nuevos usuarios y regiones requiere de re-
cursos, en especial en un país como Colombia donde persisten grupos de
población sin acceso a los servicios de agua potable y saneamiento. Así
mismo, y como se mencionó, se hacen necesarios recursos para proveer
el servicio a precios accesibles a la población con capacidad de pago
muy limitada. Actualmente, en gran parte de las áreas urbanas, las nece-
sidades de recursos se concentran en proporcionar precios accesibles. En
contraste, en las áreas rurales las necesidades son tanto de expansión en
infraestructura como de subsidios a la demanda.

Teniendo en cuenta la posibilidad de que las contribuciones y los
subsidios internos no se equilibraran, la LSP contempló la posibilidad de
que la nación y las entidades territoriales realizaran aportes presupuesta-
les para complementar los subsidios a la demanda o la financiación de la
inversión.

En Colombia, los recursos de las transferencias del Sistema Gene-
ral de Participaciones para los servicios de distribución de agua y alcan-
tarillado se pueden destinar a subsidios directos a los usuarios de estra-
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FIGURA 2
Recursos asignados SGP 1994-2005 (millones de pesos)

FUENTE: Departamento Nacional de Planeación (DNP).
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tos 1, 2 y 3 y a la financiación de inversiones en infraestructura. La in-
versión en el sector de agua y saneamiento en Colombia se financia en su
mayoría con las transferencias que hace el gobierno central a los munici-
pios y otros recursos públicos. En promedio, entre 2004 y 2006, los re-
cursos públicos dirigidos al sector fueron de cerca de 1,5 billones anua-
les5 (INECON, 2006).

Entre 1994 y 2005, el gobierno central transfirió por medio del Sis-
tema General de Participaciones (SGP) cerca de 8 billones de pesos
(aprox. 4.000 millones de dólares) a los entes territoriales para el sector
de agua potable y saneamiento. En la figura 2 se muestra la evolución de
las transferencias del SGP desde 1994.

Las trasferencias del SGP representan aproximadamente el 40% de
los recursos del sector, el 60% restante corresponde a las tarifas, las re-
galías y otros aportes de la nación. La evolución de la distribución de los
recursos del sector se puede ver en la figura 3.

La distribución de recursos del sistema general de participaciones
varía de acuerdo a la región. Bogotá, por ejemplo, la región con la mayor
cobertura, recibe la menor cantidad de recursos per cápita. Los porcenta-
jes y recursos per cápita asignados se presentan en el cuadro 1.
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FIGURA 3
Evolución de las fuentes de inversión del sector

FUENTE: Departamento Nacional de Planeación (DNP).
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CUADRO 1
Distribución de los recursos del SGP (pesos de 2005)

Región Porcentaje Recursos per cápita

Atlántica 19 15,664
Oriental 27 26,382
Central 12 16,890
Pacífica 10 23,271
Bogotá 8 8,961
Antioquia 12 16,433
Valle del Cauca 7 11,846
Orinoquia y Amazonia 4 24,933

FUENTE: INECON (2006) y Silva y Rozo (2005).

Así mismo, según el Departamento Nacional de Planeación (Silva y
Rozo, 2005), durante el período 1994-2003, el 41% de los recursos del
SGP se dirigieron a la construcción de infraestructura de distribución de
agua y alcantarillado, mientras que el 4% se destinó a subsidios a la de-
manda.

Como complemento de los recursos del SGP, el sector se caracteri-
za por contar con una gran diversidad de fuentes de financiación, entre
las que se destacan: partidas especiales del Presupuesto Nacional para ser
distribuidos en programas nacionales o para proyectos específicos defi-
nidos en la Ley de presupuesto; recursos de regalías que le pertenecen a
cada municipio o departamento y que se destinan al sector; recursos del
Fondo Nacional de Regalías destinados a financiar proyectos específicos
presentados por los departamentos o municipios; recursos de las Corpo-
raciones Ambientales; recursos presupuestales de los departamentos o
los propios municipios, inversiones propias de las empresas prestadoras
y recursos de Cooperación Internacional, entre otros.

Coberturas

Las coberturas de distribución de agua y alcantarillado se han venido in-
crementando como consecuencia del fortalecimiento institucional, técni-
co y regulatorio que ha tenido el sector en la última década. En términos
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agregados para distribución de agua y alcantarillado, en la figura 4 se
muestra cómo la evolución de la cobertura nacional ha seguido una ten-
dencia creciente y sostenida desde el año 1996. De hecho, para el servicio
de distribución de agua, el nivel de cobertura era del 82,8% en 1996 y del
88,3% en 2005. Para el servicio de alcantarillado la situación es bastante
similar aunque el nivel de cobertura es inferior. Según se muestra en la fi-
gura 4, el nivel de cobertura era del 69,3% en 1996 y del 74,1% en 2005.

De acuerdo a estándares globales, los niveles de cobertura en Co-
lombia son considerablemente más altos que los de otros países con con-
diciones económicas similares6 (Banco Mundial, 2004). Sin embargo,
existe un rezago importante en el sector rural, mientras que la cobertura
de distribución de agua para el sector urbano es del 98% (2005), la del
sector rural es de solo el 60%.7

Adicionalmente, de acuerdo con el DNP (Silva y Rozo, 2005), se
estima que los recursos asignados al sector en los últimos años deberían
haberse reflejado en mayores coberturas. Bajo el supuesto de que los re-
cursos ejecutados se hubieran destinado de forma eficiente a infraestruc-
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FIGURA 4
Evolución coberturas de distribución de agua y alcantarillado (1996-2005)

FUENTE: DANE, Encuesta Continua de Hogares, Cálculos: DNP.
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tura con impacto directo en las coberturas, la cobertura nacional debería
ser del 100% en distribución de agua y del 95% en alcantarillado (Silva
y Rozo, 2005).

El rezago en las coberturas rurales tiene que ver, entre otras cosas,
con la estructura institucional del sector, en donde los responsables de la
provisión de los servicios son los municipios que en la mayoría de los ca-
sos cuentan con una capacidad institucional limitada. Adicionalmente,
existen disparidades regionales, donde las coberturas son más bajas en
las regiones más pobres del país.

Según el Banco Mundial (2004), con los porcentajes históricos de
expansión de la cobertura en áreas rurales no se alcanzaría el acceso uni-
versal hasta dentro de 30 años.

Por lo expuesto, se puede concluir, que los resultados en relación
con la expansión del servicio han sido mixtos, situación que se analizará
en detalle más adelante.

Estructura del sector y participación privada

Como ha sido señalado en varios estudios (CRA, 2006; Banco Mundial,
2004; y Silva y Rozo, 2005), una de las principales características del
sector de agua potable y saneamiento básico en Colombia es su alto nivel
de atomización como consecuencia de los procesos de descentralización
realizados a finales de los ochenta y de los cambios implementados en la
década de los noventa por medio de la Constitución Política y la Ley 142
de 1994. Estas nuevas responsabilidades modificaron el esquema de
prestación de los servicios, pasando de un sistema centralizado a un es-
quema municipal, numeroso y bastante heterogéneo en el cual solamen-
te una pequeña proporción de los prestadores son empresas especialmen-
te organizadas para realizar la prestación del servicio público.

Se estima que en Colombia existen más de 12.000 prestadores, en
su mayoría pequeños y rurales (CONPES 3463, 2007). En el momento,
se tienen registrados 2.244 prestadores ante la Superintendencia de Ser-
vicios Públicos Domiciliarios repartidos en 887 municipios, que generan
un promedio de 2,5 operadores por municipio. No obstante, las empresas
más grandes atienden a más de dos tercios de los usuarios totales, es de-
cir, que hay un gran número de empresas que prestan el servicio a una pe-
queña parte de la población.
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En el año 2006, solamente el 44,5% eran operadores especialmen-
te organizados para realizar la prestación del servicio público de distri-
bución de agua y alcantarillado. El porcentaje restante se repartía princi-
palmente ente Empresas Industriales y Comerciales del Estado en un
28,3%, municipios como prestadores directos en un 12,1% y organiza-
ciones autorizadas en un 10,4% (SSPD, 2006). Estos datos evidencian un
rezago parcial en la consolidación de estructuras empresariales eficien-
tes para la prestación del servicio.

Igualmente, aunque existe participación privada, esta se ha concen-
trado en contratos de gestión con muy bajos aportes de capital y en mu-
chos casos sin el traslado de los activos, los cuales continúan siendo en
su gran mayoría de propiedad pública (Banco Mundial, 2004).

En 2005, del grupo de las 30 empresas más grandes del país, nue-
ve contaban con participación privada, es decir eran empresas privadas
o mixtas, y representaban el 17% de los suscriptores del grupo. Sin em-
bargo, las nueve empresas con participación privada solo contaban con
el 4% del patrimonio. A pesar de la baja participación del patrimonio,
estas nueve empresas reportaron en 2005 el 16% de los ingresos del
grupo.

Se observa que la vinculación de capital extranjero proviene prin-
cipalmente de Europa a través de empresas españolas y francesas. Igual-
mente, se nota el desarrollo de grupos empresariales que prestan en más
de un municipio, las empresas con participación privada más grandes es-
tán asociadas a cinco grupos empresariales.

De las empresas más grandes con participación privada, la mayoría
se concentra en grandes centros urbanos, en particular en la región de la
costa Caribe, las cuatro ciudades más grandes de esta región (Barranqui-
lla, Cartagena, Santa Marta y Montería) cuentan con contratos de gestión
y operación para prestación de los servicios de distribución de agua y al-
cantarillado. Así mismo, y dado que la mayoría de los activos siguen
siendo de propiedad pública, la CRA ha enfrentado la dificultad en cuan-
to a la definición de la base de activos regulados para la definición de los
costes de referencia.

En 1997, y con el objeto de incrementar la cobertura y la calidad a
través de la promoción de la participación privada en el sector, el
MAVDT implementó el Programa de Modernización Empresarial (PME)
mediante el cual se cofinancia la estructuración de proyectos sostenibles
con participación de operadores especializados y contribuye a la finan-
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ciación de las inversiones prioritarias para modernizar la gestión de los
servicios de empresas y municipios.

En el marco de este programa, a noviembre de 2003, se había lo-
grado la vinculación de 19 operadores especializados. Entre junio de
2002 y noviembre de 2003 se dieron inversiones por 355 millones de dó-
lares que beneficiaron a una población aproximada de 1.800.000 perso-
nas. De estos recursos 152 millones de dólares debían ser aportados por
las empresas a través de tarifas. Estas empresas fueron vinculadas gene-
ralmente a municipios medianos, y solo en tres ocasiones el esquema de
participación incluyó algún tipo de inversión por parte del operador. De
las nueve empresas más grandes con participación privada, tres fueron
conformadas mediante este programa y ninguna incluyó inversión por
parte del operador.

Actualmente, y como se describe más adelante, el gobierno quiere
seguir expandiendo la vinculación de operadores especializados con parti-
cipación privada mediante la implementación de los Planes Departamen-
tales de Agua. El objetivo de estos planes es canalizar recursos y fomentar
la creación de esquemas regionales de prestación donde se aprovechen
economías de escala y se cuente con empresas especializadas.

4. Análisis del impacto del esquema de precios y
financiamiento del sector en el servicio universal

La transformación del sector que se inició con la expedición de la LSP de
1994 incluyó cambios en el esquema de precios, en el esquema institu-
cional y en el financiamiento del sector. El análisis de este apartado bus-
ca determinar las implicaciones del esquema de precios y de financia-
miento en el servicio universal. Así mismo, se busca identificar los
factores del esquema de prestación actual sobre los cuales se debe refle-
xionar sobre el impacto que tienen en el servicio universal.

Esquema de precios: enfoque de recuperación de costes

Como parte del análisis de impacto de la regulación tarifaria, la CRA
contrató un estudio (CRA, 2007) para cuantificar la variación del bien-
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estar de los principales agentes relacionados con los servicios de distri-
bución de agua y alcantarillado a partir de la reestructuración de precios
que se ha dado en el sector entre 1995 y 2005. Para el análisis se utiliza-
ron las cuentas nacionales de1995 a 2005 del Departamento Nacional de
Estadística (DANE). Específicamente, se utilizó la siguiente informa-
ción:

• Matriz de oferta de productos a precios constantes de 1994.
• Equilibrios oferta utilización de productos precios constantes de

1994 (4 dígitos).
• Cuenta de utilización del ingreso disponible a precios corrientes.
• Matriz de utilización de productos a precios constantes de 1994.
• Matriz de utilización de productos a precios corrientes.

A partir de esta información, se utilizó una versión simplificada de la ma-
triz de contabilidad social (MCS o SAM en inglés: «Social Accounting
Matrix») a pesos constantes de 1994 para los años de 1995 a 2005. La
MCS es una matriz que representa el flujo de pagos entre los diversos
agentes de la economía.

El análisis consistió en comparar dos escenarios: el escenario real y
un escenario contrafactual. En el primero se buscó capturar el comporta-
miento que tuvieron los diferentes agentes de acuerdo con la situación de
la economía reflejada mediante las matrices de contabilidad social de los
años 1995 a 2005. En el segundo, el contrafactual, se buscó captar el
comportamiento que hubiesen tenido los agentes para los años 1996 a
2005 si la CRA no hubiera desarrollado, ni ejercido, ningún tipo de labor
regulatoria, es decir, si se hubiese continuado con el mismo régimen ta-
rifario vigente en el año 1995 y no se hubiese adelantado una transición
tarifaria. Lo anterior habría implicado que las tarifas cubrirían solo un
porcentaje de los costes observados de prestación (observados en 1995).

A partir del análisis, se estimaron las diferencias entre los dos esce-
narios para el gasto de los hogares y el déficit de las empresas, tanto pú-
blicas como privadas. Para los hogares, se estimó un aumento en el gasto
en términos absolutos, para el período 1995-2005, de 3,3 billones de pe-
sos de 2005 (aprox. 1.650 millones de dólares), es decir, un incremento
porcentual del 54%. En el caso del déficit de las empresas, se observó una
disminución del déficit de 8,3 billones de pesos de 2005 (aprox. 4.135 mi-
llones de dólares) que en términos porcentuales representa el 74%.
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La reestructuración tarifaria, que incluyó el desmote gradual de
subsidios generalizados y la definición de tarifas orientadas a cubrir los
costes de prestación, ha resultado en aumentos sostenidos en los precios.
En relación con los usuarios, estos aumentos sostenidos en los precios re-
sultaron en 1) una disminución importante del consumo, y 2) aumentos
sostenidos en el gasto de los hogares. En relación con las empresas, estos
aumentos han resultado en mayores ingresos, que a su vez se han visto
reflejados en menores déficits.

Lo anterior ha implicado ganancias en eficiencia y una ganancia
neta de bienestar social. Sin embargo, se puede observar un impacto im-
portante sobre el excedente del consumidor, en particular para los usua-
rios con acceso al servicio en el momento en que se inició la reestruc-
turación. Esto, debido a que los usuarios ya existentes (un 82% para
distribución de agua y un 69% para alcantarillado) han sido sujetos a in-
crementos importantes y sostenidos en los precios mientras que han dis-
minuido sus consumos considerablemente (véase la figura 5). De esta for-
ma, las ganancias para este grupo de consumidores se han concentrado en
las mejoras en calidad de servicio, que no son fácilmente cuantificables.
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FIGURA 5
Consumos en grandes ciudades en metros cúbicos (promedios simples)*

*Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla, Cartagena y Bucaramanga.
FUENTE: SUI y Boletín Estadístico, nº 1, datos reportados por las empresas. Cálculos CRA.
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Ahora bien, como se ilustró en la figura 4, las coberturas han mos-
trado una tendencia creciente, que ha resultado en un aumento de cerca
del 7% para ambos servicios. Como consecuencia, parte del incremento
en el gasto de los hogares corresponde al gasto de los nuevos usuarios.

Igualmente, los aumentos en cobertura se han dado en parte gracias
a los nuevos recursos provenientes de las tarifas. Estos recursos han im-
pactado no solo la capacidad de inversión de las empresas, sino también
su estabilidad financiera y por lo tanto su capacidad de planeación y en-
deudamiento. En particular, los nuevos precios han generado recursos de
forma directa para las inversiones en expansión, a través del componen-
te de costes de inversión que hace parte de los costes medios de presta-
ción reconocidos en las dos metodologías tarifarias implementadas has-
ta el momento.

El componente de inversión representa aproximadamente el 62%
de la tarifa. De este porcentaje, parte se destina a inversiones en expan-
sión y parte a reposición y rehabilitación. Ya que un porcentaje de la ta-
rifa se destina a la expansión de coberturas, esto implica que existe un
subsidio implícito entre usuarios existentes y usuarios nuevos o futuros.

La proporción del componente de inversión destinado a expansión
no se conoce en detalle, ya que no se requiere categorizar las inversiones
de forma explícita, esto, pese a que las empresas deben presentar sus pla-
nes de inversión a la CRA. Más aún, los proyectos destinados a expan-
sión pueden atender nueva demanda derivada de mayores consumos o
asociada a nuevos usuarios.

Esquema de subsidios cruzados

Actualmente, los consumidores de servicios de distribución de agua y al-
cantarillado reciben subsidios de dos fuentes. Los usuarios de estratos 1,
2 y 3 reciben subsidios que se financian en parte con las contribuciones
de los estratos 5 y 6 y usuarios comerciales e industriales, y en parte con
transferencias del gobierno central y otros recursos de los municipios.
Así mismo, todos los suscriptores, en especial, los de las regiones con
menores coberturas y menores ingresos, reciben subsidios, generalmen-
te en forma de transferencias para inversión en infraestructura.

Desde una perspectiva puramente económica, los subsidios repre-
sentan una pérdida irreparable en términos de eficiencia. Un análisis del
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Banco de la República (Medina y Morales, 2007) estima que la pérdida
irrecuperable por los subsidios brutos en distribución de agua y alcanta-
rillado podría ascender a 23 millones de dólares por año.8

No obstante, los subsidios cruzados pueden generar impactos posi-
tivos en el bienestar, en especial en los sectores más pobres de la pobla-
ción, que podrían compensar los costes en eficiencia. En este sentido, se
hace una aproximación para estimar el impacto en el bienestar del con-
sumidor agregado, teniendo en cuenta el impacto en los usuarios subsi-
diados y en los usuarios residenciales contribuyentes. Para esto, se utili-
zan los precios que se aplican actualmente incluyendo los subsidios y las
contribuciones correspondientes a cada estrato y los precios sin subsidios
o contribuciones, es decir, los precios que corresponden a los costes de
prestación reconocidos por la regulación y que pertenecen a los precios
que pagan los usuarios del estrato 4.

El análisis se hace teniendo en cuenta que las contribuciones no cu-
bren la totalidad de los subsidios, y que los aportes de los usuarios resi-
denciales de los estratos 5 y 6 representan una porción de los aportes to-
tales. A partir de la información de facturación y de tarifas reportada al
Sistema Único de Información, se obtienen los precios y el consumo pro-
medio por estrato para el año 2006.

La estimación se realiza para los cuatro centros urbanos más gran-
des del país (Bogotá, Medellín, Cali y Barranquilla), considerando que es
en las áreas urbanas donde se han dado los avances más importantes en
materia de precios y coberturas. El análisis se lleva a cabo para el año
2006, ya que en el año 2005 terminó la transición tarifaria. Adicional-
mente, la variación promedio en el excedente del consumidor se estima
para cada estrato, y se multiplica por el número de usuarios del estrato
correspondiente. Esto no es siempre posible pues el número de usuarios
beneficiados no siempre se conoce, y más aún no se conoce la magnitud
de los subsidios otorgados a cada grupo. En el caso de Colombia, al me-
nos para un grupo importante de empresas grandes y medianas se tiene
información detallada sobre facturación y por consiguiente sobre los pre-
cios y consumos por estrato.

A partir de la curva de demanda, y los precios con y sin subsidio, la
cantidad consumida al precio con subsidio (QS) y la elasticidad de la de-
manda, se puede estimar la variación en el excedente del consumidor para
un usuario subsidiado. De esta forma, la variación del excedente del con-
sumidor se representa como la diferencia entre el producto de la varia-
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ción en los precios y QS y el producto de la elasticidad, la variación en el
precio y QS sobre el precio con subsidio.9

Asimismo, la variación en el excedente del consumidor para los
usuarios contribuyentes se puede estimar a partir de la variación entre los
precios de referencia y los precios con contribución, la cantidad consu-
mida al precio con contribución y la elasticidad de la demanda.

Tanto para los precios como para QS y QC se cuenta con información
reportada por las empresas, sin embargo, no se cuenta con una estima-
ción propia del valor de la elasticidad. En Colombia, los diferentes estu-
dios que han analizado la demanda de agua residencial han estimado la
elasticidades de precio en el rango entre –0,15 y –0,5 (Medina y Morales,
2007). Teniendo en cuenta que los resultados van a variar de acuerdo con
la elasticidad de la demanda utilizada para cada estrato, y que está por
fuera del alcance de este análisis valorarla, se estima el excedente del
consumidor utilizando elasticidades de entre –0,1 y –0,5.

CUADRO 2
Variación en el excedente del consumidor agregado asociado a los subsidios

cruzados (millones de pesos)

Estrato Elasticidad Barranquilla Bogotá Medellín Cali

Subsidiados –0,1 9.763 59.465 33.736 12.794
–0,5 11.129 71.190 39.053 14.686

Contribuyentes –0,1 –8.529 –53.259 –28.665 –9.122
–0,5 –7.952 –48.686 –26.338 –8.731

TOTAL –0,1 1.234 6.206 5.071 3.672
–0,5 3.177 22.504 12.715 5.956

Así mismo, ya que los consumos promedio de todos los estratos subsi-
diados para las cuatro ciudades analizadas están por debajo de 20 m3, se
asume un precio lineal para los usuarios subsidiados. Los resultados se
presentan en el cuadro 2. Como se puede ver, independiente de la elasti-
cidad (en el rango entre –0,1 y –0,5), la variación del excedente agrega-
do para los usuarios subsidiados es positiva y representa una ganancia,
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mientras que para los usuarios contribuyentes es negativa y representa
una pérdida. En suma, la variación en el excedente del consumidor agre-
gada es positiva, lo que sugiere que las ganancias de los estratos más po-
bres superan a las pérdidas de los usuarios de mayores estratos.

En términos agregados, se puede ver que la variación del bienestar
del consumidor que resulta de comparar los precios de referencia y los
precios subsidiados es positiva. Igualmente, cuando se considera el im-
pacto sobre el excedente del consumidor del usuario promedio de forma
individual, salvo en el caso de Cali, las ganancias de los usuarios prome-
dio de los estratos subsidiados son menores a las pérdidas de los usuarios
promedio de los estratos contribuyentes.

Subsidios cruzados vs. transferencias directas

A partir de la estimación de la variación del excedente del consumidor,
se comparan dos escenarios: un escenario con subsidios cruzados como
el que se aplica actualmente en Colombia y un esquema en donde se uti-
lizan transferencias directas para cubrir los niveles de subsidios actua-
les a los usuarios de los estratos 1, 2 y 3. Para esto se utiliza el modelo
propuesto por Cremer et al. (1998) y se ajusta a las particularidades del
caso. El modelo compara dos alterativas de financiamiento al estimar la
variación en el bienestar agregado teniendo en cuenta la variación en el
excedente de los consumidores subsidiados y contribuyentes, la varia-
ción en las utilidades de la firma, y el coste marginal de los recursos pú-
blicos.

El modelo asume que el efecto redistributivo se mantiene constan-
te, y que la transferencia directa a los usuarios subsidiados tiene un cos-
te que corresponde al coste marginal de los recursos públicos.

En este caso, la variación en el bienestar10 se limita a la variación en
el bienestar del consumidor ya que se asume que no existe variación en
relación con las utilidades de las empresas. No se asume variación, dado
que el déficit entre subsidios y contribuciones no se tiene en cuenta en el
cálculo pues solo se considera la porción de subsidios cruzados en equi-
librio, es decir los subsidios que equivalen a las contribuciones. Las em-
presas, salvo en el caso de concesiones en donde se especifique algún
aporte, deben recuperar los costes de prestación debido a que no están en
la obligación de hacer aportes para cubrir los subsidios. Sin embargo, en
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la práctica en algunos casos se presentan dificultades para los cubrir sub-
sidios debido a que los municipios no transfieren los recursos o por la
ausencia de acuerdos previos. De todas formas, se considera que estas di-
ficultades serían similares para los dos escenarios considerados.

El coste de los recursos públicos puede variar entre 0,15 y 0,35 (Es-
tache et al., 2001; Cremer et al., 1998) para los países desarrollados. Este
coste puede ser más alto para los países en desarrollo donde las institu-
ciones son más débiles y más propensas a la corrupción. Teniendo en
cuenta que el análisis se realiza en las cuatro ciudades más grandes del
país, en donde existen instituciones más consolidadas que en municipios
más pequeños, se asume un coste de 0,35.

De esta forma, la variación del bienestar total agregado para un
coste de fondos públicos de 0,35 (teniendo en cuenta el número de usua-
rios) para las cuatro ciudades analizadas en 2006 podría variar, según la
elasticidad, entre 28.558 y 59.876 millones de pesos. Si no se utiliza el
bienestar agregado, suponiendo que por ejemplo que en el futuro se dé
una reasignación de los usuarios a los diferentes estratos, salvo para el
caso de las elasticidades más bajas (–0,1 y –0,2) la variación es positiva
para todas las ciudades. Para la suma de las cuatro ciudades la variación
siempre es positiva.

Teniendo en cuenta que la aplicación del modelo proporciona una
prueba simple de la eficiencia relativa del esquema de subsidios cruzados
frente a la alternativa de transferencias directas, la variación positiva su-
giere que los subsidios cruzados en este caso son un instrumento redis-
tributivo más eficiente que las transferencias directas. Esto implica que
el impacto en el bienestar asociado a la distorsión de precios es menor
que el impacto asociado a las transferencias a través del sistema fiscal.

En el caso agregado, el resultado es positivo aun sin multiplicar las
ganancias para los usuarios subsidiados por el coste de los fondos públi-
cos. Esto debido a que las ganancias se estiman de forma agregada, pues
se conoce el número de usuarios para cada estrato. Más aún, el número
de usuarios de los estratos subsidiados es considerablemente mayor que
el número de usuarios contribuyentes. Para las cuatro ciudades analiza-
das, los usuarios de los estratos 1, 2 y 3 representan más del 75% del to-
tal de los usuarios residenciales.

Adicionalmente, la proporción que representa la tarifa de distribu-
ción de agua y alcantarillado basada en los costes medios de referencia
en los ingresos de los hogares disminuye con el estrato. Es decir, que
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cualquier cambio en los precios va a tener un impacto más importante so-
bre los hogares de menores ingresos. El porcentaje que representa la ta-
rifa de referencia (estrato 4) en los ingresos de los estratos subsidiados se
presenta en el cuadro 3.

Como se puede ver, el esfuerzo que tendría que hacer el estrato 1 en
la ausencia de subsidios, para la mayoría de las ciudades, está por enci-
ma del 5%. En la práctica, se acepta que el porcentaje de ingreso desti-
nado a los servicios de agua y saneamiento debería estar entre el 3% y el
5% (INECON, 2006).

Reflexiones sobre el servicio universal

Pese a que en general el esquema de precios adoptado ha resultado en
avances en el sector y que, de acuerdo a estimaciones preliminares en im-
pactos positivos sobre el bienestar agregado, las coberturas todavía no
son universales. De la misma forma, los importantes recursos públicos
que se han dirigido al sector no se han reflejado en las coberturas espera-
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CUADRO 3
Porcentajes de ingreso por estrato

Ciudad Estrato Porcentaje de ingreso

Bogotá 1 6,7
2 5,0
3 2,9

Medellín 1 5,8
2 4,6
3 2,5

Cali 1 5,2
2 3,8
3 2,2

Barranquilla 1 4,9
2 4,2
3 2,3

FUENTE: INECON (2006).
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das. Teniendo en cuenta esto, a continuación se analizan algunos de los
aspectos del esquema de prestación de los servicios de distribución de
agua y alcantarillado que han podido tener un impacto negativo sobre el
servicio universal.

Estructura del sector

Los procesos de reestructuración tarifaria y la evolución de los recursos
dirigidos al sector se han dado bajo el esquema institucional de descen-
tralización en donde los municipios son los responsables de asegurar la
prestación eficiente del servicio. En este sentido, y teniendo en cuenta la
limitada capacidad institucional de muchos municipios y la politización
local de los recursos, la descentralización ha generado obstáculos y de-
safíos para la eficiente ejecución de los recursos del servicio. Como se
mencionó, muchos de los municipios no han llevado a cabo la transición
tarifaria y persisten subsidios insostenibles. Adicionalmente, la alta ato-
mización del sector ha prevenido el aprovechamiento de las economías
de escala propias de un sector como el de agua y saneamiento. En efecto,
la CRA ha estimado que existen economías de escala a largo plazo para
estos servicios en Colombia.11

Buscando: 1) aprovechar las economías de escala del sector, y 2)
optimizar la asignación y ejecución de los recursos del sector, el Gobier-
no nacional ha diseñado los planes departamentales como una estrategia
de aglomeración del sector. El objetivo principal de esta estrategia es me-
jorar las coberturas y la calidad del servicio.

Los planes departamentales se desarrollan mediante tres fases:
diagnóstico, estructuración e implementación. En la fase de diagnóstico
se busca identificar potenciales esquemas regionales de prestación de los
servicios para el aprovechamiento de economías de escala en la adminis-
tración, operación e inversión, así como una óptima utilización del re-
curso hídrico en las regiones. En la fase de estructuración se pretende de-
finir la estructura final del plan en aspectos técnicos, institucionales y
financieros buscando formalizar los compromisos locales por parte de
los municipios y departamentos que se requieren para dar viabilidad fi-
nanciera y adelantar los procesos de modernización empresarial. En la
tercera fase, se busca ejecutar un plan de choque de inversiones, estruc-
turar esquemas regionales para la vinculación de operadores especializa-
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dos, apoyar la renegociación de contratos existentes y dar seguimiento a
los contratos y el manejo financiero del plan.

Un componente importante de los planes departamentales es la vin-
culación de operadores especializados para estructurar esquemas regio-
nales generando así los incentivos, por lo menos desde el ámbito de los
recursos fiscales, para la aglomeración y la especialización. De esta for-
ma, se busca mejorar la calidad técnica, operativa y comercial de las em-
presas y se busca que estas presten el servicio a más usuarios.

En el ámbito regulatorio, no se han identificado los incentivos regu-
latorios de los que deben ir acompañados los planes, y se ha definido más
una intervención regulatoria de tipo casuístico para la fusión y liquidación
de empresas. En la actual revisión quinquenal de la metodología tarifaria
se evalúan los posibles incentivos que se pueden dar desde la regulación
para el aprovechamiento de economías de escala y la aglomeración. Los
aspectos por evaluar del esquema actual incluyen: 1) la aplicación de una
metodología especial para los prestadores con menos de 2.500 suscripto-
res, y 2) los modelos de eficiencia comparativa según el tamaño.

Sistemas alternativos

De acuerdo con el Banco Mundial (2004), en Colombia existen normas
técnicas restrictivas para el sector que previenen la implementación de
tecnologías innovadoras de bajo coste. Esto es particularmente relevante
en el sector rural, donde existen los mayores rezagos, pues en algunos ca-
sos los sistemas convencionales no son sostenibles a largo plazo o no son
económicamente viables.

El reconocimiento y formalización de sistemas de prestación alter-
nativos puede implicar riesgos, pero también puede convertirse en una
alternativa más sostenible para alcanzar el servicio universal, en particu-
lar en las áreas rurales. Así mismo, los esquemas alternativos pueden be-
neficiar a los sectores más pobres y pueden beneficiarlos de forma más
expedita.

Aunque la regulación de esquemas alternativos de prestación es
compleja, esto se puede minimizar si se focaliza a los sectores rurales y
se identifican los casos para los cuales representan la alternativa más
económica. El aspecto de la sostenibilidad también es importante, ya que
en muchas ocasiones la infraestructura se ha construido pero no está en
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servicio pues los costes operativos son muy altos, o existe capacidad téc-
nica y operativa limitada.

La inclusión de esquemas alternativos puede tener un impacto po-
sitivo sobre el servicio universal, si estos se centran en los casos adecua-
dos. En este sentido, es importante recordar que la definición de servicio
universal incluye la dimensión de calidad. Sin embargo, niveles de cali-
dad muy altos involucran costes importantes que pueden limitar el acce-
so de los servicios a los más pobres. De acuerdo a consideraciones parti-
culares, se pueden definir estándares de calidad más bajos de forma
transitoria, de forma tal que se pueda sacrificar algunas dimensiones de
calidad para viabilizar los esquemas alternativos.

Focalización de subsidios

De acuerdo con un estudio de Fedesarrollo (2004), los errores de inclu-
sión y exclusión de los subsidios de los servicios distribución de agua y
alcantarillado son del 51% y 0,7%, respectivamente. El error de inclu-
sión implica que dado su nivel de pobreza, el 51% de los hogares que re-
ciben subsidio no lo deberían estar recibiendo. En este sentido, este error
se entiende como un desperdicio de recursos.

El esquema de subsidios cruzados se basa en la estratificación so-
cioeconómica de las viviendas. De acuerdo con el estudio de Fedesarro-
llo, en la práctica esta herramienta no refleja adecuadamente el nivel de
pobreza de los hogares, ya que pese a que las características físicas de las
viviendas están correlacionadas con el nivel de pobreza, no constituyen
por sí solas una explicación.

Otro problema identificado con el esquema de subsidios cruzados
es el nivel de consumo de subsistencia o básico que se subsidia. Actual-
mente, el rango de consumo básico se encuentra entre 0 y 20 m3, muy por
encima de consumo promedio reportado por la mayoría de las empresas.
Por ejemplo, el consumo promedio mensual del estrato 1 en Bogotá es de
cerca de 12 m3. Se estima que solo con disminuir el nivel de consumo
básico, el déficit de los subsidios cruzados se podría reducir en un 20%
(Banco Mundial, 2004).

Estos problemas de focalización asociados tanto a los usuarios
como a los montos subsidiados, son aún más importantes si se tiene en
cuenta que actualmente hay un déficit entre las contribuciones y los sub-
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sidios. Aunque este déficit, por lo menos en las grandes ciudades, ha te-
nido una tendencia decreciente (véase la figura 6), debido al fin de la
transición tarifaria y la redefinición de topes legales, es persistente y ge-
nera estrés sobre los recursos fiscales del sector y las empresas.

Los problemas de focalización impactan de forma negativa el ser-
vicio universal ya que permiten destinar recursos a subsidiar precios ac-
cesibles a un grupo importante de usuarios por debajo de su capacidad de
pago, mientras que parte de la población no tiene acceso al servicio y por
lo tanto a los subsidios a los que deberían acceder.

Actualmente, varios analistas han planteado la necesidad de refor-
mar el esquema. Sin embargo, y dados los limitantes de las transferencias
directas, lo subsidios cruzados representan la segunda mejor alternativa
para otorgar subsidios en el sector (Cremer et al., 1998). De todas for-
mas, y como varios estudios del sector lo evidencian, es necesario hacer
ajustes en términos de sus propiedades de focalización para hacer el es-
quema más eficiente y así acelerar el acceso universal a los servicios de
distribución de agua y alcantarillado en Colombia.

350.000 –

300.000 –

250.000 –

200.000 –

150.000 –

100.000 –

50.000 –

0 –
2004 2005 2006

Subsidios Contribuciones residencialesContribuciones

FIGURA 6
Déficits subsidios-contribuciones en cuatro de las principales ciudades 
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FUENTE: Superintendencia de Servicios Públicos.
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Metodología tarifaria

El régimen tarifario actual se puede caracterizar como un esquema híbrido
que integra mecanismos de regulación por comparación y tasa de retorno.
Los diferentes esquemas regulatorios pueden generar incentivos que afec-
ten las decisiones de inversión de las empresas y así la eficiencia en los cos-
tes de capital. Los incentivos que pueden implementar los reguladores en
relación con las inversiones pueden estar orientados a los productos (como
la calidad del servicio), a los insumos (reducción de costes) o a los dos. Las
empresas pueden responder a estos incentivos, sobreinvirtiendo, subinvir-
tiendo o idealmente, invirtiendo eficientemente, es decir realizando inver-
siones al menor coste y manteniendo niveles de servicio adecuados.

Para asegurar un balance entre la eficiencia de los costes operativos
y los costes de capital, Burns y Riechmann (2004) proponen implemen-
tar aplicaciones de benchmarking o competencia por comparación. Esto
debido a que en esquemas regulatorios de precios, con revisiones perió-
dicas, y donde los ingresos de las firmas están ligados a sus costes, se ge-
neran incentivos muy fuertes para reducir los costes operativos y pocos
incentivos para reducir los costes de capital. En particular porque las em-
presas pueden disfrutar los beneficios de reducir costes de operación a
corto plazo, mientras que los beneficios de las reducciones en los costes
de capital se tienden a ver más a medio o largo plazo, tiempo en el que la
firma puede ajustar sus ingresos al nuevo nivel de costes.

Expuesto lo anterior, se puede ver cómo el esquema tarifario actual,
en donde se aplican mecanismos de eficiencia comparativa únicamente
al componente de costes operativos, puede generar incentivos a la so-
breinversión. Efectivamente, en el análisis de impacto de la metodología
de la Resolución 287 de 2004 se observa que cambios en los costes ad-
ministrativos tendieron a compensarse, en promedio, con cambios en el
componente de inversiones.

La CRA adelanta actualmente la revisión quinquenal de las bases
del nuevo marco tarifario, en donde busca incorporar criterios de efi-
ciencia y optimización al componente de inversiones de los costes de
prestación de los servicios públicos domiciliarios de distribución de agua
y alcantarillado. Si se tiene en cuenta que el componente de inversiones
representa en promedio alrededor del 62% de los costes medios de refe-
rencia, cualquier mejora en la eficiencia de este componente resultará en
menores tarifas y por lo tanto en menores requerimientos de subsidio.
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Ahora bien, dado el rezago en la cobertura de tratamiento de aguas
residuales (se estima que actualmente solo se trata el 8% de las aguas re-
siduales), las necesidades de inversión en este componente son muy im-
portantes y plantean nuevas inquietudes en relación con los costes de ex-
pandir las coberturas, su impacto en las tarifas, y la capacidad de pago de
los usuarios. En este sentido, de alguna forma las mejoras en eficiencia
en los costes de inversión muy seguramente, al menos a medio y largo
plazo y en las ciudades grandes y medianas, vendrán acompañadas de
nuevas necesidades de inversión en el componente de tratamiento de
aguas residuales, y de esta forma será importante determinar los esque-
mas de precios y de financiamiento más óptimos.

5. Conclusiones

Desde hace más de una década, Colombia ha adoptado esquemas de pre-
cios y de financiamiento para los servicios de distribución de agua y al-
cantarillado buscando un equilibrio entre la sostenibilidad del sector y la
equidad. El acceso universal se ha entendido como la permanente expan-
sión de las coberturas mediante sistemas que compensen la insuficiencia
de la capacidad de pago de los usuarios.

El esquema de precios ha incluido la definición de costes medios de
referencia a partir de los cuales mediante un esquema de subsidios cru-
zados se establecen tarifas asociadas a la estratificación socioeconómica
de los usuarios. La definición de precios a partir de los costes de presta-
ción ha resultado en ganancias netas en eficiencia asignativa y del bien-
estar social agregado. Adicionalmente, al fin de la transición de precios,
se estima que el esquema de subsidios cruzados, aunque con algunas ine-
ficiencias, tiene efectos positivos sobre el bienestar agregado de los
usuarios al ser las ganancias de los usuarios subsidiados mayores a las
pérdidas de los usuarios contribuyentes. De la misma forma, un primer
ejercicio sobre la eficiencia relativa del esquema de subsidios cruzados
sugiere que en el caso colombiano los subsidios cruzados pueden ser un
instrumento redistributivo más eficiente que las transferencias directas.

No obstante, muchos de los avances del sector se han concentrado
en las áreas urbanas, el acceso al servicio todavía no es universal, existen
inequidades regionales y rezagos importantes en el sector rural. Así mis-
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mo, dado el grado de atomización del sector el flujo constante de recur-
sos públicos no ha generado los impactos en las coberturas esperados, en
particular en los municipios con capacidad institucional limitada y pre-
valecía de usuarios de bajos recursos. En muchos de estos municipios no
se ha llevado a cabo la transición tarifaria y el manejo de los recursos pú-
blicos ha sido ineficiente.

Según Laffont (2005), el debate en relación con las políticas de ser-
vicio universal en los países en desarrollo se da alrededor de dos temas
clave: la forma de extender o financiar las coberturas y el diseño del es-
quema precios. Colombia parece haber resuelto parte importante del de-
bate en estos dos temas, sin embargo, factores de tipo institucional y es-
tructural generan importantes desafíos. Atendiendo estas dificultades, se
han desarrollado varias iniciativas de orden nacional como los planes de-
partamentales que buscan fomentar la creación de esquemas regionales
de prestación y la vinculación de empresas con alta capacidad técnica y
comercial. Sin embargo, estas iniciativas apenas comienzan y su impac-
to sobre el acceso universal a los servicios solo se podrá conocer más
adelante. Así mismo, existe la necesidad de realizar ajustes de carácter
regulatorio en la definición de costes de referencia y de superar las inefi-
ciencias del esquema de subsidios cruzados y sus propiedades de focali-
zación.

Lo anterior expone asuntos que sería importante analizar desde el
punto de vista de la investigación académica y de la práctica política. En
particular, es necesario profundizar sobre la medición del impacto sobre
el bienestar de las políticas de subsidios cruzados. También sería impor-
tante ahondar sobre las implicaciones prácticas de la definición de pre-
cios óptimos bajo las consideraciones que supone el acceso universal a
los servicios.

Finalmente, el caso colombiano permite identificar algunas reco-
mendaciones para países con características similares que pueden contri-
buir al desarrollo del acceso universal a los servicios de distribución de
agua y alcantarillado:

• realizar ajustes tarifarios graduales orientados a la recuperación
de costes de prestación para asegurar la viabilidad del sector a
largo plazo;

• evaluar la posibilidad de implementar mecanismos de subsidios
cruzados que complementen las transferencias directas;
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• identificar los incentivos para fomentar el desarrollo empresarial
de operadores especializados;

• identificar, en esquemas descentralizados, oportunidades de aglo-
meración como la constitución de esquemas regionales de pres-
tación para aprovechar economías de escala;

• flexibilizar los sistemas de prestación en las áreas rurales;
• dar especial importancia a la definición de costes de inversión reco-

nocidos por la regulación y su inclusión en la definición de precios.

Notas

1. Los costes de inversión incluyen el valor de las inversiones en expan-
sión, rehabilitación y reposición. Adicionalmente, incluye la remuneración sobre
los activos.

2. Equivalente a los costes medios de referencia para un consumo de 20 m3.
3. Es importante aclarar que esta tarifa no incluye en su mayoría los costes

de tratamiento de aguas residuales, pues solo algunas empresas cuentan con trata-
miento. En promedio, se estima que en Colombia solo se trata el 8% de las aguas
residuales (CRA, 2006), este porcentaje varía notablemente entre empresas.

4. El Sistema General de Participación es un sistema de origen constitu-
cional por medio del cual el Gobierno nacional distribuye una porción de los in-
gresos corrientes por él percibidos anualmente entre los municipios y departa-
mentos del país con destino específico a los sectores de salud (24,5%), al sector
educación (58,5%) y con destino a Propósito General (17,0%), incluyendo en
este último los recursos con destino a agua potable y saneamiento básico, tal y
como lo define el artículo 3º de la Ley 715.

5. Pesos de 2005.
6. A excepción de Chile, la cobertura de distribución de agua es mayor que

la de todos los países de ingreso medio y alto medio de Latinoamérica (Banco
Mundial, 2004).

7. Sin tener en cuenta soluciones alternativas (pozos, piletas), solo inclu-
ye conexiones.

8. La pérdida irrecuperable es de hecho una pérdida de la eficiencia porque
el coste del subsidio es superior a la magnitud que los individuos estarían dis-
puestos a pagar por un cambio de precios que los dejase en el Estado de bienestar
antes de que los precios experimentaran una variación (Medina y Morales, 2007).

9. Mediante la siguiente expresión:
ΔECS = (PR – PS)QS – 0,5(PR – PS)(QS – QR) = ΔPQS – 0,5ΔPΔQ = ΔPQS – 0,5εΔP2(
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QS/PS) donde: PR = precio de referencia, PS = precio con subsidio, QS = cantidad
al precio PS, QR = cantidad al precio PR y ε = elasticidad de la demanda.

10. ΔW = (1 + λ)ΔECS = ΔECC donde ΔW es la variación en el bienestar,
λ es el coste de los recursos públicos y ΔEC es la variación en el excedente del
consumidor.

11. Mediante un modelo translogarítmico de costes variables se estimaron
economías de escala a largo plazo (inverso de la elasticidad del producto ajusta-
do por el factor semifijo de capital) de 1,39 para los servicios de distribución de
agua y alcantarillado.
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11. La reforma del sector electricidad y el servicio
universal en Perú (1992-2007)

Edwin Quintanilla Acosta

1. El servicio universal en Perú: a quince años de la reforma
sectorial en electricidad

La reforma del sector electricidad en Perú iniciada el año 1992 ha gene-
rado mejoras sustanciales en la prestación de este servicio público, en la
regulación de las tarifas y en la calidad percibida. En el ámbito del creci-
miento, durante los últimos 15 años, la cobertura del servicio pasó de un
48% a un 80%, lo que significó incrementar en un 120% la población
atendida.1

La tasa de crecimiento del período (1992-2007) para el consumo de
energía del 9% promedio anual —una de las más altas de la región— fue
posible sostenerla con la apertura a la inversión privada, que retornó al
mercado peruano después de tres décadas. Los requerimientos de inver-
sión en infraestructura eléctrica fueron altos para atender el crecimiento
de la demanda.

Las obligaciones de servicio universal que impone la legislación
han permitido expandir de manera importante la prestación del servicio,
lograr precios eficientes y asequibles así como implantar un sistema de
monitoreo de la calidad del servicio. El Fondo de Compensación imple-
mentado el año 2001 buscó superar una debilidad del modelo inicial en
tanto que las tarifas rurales duplicaban a las urbanas, iniciándose con un
esquema de subsidios en todo el país para hacer viable el modelo regula-
torio mediante un aporte del segmento de mayor consumo destinado al
segmento más desfavorecido.

Este capítulo evalúa los resultados de la reforma sectorial centrán-
dose en exponer las soluciones de servicio universal implementadas. Se

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:11  Página 351



muestran los resultados obtenidos en un entorno difícil caracterizado por
su alto crecimiento, baja cobertura de servicio y situación social de mar-
cada pobreza.

2. La reforma del sector eléctrico peruano

Esta sección explica en qué consistió la reforma del sector eléctrico pe-
ruano del año 1992, su contexto, su significado y los principios aplicados.

En el año 1992, la oferta de generación y la cobertura del servicio
se encontraban en niveles críticos. Las cifras evidenciaban la precariedad
de la prestación del servicio por los continuos racionamientos de energía
que se afrontaban por la falta de oferta firme de generación y por la es-
casa penetración del servicio público de electricidad que alcanzaba úni-
camente al 48% de las familias peruanas.

Acorde al modelo de economía que se aplicaba en el país, se tenía
un Estado empresario, como el principal actor e inversionista de los ser-
vicios públicos. La función de regulación de precios le correspondía a la
Comisión de Tarifas Eléctricas (CTE), como un órgano técnico descen-
tralizado del poder ejecutivo que tenía una autonomía recortada por las
leyes de presupuesto que limitaban su actuación a la decisión del Minis-
terio de Economía y Finanzas.

Durante el año 1992 tuvo lugar la reforma sectorial en el servicio
público de electricidad, que significó diversos cambios. En primer lugar,
se determinó la separación de actividades en generación, transmisión y
distribución de electricidad, buscando la activa participación de la inver-
sión privada. Simultáneamente se diseñó un marco regulatorio con reglas
de operación y funcionamiento de las actividades mediante metodolo -
gías de regulación estrictas y con aproximación económica para cada ac-
tividad. En general, el modelo contemplaba competencia en el nivel de
generación y monopolio en la transmisión y distribución de electricidad.

Otros aspectos no menos importantes en este nuevo marco de desa-
rrollo de la actividad eléctrica en Perú fueron la estructuración de un or-
ganismo regulador con autonomía administrativa, económica y funcional
para la fijación de las tarifas eléctricas, dotándola de atributos de inde-
pendencia y reglas de juego que garantizaran su gestión y blindaran sus
decisiones. Para este fin, se reestructuró el consejo directivo del organis-
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mo regulador y se renovó el equipo técnico con profesionales de recono-
cida trayectoria.

En general, la reforma implicó un viraje estratégico sectorial que
recompuso la mayor parte de las variables de partida y otorgó la pers-
pectiva de negocios en la prestación de los servicios.

El impacto de esta reforma se puede resumir en el cuadro 1, que
compara los principales indicadores del sector en los años 1992 y 2007. El
período de 15 años analizado se caracteriza principalmente por la aten-
ción del servicio público en condiciones propias de una economía emer-
gente con altas tasas de crecimiento en la demanda de energía, así como
con déficits de servicios por falta de cobertura de redes de electricidad e
inversiones asociadas.

Los elementos relevantes son el crecimiento del mercado (número
de usuarios) que hizo posible que el 80% de las familias peruanas cuen-
ten con este servicio esencial. El crecimiento del período es equivalente
al 120% de la población inicial que significa una tasa de incremento
anual del 5% durante 15 años consecutivos. Si bien constituye uno de los
crecimientos mayores de la región, resulta aún insuficiente.

La demanda de energía en el mercado tuvo un crecimiento sin pre-
cedentes, registrando un incremento de las entregas de energía del 240%
durante los 15 años, lo que significa una tasa anual equivalente a un 9%.
La demanda de potencia tuvo un crecimiento menor (5% anual) que re-
presentó una mejor utilización de la capacidad del parque actual. Por otro
lado, se redujeron las pérdidas de energía y potencia del sistema en un
64% en las concesionarias de distribución de electricidad.

La oferta de generación de electricidad creció prácticamente al rit-
mo de la demanda, a una mayor tasa al inicio de la reforma con las pri-
vatizaciones y compromisos de inversión para luego acompañar el creci-
miento, habiéndose reducido el margen de reserva por las altas tasas de
crecimiento de la demanda experimentadas.

El período analizado se puede caracterizar como uno de altas tasas
de crecimiento en la demanda y con altos requerimientos de nuevas in-
versiones de infraestructura para su atención, con participación privada
en la solución de estos requerimientos a la par de la inversión subsidiaria
por parte del Estado.

Después de promulgarse la Ley de Concesiones Eléctricas (LCE) a
finales del año 1992 y la reglamentación a inicios del año siguiente, has-
ta la actualidad han tenido lugar diversos hitos como la implementación
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de los modelos regulatorios. La Comisión de Tarifas Eléctricas (CTE) de-
sarrolló e implementó los modelos necesarios para la regulación de las
tarifas de generación, transmisión y distribución en un entorno de mar-
cada autonomía. La participación inicial de la CTE resultó clave ya que
el modelo reflejó razonablemente las premisas iniciales (Roca, 2004).
Las tarifas pasaron por una etapa de sinceramiento que llevó hacia el año
1995 a la aplicación plena de las tarifas económicas luego que el orga-
nismo regulador fijara los valores máximos en aplicación del marco re-
gulatorio vigente.

Luego de la reforma legal y de iniciar la aplicación del modelo ta-
rifario, el gobierno, como parte de las reformas estatales, emprendió un
programa de privatizaciones para reducir el alcance de las actividades a
que se dedicaba, para lo cual se promovieron las inversiones mediante
una legislación especial. En el caso del sector electricidad, se inició con
la separación de actividades promoviendo la privatización de la genera-
ción de energía de Lima y con algunas unidades de generación nacional.

Paralelamente se concretó la privatización de la distribución eléc-
trica de Lima. Estos procesos atrajeron a importantes grupos multinacio-
nales como Endesa (España), Suez Energy (Francia-Bélgica), Duke
Energy (Estados Unidos), PSEG (Estados Unidos) y Sempra (Estados
Unidos). La distribución de electricidad en las empresas de provincias
del norte y centro de Perú tuvo un intento fallido de traslado a manos pri-
vadas, ya que después de tres años de haberlas entregado en concesión a
un grupo nacional fueron devueltas al Estado.

Por su parte, el Estado emprendió varios proyectos de transmisión
eléctrica con el objetivo de consolidar los sistemas de generación y crear
un único sistema interconectado nacional. Para este fin se otorgaron en
concesión mediante contratos BOOT (build, own, operate and transfer)
diversos sistemas de transmisión que permitieron la integración eléctrica.
Luego, se otorgó en concesión el sistema de transmisión de electricidad
nacional empleando una fórmula similar denominada RAG (Remunera-
ción Anual Garantizada). De esta forma el 100% de las líneas importantes
fueron traspasadas a la actividad privada.

Durante el período analizado se culminó el proyecto energético
más importante de gas natural al desarrollar los yacimientos de Camisea
(12 TCF) mediante un sistema de exploración en campo y gasoductos de
730 km de longitud que permitió al sector eléctrico contar con un nuevo
energético que en tres años alcanzó al 30% del mercado de producción y
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la construcción y reconversión de plantas de ciclo combinado (509 MW) y
ciclo simple (1290 MW), además de los beneficios del uso de gas natural
en la industria. Este desarrollo permitió al sector eléctrico contar con ma-
yor competencia por la facilidad de construcción de las plantas térmicas.

Se aplicó el criterio de subsidiareidad establecido en la Constitu-
ción Política, ya que en aquellos lugares donde no fue posible concretar
la inversión privada, el Estado asumió su rol, invirtiendo principalmente
en las zonas más pobres. El Estado centralizó sus recursos en aquellas
áreas sin suministro de energía en la búsqueda de otorgar mayor cober-
tura de los servicios. Este rol se ejerció principalmente a través del Mi-
nisterio de Energía y Minas que desarrolló un intensivo plan de electrifi-
cación.

Los buenos resultados en la gestión de regulación iniciada por la
CTE mediante un equipo técnico capacitado y reducido llevaron en 1998
a la creación de una agencia de supervisión de la energía (OSINERG)
que ejerciera el rol de fiscalización de la industria, hasta ese momento en
manos del ministerio sectorial. De esta forma se buscó garantizar la cali-
dad de servicio y los estándares a los que se obligaron los prestadores del
servicio. Más adelante ambas instituciones se fusionaron y consolidaron
en otra mayor OSINERGMIN que agrega funciones de supervisión, fis-
calización y regulación en electricidad, gas natural, hidrocarburos líqui-
dos y, recientemente, minería.

Los últimos cinco años han significado la consolidación de OSI-
NERGMIN en el nuevo rol regulador y supervisor del Estado, situándose
como un organismo de referencia en Latinoamérica por los buenos resul-
tados de sus programas y de los modelos, empleados tanto en regulación
como en la supervisión de la actividad eléctrica. En el cuadro 2 se resu-
me esta situación de mejora en los principales indicadores de supervisión
eléctrica.2

Durante el período se presentaron diversas oportunidades y retos
que afrontar. En la generación fue necesario promover una mayor inver-
sión y asegurar la provisión de energía, considerando las altas tasas de
crecimiento de la demanda. Esto, sumado a que los costes marginales se
incrementaban sostenidamente desde el año 2004 por razones hidrológi-
cas y por la demora de algunas inversiones importantes. Para superar esta
situación se implementaron algunos ajustes regulatorios que —al hacer
más predecibles los modelos y horizontes de cálculo— incentivaron la
inversión.
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En el caso de los consumidores finales, la implementación inicial del
modelo trasladaba la totalidad de los costes incurridos explícitamente.
Esto originó grandes diferencias entre las tarifas que asumían los consu-
midores de diferentes regiones/ciudades con los consiguientes problemas
sociales. Como se explica más adelante, la principal herramienta usada
para equilibrar esta situación fue el Fondo de Compensación Social Eléc-
trica (FOSE) implementado en el año 2001.

Los buenos resultados macroeconómicos del país y el crecimiento
de la demanda —que originó el incremento de los costes marginales de
generación— llevaron a la necesidad de contar con nuevas formas de
promover la inversión en generación y transmisión que se iniciaron du-
rante el año 2007, situación que generó una nueva reforma del sector
eléctrico, aunque en este caso solo enfocado en estas actividades (el mo-
delo de distribución se mantiene igual al del año 1992).

Entre las principales medidas —aún en proceso de implementa-
ción— están las subastas de electricidad para abastecer la demanda ac-
tual y futura de energía, que sustituirán progresivamente a las regulacio-
nes en generación de electricidad. El precio de generación hasta antes de
esta medida se realizaba a través de una regulación.

En el caso de la transmisión, la reforma de segunda generación con-
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CUADRO 2
Principales indicadores de calidad del sector eléctrico peruano

1994 2006 Variación

Tiempo medio de interrupción del 84 8 –91%
servicio (horas)*

Frecuencia media de interrupción del 23 3 –88%
servicio*

2003 2007 Variación

Deficiencias del servicio de alumbrado 11% 2% –80%
público

Precisión de los medidores de consumo 13% 5% –62%
de electricidad de los hogares

* Empresa privada que atiende en Lima.
FUENTE: OSINERGMIN.
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sidera la planificación de la transmisión nacional y un sistema de pro-
moción de las inversiones. Además, se modernizó la coordinación del
sistema con la implementación de un operador de mercado y del sistema
con mayor independencia.

3. El servicio universal de la electricidad en el Perú

A partir de lo que significó el proceso de reforma3 en la prestación de los
servicios de electricidad, en la presente sección se describen los alcances
de la materia de fondo del presente artículo, indicando que no se cuenta
con una legislación expresa que defina las Obligaciones de Servicio Uni-
versal (OSU) de manera taxativa.

No obstante lo indicado, las normas peruanas señalan detallada-
mente cuáles son estas (Bel, 2007). Así, se tiene el otorgamiento de con-
cesiones de distribución por ámbito geográfico, se identifica el área de
obligatoriedad de la prestación del servicio por parte de las concesiona-
rias (empresas distribuidoras) y se establecen los derechos de los ciuda-
danos dentro del ámbito así como los plazos para la atención de nuevos
clientes. Adicionalmente, se encuentra normada la obligatoriedad de
atención a aquellos que se acerquen al límite de la concesión. Esta situa-
ción, teóricamente apropiada, no termina por resolver el problema de co-
bertura ya que la obligación de la concesionaria se limita a áreas prede-
terminadas que no alcanzan a cubrir todo el territorio nacional y no se
señalan responsables para las áreas no concesionadas.

La responsabilidad de la prestación del servicio está dada en exclu-
sividad a un operador calificado por el Ministerio de Energía y Minas de-
nominado concesionario. Esta exclusividad se justifica en la condición
de monopolio natural de la actividad de distribución de electricidad. En
el caso de la capital (Lima), cuenta con dos empresas privadas que atien-
den la zona norte y sur.

El sector cuenta con un sistema de precios en generación, transmi-
sión y distribución de electricidad para condiciones de eficiencia reco-
nociéndose todos los costes que se incurren para la prestación, según el
modelo establecido para cada actividad. La reforma sectorial permitió
consolidar un sistema de regulación que cuenta con los requerimientos
de transparencia, equidad y participación de los grupos de interés y es
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administrada por un organismo de regulación independiente. Las meto-
dologías previstas para la regulación tienen como objetivo proteger a la
inversión al reconocer los costes explícitamente, así como proteger a los
consumidores con una rigurosa aplicación normativa. Esto permite que
los precios que se trasladen a los consumidores sean eficientes. En este
esquema se cuenta con algunos sistemas de subsidios internos y exter-
nos, como parte de la normativa, con el objetivo de hacer asequible los
valores a las poblaciones en extrema pobreza.

Un eje gravitante del sector eléctrico peruano es el referido a la ca-
lidad del servicio. La reforma contempla de manera paralela al sistema
de precios, un conjunto de reglas que define la calidad del servicio me-
diante un sistema de indicadores y estándares o tolerancias a que se obli-
gan los concesionarios. Estos indicadores se encuentran principalmente
en aspectos de continuidad del servicio, calidad del producto y atención
comercial. Su seguimiento se ejerce a través del organismo regulador que
efectúa el monitoreo periódico de la actividad y ejerce sus funciones su-
pervisoras y sancionadoras en el sector.

Finalmente, ejerciendo su rol subsidiario, para aquellas zonas no
concesionadas, el Estado a través de sus instancias nacionales o regiona-
les, desarrolla y ejecuta proyectos de electrificación principalmente en
zonas rurales o aisladas, las que luego son transferidas a las empresas
distribuidoras estatales.

Estas obligaciones de servicio universal expuestas son sistematiza-
das y organizadas en los siguientes acápites. Los dos temas importantes
en el servicio universal son las soluciones dadas a través de lo que se de-
nomina las «tres aristas del servicio universal» y la cobertura del servi-
cio de electricidad

Las tres aristas del servicio universal

El servicio universal se evalúa en el caso peruano a partir de tres aproxi-
maciones principales en su desarrollo, que contribuyen concurrentemen-
te desde perspectivas diferentes: regulación, supervisión y rol subsidiario.
En la figura 1 se puede ver en el tiempo cómo se han ido implementado
estas medidas.
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La regulación y las obligaciones del servicio universal

La regulación de precios en el nuevo modelo implementado en el año
1992 (y revisado el año 2006 para la generación y transmisión) tiene un
marco regulatorio que se considera la piedra angular para el desarrollo
del sector eléctrico. Se inició con la promulgación de la Ley de Conce-
siones Eléctricas (LCE) y su reglamentación normativa, las cuales dise-
ñaron reglas y modelos de regulación. Cada actividad (generación, trans-
misión y distribución) cuenta con sus propios principios y conceptos que,
a manera de resumen, se presentan en el cuadro 3.

La reforma implantada en el sector eléctrico peruano considera la
separación de actividades, proporcionado un modelo de regulación dis-
tinto, atendiendo las particularidades de cada mercado. Así, en el caso de
la generación se considera que tiene características que pueden conver-
tirla en un mercado competitivo. En el caso de la transmisión y distribu-
ción se habla de monopolios, considerando para estas actividades mode-
los de regulación específicos.

El sistema tiene diversas tarifas aplicables. Dependiendo de las ca-
racterísticas de cada localidad, las tarifas se encuentran diferenciadas.

360 Edwin Quintanilla Acosta

FIGURA 1
Etapas del servicio universal en el Perú

FUENTE: elaboración propia.
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Esto motiva que exista una disparidad considerada a veces injusta desde
el punto de vista del servicio universal, habiéndose diseñado diversos
mecanismos para paliar estas particularidades del modelo que se expli-
can más adelante.

La fijación de las tarifas previas a la reforma (años 1985-1992) evi-
denciaba una crisis insostenible, con valores que no reflejaban los costes
del servicio y con un ente regulador sujeto a la decisión política al mo-
mento de establecer los precios máximos. En esta etapa las tarifas tenían
que ser aprobadas por el Poder Ejecutivo.

La propia CTE resume en su Anuario 1985-1989 esta situación
como una «electricidad muy barata para que nadie se incomodara»4 sin
tener en cuenta los costes. En el nivel más bajo, las tarifas alcanzaron a
cubrir únicamente el 7% de los costes5 como se aprecia en la figura 2.

Simultáneamente con la reforma y hasta el año 1995, las tarifas al-
canzaron progresivamente sus valores económicos reales. Los procesos de
regulación desde el año 1993 respondieron a costes eficientes, fijándose
como tarifas aquellas resultantes de los estudios técnicos ceñidos al marco
regulatorio. Desde el año 1995 hasta el año 2007 (13 años consecutivos)
las tarifas han mantenido dichos niveles por primera vez en la historia de
la electricidad en el Perú.

362 Edwin Quintanilla Acosta

FIGURA 2
Tarifas aplicadas y económicas (en porcentaje)

FUENTE: OSINERGMIN.
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Analizando las alternativas de financiación del servicio universal,
la aplicación del marco normativo en tarifas —además del propio siste-
ma de regulación y sus procedimientos— cuenta con un conjunto de sub-
sidios de naturaleza interna y externa a las empresas prestadoras. Dichos
subsidios se han implementado progresivamente desde el inicio de la re-
forma sectorial de manera explícita.

Para cada concesionario de distribución de electricidad, las tarifas
de electricidad cuentan con subsidios cruzados internos en la tarifa de
distribución, ya que el coste reconocido en la tarifa por la inversión y ex-
plotación de la red de media y baja tensión es único por cada concesión
(que agrega varias ciudades), lo que significa en los hechos que existe
una sola tarifa para esta agrupación.

De manera similar, las redes de transmisión secundaria de cada
concesionaria son asumidas por toda la demanda generándose un subsi-
dio cruzado interno. Al inicio de la reforma, cada región/zona reflejaba
en sus costes los peajes de transmisión individuales, posteriormente se
asignó al conjunto de la concesión.

Entre concesionarios de distribución de electricidad, se presenta el
subsidio más importante. El Fondo de Compensación Social Eléctrica
(FOSE) creado el año 2001, que establece descuentos6 e incrementos ta-
rifarios por segmentos de consumo. Los incrementos del orden del 2,4%
de las tarifas del segmento aportante permiten descuentos focalizados en
los usuarios de menores consumos y con costes unitarios elevados.

También a este nivel se cuenta en las tarifas de transmisión principal
(redes de interconexión nacional con flujos bidireccionales) con un subsi-
dio entre empresas concesionarias y consumidores libres (mayores a 1000
kW), quienes asumen un único cargo por peaje de transmisión. Dicho pea-
je incluye los costes de inversión y operación y mantenimiento de las redes.

Una reciente adecuación normativa considera adicionalmente, un
subsidio relativo a la ponderación de los precios de generación obtenidos
en las subastas de energía que se asignan a todos los concesionarios del
país, al considerar que una subasta podría privilegiar a un concesionario
en particular por su régimen y nivel de riesgo empresarial.

Finalmente, se creó en el año 2006 un subsidio explícito entre em-
presas concesionarias. Se trata de una compensación para beneficiar a los
sistemas aislados7 dados sus altos costes asociados mayormente a la ge-
neración térmica y al precio de los combustibles. Este instrumento tiene
características de una contribución solidaria de todo el mercado.
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Rol subsidiario en la ampliación de la frontera eléctrica

Un aspecto relevante en el cumplimiento del servicio universal en el sec-
tor eléctrico se implementó a través de los programas de ampliación de la
frontera eléctrica. Se concentró en las zonas alejadas de las redes exis-
tentes, en las cuales se han desarrollado planes de electrificación rural
permitiendo una mayor penetración del servicio.

Dadas las características geográficas y con los problemas socioeco-
nómicos de un país emergente, se mantienen bajos niveles de cobertura en
Perú, lo que llevó a los gobiernos a desarrollar un sistema de expansión par-
ticular. En el período analizado se emplearon dos fuentes principalmente.

Por un lado se tuvo un proceso de expansión llevado a cabo por los
concesionarios de distribución en sus respectivas áreas de concesión, se-
gún sus planes y a requerimiento de los usuarios. Este fue dinamizado en
el caso de Lima por la privatización de las empresas distribuidoras que
buscaron expandir sus servicios en la capital de manera acelerada duran-
te los primeros años. En el caso de las empresas de propiedad estatal, la
expansión estuvo limitada por los recursos operativos disponibles.

Por otro lado, se tuvo un programa de inversiones ejecutadas por el
Estado, a través del Ministerio de Energía y Minas y de algunos gobier-
nos regionales. En este caso se emprendieron proyectos de electrifica-
ción en zonas no concesionadas. El financiamiento de estos proyectos se
asumió a través del Estado.

Cabe destacar que las concesiones de distribución se encuentran li-
mitadas a áreas específicas reservadas para los correspondientes opera-
dores y con obligación teórica de suministro de electricidad. Las demás
áreas constituyen la mayor parte del territorio nacional y no tienen obli-
gación explícita por lo que el Estado asume su rol subsidiario. Los mon-
tos de inversión del Estado variaron en el tiempo, teniéndose niveles
anuales del orden de 47 millones de dólares (en el período 1997-2006) y
de 90 millones de dólares durante el año 2007.

El alto coste de la prestación del servicio (inversión y operación y
mantenimiento) dificulta la inversión en áreas rurales ya que cada vez se
aprecia que estos vienen incrementándose de manera sostenida, debido
principalmente a la mayor dispersión geográfica y a un reducido consu-
mo de la población rural. Este sector de la población no resulta atractivo
a la inversión privada y los limitados fondos públicos no alcanzan para
atender estos requerimientos de inversión.
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Sobre esto último, el sistema de precios del sector eléctrico determinó en
el período analizado que las tarifas de distribución en áreas rurales se han
incrementado desde el inicio de la reforma en un 140%. En la figura 3 se
evidencia esta situación, explicable en primer lugar por el nivel de den-
sidad y las inversiones asociadas así como por el incremento de los pre-
cios internacionales de los metales que componen la red.

La expansión futura de estas redes así como su financiamiento co-
rresponderá a la gestión del Estado en su rol subsidiario mediante la
construcción de la infraestructura convencional y no convencional (cel-
das fotoeléctricas, energía eólica, etc.). Durante el año 2007 se actualizó
el marco normativo mediante la Ley General de Electrificación Rural
(LGER) para hacer posible esta situación futura.

Los aspectos relevantes en la LGER que influirán en el desarrollo
rural futuro consideran la dotación de recursos para las obras por parte
del Estado mediante la asignación de un fondo, la transferencia de obras
y obligación de concesionarias de recibirlas a título gratuito, el carácter
exclusivo de la zona de concesión rural que se asigna a la empresa distri-
buidora correspondiente, el régimen regulatorio especial que se conside-
ra en adición al marco general, la prohibición de venta en bloque a clien-
tes de electrificación rural y la creación de un fondo para promover usos
productivos de electricidad y energía renovable.

FIGURA 3
Tarifas de distribución rurales (en dólares /kW-mes)

FUENTE: elaboración propia según OSINERGMIN.
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La supervisión y las obligaciones del servicio universal

Un aspecto no considerado usualmente cuado se desarrollan las investi-
gaciones en el campo del servicio universal es la supervisión y fiscaliza-
ción del sistema eléctrico, aun cuando se considera una variable impor-
tante en los procesos de reformas del sector eléctrico debido a que la
calidad del servicio forma parte de los beneficios que traerían estos cam-
bios. En muchas economías la supervisión terminó soslayándose en su
importancia, creando malestar en los consumidores por las promesas
ofrecidas en la mejora de la prestación de los servicios públicos ante los
procesos de liberalización de los mercados (Costas, 2006).

Con el objetivo de fiscalizar la prestación del servicio, en el año
1997 se creó el OSINERGMIN como ente autónomo encargado de la su-
pervisión de la actividad eléctrica, independizando estas funciones del
ministerio sectorial. Dicha institución inició sus actividades en 1998 en
los sectores de electricidad e hidrocarburos.

En el año 2003 se rediseñaron y sistematizaron los procesos técnicos
y comerciales del servicio de electricidad así como de los otros sectores.
El objetivo del rediseño fue lograr una mejora continua en la prestación
de los servicios al consumidor que permita a las empresas concesionarias
cumplir eficazmente con las normas técnicas de calidad y de supervisión
de la actividad.

Los procesos de supervisión implementados a partir del año 2003 se
basaron en cuatro criterios fundamentales. En primer lugar se elaboraron in-
dicadores para medir los resultados de la supervisión efectuada. La variable
a medir corresponde al resultado de la prestación del servicio y no al proce-
dimiento interno de la concesionaria. El operador tiene como obligación ha-
cer todos los esfuerzos operativos y resolver eficientemente los diversos
servicios que presta bajo una gestión interna, en la cual el regulador no debe
interferir. A este le corresponde medir los resultados de manera muestral y
representativa así como ejercer los procesos administrativos y sancionado-
res, para los casos en que se excedan los límites establecidos previamente.

En segundo lugar, los procesos de supervisión se efectuaron según
la información generada por las concesionarias, siendo ellas mismas las
que aportan información al organismo regulador con carácter de declara-
ción jurada que es verificada por este. En tanto sea necesario se recurre a
terceros para obtener información de campo de primera fuente que deno-
te la verdadera prestación del servicio.
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También se diseñaron y promulgaron procedimientos de supervi-
sión explícitos, los cuales señalan los procesos a supervisar, siendo anun-
ciados previamente y fijando las condiciones en que se efectuarán los
procesos de verificación. Para este fin OSINERGMIN cuenta con 21 pro-
cedimientos explícitos que detallan la forma y la información que se eva-
luará, así como su periodicidad. Esto permite contar con comparaciones
de los diversos concesionarios que luego de los procesos son publicadas
por el regulador. Los procedimientos indicados cuentan con certificacio-
nes de calidad ISO 9000 a fin de garantizar su trazabilidad y resultados.

Por último se estableció un sistema de multas con diseño económi-
co. Así, las sanciones aplicables a la transgresión de los estándares esta-
blecidos son explícitas y corresponden a un diseño económico que reco-
ge una metodología de costes evitados en la prestación del servicio. Las
señales económicas que se incorporan permiten a los concesionarios eva-
luar su actuación y los orienta a cumplir con las exigencias y así evitar
las sanciones previstas.

Este esquema de supervisión cuenta a la fecha con cinco años de
aplicación y evaluación empleando los principios antes indicados y se-
parando con claridad las funciones propias de cada agente. Algunos re-
sultados obtenidos se muestran en el cuadro 2.

Cobertura de electricidad

Entendiéndose como cobertura de electricidad el porcentaje de la pobla-
ción que cuenta con suministro de electricidad, se presenta a continuación
un diagnóstico de este indicador para el caso peruano, comparándolo en
el primer caso con algunos países de América del Sur y haciendo un aná-
lisis interno en el segundo caso.

En el contexto latinoamericano

La Comisión de Integración Energética Regional (CIER, 2007) publica pe-
riódicamente la evolución de los indicadores de cobertura del servicio de
electricidad en la región a partir de la información reportada por los países
miembros. Esta información comparativa para los años 1992 y 2006 evi-
dencia la evolución en la cobertura, como se muestra en la figura 4.
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En el año 1992 existían tres economías con bajas coberturas de electrici-
dad: Perú (42%), Bolivia y Paraguay (56%), que reflejaban la precarie-
dad y el nivel de desarrollo de esta actividad en comparación con otros
países que superaban el 90% como Argentina, Chile y Uruguay.

En el año 2006, estos niveles evolucionaron favorablemente. Los ni-
veles alcanzados por aquellos países con menor cobertura inicial son: Para-
guay con un 94%, Perú con un 79% y Bolivia con un 69% reflejando al mis-
mo tiempo la dificultad de su desarrollo por su geografía y baja densidad.

Los mayores avances en la región se aprecian en Paraguay y Perú
que presentan evoluciones importantes con crecimientos respecto a sus
valores iniciales del 68% y 77% en el coeficiente de electrificación, lo que
significó beneficiar a una población de 3 y 10 millones de personas para
Paraguay y Perú respectivamente. Esto equivale a haber incrementado en
más del 100% la población inicial que contaba con ese servicio al inicio
del período de evaluación (año 1992), conforme se presenta en la figura 5.

FIGURA 4
Coeficiente de electrificación en Latinoamérica (1992 y 2006)

FUENTE: elaboración propia según CIER (2007).
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En Perú

La evolución de la cobertura de electricidad se evalúa mediante dos indi-
cadores: número de clientes y coeficiente de electrificación. La figura 6
presenta esta información desde el año 1985 hasta el año 2007.

Este comportamiento se ha presentado como resultado de la reforma
sectorial iniciada en el año 1992. La evolución de estos indicadores tiene
dos etapas claramente distinguibles: 1985-1993 y 1994-2007, las cuales
reflejan principalmente una situación previa y posterior a la reforma sec-
torial. En la segunda etapa, la evolución ha sido el resultado de la gestión
de concesionarios de distribución (privados y públicos) así como del Es-
tado en su rol de expansión en áreas rurales.

La cobertura del 80% alcanzada el año 2007 resulta aún insuficiente si
consideramos la población sin servicio de electricidad y la creciente necesi-
dad de contar con este suministro para el desarrollo económico de las po-
blaciones. Los niveles de electrificación reportados corresponden a aquellos

FIGURA 5
Coeficiente de electrificación (CE) y población beneficiada (PB) para los años

1992 y 1996

FUENTE: elaboración propia según CIER (2007).
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calculados por el Ministerio de Energía y Minas en función de la evolución
del número de consumidores conectados y del crecimiento poblacional.

El promedio nacional alcanzado en la cobertura de electricidad no
es una cifra uniforme en todo el territorio peruano. A partir de la infor-
mación que se cuenta para el año 2006, se aprecia que existen diferencias
notables como se presenta en la figura 7.

La desigualdad en las zonas comparadas refleja la diversidad del
país. Según las cifras oficiales del Ministerio de Energía y Minas, en tan-
to la cobertura en la capital (Lima) es del 99%, la región con menos elec-
tricidad es Cajamarca con un 38% (que cuenta con un enorme potencial
minero). La provincia con menos cobertura es Pachitea (Región Huanu-
co) con tan solo un 6% (ubicada en los andes peruanos). En los distritos
(componentes de una provincia), existen algunas poblaciones que no
cuentan con electricidad.

Estas diferencias en la cobertura nos dan una señal de falta de equidad
y distribución de la electricidad en el Perú. Las zonas con mayores niveles
de pobreza usualmente no cuentan con el servicio de electricidad, como
es el caso de la sierra rural. Comparando Lima (la capital) con las provin-
cias resulta el nivel de cobertura eléctrica que se muestra en la figura 8.

FIGURA 6
Número de clientes y cobertura en Perú

FUENTE: OSINERGMIN.
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En las zonas de menor cobertura aludidas, el problema no se encuentra
circunscrito al ámbito del servicio eléctrico, sino a las carencias e indi-
cadores de desarrollo que nos muestran la dificultad de la vida en esas re-
giones.

FIGURA 8
Coeficiente de electrificación 2007

FUENTE: elaboración propia según datos de OSINERGMIN y Ministerio de Energía y Minas.
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FIGURA 7
Cobertura del servicio eléctrico en Perú (2006)

FUENTE: elaboración propia según INEI/OSINERGMIN.
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4. El Fondo de Compensación Social Eléctrica (FOSE)

La reforma sectorial iniciada en el año 1992 consideró la aplicación plena
de tarifas que reconocían los costes incurridos en cada sector típico y en
cada sistema eléctrico, sin discriminación alguna. Así, se corrigieron las
distorsiones del pasado que consideraban tarifas para la agricultura, para
los bomberos, etc., mediante descuentos sin sustento explícito alguno.

Esta aplicación inicial, si bien corrigió las distorsiones señaladas,
generó otras como la desigualdad tarifaria en las diversas localidades o
ciudades en las que se prestaba el servicio público. La diferencia en las
tarifas entre un sistema con generación aislada (con petróleo diesel y sec-
tor de distribución rural), respecto a la capital Lima (generación interco-
nectada y sector de distribución de alta densidad), alcanzaba el 80%. Esta
situación, si bien explicable por los costes del servicio, no fue compren-
dida por los consumidores generándose protestas, llegándose en algunos
casos a presentar diferencias importantes en las tarifas aplicadas a los
consumidores a quienes les separaban distancias reducidas dada la topo-
logía de los sistemas eléctricos.

En el año 2001, mediante una ley se estableció un fondo de com-
pensación (FOSE) para hacer posible una mayor equidad entre los con-
sumidores peruanos. En su diseño se consideró que las empresas presta-
doras de los servicios no se afecten en sus ingresos y que el aporte no sea
significativo pero si eficaz.

El FOSE alcanza a los consumidores del servicio público nacional
(no incluyéndose a los consumidores del mercado libre por la imposibi-
lidad legal de afectar los precios contractualmente pactados). El fondo
abarca en la actualidad al 55% del mercado de energía, sin afectar al 45%
restante que incluye al mercado libre.

En la figura 9 se presentan los resultados de este esquema. Los con-
sumidores que aportan recursos al fondo son aquellos que se encuentran en
el sistema interconectado nacional con consumos mayores a 100 kWh/mes
(1,8 millones de hogares/suministros que representan el 48% del mercado
de electricidad en Mwh). Los receptores del fondo son aquellos hogares
del sistema interconectado o aislado con consumos menores o iguales a
100 kWh/mes (2,5 millones de suministros nacionales que representan el
5% del mercado de electricidad en Mwh). Los clientes del sistema aislado
con consumos mayores a 100 kWh/mes no son receptores ni aportantes.

El monto que se transfiere anualmente del segmento aportante al re-
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ceptor, en el ámbito nacional, es del orden de 28 millones de dólares, lo
que significa un incremento en las tarifas eléctricas (de los consumidores
aportantes) del 2,4%. Las transferencias mensuales tienen lugar entre em-
presas distribuidoras conforme a las resoluciones que emite el organismo
regulador, encargado del cálculo y liquidación de las transferencias.

Los descuentos que considera el FOSE varían dependiendo del
consumo mensual de los usuarios. En el cuadro 4 se puede apreciar que
el segmento de mayor descuento (62,5%) es para los sistemas aislados
rurales con consumos de hasta 30 kWh/mes. En el otro extremo, los me-
nores descuentos están en aquellos usuarios del sistema interconectado
con consumos de 100 kWh/mes, a quienes se les deduce el equivalente a
7,5 kWh/mes.

La evolución del FOSE desde el inicio de su aplicación en octubre
2001 a diciembre 2007 muestra que, si bien el número de consumidores va-
rió un 27% en el período, los receptores lo hicieron solo un 15% en tanto
los aportantes crecieron un 49%. Esto significó el desarrollo del mercado
de electricidad, que se consolidó con un creciente incremento de los con-
sumos a pesar de la incorporación de nuevos usuarios principalmente rura-
les con bajos consumos. En términos de energía la evolución fue similar.

FIGURA 9
Estadísticas del FOSE 

(según porcentaje de participación de las ventas en Mwh)

FUENTE: elaboración propia según OSINERGMIN.

Benefi ciarios 5%
2,5 millones de usuarios

38 kWh/mes
Otros 2%

Mercado libre 45%
252 usuarios
3,8 millones kWh/mes

Aportantes 48%
1,8 millones de usuarios

574 kWh/mes
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Los recursos del FOSE han variado desde el inicio de su operación. Así en
el año 2002, el fondo alcanzó 16 millones de dólares en tanto que para el
año 2008 se estima en 28 millones de dólares que comparado con una fac-
turación total de electricidad de 1.983 millones de dólares anuales resulta
en un recargo poco significativo. El cuadro 5 presenta la evolución de la
dimensión del FOSE y de la facturación total del sistema eléctrico.

El factor de recargo del FOSE, que representa el incremento de las
tarifas que pagan los aportantes para el sostenimiento del fondo, es redu-
cido si lo medimos por su impacto en las tarifas. Dicho factor se encuen-
tra actualmente en un 2,4% con una evolución según se muestra en la fi-
gura 10.

Los resultados de la aplicación del FOSE han permitido en la prác-
tica equilibrar los precios de las tarifas para los distintos tipos de usua-
rios de menores consumos de los sistemas eléctricos. Los precios medios
alcanzados después de aplicar el FOSE se encuentran al nivel de Lima
(30 cent. S/./kWh) equivalente a 10 ctv. dólares/kWh.

374 Edwin Quintanilla Acosta

CUADRO 4
Descuentos y aportes del FOSE

Descuentos del FOSE

Consumos Consumos > 30
Usuarios Sector ≤ 30 kWh/mes hasta 100 kWh/mes

Sistema interconectado Urbano 25% 7,5 kWh/mes
Urbano-rural 50% 15 kWh/mes
y rural

Sistemas aislados Urbano 50% 15kWh/mes
Urbano-rural 62,5% 18,75 kWh/mes
y rural

Aportes al FOSE

Usuarios Sector Incremento ≥ 100 kWh

Sistema interconectado Todos 2,4%

FUENTE: elaboración propia.
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CUADRO 5
Monto del FOSE

Fondo FOSE Facturación
Año Millones de dólares Millones de dólares

2002 16 1.161
2003 17 1.226
2004 19 1.384
2005 24 1.585
2006 25 1.691
2007 28 1.831

2008 estimado 28 1.983

FUENTE: elaboración propia según OSINERGMIN.

Los niveles alcanzados han permitido una mejor aceptación del sistema
regulatorio y de la reforma. La comparación del alcance del FOSE (usua-
rios beneficiados) con los niveles de pobreza registrados en cada región
del Perú nos dan la evidencia de la buena focalización del fondo. Este se

FIGURA 10
Evolución del factor de recargo del FOSE

FUENTE: OSINERGMIN.
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FIGURA 11
Comparación de precios medios con Lima

FUENTE: elaboración propia según OSINERGMIN.
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FIGURA 12
Hogares beneficiados por el FOSE (en porcentajes)

FUENTE: OSINERGMIN.
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encuentra orientado principalmente en las diversas regiones en niveles
cercanos a la pobreza, lo que nos indica que la exclusión es inexistente y
la inclusión de algunos consumidores de mayores consumos no es signi-
ficativa si consideramos la simplicidad del subsidio. En la figura 12 se
presenta esta situación.

Si evaluamos el FOSE siguiendo los lineamientos dados por Foster
(2004) para definir un «buen subsidio», se encuentra que este responde a
una necesidad real, ya que las tarifas sin FOSE para los sectores rurales
y aislados (zonas de mayor pobreza) casi duplican las tarifas de la capi-
tal lo que genera una falta de equidad en la aplicación tarifaria. El FOSE
mantiene viable la reforma regulatoria y económica con un recargo poco
significativo (del 2% al 3%) al segmento de mayores consumos aplica-
dos en un país con diferencias sociales importantes.

Igualmente, este fondo tiene un buen nivel de focalización ya que
los subsidios se han dirigido a los sectores cuyas tarifas tienen un alto
coste de servicio y a la vez bajo poder adquisitivo que se evidencian por
los bajos consumos por usuario registrados. La exclusión de los sectores
pobres es mínima si comparamos el alcance del FOSE con los niveles de
pobreza por región.

El esquema adoptado en el FOSE tiene bajos costes de administra-
ción, ofreciendo una característica de eficiencia. Estos costes se limitan
a registrar y procesar información disponible ya que los cálculos se ha-
cen en función a los consumos registrados por las concesionarias para el
proceso comercial, no significando la aplicación de nuevas bases de da-
tos o costosos procesos de identificación. El Organismo Regulador
calcula las liquidaciones y programas de transferencias trimestrales, así
como el porcentaje de sobrecargo tarifario mediante resoluciones.

Finalmente se podría considerar que el FOSE no genera incentivos
negativos. Las empresas reciben los ingresos tarifarios previstos en la re-
gulación sin distorsionar sus ingresos. A las tarifas aplicadas directa-
mente se añaden o deducen las transferencias netas que conforme a un
programa de pagos establece el organismo regulador. Los costes del ser-
vicio y las compensaciones son explícitos, ya que las facturas indican ex-
presamente los conceptos y los montos del FOSE. Los recargos aplicados
no han generado incentivos para que los consumidores aportantes al fon-
do reduzcan sus consumos con el objetivo de ser beneficiados por el sub-
sidio.
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5. Conclusiones

La reforma del sector electricidad iniciada el año 1992 introdujo un sis-
tema de tarifas eficiente que reconoce los costes económicos asociados a
la prestación del servicio eléctrico. Sin embargo, la aplicación de este
nuevo sistema tuvo como resultado algunas diferencias en los precios
que afectaron principalmente a los pobladores de menores recursos.

Al tratarse de un sistema de tarifas técnico y basado en costes del
servicio, las obligaciones de servicio universal, aunque estuvieron in-
cluidas en el modelo, no solucionaban el problema de acceso. De esta
forma, en la etapa analizada no se reconoce explícitamente el término
«servicio universal», pero si se precisan las obligaciones básicas, como
por ejemplo que las empresas distribuidoras, que operan bajo condicio-
nes de monopolio natural, deben atender a todos los usuarios que solici-
ten el servicio dentro del área de concesión.

Adicionalmente, la reforma contempló un plan de supervisión para
la verificación de los niveles mínimos de calidad del servicio compro-
metidos. De esta forma, el servicio universal se evalúa a partir de tres
aproximaciones principales: la regulación, la supervisión y el rol subsi-
diario. El rol subsidiario es ejercido por el ministerio sectorial, mientras
que los otros dos son ejercidos por el organismo regulador.

El sistema de financiación de las obligaciones de servicio universal
cuenta con diversos mecanismos. En las tarifas se utiliza el esquema de
subsidios cruzados entre consumidores, lo que permite disponer de tari-
fas únicas a ciertos niveles y para un determinado grupo de clientes de
cada concesión. En el caso de transmisión principal (sistema de redes de
interconexión) se cuenta con un cargo común único nacional y de mane-
ra similar en las subastas de electricidad (generación) se tiene un esque-
ma de ponderación de precios entre todas las distribuidoras.

El esquema más importante de compensación en las tarifas regula-
das es el Fondo de Compensación Social Eléctrica (FOSE) que permite
reducir la factura por el servicio eléctrico de aquellos clientes que tienen
las tarifas más altas —ya sea por su ubicación geográfica o por las me-
nores economías de escala— y consumos menores a los 100 kWh/mes.
Este mecanismo permite descuentos en las tarifas, para incentivar el ac-
ceso y permanencia, hasta de un 63%, financiándose con un incremento
del 2,4% en las facturas de los aportantes.

Dentro de las ventajas de aplicación del FOSE, están que este res-
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ponde a una necesidad real. Es decir, existen clientes que sin este meca-
nismo tendrían tarifas que casi duplican las tarifas de la capital. También
mantiene viable la reforma regulatoria y económica, sin afectar el siste-
ma de tarifas.

El nivel de focalización del FOSE es apropiado ya que el subsidio se
ha dirigido a los sectores cuyas tarifas tienen alto coste de servicio y bajo
poder adquisitivo, siendo mínima la exclusión de los sectores pobres. Asi-
mismo, este mecanismo tiene reducidos costes de administración y no ge-
nera incentivos negativos, ya que las empresas reciben los ingresos pre-
vistos en la regulación. El subsidio se encuentra explícitamente indicado
en los procesos regulatorios y los recibos que pagan los consumidores.

Un elemento importante en el esquema de servicio universal en el
sector eléctrico peruano es la inelasticidad de la demanda, lo que ha per-
mitido una buena aplicación del FOSE sin generar un desequilibrio entre
el sector aportante y el sector beneficiario. Por su parte, el auge econó-
mico peruano ha ocasionado una migración de usuarios del segmento be-
neficiario hacia el segmento aportante como consecuencia de los mayo-
res consumos de electricidad.

Notas

1. Salvo en el caso de la medición de la cobertura o coeficiente de electri-
ficación (en cuyos casos se hace referencia al porcentaje de la población), los tér-
minos cliente, usuario y suministros son sinónimos y hacen referencia a los ho-
gares o familias.

2. Otros sectores regulados también muestran mejoras en sus indicadores
de calidad. La información se encuentra disponible en la página web de OSI-
NERGMIN www.osinerg.gob.pe

3. No llamamos liberalización como en el caso español porque la libertad
de elegir se dio solo para clientes grandes quedando muchas empresas y consu-
midores residenciales pagando precios regulados

4. Comisión de Tarifas Eléctricas. Memoria Anual 1986-1989.
5. Esto se dio afectando notablemente la situación económico-financiera

de las empresas concesionarias, que a esa fecha eran propiedad del Estado
6. Los descuentos se encuentran diferenciados considerando las caracte-

rísticas de los clientes. Se busca compensar las diferencias en los costes tarifarios
entre las tarifas urbanas y rurales o aisladas

La reforma del sector electricidad en Perú  379
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7. Sistemas que por sus características técnicas (no se encuentran interco-
nectados a un sistema de transmisión que maneja energía producida con distintas
tecnologías) no pueden aprovechar las economías de escala, teniendo costes de
producción altos
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12. El desarrollo de servicios postales universales en
América Latina: una perspectiva económica1

Helmut M. Dietl y Urs Trinkner

1. Introducción

Las obligaciones de servicio universal (OSU) y su financiación en un
mercado liberalizado han sido ampliamente debatidas durante el proceso
de apertura del mercado postal europeo. En este debate, se ha puesto de
manifiesto que: 1) todos los estados miembros han partido de una situa-
ción en la que ya se proveían los servicios universales (y se financia-
ban),2 y 2) que la liberalización afecta, de una forma o de otra, la estabi-
lidad financiera de los servicios universales. Los defensores de la
liberalización postal, al igual que la Comisión Europea, afirman que solo
una liberalización completa del mercado permitirá a los antiguos mono-
polios postales afrontar mejor la nueva época electrónica, debido a la
fuerte presión ejercida por la innovación y la eficiencia. Por otro lado,
los críticos de la liberalización postal han apuntado a las distorsiones
económicas que se pueden producir en el mercado postal. Las importan-
tes economías de escala existentes en la distribución del correo pueden
desaparecer en un mercado liberalizado con la creación de redes parale-
las y en competencia.3 Además, han surgido preocupaciones por la viabi-
lidad de los precios uniformes a la luz de la selección que realizan los en-
trantes en el mercado de los clientes más rentables en áreas de bajo coste.
Es más, la mayor parte de los economistas han cuestionado la viabilidad
de establecer precios uniformes en mercados postales completamente li-
beralizados. Los ejemplos incluyen Crew y Kleindorfer (2006); Panzar
(2001); De Donder et al. (2001); Dietl, Trinkner y Bleisch (2005), o Jaag
(2007). Calzada (2008) muestra que las empresas que entran en el mer-
cado pueden, limitando su cobertura a las áreas de bajo coste, forzar el
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aumento del precio uniforme de la empresa establecida y de este modo
obtener mayores beneficios.

Otras regiones del mundo tienen un punto de partida diferente. En
América Latina, los mercados postales a menudo están desregularizados,
y no queda claro si los servicios postales provistos ahí pueden ser consi-
derados «universales». Por ejemplo, el servicio gratuito y diario de re-
parto a domicilio para todos los ciudadanos sigue siendo la excepción.
En este contexto, antes de evaluar la pregunta sobre cómo financiar ser-
vicios universales es importante formular la pregunta de por qué finan-
ciar determinados servicios. De forma interesante, existen pocos docu-
mentos que se hayan ocupado de este segundo aspecto mientras que el
primer tema ha sido ampliamente debatido en años recientes.

Tomando como dado la existencia de un nivel comparativamente
bajo de servicio universal en América Latina, en el apartado segundo de
este capítulo analizamos la importancia económica de los servicios pos-
tales universales. Concluimos que, pese al surgimiento de sustitutos elec-
trónicos para los servicios postales, estos servicios todavía son un ele-
mento importante para cualquier economía en buen funcionamiento.
Posteriormente, en el tercer apartado, nos preguntamos sobre cuál es la
mejor manera de alcanzar servicios postales universales en América La-
tina y debatimos sobre una serie de aspectos económicos clave para las
obligaciones de servicio universal (OSU). En al apartado cuarto expone-
mos nuestras conclusiones acerca de cuál es la mejor forma de desarro-
llar servicios universales en América Latina. Finalmente, resumimos
nuestros principales resultados.

2. El valor de los servicios universales para la sociedad

Antes de implementar políticas de servicio universal (OSU) en países en
desarrollo es importante saber si las OSU son deseables. ¿Un servicio
postal universal es valorado por la sociedad, y merece aparecer en la
agenda política desde un punto de vista económico?

En la mayoría de los países desarrollados los servicios universales
consisten en un conjunto de dimensiones diferentes que afectan tanto a
los costes de las empresas como a la demanda del consumidor. Las di-
mensiones típicas incluyen:

382 Helmut M. Dietl y Urs Trinkner
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• Gama de productos: una lista de servicios cubierta por las OSU.
• Área de cobertura: la distribución de los servicios debe ser om-

nipresente; se debe ubicar un punto de acceso postal dentro de
una distancia razonable.

• Frecuencia del servicio: la recolección y entrega de la corres-
pondencia deben tener lugar normalmente todos los días labora-
bles, al menos cinco veces por semana.

• Precios: los precios deben ser accesibles y uniformes (al menos
para las cartas de clientes residenciales) para los productos cu-
biertos por las OSU.

• Calidad: una determinada fracción de todo el correo y de los pa-
quetes (e.g. el 97% en Suiza) se debe entregar al día siguiente
(E+1) o tres días más tarde (E+3) de su envío.

• Infraestructura: con frecuencia existen obligaciones para mane-
jar determinadas infraestructuras, como las oficinas postales que
funcionan por cuenta propia.

Veremos en la próxima sección que una combinación razonable de esas
seis dimensiones debería ser crucial para cualquier economía.

El rol económico del servicio universal para un país

En esencia, las regulaciones de las OSU arriba mencionadas tienen como
objetivo asegurar la prestación de un servicio que permita poner en con-
tacto a todos los ciudadanos y empresas (conectados como remitentes y
destinatarios) dentro de una fracción de tiempo razonable (por ejemplo,
en un día) sobre una base confiable (uno debe saber que el destinatario
efectivamente recibe la carta) de manera conveniente (sin gran esfuerzo
para ir hasta una oficina postal o recibir una carta) a tasas de franqueo ac-
cesibles (los sellos deben ser considerados «baratos»).

En relación con la importancia económica del servicio universal,
cabe destacar dos aspectos. Primero, el servicio postal universal hace po-
sible otros sectores de la economía, ya que reduce los costes de transacción
y reduce las distancias entre compradores y los vendedores. Segundo, en
línea con el progreso de los medios digitales para las comunicaciones es-
critas y las transacciones financieras, el correo cubre la creciente brecha
entre el mundo físico y el mundo digital, por lo que constituye un «puen-
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te» entre lo físico y lo digital y toma el rol de un «transformador de último
recurso».

En las siguientes subsecciones analizamos con más detalle estas
dos funciones económicas esenciales.

Facilitador económico

Muchas empresas de correos están orgullosas de sus misiones y de forma
explícita destacan su importancia económica. Por ejemplo, el Correo de
Canadá escribe en su Informe Anual 2007: «Somos uno de los emplea-
dores más grandes en Canadá así como también […] un facilitador sus-
tancial de la economía de Canadá». De forma similar, la visión corpora-
tiva del Correo de Suiza incluye: «Somos la columna vertebral de una
Suiza eficiente». ¿Por qué?

Hacer negocios implica: 1) hacer que tu cliente potencial tome co-
nocimiento de tu oferta, 2) llegar a acuerdos, 3) entregar los artículos
prometidos, 4) facturar, y 5) obtener el pago del cliente. 6) En el caso de
las suscripciones, los clientes necesitan una forma factible de cancelar
sus contratos. Los pasos de esta secuencia que acabamos de exponer es-
tán en gran medida determinados por el mecanismo de pago que se apli-
ca. Sin entrar en detalles, podemos destacar que en una gran fracción de
las transacciones la facturación se realiza una vez entregados los bienes
o servicios. Por tanto, el servicio postal universal tiene un papel vital en
esta secuencia.

1. Publicidad: las cartas (correo directo) son un medio importante
para anunciar nuevos productos en un área específica o para se-
leccionar clientes que reúnen ciertos criterios («selección del
objetivo»). En contraste con otros medios, el correo directo si-
gue siendo el único medio para ponerse en contacto físicamente
con cualquier cliente, sin importar dónde viva o si tiene un tele-
visor encendido en una hora determinada y en el canal adecuado.
En Suiza, el correo históricamente ha sido un medio muy popu-
lar para enviar muestras de productos, por ejemplo una promo-
ción de un nuevo caramelo.

2. Cierre de un trato: una gran fracción de contratos (a tanto alza-
do) son firmados en el hogar y enviados al contratante por co-
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rreo. Que uno cierre o no una venta de larga distancia depende
en gran medida de la disponibilidad, confianza, calidad y el
precio de los servicios postales (cartas, paquetes) y su apoyo
para la aplicabilidad de un contrato. Obsérvese que la omnipre-
sencia de los servicios universales agranda el mercado en tanto
que los negocios pueden llegar a un número mayor de clientes
potenciales.

3. Envío: las ventas de larga distancia requieren de un servicio de
paquetería conveniente, confiable y de precios asequibles para
entregar los bienes al comprador. El remitente debe estar abso-
lutamente seguro de que los bienes llegaran (en buen estado) al
destino elegido por el receptor.

4. Facturación: para las suscripciones, pero también para las ven-
tas de larga distancia, se debe disponer de un servicio estándar
de correo económico que incluya una base legal suficiente para
cartas de cobro y otras por el estilo. En caso de pagos retrasados,
se necesita que estén disponibles servicios adicionales de valor
agregado (e.g. correo certificado, órdenes judiciales). Además,
la calidad del servicio es un aspecto importante que hace posible
aplazamientos creíbles. Si el cartero es percibido como un fun-
cionario gubernamental, esto mejorará aún más las prácticas de
pago en la sociedad.

5. Pago: además de la necesidad de una amenaza creíble del ven-
dedor para hacer cumplir los pagos pendientes de los clientes
(véase el punto 4), se debe disponer de un medio de pago de
bajo coste conveniente para cualquier cliente (incluyendo a los
clientes que no tienen una cuenta bancaria). Aquí, las oficinas
de correo desempeñan un papel importante. Tomando a Suiza
como ejemplo, cualquier persona puede pagar cualquier factura
con dinero en efectivo de forma gratuita. De ahí que en Suiza se
puede pagar cualquier factura en veinte minutos.4

6. Cancelación: para cancelar una suscripción, la parte contratante
requiere a menudo una carta firmada a mano. De nuevo, para
que estas cartas funcionen de forma correcta deben suponer
unos costes de oportunidad razonables (el franqueo y el tiempo
para ponerse en contacto con una red postal deben ser reduci-
dos).
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En términos más económicos, los servicios postales reducen los costes
de transacción entre los compradores y los vendedores, generan externa-
lidades de red, y tienen un papel importante en hacer cumplir los contra-
tos (y por lo tanto los derechos de propiedad). En cuanto a este último as-
pecto, es importante reconocer el rol del sistema postal como elemento
integrante del sistema legal para hacer cumplir los contratos. Los servi-
cios universales aseguran que cualquier persona pueda ponerse en con-
tacto con cualquier otra y cobrar deudas pendientes de forma barata: sin
un servicio de correo estándar confiable (para enviar facturas, recordato-
rios), de correo certificado y productos con validez judicial (la posibili-
dad de tener una prueba de haber informado a la contraparte), y medios
de pago baratos para cualquiera (incluyendo gente que no tiene una cuen-
ta bancaria) muchas transacciones no tendrían lugar.

Esta interacción entre cartas, paquetes y transacciones financieras
parecen cruciales para cualquier economía. Esta situación puede explicar
por qué Suiza ha elegido incluir a estos tres servicios en su obligación de
servicio universal. Es decir, además de las cartas y los paquetes postales,
las transacciones financieras también están incluidas en las OSU.5

Si la interacción anterior entre los tres servicios es importante en el
ámbito nacional, también lo será en el global. En este sentido, es lógico
que la Unión Postal Universal (UPU), establecida en 1874, sea una de las
organizaciones internacionales más antiguas. La UPU tiene como objeti-
vo facilitar el envío de cartas nacionales y los servicios de paquetería en-
tre sus 199 países miembros y reconoce la importancia de las OSU. Re-
cientemente, la UPU inició debates para desarrollar un sistema de pago
financiero mundial. Recuérdese que Western Union se centra en transfe-
rencias de dinero internacionales y colabora de forma muy cercana con
los servicios postales locales, lo cual indica que los servicios postales y
las transacciones financieras tienen un vínculo íntimo (y presentan eco-
nomías de alcance). Por lo tanto, la existencia misma de la UPU y sus es-
fuerzos globalmente reconocidos reflejan nuevamente la importancia
económica del servicio universal; idealmente un juego triple universal de
cartas, paquetes y servicios de pago.

Si los servicios postales posibilitan la actividad económica, ¿la ac-
tividad económica puede ser medida por volúmenes postales?, ¿la activi-
dad económica (e.g. tomando el PIB como proxy) influye sobre los volú-
menes postales o es al revés? Si los argumentos anteriores son ciertos,
habrá una conexión en ambos sentidos: la existencia de unos servicios
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postales adecuados fomentará la actividad económica, y una actividad
económica elevada traerá como resultado unos volúmenes postales más
altos. No es de sorprender que la mayor parte de los estudios empíricos
sobre esta cuestión muestren una fuerte relación, a menudo cercana a 1:1,
entre el PIB y los volúmenes de cartas totales. Es decir, un 1% más de
PIB incrementaría los volúmenes postales en cerca del 1%, ceteris pari-
bus. Trinkner y Grossman (2006) muestran que pese a la sustitución elec-
trónica, esta relación todavía se cumple en Suiza.6

Un puente entre lo físico y lo digital: «el transformador de último
recurso»

En relación con la sustitución electrónica resulta crucial determinar si los
servicios postales mantendrán su importancia (económica) en una era di-
gital. Existe una extensa literatura sobre la sustitución electrónica y el fu-
turo del correo. En este sentido, el lector interesado puede consultar los
estudios realizados por Pitney Bowes.

Pese a las señales de que los servicios postales mantendrán su im-
portancia en el futuro, los administradores postales deben ser precavidos.
Incluso en un escenario en el que la importancia del correo se mantuvie-
ra, globalmente existe una tendencia evidente hacia la digitalización. Los
clientes quieren cada vez más libertad para poder elegir los canales de
comunicación que utilizan. Por lo tanto, los operadores postales deben
ofrecer accesos competitivos a sus canales. Los operadores postales tie-
nen tres opciones; la mayor parte de los operadores modernos siguen es-
tos caminos:

• Primero, los operadores usan nuevas tecnologías digitales para
agregar valor a sus productos tradicionales. Ejemplos de ello son
los servicios de rastreo y de localización, o los correos inteligen-
tes.

• Segundo, los correos han introducido nuevos productos digitales
como el correo certificado electrónico, casillas postales electró-
nicas, o banca electrónica, telefonía móvil y facturación electró-
nica para servicios de pago.

• Tercero, y de manera crucial, los correos cubren la brecha entre
el mundo físico y el mundo digital. Los correos actúan de forma
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creciente y exitosa como «transformadores» entre el medio físico
y el medio digital. Los ejemplos incluyen el comercio electróni-
co, el correo híbrido, los servicios de documentos, el sello elec-
trónico, la gestión de respuesta, los servicios de oficina de co-
rreos, el escaneo, los pagos de entrada y de salida y otros. Los
servicios ofrecidos por algunas empresas, como Amazon, requie-
ren de entrega a domicilio y sistemas de pago que no serían posi-
bles sin correos. Al ofrecer estas interfaces, los correos brindan
apoyo al mundo digital actuando como un «transformador de úl-
timo recurso», del mismo modo en que los bancos nacionales ac-
túan como «prestadores de último recurso». Por lo tanto, los co-
rreos ofrecen un «seguro físico» para el mundo digital y de este
modo apoyan el desarrollo de alternativas digitales.

Teniendo esto en cuenta, los servicios postales universales constituyen
un puente entre el mundo físico y el mundo digital, siempre y cuando los
operadores encuentren rentable realizar esta función de transformación.
Creemos fuertemente que los operadores a su vez intentarán convertir
esta singular proposición de venta en un negocio rentable.

La importancia política de los servicios universales

Las OSU del sector postal reciben una gran atención política. En los paí-
ses industrializados, leves disminuciones en la calidad del servicio pos-
tal provocan una extensa cobertura mediática, debates políticos y una
fuerte oposición de todos lados. Algunas explicaciones de esta situación
son la característica de bien público de los servicios postales (y por lo
tanto su importancia económica), cuestiones de política regional, el pa-
pel de las OSU para la cohesión social,7 la sensibilidad laboral ante los
cambios en las OSU (los operadores postales son uno de los mayores ge-
neradores de empleo del país), y/o la importancia que tiene para el go-
bierno la prestación de unas OSU como unos niveles de exigencia ele -
vados.

En relación con el último punto, los servicios postales histórica-
mente desarrollaron sistemas de direcciones nacionales con códigos pos-
tales, nombres y números de calles. De forma virtual «otorgaron» a la
gente una dirección donde podían ser contactados. Los gobiernos que se
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proponen cobrar impuestos sobre la renta de las personas deben ser ca-
paces de contactar a sus residentes, y las democracias necesitan contac-
tar con todos los ciudadanos para llevar a cabo votaciones públicas trans-
parentes. El establecimiento de un servicio postal universal asegura el
cumplimiento de estos objetivos. Por lo tanto, los servicios postales de-
sempeñan un rol vital en el funcionamiento de un Estado.8

Por último, pero no por ello menos importante, los servicios posta-
les son primordiales en términos de la seguridad nacional. Por ejemplo,
en el caso del colapso de Internet o del suministro de electricidad, los
servicios postales serán la única infraestructura de envío de productos
que quedaría (enfermedad) o los únicos medios de comunicación (colap-
so de Internet). Por lo tanto, la existencia de una red postal en funciona-
miento tiene una gran importancia estratégica.

Concluimos que la prestación de un conjunto eficiente de OSU de-
bería estar en la agenda política de cualquier país, más allá de la etapa de
desarrollo de los servicios postales en la que se encuentre.

3. Temas clave para desarrollar los servicios universales

Una vez identificada la importancia económica de las OSU, a continua-
ción debatimos algunos temas clave que deberían tenerse en cuenta cuan-
do los gobiernos proponen establecer servicios postales universales. Des-
tacamos y explicamos la importancia de algunos aspectos seleccionados,
como la omnipresencia y calidad del servicio, el estatus legal del correo,
el coste de proveer los servicios, cuestiones relativas a la fijación de pre-
cios y el efecto de la competencia. Nuestro objetivo es ofrecer una mejor
comprensión sobre los aspectos económicos básicos del sector postal. A
partir de estas consideraciones en el apartado cuarto presentaremos nues-
tras conclusiones sobre las estrategias de desarrollo de las OSU.

Omnipresencia

Con cada cliente que se conecta a la red postal, las empresas tienen un
mercado más grande que cubrir (véase el apartado segundo para más de-
talles). Por otro lado, de la misma forma que los servicios postales co-
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nectan a todos los ciudadanos, las cartas también son un medio conve-
niente para muchas funciones de gobierno.

En términos económicos, los servicios postales exhiben externali-
dades de red positivas: el valor de la red postal para un grupo de usuarios
(remitentes) incrementa con el número de usuarios conectados a la red
(destinatarios). De forma más específica, los servicios postales presentan
externalidades cruzadas.9 En efecto, los operadores postales pueden ser
considerados plataformas que hacen posible la comunicación y las tran-
sacciones entre dos partes: emisores/remitentes por un lado, y recepto-
res/destinatarios por el otro. Otros ejemplos de actividades donde existen
externalidades cruzadas son algunas aplicaciones de Internet, la industria
de las tarjetas de crédito, la transmisión por radio o televisión, las redes
de usuario a usuario, los sistemas operativos o las redes de telecomuni-
caciones. Además de la fijación de precios, la presencia de estas elastici-
dades cruzadas en el mercado postal hace aparecer el problema de los
efectos de red. En este sentido, podemos esperar que el valor de una red
postal aumente a medida que aumenta el número de clientes que la uti-
licen.

Suponemos que la noción de acceso y entrega omnipresentes, a ve-
ces también referida como accesibilidad, que yace en el núcleo de las
OSU, debe ser considerada en el contexto de las externalidades de red y
es un elemento crucial que debe asegurar la política de OSU. La omni-
presencia asegura que las externalidades cruzadas presentes en la red
postal amplíen y afecten positivamente la demanda de servicios postales.
Toda nueva dirección incorporada a la red postal la hace más valiosa, y
asegurar que todo el mundo esté conectado a la red no requiere que los
usuarios (negocios, gobiernos) desarrollen sistemas alternativos para
contactar con todos sus consumidores/ciudadanos. La importancia de la
entrega a domicilio gratuita es destacada en un trabajo reciente realiza-
do por Felisberto et al. (2006). Su investigación muestra que el envío a
domicilio tiene un efecto importante y positivo sobre la demanda de co-
rreo: hasta un 35% de los receptores no vaciarían más sus buzones si el
Correo Suizo ofreciera solo un casillero (gratuito) en una oficina postal
en lugar de la actual entrega a domicilio (sin coste alguno). Por lo tanto,
el reemplazo del envío a domicilio por el envío a casilleros postales cau-
saría una caída significativa de los volúmenes de correo.
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Calidad

Subdividimos la calidad del servicio en tres dimensiones, considerando
que cada una de ellas agrega un valor importante a los productos posta-
les: confianza, puntualidad y confidencialidad.

• Confianza: las cartas se envían porque los remitentes están segu-
ros de que llegarán a su destino. De otro modo, las cartas no tie-
nen valor. Si, en promedio, el 10% de las cartas no llegaran a sus
receptores, esto causaría una caída importante en los volúmenes
comercializados, en tanto que impediría muchas aplicaciones de co-
rreo y disminuiría el valor presente neto de las campañas de
correo directo.

• Puntualidad: de manera similar, una proporción significativa de
remitentes exige que su correo llegue a los destinatarios dentro
de las 24 horas. Por ejemplo, el Correo Suizo ofrece un produc-
to con un plazo de entrega de un día a otro (E+1), así como tam-
bién un servicio E+3. Ambos servicios llegan dentro de sus lí-
mites de tiempo en más del 97% de los casos, en promedio.10

Aunque el correo prioritario es alrededor de un 15% más caro,
cerca de la mitad del correo es enviado por esta vía. Por lo tanto,
la entrega al día siguiente parece tener un valor significativo
para los consumidores suizos. Se podría asumir que muchas car-
tas no serían enviadas si el Correo Suizo no pudiera garantizar
de manera creíble sus plazos de tiempo o si interrumpiera su ser-
vicio prioritario. Obsérvese que alrededor de un siglo atrás,
cuando el Correo Suizo solía realizar las entregas dos veces al
día, se podía enviar una carta por la mañana y estar seguro de
que el destinatario la tendría por la tarde. Posteriormente, con la
llegada de los servicios de telecomunicaciones el servicio se fue
racionalizando.

• Confidencialidad: la gente no quiere que sus vecinos sepan qué
cartas reciben, ni tampoco que sepan quién envió la carta. Por lo
tanto, la confianza en el cartero es necesaria porque tiene consi-
derable información sobre los remitentes y los destinatarios. Así,
los operadores de correos necesitan la «inviolabilidad del correo»
por parte de sus empleados. Además, son necesarios buzones in-
dividuales. Obsérvese que esto no permite la existencia de buzo-
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nes compartidos entre varios destinatarios, una medida adoptada
en muchos países africanos (Anson y Toledano, 2008).

Estatus legal

Las regulaciones influyen sobre el uso del correo en muchos aspectos. Si,
por ejemplo, se necesitan firmas genuinas para realizar determinados ti-
pos de contratos, las cartas serán utilizadas para acortar las distancias en-
tre las partes contratantes. Si los recordatorios físicos por correo son le-
galmente ejecutables, las cartas desempeñarán un importante papel en
hacer cumplir los contratos y los pagos.

Por otro lado, las campañas de «no enviar correo» y las listas ne-
gras para proteger a los destinatarios de la publicidad limitarán el uso del
correo directo para publicidad y, por lo tanto, influirán sobre los volú-
menes de manera negativa (al menos a corto plazo). Más recientemente,
los debates sobre las huellas de carbono en el correo podrían afectar el
uso de este servicio de varias formas.

Coste

Muchos usuarios de los servicios postales tienen una disposición de pago
comparativamente baja. Además, cualquier economía tiene un interés en
reducir los costes de transacción para realizar negocios. Por lo tanto, los
servicios postales deberían ser «accesibles».

Los costes unitarios de los servicios postales están influidos por mu-
chos factores, y las regulaciones tienen un rol importante. La mayor parte
de los economistas han detectado sustanciales economías de escala, densi-
dad y alcances en la cadena de valor postal. Véase Farsi, Filippini y Trinker
(2006) para un estudio sobre los costes en el reparto de cartas y paquetes.

Las economías de escala existen si una red con una cobertura ma-
yor implica unos costes unitarios menores. Las economías de escala son
sustanciales dentro de la red postal. Por lo tanto, las redes postales más
grandes no solo tienen efectos de demanda positivos, sino también supo-
nen unos costes por envío menores, ceteris paribus. Observe que tenien-
do esto en cuenta las regiones rurales deberían exhibir unos costes por
envío significativamente más altos que las áreas densamente pobladas.
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Las economías de densidad se generan cuando el aumento de pro-
ductos en un punto de entrega reduce los costes unitarios. Este tipo de
economías se encuentran altamente presentes en el reparto de la corres-
pondencia. Una ruta puede ser atendida de forma más eficiente por un
solo cartero. Dos o más carteros conducirán a costes unitarios compara-
tivamente más altos. Por lo tanto, la competencia debería tener un efecto
negativo, ya que la creación de nuevas redes de entrega en una ruta in-
crementa los costes unitarios.

Las economías de alcance están presentes si la producción conjun-
ta de dos productos genera costes unitarios más bajos que producir los
productos de modo independiente. En las oficinas de correos existen eco-
nomías de alcance en la producción de paquetes, cartas, pagos/servicios
financieros y servicios comunitarios. Véase Buser, Jaag y Trinkner (2008)
para un análisis más detallado. De manera similar, las economías de al-
cance están presentes en la entrega de cartas y paquetes. Por lo tanto, un
aspecto crucial para los costes de los operadores es si el regulador auto-
riza la provisión conjunta de varios servicios postales. Las regulaciones
que no permiten ofrecer servicios financieros generarán costes unitarios
más altos.

Los costes unitarios están influidos más aún por los impuestos. El
impuesto sobre el valor añadido (IVA) incrementará el coste por carta.
De manera similar, los impuestos sobre los beneficios (o la apropiación
de las ganancias por parte de los propietarios) tendrán un impacto nega-
tivo. La mayor parte de los operadores públicos postales permanecen
exentos de IVA. En Europa, esto es cierto incluso en un mercado com-
pletamente liberalizado, lo cual resulta en un campo de juego donde las
empresas compiten de forma desigual (los competidores privados deben
cargar el IVA).11

Finalmente, el nivel de las «regulaciones de los recursos de entra-
da» afectará de forma importante los costes unitarios postales. Las regu-
laciones de los recursos de entrada son reglas que prescriben una deter-
minada conducta más que un servicio que tiene que ser prestado. Los
ejemplos incluyen regulaciones del coste laboral, regulaciones de políti-
ca regional tales como la provisión de un número mínimo de centros de
clasificación, u obligaciones para manejar puntos de recolección por me-
dio del uso de oficinas de correo que funcionan por cuenta propia.
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Fijación de precios

En relación con la fijación de precios, las externalidades cruzadas presen-
tes en los mercados postales resultan nuevamente importantes (y compli-
can la regulación). Hay dos preguntas básicas que deben ser respondidas:
1) ¿quién paga por los servicios postales, el remitente, el destinatario o
ambos?; 2) una segunda pregunta se relaciona con el nivel general de los
precios el cual es crucial para financiar los servicios postales universales.

1. En los mercados donde se producen externalidades cruzadas entre
el remitente y el receptor de las cartas, un cambio en la estructura
de precios afecta la demanda total. En el siglo XIX, Rowland Hill
cambió la estructura de precios en Inglaterra de forma radical.
Antes de la reforma, se cobraba el franqueo tanto a los remitentes
como a los destinatarios. Después, o bien los remitentes o los des-
tinatarios tenían que pagar el precio de franqueo completo, por lo
que el franqueo para los remitentes era solo la mitad del franqueo
para los destinatarios. La historia sobre la reforma revela que la
demanda explotó virtualmente cuando se cambio la estructura de
precios y se impuso el principio de que «el remitente paga todo».
De manera similar, una investigación reciente realizada por Jaag
y Trinkner (2008) indica que en los mercados postales liberaliza-
dos, los destinatarios serán probablemente subsidiados por los re-
mitentes. Además sus resultados apoyan las regulaciones que evi-
tan que grandes destinatarios tengan la capacidad de ejercer su
poder de negociación con los operadores postales (monopolio
postal o regulaciones especiales en el caso de la liberalización).
De otro modo, esto resultará en costes totales de franqueo más al-
tos y por lo tanto en volúmenes menores.

2. Los estudios empíricos de series temporales y transversales
muestran de manera unánime que la elasticidad-precio de los
servicios postales son negativas. Es decir, precios más altos lle-
van a volúmenes totales de correo más bajos. Tal como se ha ex-
plicado en el apartado segundo, las categorías importantes de
correo solo encontrarán usuarios si el franqueo es «barato». En
Suiza, el país con la tasa más alta de correo per cápita en el mun-
do,12 una carta de hasta 100 gramos cuesta cerca de un quinto de
una taza de café en un restaurante. En términos reales, el fran-
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queo sigue siendo aproximadamente el mismo que hace un si-
glo. Notablemente, el correo per cápita era solo una fracción de
lo que es actualmente, lo cual pone en evidencia la existencia de
economías de escala y densidad en el envío postal.

Competencia directa e indirecta

Competencia directa: como se ha señalado anteriormente, la liberaliza-
ción completa del mercado postal (la competencia «de un extremo a
otro» o «codo a codo») lleva a redes paralelas las cuales a su vez podrían
afectar negativamente los costes totales. Por otro lado, la competencia
podría estimular la eficiencia y la innovación en el sector. Para un análi-
sis de los efectos de la regulación en la innovación véanse Dietl, Lutzen-
berger y Grütter (2007, 2008) Dietl et al. (2008).

Sin ánimo de analizar con detalle esta cuestión, ofrecemos una com-
paración indicativa de los resultados alcanzados por tres regulaciones están-
dar del mercado postal: Suecia con su mercado completamente liberalizado,
Suiza con su monopolio residual, y Estados Unidos con los worksharing
discounts, un sistema que mantiene un rígido monopolio en la distribución
de las cartas, pero que permite la competencia aguas arriba en la etapa de re-
colección y clasificación de la correspondencia. En este sistema, los works-
haring discounts son descuentos que reciben los competidores cuando lle-
van su correo parcialmente seleccionado a la red del operador público. Para
una mayor detalle sobre estas regulaciones y sus efectos sobre el bienestar
ver Dietl, Trinkner y Bleisch (2005). Los autores encuentran que los works-
haring discounts ofrecen buenos resultados ya que permiten beneficiarse de
la competencia sin sacrificar las economías de escala y de densidad en el re-
parto de las cartas. En la figura 1 se muestra el desarrollo de los volúmenes
totales de correo en Suecia, Suiza y Estados Unidos y provee cierto13 apoyo
empírico para los hallazgos de Dietl Trinkner y Bleisch (2005).

Concluimos que el efecto de la competencia sobre los volúmenes
de mercado sigue siendo un aspecto importante, y referimos el lector al
gran cuerpo de la literatura que analiza los desafíos que supone financiar
las OSU en un mercado completamente liberalizado. Recuérdese que en
los mercados liberalizados los precios deben estar orientados a los cos-
tes, y que las políticas de servicio universal intentan lograr algo más
(precios = uniformes).

El desarrollo de los servicios postales  395

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:11  Página 395



396 Helmut M. Dietl y Urs Trinkner

Competencia indirecta: los servicios postales se enfrentan a una compe-
tencia indirecta creciente a través de medios digitales de comunicación
escrita. El volumen total de correo se está reduciendo en la mayor parte de
los países desarrollados, incluyendo Suiza, pese al crecimiento de los
mercados de comunicación escrita. Las pérdidas de volúmenes en el mer-
cado son consideradas como una consecuencia de la «sustitución electró-
nica». La rápida evolución de la «competencia electrónica» amenaza a los
operadores postales tradicionales de forma similar a lo que hacen los nue-
vos operadores postales que compiten extremo a extremo. Esto crea una
presión competitiva para mejorar la eficiencia y la innovación que es in-
dependiente de la liberalización. De ese modo, es crucial que la industria
postal encuentre nuevas formas para posicionarse exitosamente en este
nuevo mercado, donde los precios para las entregas de servicios digitales
son insignificantes. Si los operadores postales tratan de rivalizar entre
ellos a través de una degradación de la calidad, entonces la industria po-
dría encontrarse en una situación difícil. Observe que esta situación nos
permite entender mejor la figura 1, donde el Servicio Postal de Estados
Unidos (USPS) constituye el operador postal público (OPP) que utiliza
el correo publicitario de una forma más profesional.

FIGURA 1
Desarrollo de los volúmenes totales de correo en países seleccionados con alto

volumen (en porcentaje)

FUENTE: Trinkner (2008a).
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4. ¿Cómo desarrollar el servicio universal en América Latina?

En el apartado segundo concluimos que las OSU son una política desea-
ble para cualquier economía. En el tercero analizamos varios aspectos
clave para desarrollar el servicio universal. Mostramos que unos precios
bajos y asequibles son un ingrediente importante para el desarrollo de las
OSU. A su vez, la existencia de altos volúmenes de cartas parece ser cru-
cial para lograr costes unitarios bajos y, por lo tanto, precios más accesi-
bles. Teniendo todo esto en cuenta, la pregunta crucial parece ser: ¿cómo
desarrollar las OSU partiendo de una situación en la que el volumen co-
mercializado de la correspondencia es bajo, como ocurre en la mayor
parte de los países de América Latina? Parece tratarse del «problema del
huevo y la gallina» (que es, en general, un problema inherente en los mer-
cados que presentan externalidades cruzadas y en particular en los merca-
dos postales).14

FIGURA 2
La sustitución electrónica como una pérdida de la participación de mercado en

una plataforma de competencia

FUENTE: Trinkner (2008a).
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Punto de partida en América Latina

En el cuadro 1 se muestra una serie de diferencias importantes entre los
países de América Latina y los países industrializados. Los países de
América Latina parecen tener volúmenes de correo mucho más bajos, y
sus operadores postales públicos (OPP) no llegan a toda la población.
Además, los OPP tienen participaciones de mercado comparativamente
bajas (con una importante excepción). De acuerdo a Anson et al. (2006),
el OPP de Brasil tienen una cuota de mercado del 95% debido a sus de-

398 Helmut M. Dietl y Urs Trinkner

CUADRO 1
Diferencias entre América Latina y los países industrializados

América Latina Países industrializados

Nº de personas atendidas por cada 
trabajador postal 3.056 343

Acceso a los servicios postales:
· A través de la entrega a domicilio 81% 95%
· A través de casilleros postales 13% 5%
· Sin acceso 6% 0%

Área promedio cubierta por una 
oficina de correo permanente 590 km2 196km2

Cantidad de artículos enviados per 
cápita en 2006:
· correo ordinario 18,9/10* 403,7
· paquetes 0,283 6,375

Participación de mercado del 
operador postal público 
(excepto Brasil) 35%* >70%*

Estructura de precios El remitente y Solo paga el 
el destinatario remitente *
pueden pagar *

Accesibilidad Puede no Precios «accesibles»*
considerarse 
como accesible *

FUENTE: UPU, Berna, Noviembre 2007, *Anson et al. (2006).

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:11  Página 398



rechos de monopolio. Pese al monopolio, Brasil tiene con diferencia el
número más alto de artículos domésticos per cápita. Obsérvese que en
América Latina, los mercados postales están normalmente desregulados;
por lo que Brasil constituye una excepción.

Los incentivos de la demanda postal en los países de América Latina

¿Cómo podemos explicar los volúmenes totales de correo de los países
de América Latina? Anson et al. (2006) realizan un estudio comparativo
en el que ofrecen evidencia para América Latina. De manera interesante,
y en contraste con los países industrializados, muestran que la actividad
económica (PIB) y los precios no permiten explicar el volumen de correo
en estos países. Estos autores encuentran un impacto negativo del uso de
casilleros postales y un impacto positivo de la densidad de oficinas de
correo. Por lo tanto, esto muestra que cuanta más gente retira su correo
en una oficina postal y cuanto más kilómetros tienen que desplazarse los
usuarios hasta la próxima oficina postal, se envía/recibe menos volumen
de correo. Los volúmenes de correo son más altos si el mercado se en-
cuentra más concentrado (monopolístico).

Sus resultados están en línea con nuestras consideraciones de los
apartados segundo y tercero. La no significación del PIB podría indicar
que la mayoría de los OPP en América Latina no logran desempeñar su
papel como facilitadores del crecimiento económico. Esta interpretación
se sostiene sobre el hecho de que en promedio cada habitante recibe me-
nos de diecinueve cartas por año (cuadro 1). Recuérdese que si los servi-
cios postales generan confianza y son asequibles una suscripción a una
empresa de servicio público (energía, teléfono) genera rápidamente más
de doce cartas. En caso contrario, las empresas de servicios públicos eli-
gen medios de pago anticipado. De acuerdo con Anson et al. (2006), una
gran fracción de los OPP de América Latina entregan en promedio inclu-
so menos de una carta a sus residentes.

Aparentemente, en estos países el intercambio comercial se lleva a
cabo sin servicios postales y por lo tanto el PIB y los volúmenes de correo
no están correlacionados. La presencia de externalidades cruzadas en los
mercados postales ayuda a explicar los resultados obtenidos por Anson so-
bre el impacto negativo sobre los casilleros postales así como también la
no significación detectada del precio de franqueo. En América Latina, los
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destinatarios a menudo no tienen un servicio de entrega a domicilio y/o un
casillero postal gratuito. En Chile, los carteros negocian los precios de en-
trega individual con sus destinatarios (y no transfieren el dinero recolecta-
do a los servicios postales). Esto causó el colapso o la inexistencia del mer-
cado de correo directo; los destinatarios no están dispuestos a pagar dinero
a su cartero para recibir publicidad. Por lo tanto, tal como señalan los auto-
res, sus datos pueden no reflejar el sistema de precios real de forma co-
rrecta. Por otro lado, el efecto positivo de la concentración del mercado en
los volúmenes de correo contradice la visión común de que la competencia
genera el crecimiento del mercado. El monopolio de Brasil supera a sus
países vecinos de América Latina claramente. Los resultados son consis-
tentes con la figura 1 y apoyan la «clásica» visión económica de que los
mercados en los que existe un monopolio natural deberían ser atendidos
por un monopolista público y regulado. De acuerdo con esta visión, el mo-
nopolio legal está justificado por la explotación de las economías de esca-
la, densidad y alcance, y su regulación es necesaria para evitar la extrac-
ción de rentas de monopolio. La propiedad pública es preferible a la
propiedad privada porque que las potenciales rentas de monopolio perma-
nezcan en la esfera pública (en caso de que los reguladores no logren evi-
tar el abuso del poder de monopolio). (Véase la sección quinta del cuarto
apartado para un debate sobre la contratación pública de las OSU.)

En resumen, para alcanzar mayores volúmenes de correo será cru-
cial: 1) implementar una estructura de precios adecuada, con precios ase-
quibles; 2) asegurar una regulación viable del mercado postal; y 3) defi-
nir de manera adecuada las OSU para lograr la calidad y la cobertura
necesaria dentro de un país.

Se mantiene la pregunta sobre si es posible establecer precios asequi-
bles cuando se parte de una situación donde existe poca correspondencia.

¿Volúmenes bajos, costes altos? Estrategias para países con bajo
volumen

En la figura 3 se muestra el desarrollo de volumen total de cartas en Sui-
za desde 1900. Entre 1900 y 2000 los volúmenes de cartas crecieron sin
cesar. Desde el año 2000, los volúmenes de correo están decreciendo de
forma constante entre un 1% y un 2% anual.

De forma interesante, pese al gran incremento de los volúmenes de
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correo (también con respecto a los volúmenes de correo per cápita), los
precios reales del Correo Suizo han permanecido aproximadamente
constantes entre 1900 y la actualidad. Por lo tanto no resulta claro a prio-
ri si los volúmenes postales bajos necesariamente requieren ir acompa-
ñados de precios altos.

En el cuadro 2 se ofrece alguna evidencia de por qué los volúmenes
bajos podrían no necesariamente implicar costes unitarios altos. Esto in-
dica que la estructura de costes en los países con bajos volúmenes de de-
manda en América Latina difiere de la de los países industrializados.
Más importante, factores de coste que influyen en el precio tales como
los salarios difieren sustancialmente (y tienen un efecto importante en
los costes del servicio).

Además, los mercados postales liberalizados en países industriali-
zados indican que el servicio postal puede ser un negocio rentable inclu-
so con bajos volúmenes. Por ejemplo, Sandd y Selekt operan de forma
rentable en los Países Bajos con solo una fracción de los volúmenes del
operador dominante post-TNT.

Concluimos que los países de volumen de correos bajo deberían ser
capaces de lograr un servicio postal viable con precios unitarios de co-
rreo asequibles, siempre que las regulaciones (OSU) estén bien ajustadas

FIGURA 3
El desarrollo histórico de los artículos de correo con destinatario en Suiza

FUENTE: Trinkner (2008a).
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a las condiciones específicas del país. En particular, las regulaciones de-
berían permitir llevar a cabo modelos de negocio adaptados para aprove-
char los bajos costes laborales y las economías de alcance entre la reco-
lección, la clasificación y la entrega de la correspondencia. En la siguiente
sección, analizamos con más detalle la necesidad de regular las OSU.

El rol de las regulaciones de las OSU

A partir de las consideraciones teóricas anteriores y de las experiencias
de América Latina, el cuadro 3 sintetiza las ventajas y desventajas de re-
gular las OSU y de una completa desregulación del mercado postal (lais-
sez-faire competition).

Consideramos que las OSU son la respuesta política y la solución a
la presencia de externalidades cruzadas en el mercado postal. Las OSU
aseguran que ambas partes, los remitentes y los destinatarios, se benefi-
cien de la red postal. De ese modo, se internalizan los efectos positivos
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CUADRO 2
Algunas diferencias de costes entre América Latina y los países industrializados

Países menos desarrollados con bajo volumen

Características

Bajos costes laborales, altos costes de
capital

Respuestas y resultados

Baja automatización, clasificación
descentralizada

Economías de alcance entre
· Correo y paquetes
· Recolección, clasificación y entrega

(procesamiento manual en las oficinas
postales que tienen funciones de entrega
y clasificación)

(Ninguna, pero bajos costes laborales)

FUENTE: elaboración propia.

Países desarrollados con alto volumen

Altos costes laborales, bajos costes de
capital

Alta automatización y uso de tecnologías
de la información para compensar altos
costes laborales

Economías de alcance entre
·  Correo y paquetes
·  (Ninguna: clara separación de procesos)

Economías de densidad en la entrega
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transversales y a un mismo lado de la red. La existencia de un precio uni-
forme a lo largo y ancho de un país reducirá aún más los costes de tran-
sacción y hará posible la redistribución de rentas entre las regiones den-
samente pobladas y las regiones rurales, así como entre los grandes y los
pequeños clientes. Sin embargo, los precios uniformes son menos preo-
cupantes que las condiciones de igualdad y accesibilidad en el país.15

Sin embargo, las obligaciones establecidas por la política de servi-
cio universal tienen un coste y aumentan la importancia de los problemas
de financiación del servicio.

CUADRO 3
Laissez-faire competition vs. regulación de las OSU

Laissez-faire competition

Ventajas

· Mercados libres

Desventajas

· Foco en las áreas urbanas (de alto
volumen y bajo coste)

· Sin entrega a domicilio en áreas rurales
· El destinatario debe pagar en áreas rurales

Resultado

Red postal incompleta

FUENTE: elaboración propia.

Regulación de las OSU

· Internalización de externalidades de red
(efectos positivos transversales y del
mismo lado)

· Reducción de los costes de transacción
· Cumplimiento mínimo de los estándares

relacionados con calidad y precio
· Redistribución de rentas
· - de áreas urbanas a rurales
· - de los remitentes (empresas) a los

destinatarios (hogares)
· Gobierno
· - Integración regional y cohesión social
· - democracia
· - cumplimiento de contratos y de

derechos de propiedad

· Financiación de las OSU

Problemas financieros
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Financiación de las OSU

Algunos elementos importantes en las OSU pueden estar en conflicto na-
tural con el funcionamiento de la competencia.16 Esto plantea la pregun-
ta de cómo hacer cumplir y financiar las OSU.

Una primera y sencilla solución es restringir la competencia, i.e.
introducir derechos de monopolio para determinados servicios. Los de-
rechos exclusivos resuelven los problemas asociados con la viabilidad de
precios uniformes. Además, este mecanismo de fijación de precios pue-
de ser utilizado para financiar mayores obligaciones, en la medida en que
se pueden establecer de forma más fácil unos precios orientados a costes
cuando existe un proveedor de servicio universal (el nivel de precio no es
determinado por el mercado). Finalmente, un monopolio asegura una
mayor explotación de las economías de escala, densidad y alcance. Los
derechos de monopolio han sido utilizados tradicionalmente en todo el
mundo para financiar las OSU.

Un segundo medio para financiar las OSU se refiere a los mercados
postales liberalizados. En este caso, es necesario compensar a los provee-
dores de servicio universal por sus obligaciones (OSU).17 Los mecanis-
mos que se pueden utilizar incluyen subsidios gubernamentales o fondos
de compensación recaudados por los distintos operadores del mercado.
De ese modo, las OSU se pueden delegar a través de licitaciones competi-
tivas o por otros medios. La directiva postal europea de 2008 (2008/6/EC)
es el principal ejemplo de los esquemas de compensación que se pueden
usar en un ambiente liberalizado (véase Trinkner, 2008b, para un análisis
más detallada de la directiva).

En la figura 4 se ilustran varias opciones que pueden utilizar los go-
biernos para proveer las OSU. En primer lugar, se debe especificar un pa-
quete de obligaciones y derechos que se quiere garantizar a los ciudada-
nos. La definición del paquete es crucial y determinará la estructura de
mercado y la carga financiera impuesta por los servicios/obligaciones re-
queridos. Por ejemplo, la inclusión de derechos exclusivos tales como los
monopolios postales reducen la necesidad de recursos externos y exclu-
ye la duplicación ineficiente de redes. En segundo lugar, el gobierno tie-
ne que decidir si el paquete de servicios será provisto por el Estado o de-
legado al mercado. En caso de delegación en el mercado, el Estado puede
elegir en una tercera etapa entre varias opciones, incluyendo concursos
entre potenciales productores o licitaciones. Téngase en cuenta que esta

404 Helmut M. Dietl y Urs Trinkner

MAS ALLA DEL MERCADO(3L)2  9/11/09  13:11  Página 404



El desarrollo de los servicios postales  405

división entre varias etapas es de algún modo artificial. En la medida en
que las etapas son interdependientes, las autoridades que tomen las deci-
siones deben tener en cuenta todos los pasos simultáneamente. Para un
análisis detallado de las tres etapas incluyendo un análisis de los diver-
sos criterios véase Jaag y Trinkner (2009).

5. Resumen

Los servicios postales universales son un importante facilitador del cre-
cimiento económico, el bienestar social y la seguridad nacional. A dife-
rencia de la mayor parte de los países industrializados, especialmente los

FIGURA 4
Árbol de decisión para adquisiciones públicas

FUENTE: Jaag y Trinkner (2009).
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europeos, quienes disfrutan de un buen funcionamiento de las OSU, mu-
chos países de América Latina todavía están en la fase de desarrollo de
los servicios postales universales. En América Latina, existen partes im-
portantes de la población que no están conectadas a la red postal, las es-
tructuras de precios son inadecuadas y, como resultado, los volúmenes de
correo per cápita son relativamente bajos. En este contexto, la red postal
no puede cumplir con su papel de dinamizador económico.

Por otro lado, la mayoría de los países de América Latina se bene-
fician de los bajos costes laborales. Como resultado, la automatización
de clasificación del correo es considerablemente menor que en los países
industrializados, que tienen unos costes laborales más altos en relación
con el coste del capital. Además, en América Latina los operadores pue-
den desarrollar economías de alcance entre las distintas etapas de la ca-
dena de valor del servicio (recolección, clasificación y entrega).

Estas diferencias hacen que las regulaciones de las OSU en Améri-
ca Latina no puedan ser las mismas que en los países europeos. En Euro-
pa, las redes postales se encuentran completamente desarrolladas. El ser-
vicio universal es la regla, no la excepción. La regulación de las OSU se
centra principalmente en asegurar la viabilidad del prestador de las OSU
en el nuevo contexto de liberalización del mercado. En cambio, en Amé-
rica Latina se produce el problema opuesto: las redes postales son in-
completas y necesitan de una regulación diferente para asegurar las
OSU. En este capítulo hemos destacado estas diferencias así como tam-
bién las potenciales consecuencias económicas. Además, hemos ofreci-
do un marco para desarrollar las políticas de las OSU en los países me-
nos desarrollados. La adaptación de este marco a las condiciones
específicas del país permitirá elaborar recomendaciones específicas para
los gobiernos. Esto, sin embargo, estaría más allá de los objetivos de este
capítulo.

Notas

1. Las ideas expresadas pertenecen a los autores y no necesariamente re-
flejan la opinión de las instituciones de las cuales son miembros.

2. El objetivo no fue el logro de un servicio universal en Europa, sino el de
salvaguardar el servicio universal existente.
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3. Véase Farsi, Filippini y Trinkner (2006) para un cómputo de las econo-
mías de escala, densidad y alcance.

4. Las regulaciones requieren que el Correo suizo provea al 90% de la po-
blación de una oficina postal que esté situada a veinte minutos en transporte pú-
blico o a pie. Además, las transacciones financieras son parte del servicio uni-
versal.

5. Además de los servicios postales y las transacciones financieras, el co-
rreo suizo históricamente ha provisto y todavía provee de transporte público ru-
ral local («PostAuto»). De nuevo, el servicio ayuda a reducir los costes de tran-
sacción y a acortar las distancias.

6. Obsérvese que el efecto de la sustitución electrónica cubre otros efectos
como la actividad económica. Por lo tanto, los volúmenes postales pueden dife-
rir ya sea del PIB o de otras medidas de la actividad económica. Véase Trinkner
y Grossmann (2006) para un tratamiento detallado de la medición de la sustitu-
ción electrónica.

7. No desarrollamos el tema de la cohesión social en más profundidad.
Para una reflexión del impacto de los servicios postales sobre la cohesión nacio-
nal véase Cremer et al. (2001).

8. Además, los correos tuvieron un papel importante en la nacionalización
de los países. Los servicios postales fueron uno de los primeros signos identita-
rios de las nuevas naciones. En Suiza, un Estado federal, los carteros fueron los
primeros en llevar diariamente los símbolos de la nación. Durante más de 100
años, fueron percibidos como funcionarios del gobierno y tratados con un respe-
to similar al que recibía la policía local. Esta percepción ha cambiado en años re-
cientes con la liberalización del mercado suizo.

9. Véase Jaag y Trinkner (2008) para una definición formal y un trata-
miento comprensivo de las extermalidades cruzadas en los mercados de servicios
postales.

10. Correo Suizo, Informe Anual 2007.
11. La Directiva 2006/112/EC permite a los estados miembros europeos

excluir a los PSU (Proveedor de Servicio Universal) del IVA. La mayoría de los
países europeos han ejercido este derecho. Por lo tanto, los competidores en el
mercado postal deben cobrar toda la tasa del IVA sobre sus productos (cerca del
20%) mientras que los operadores públicos dominantes permanecen exentos del
IVA (pero no pueden deducir el IVA sobre productos de las OSU). Tomando en
cuenta los dos efectos en su conjunto, esto resulta en una distorsión de la compe-
tencia a favor de los PSU (y de los productos incluidos en las OSU).

12. PWC (2006).
13. Obsérvese que el distinto desarrollo podría haber sido causado tam-

bién por otros factores específicos del país. Dejamos un análisis más detallado
para una futura investigación.
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14. Véase Dietl, Lutzenberger y Grütter (2008).
15. Por ejemplo, el Correo Suizo hizo una distinción entre las tarifas loca-

les y nacionales hasta 1970.
16. Véase Trinkner (2008b) para una reflexión.
17. Obsérvese que una compensación justa requiere una correcta estima-

ción de los costes de las OSU. Véase Jaag, Koller y Trinkner (2009) para un tra-
tamiento del tema.
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